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LA SOCIEDAD INTERNACIONAL EN BUSCA DE

UN ORDEN CONSTITUCIONAL

Cástor M. Díaz Barrado +

St;MARto: lntroducción- Sociedad Internacional: funciones- Princi-

pios fundamentales del ordenamiento juridico internacio-

nal- Significado, contenido y aicance de otros principios-

Reflexiones sobre la configuracion de un orden Constitu-

cional internacional:

La sociedad internacional podría decirse que es desigual, asimétrica y

compleja y que, en ella, el De¡echo Iatemacional ha de cumplir dos funciones
prímordiales (l\',lJna función de coe¡ istenc ¡q mediante la que se garantizan las

relaciones pacíficas entre los Estados, con el fin de impedir las funestas conse-

* Cateóútico de Derecho I¡lernacional Público y Relaciones Interoacionalcs Universi_

dad de Extremadura (España).

1) En este sentido, tengo en men¡e el y¿ clásico pensamiento de W.FRIEDMMAN'
(;sneral Course in Public Intemac¡onal Law R.C.D I.. 1967- II, pp9l ss y su trabajo, ¿a nü¿va

eslructwa del Derecho tnternacional, México, I967. en concre¡o' pp. 8l-94
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cÁsToR M. D'AZ tsARrtADo

cuencias de un enf¡entamiento dit€cto entre ellos, asegurándose, asimismo, el
mínimo de relaciones positivas exigible para la pervivencia de la propia sociedad
internacional (2); y unafunción de cooperación, destinada a crear y reforzar los
lazos de inter-dependencia e intercambios internacionales, pudiéndose, además,
aprccia¡, en este ámbito, ciertos elementos autónomos de una escasa solidaridad
que, en el caso de llegar a ser función €specífica de este ordenamiento, debería
concebirse como base para el reparto equitativo de las cargas que hoy soporta la
humanidad en su conjunto, así como para el reparto, tambiin equitativo, de los
beneficios.

En estas coordenadas, la misión que le corresponde al Derecho Inte¡nacio-
nal es crear y consolidar un sistema normatiyo y ln sistema inslítucional pro_
pio y cohe¡ente que permitan y, a la yez, favorezcan tanto las relaciones
"coexislenciales" como de cooperacién. En palabras de C. Gutiérrez Espada,
para ello este ordenamiento "sólo cuenta, podria decirse, con sus normas e

instituciones" (3). Sin detenernos ahora en el examen del sistema institucional
del Derecho Internacional hemos de corroborar, no obsta¡te, la opinión cxpresa-
da por el autor antes citado en el sentido de que el Derecho lnrernacional públi-
co " no ha logrado en su conjunto articular un sistema de instituciones análogo
al que existe en los derechos internos" (4), lo que no significa, pese a todo, que
este ordenamiento no disponga en absoluto de mecanismos, también ef¡caces,
para la aplicación de sus no¡m¿s. Ahora bien, en el conlexto descrito, me centra-
ré en el análisis de los elementos centrales del sistema nomativo internacional,
y en particulaf en los principios fundamentales del orden juridico internacrc-

2) Bien €s verdad, que se ha producido un paulalino abandono de la termino¡ogía.'coexis,
tencia pacífica" debido, fundamentalmente, a que surgjó y sc consolidó €n un momcnto histórico
en el que €l enlreñtamienlo ideológico €ntr€ las grandes potencias y sus aliados hizo que se
concibiese ¡nás coño un compás de espera, antes de procedet a¡ asalto final. qu¿, cot¡o seria
natural, manifcstación d€l coDvencimiento común de que sólo garantizando la paz y la segu¡idad
intemacionalcs gra posible la convivenoia. En cualquier caso, todo apunta el fiunfo ñnal de la
coexistencia o convivencia paclfica (llá¡€se coño se quiera) en las relaciones intemacionales a
nivel globa¡ y a la pervivcncia de conflictos cstata¡es o regionales que azotan y alteratr, qc vez en
cuando, las bases dc esa necesaria convivencia. En todo caso, ¡ecordaremos qu€ ya en 1956,
BETTI (Problemática del Di¡ilto Inrerna?ionale, Milán, p 4) preferla la utilización del térm¡no
conyivencia en la medida en que implicaba un mayor grado dc entend¡mien[o y consciencia de
Intereses comunes.

3) C. GUTIURREZ ESPADA. Hacia ün Conpendio de Derecho Interhacionat púbtico.
2'Ed. Barcelona, 1991, p 61.

4) Ibid, p.8ó
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ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

/¡d¿ en cuanto nornas básicas de las relaciones inte¡nacionales que propenden
a la consecución de los objetivos que se alcanzan con dichas funciones.

Como se sabe, a lo largo de la sentencia relativa a las lct ivídades nilitares
y paramilitares en, contr.t N¡caragu@, el T.l.J., mencionó, en diversas ocasio-
nes, ciertos principios "fundamentales o esenciales" del Derecho Internacional
contemporáneo. En particular, al ocuparse de la validez, en el Derecho Intema-
cional consuetudinario, del principio que proh ibe el uso de Ia fuerza, expresado
en el articulo 2, párrafo 4 de la Carta de las Naciones Unidas, el Tribunal señaló
que la validez de este principio encontraba además confirmación en el hecho de

que " los representantes de los Estados lo mencionan frecuentemente no sólo
como un principio de Derecho lnternacional consuetudinario, sino también como
un principio fundamentql o esenciql de este derecho". Asimismo, al hilo de sus

reflexiones en torno al principio de la no intervención, el Tribunal indicó que la
Carta de las Naciones Unidas no había recogido por escrito "todos los p,.iaci-
pios esencíales del De¡echo fnternacional en vigor" (5).

5) T.l.J. Recueil. pp.90 y 96- párrs I90 y 202 Véanse, e¡i el ámbito docrr¡nal, J. A
PASTOR zullRUEJO. Principios generales del derecho y Principios del Derecho lnternacional
Hone aje al ProJ Sancho lzquienlo, Zaragoza, l9ó0, pp. 149-16l; R. BOBROV, P¡inctp€s
fon<lamentaux du droil inlernatiotlal contempotain, Droit lnternational ContemDo'ain.
c Tunk¡n, Moscú, 1972, pp 52 ss; A.A. CANCADO TRINDADE, Princ¡pios do Dircito
International Cont€mporaneo, Brasilia.l93l. pp5l-80; M.L. ESP^DA RAMOS, ¿'l Conrt¿
Especial de los príncipios de ahistad ) cooperac¡ón enlre los Estados; sus trubajos 

', 
rzsültados.

R.E.D.I., 1971. pp. 125-162 G. CARZÓN CLARIANA, "El valor ¡urídico de las Dectaracn¡es
de la Asamblea Generul de lat Nac¡ones Unidas y el Derecha Internacional de la coexistencia
pacífca, R.F.D.U.M. 1963, pp 395-441; A MARÍN I OPEZ, La codttrt¿d¿n de tos prnuprcs
de Derecho Intemac¡onal, rekrentes a las relactones ami osas ) a la coaperación ente los
Estados. el derccho a la igualdad sobelaña, Revista General de¡ f)erecho, 1967, pp. 58ó ss; ?ó2
ss y 834 ss; M. MEDINA ORTEGA La Caüa de la: Naciones Llni.las como Derccho Intenacio-
nol Generul, R.E.D.I. l9?1, pp. 31.60; E. PEREZ VERA, Naciones Unidas y los pincipios tle
la coexixtencia pacífrca, Madrid, 1975; del mismo auto¡ " El principio del arreglo pocífico de
las controversias y los trabajos del Conité de México de las Naciones Unidas". on RE.D.l.,
1965,pp 3ó5ss; A VÑAL CASA, ¿7C¿nité especill de la Csrta de tas Ataciones llnidas y del

fortoleciniento del papel de la Or4anizdción. R.E.ll.l. 1981, pp l0l- I09; 1983. pp 44?-454
y 1984, pp. 79-91. ARANGIO-RUI7, G., " The nonnative Role oJ the General Assenbly oJ the
United Nations akd the declaration of Principles of Friendly Relations , en Collected Cources,
vol. 131, 1972 O.Y ASAMOAH, The Legal Sign¡fcance ol the declarutions of the Ceneral
Assenbly ol the United Nationt. La llay4 1966; I S¡NCLAIR, Principles of tutemalional hw
concerning hien¿ly rcldtions and cooperution anoñg States, E$ajs K. Rao, Leiden, 1976, pp.

107 - 14 0.
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CASTOR M. DIAZ BARRADO

No ha sido ésta la primera vez, ni mucho menos! en la que algún organo
jurisdiccional internacional se ha refe¡ido a los principios del Derecho lnterna,
cional pero, quizá, sí la ptimera ocasión en la que se ha puesto el énfasis en

ellos, ¡r en la que se nos ha ofrecido una visión amplia y conjunta de este fenó-
meno jurídico. La razón que Io motiva es por todos conocida y el asunto presta

una nueva oportunidad para abordar, sobre todo, tres cuestiones relativas al
signiJicado, contenidct y alcance de estos principíc¡s en el ordenamiento jttrídí-
co internacional, Io que, a la postre, nos irá permitiendo reflexionar en torno a si
se está produciendo o no la configuración de un "orden constitucional interna-
cional" que se desarrollaria alrededor de dichos principios. En particular, abor-
daremos ef ulcance normalivo de los mismos: después su naturalezu jurídica:
y finalmente, nos aproximatemos a clales son en concreto los principios funda-
mentales de este ordenamiento, todo ello con unas reflexiones Drevias acerca del
signifcado de las expresiones: "princip¡os del Dereeho Internac¡onal"

Con demasiada frecuencia se utiliza, en el ordenamiento juridico interna-
ciona¡, la expresión "principios" para designar e identificar realidades mu-v-' dis-
trntas, aunque, en ocasiones, conceptualmente próximas. La expresion, como
dijera, M. Virally es cómoda, aunque vaga e imprecisa. Permite, en definitiva, no
entra¡ en detalles, aunque está claro que se refie¡e a nociones fundamentales y a
normas muy generales (6). En todo caso, se está operando un cambio consisten-
te en empfear con mayor precisión tal expresión. d€ tal modo que, mediante
adjetivos o en función del contexto en el que aparece, se va perfilando plena-
mente el significado del término "principio" en el orden jurídico internacional.
En la actualidad, estimo que se puede desmentir Ia opinión expresada, en su
momento, por este autor en el sentido de que los "principios no constituyen una
calegoría particular €n el derecho internacional" (?). Todo Io contrario, es noto-
ria la presencia en el ordenamiento jurídico internacional de un cotiunto de

6)M.VIR^I,f .Y,¿e r,.oit lnternatíonal, R C A.D.I. t983- V. pp. 173 ss, y O SCHACHT'Eri,
International Law i¡ theory and practicc. R C A.D.l 1984, pp 74 ss

7) Ibid, p 197

l6



ANUARIO ARGENTINÓ DE DERECIIO INTERNACIONAL

principios normativos que, al mismo tiempo que se nos presentan como postula-

dos básicos de las ¡elaciones internacionales, informqny constituyer¡ la base de

importantes normas de este ordenamiento.

En el ámbito doctrizal, siempre ha sido muy socorrida la utilización de la
expresión "principios" cuando los autores, al hilo de los análisis jurídicos co-

rrespondientes, han querido dejar constancia de que un determinado comporta-
miento se ajustaba o contradecía radicalmente el espiritu y el contenido de un

sector del ordenam icnto j urídico o de éste €n su conjunto. No s€rá extraño,pues,

encontrarse con el empleo de expresiones que vienen a decir que ciertos com-
portamientos de un Estado en la alta mar vulneran los principios rectores del
derecho del mar, o que un determinado componamiento atenta contra losp¡ir?-
cipios más elementales de humqnidad. Se trata, tan sólo, de poner de manifiesto
que fa conducta de los Estados no se ajusta a normas jurídicas generales.

Pero, incluso, la doctrina ¡nternac¡onslislq ha hecho uso de esta expre-

sión, como lo hizo hace tiempo P. Guggenheim (8) y entre olros, más recrenle-

mente, Y. Brownlie (9) cuando se pretende ofrecer ¡.¡¿a v isión conjunta ), elebo-
rade del ordenqmiento ¡urídico internacional en su totalidad, examinándose

en ella los más diversos aspectos y riormas que integran este ordenamiento v

que irían, por ejemplo, desde las normas en mate¡ia de responsabilidad rnt€rna-

cional hasta las normas concernie¡tes a la sucesión de Estados. Se trata. en

cualquier caso, del empleo de la expresión con un significado y alcance genéri-
cos, con clara referencia al conjunto de un ordenamiento jurídico, y quienes la

utilizan así lo hace¡ con la intención de mostrar al Iector que está en los umbrales

del sistema de normas jurídicas encargado de regular las relaciones intemacio-
nales.

No obstante, se puede apreciar, también, que la doctrina cientifca ha

comenzado a emplear en un sentido más preciso, y de este modo, ha procedido

a una pornenorizada reflexión, dentro del análisis global de las normas que regu-

lan las relaciones internacionales, de alguna de éstas a las que se les podría

denominar. enlunción de ciertos características, principios del De¡echo Inter-

nacional. Así lo han hecho, por ejemplo. A. Cassese, quien atribuye una función

8) P. GUCGENHEIM, LesP ncipes du Dro¡t In¡ernatianal Public, RCA.DI , i952-l-
pp. I ss.También: H.ROLIN, R.C.A.D.l. 1950- II; P. REUTER, R.C.A.DI., 1962-ll
SCTIWARZENBERGER, R.C.A.D.I, I 955.I

9) BROWNLIII, Principles oI publ¡c international /¿w 4' Ed. Oxtb¡d, 1990.

t'7



cÁsroR M. DiAZ EARRADo

normativa especifica a los mismos, descrita de la siguiente forma: Sin estos prin-
cipios " /a communaulé nondiale lessembleraít d une tour de Babel dans

laquelle, outre lct confusion et l'íncommunicabilité, régnerdient les dfuergences

et les conflits. Les principies servent de clef de voúte d toute la legíslatión
internat¡ondle; l'érc¡sion c.¡u la dislocatton de I'un ou de plusierurs d'entre eux

aureíent vrqíment des conséquences périlleuses" {lA).

En Ia misma di¡ección camina el pensam¡ento de H.Thierry, quien dedicó
buena parte de su curso general sobre Derecho Internacional Público a: "Los
principios del Derecho Internacional" comenzando, de forma significativa, me-
diante la aclaración de que eran numerosas las normas del Derecho Internacional
puesto que cada vez que se celebraba un tratado nacía una nueva norma que

podla ser duradera o efímera, pero, y esto es lo importante, dejando claro, que se

podía identíJicar una cqtegoría específica de normas internacionclles, a la que

consagraria exclusivamente la segunda parte de su Curso, es decir, los "princi-
pios del Derecho Internacional General"(l 1).

En la doctrina española, A. Remiro optó también por abordar, con carácter
previo, el examen de los principios como introducción y presentación del even-
tual examen de otros s€ctores del ordenamiento juridico internacional, y mani-
festó que " El examen y la valoración de los principios básicos del Derecho
Internacional está atrapado en la tela de araña, hecha de luces y sombras, de la
sociedad universal y heterogénea, característica de nuestro tiempo" (12).

Se constatan, además, referencias especificas a los principios, que son

objeto de un análisis autónomo y usualmente al hilo del sistema normativo o de

los procedimientos de creación de normas internacionales, en muchas obras de

alcance general sobre el Derecho Internacional Público. Asi podemos citar,
específicamente entre otros, a C. Gutiérrez Espada ( l3 ) y A. Rodríguez Carrión
para quien se trata de "normas jurídicas concretadas y positivadas en las que la

l0) A CASSESE Le Drcit lhternat¡onal dans uh monde d¡t'isé. P^rís, 1986, p. 120

Il) Cfi. H. THIERRY. Co ts général de Droit Intemat¡onal
p.123 .

12) A REMIRO BROIONS, Derecho Internacional Público.
Madrid, 1981, p. 8l

13) C. GUTIF.RRFZ ESPADA, op .t- pp.6l ss.

18

Puóltc. R.C.A.D.l., 1990.

P r incip ios fundane ntate t.



ANUARIO ARCENTINO DE DERECIIO INTERNACIONAL

confusión con los principios se debe al hecho de que con estas normas eshuc-

turales se quiere indicar a4ae llos principíos normativos cuyo carácter indiscu-

tible les hace tener un rango jerárquico superior a las demás normas jurídicas"

(14).

Siendo consciente de que el empleo con un carácter excesivamente genéri-

co de la expresión "principios" puede ser, además de equivoco, perjudicial para

una conecta comprensión del otdenamiento jurldico internacional, se pone de

relieve, sin embargo, una realidad insalvable: los principios del Derecho lnterna-

cional a los que nos referimos, extienden sus efectos al coniunto de este

ordenamiento jurídíco, y están presentes, de un modo u otro, en cualquiera de

los quehaceres del Estado y demás sujetos de Derecho lnternacional en sus

relaciones mutuas. En este sentido no le faltaria razón a R. Ago cuando, hace

tiempo, sostuvo que se trataba de especies de lineas directrices "que se manl-

fiestan en el contenido jurídico de diferentes normas del orden internacional,

inspiran las normas y las organizan en fu¡ción de ciertos objel¡vos" ( I 5)

Bastaría, po¡ lo demás, la mera lectura de los Preámbulos de los convenios

de codificacíón elabo¡ados en el seno o bajo los auspicios de las Naciones

Unidas para darse cuenta de la referencia constante a los mismos en ámbitos que

gozan de autonomía normativa, aunque siempre quepa la prccisión de quc. cn

función del momento histórico, dicha referencia tendrá mayor o menol alcance

En el Preámbulo del Convenio de Víenq sobre relaciones consulares cle

1963 sc dice que se tienen en cuenta "los Propósitos de la Carta de las Naciones

Unidas relativos a la igualdad soberana de los Estados, al mantenimiento de la

paz y de la seguridad internacionales y al fomento de las relaciones de arnistad

entre Ias naciones". Por su parte, el Convenio de Viena sohre la sucesión de

Estados en malerio de bienes, archivos y tleudas de Estqdo' de 1983, tiene en

cuenta, en su Preámbulo, "los principios de derecho internacional incorporados

en la Carta de las Naciones Unidas, tales como los principios de la igualdad de

derechos y libre determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y la
independencia de todos los Estados, de la no injerencia en los asuntos internos

de los Estados, de ta prohibición de la amenaza o el uso de la fuerza y dcl r€spe¡o

l4) A. RODRiGUEZ CARRIÓN. /.¿cciorer de Derccho Internacional Ptihlka 2" rlc
Madrid, 1990, p. 198.

t5) R. ACO. Lez¡on di Dirua Internazionale. Milán, 1943. ¡ ó5
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universal a los derechos humanos y a las libertades fundamental€s de todos, y la
efectividad de tales derechos y libertades". Y así podrfamos continuar con cada
uno de los convenios de codificación.

En deñnitiva, tal y como lo ha indicado H. Thierry, aunque el término "prin-
cipio" es frecuentemente empleado y raramente definido, hay que entender por
principios jurídicos las normas más generales y fundamentales "quiforment les
axes ou les pierres d'angle auxquels d'autres normes sont rattachées" (16),por
lo que sería conveniente que Ia doctrina utilizase los términos "principios del
Derecho Internacional" para referirse especificamente a aquellos que conside-
ran fundamentales y que han sido positivados, por nuestro ordenam iento jurídi-
co, cumpliendo las funciones y teniendo el alcance que posteriormente veremos.
Po¡ todo, resultará útil el empleo de adjetivos para deslindar conceptos y reali-
dades distintas y asignar, de este modo, el adjetivo "fundamentales" (estructu-
rales o esenciales) a los principios a los que nos referimos, sería la manifestación
de que se pretende, con razón, acotar un conjunto de normas de valor superior y

caracterizadas por ciertas rasgos que les son propios.

Tampoco, la jurisprudencia internacional se ha recatado demasiado a la
hora de ernplear la expresión "principios" con significados diferentes. Por de

pronto, el propio artículo 38 del Estatuto del T.l.J. menciona en su párrafo I,
apartado c)" Los principios generales del derecho reconocidos por Ias naciones

civilizadas" y además, este órgano jurisd iccional recurre al empleo de dicha ex-
presión en la mayoría de las sentencias que ha dictado, recogiéndola en diver-
sos sentidos como muestran, escogidos al azar, los siguientes asuntos.

En la sentencia de 9 de abril de 1949. el T.l.J. en el asunto del Canal de

Corfú, se refirió a "ciertos principios generales y bien conocdos como: consi-
deraciones elementales de humanidad, más absolutas aún en tiempo de paz quc
en tlempo dc guera, e¡ principio de libertad de las comunicaciones marítimas y la
obligación de todo Estado de no dejar utilizar su territorio para fines contrarios
a los derechos de otros Estados" ( l7). En su opinión consultiva, de I 8 de mayo
de 195 I , en el asunto relativo a las res€rvas formuladas a la Conyención para Ia
prevención y sanción del delito de genocídio, el T.1.J. sostuvo que tal conven-
ción contenía "principios reconocidos por las naciones civilizadas, otrligatorios

16) IL THIERRY, loc. cir. p. l2l.

l7) l.l.J Recueil, 1949, p. 22
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para todos los Estados incluso al margen de todo vínculo convencional" (18). En

el caso del Templo de Preah Vjhea¡. el T.l.J. indicó. en !962. qué" es rz frincipio
establecido de derecho que ninguna parte pueda invocar el error como vicio del

consentimiento si ella misma ha contribuido a est€ error por su propia conducta"
( l9). Por último, de la reiterada utilizacién de estos términos en el Asunto concer-

niente a las actividades militares y paramilitares en y conlra Nicaragua, cabe

reco¡dar dos pasajes en los que el T.I.J., señaló, por un lado, que "El Tribunal
conside¡a que los Estados Unidos tienen la obligación según los términos del

artícu¡o I de los cuatro Convenios de Gineb¡a de respetar e incluso hace¡ respe-

tar €stos convenios en toda circunstancia, pues una obligac¡ón tal no se deriva
únicamente de los convenios mismos, sirro de los principios generales del dere-

cho humanitario de los que los convenios no son s¡no una expres¡ón concreta"
(20); y por otro lado, que "el principio de igualdad de las Partes en la dtferencía
es para él (el tribunal) fundamental. El aniculo 53 (del Estatuto del T.l.J.) no
permite desfavorecer ni a una ni a otra de las partes en caso de no comparencia"
de alguna de ellas (2 I ).

De ello se desprende que el término "principio" se emplea con referencia, al

menos, a tes silra ciones jur idicas dis¡¡¡?fa.r. En primer lugar, se trata de aque-
llos principios que son objeto de nuestro análisis, y que constituyen la base

normativa estructural del ordenjurídico intemacional. Como ha indicado, J.A.

Carrillo Salcedo respecto a la soberanía, lo que seria aplicable al resto de princi-
pios, se trataría "de un principio constitucional del Derecho lnternacional en

cuanto o¡denamiento jurídico de un grupo social, la comunidad internacional,
constituido por entidades políticas independientes" (22). En segundo lugar, nos

hallamos ante los denominados princípios generales del derecho que, con un
carácter eminentemente procesal, ponen de relieve el patrimonio común de todo
ordenamiento, sobre todo, en los momentos decisivos de la aplicación de nor-
mas internacionales. Como nos ha recordado F. Mariño Menéndez, cienos sec-

l8) T.l.J. R€cueil, 1951.

l9) T.l.J Recueil. 1962.

20) T.l.J. Recueil, I986, p l14, ptur. 220.

2l) T.l.J. Recueil, l9Eó, párr 32.

22) J.^. CARRILLO SALCEDO. Curso de Derecho Intemacional Público, Madid. 1991.
p 44.

2l



CAS'IOR M DiAZ BARMI]O

tores de la doctrina se refieren a esos principios "propios de Ia idea misma de
Derecho y por ello comunes a todos los ordenamientos ¡urídicos" (23). Por
úhimo, estaríamos en presencia d€ principios que nos remiten al sustrato norma-
tiyo de un determinado sector del o¡denamientojurídico, indicándose que en ese

sector existen líneas de conductas perfectamente claras y p¡eestablecidas. Conlo
ha señalado A. Rodríguez Caüión, son " principios infbrmadores que caracteri-
zan a grupos de normas o ¡n.'tiluciones'(24).

Iln sintesis, cabe identificar, en Ia actualidad, un conjunto de princqus
fundamentales del De¡echo Internacional, incluso en el ámbito terminológico.
de tal forma que la asignación de tales expresiones a cualquier enunciado jurídi-
co significa su pertenencia a una cqteg.)ríq especifica de normas en el ámbito
del orden jurídico internacional, y además, como veremos, contiene Ia conse-
cuencia de que ocupan en dicho orden un lugar preferente.

II

El alcance normqtivo de los pnnclpios fundamentales del Der€cho lnter-
nacional se podria establecer con fundamento en las dos funciones básicas que
cumplen en el ordenamientojuridico internacional: En primer lugar, en los princi-
pios fundamentales se ¡esumen los valo¡es cuya defensa asume dicho
ordenamiento o, como ha afirmado J.Gonález Campos, " expresan los valores
fundamentales que inspiran la estructura generai de ese ordenamiento, en un
determinado momento de su evolución histórica". Por esta razón,,, informan el
sistema jurídico en su totalidad" (25), y los valores que recogen se encuentran
presentes en las normasjurídicas internacionales que los desarrollan. En segun-
do Iugar, los principios fundamentales del Derecho Internacional establecen los
Iímiies deítro de los cuales se deben desa¡¡ollaf y ejercer las actividades y
comportamientos de los sujetos del Derecho Inte¡nacional, actuando de este
modo como trazos que diseiian los perfiles del "marco constitucional internacio-
nal". En este caso, representan cánones de comportamiento sobre los que e\iste

2l) F. MARIÑO MENENDEZ. Nocianes de Derecho tntetnacjonat púb!¡co.3. d..
Zarc,Eoz , 1990. 215.

2,1) A RODRIGUEZ CARRION, op. cir. p. t98.

25) D. CONZALEZ CAMPOS y orros Curso de Derecho lnternacional públto, O,,¡ic¿o.
1983, pp.39 y 40
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un sustancial acuerdo entre los miembros de la Comunidad Internacional y que,

en la lógica misma de Ias relaciones internacionales, no deberán ser sobrepasa-

dos (26).

Por todo. la formulación de estos principios llega a ser, tal y como corles-

ponde, genérica y obstracta, ya que su finalidad no es imponer, mediante su

enunciado, obligaciones concretas a los sujetos del Derecho Internacional. sino

indicar los elementos sobre Ios que reposa este ordenamiento juridico y servir

así como postulados ó¿isicos del mismo. Como ha indicado A Rodriguez Carrión'

estos principios forman parte de la esencia del ordenonienlo inlernaciotlql,

"de tal forma que pueden estimarse como principios estructurales hasta el punto

de que su negación desvifuaría la estructura misma del orden intemacional"'

Naturalmente, de esto se deduce que los pr incipios fundamentales guardan una

estrecha relación con las características que defnen a la sociedad intern¿¿tu-

,¿/ contemporánea. En realidad, son principios que "definen y caractcrizan 1a

naturaleza misma de la sociedad internacional, hasla el punto de que son amplia-

mente reconocidos como principios estructurales e incluso constitucionales del

orden intemacional" (27).

Ahora bien, a lo largo de este siglo se están produciendo avances muy

significativos consistentes en ir restringiendo el número de principios a los que

se les pretende atribui¡ el carácter de estructurales del orden intemacional y a la

vez, ir dcsarrollando las normas precisas que los complcmontan y que, a su vcz,

les otorgaria sentido positivo. Esto Io ha detcctado H.Thiery, para quien: " El

De¡echo Inte¡nacional en el pasado y aún hoy, pero en menor grado, es genero-

so en cuanto a los principios y más áva¡o en cuanto a las nolmas quc los concre-

tizan" (28). Ello se va logrando a través de dos mecanismos complementarlos.

Por un lado, el enunciado del principio en cuestión no sólo se presenta ya

como un postulado del que no se derivan obligaciones concretas sino que en él

se resumen las normas juridicas c€ntrales que dimanan de dicho principio. Así

puede observarse, por ejemplo, por lo que respecta al princ¡pio relalfio tt ld
solución oucílíca de las controversias internacíonales Está claro que la norma

2ó) Cfr. A. CASSESE , op. cit. p. l5l.

2?) A. RODRICUEZ CARRION, op cil 1987 pp l96 v 197

28) Il. llHlERRY, loc. cit p 124.
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principal en esta materia, cuya formulación coincide con la formulación emplea-
da en el enunciado general del principio, establece la obligación de que los
Estados resuelven pacíficamente sus controversias internacion ales. y lo mismo
sucede con el principio fundamental de la buenafe, siendo asi que en la Reso-
lución 2625 (XXV) de la A.G. se reitera, como norma central. el contenido del
enunciado del priflcipio y, posteriormente, sólo se van añadiendo los ámbitos en
los que la buena fe ha de tener eficacia juridica plena. En concreto, existe la
obligación de cumplir de buena fe: las obligaciones derivadas de la Carta, las
obligaciones derivadas de acuerdos o de otras normas de derecho internacional.

G. Abi-Saab ha sabido expresar adecuadamente el cambio que se ha produ-
cido en est€ sentido, y para é1, Ios principios, a raíz de la adopción de la citada
Resolución, "sortqient oinsi progress¡vement des l¡mbes juridiques auxquels
les a confinés le droit intemational du XIX" síécle et du début du XX", ceux de
postulats si généralx et siyagues que -tout en leur rendant hommage- on les
relégue en pratique au statu de prémisses métajuridiques qui ont pour fonction
exclusive de sauvegarder la cohérence logique du systéme sur le plan
intellectuel, sens vraiment en tenír compte dans Ia réglementation du
comporteuent concrel des Etqts" (29).

Es, por lo tanto, posible dar respuesta a esa pregunta que, con ingenro, se

fonnulaba en sentido afirmativo A. Remiro Brotons: ,'¿principios celestiales como
penitencia de la realidad de las debilidades ter¡enales?", aunque todavía, seña-
lando este autor con acierto la cruz de la penitencia, no ha llegado el momento en
el que se supere plenamente esa "pobreza del avance institucional (que) debili-
tará el efectivo alcance normativo de los principios, pues sólo el progreso en
aquel plano permitirá corregir" los manejos desviados de los mismos (30).

Por otro lado, se ha emprendido el camino que nos conduciría a la determi-
nación normaliva de todas las consecuencias que se derivan de la formulación
de un principio fundamental en el Derecho Internacional. por Io que, estando
básicamente de acuerdo con la opinión de H-Thierry en el sentido de gue,,toztes
[es conséguences d'un principie n'en sont pa[ nécessairement tirées (_..) Ltn
principe en droit ¡nternational peut n' étre enlouré que de normes en petit

29) G. ABI-SAAA, kt úlornulation des princ¡pes de ta Cha e et la transJormanon *s
structüres jur¡diques de la Commuüaut¿ internationale, Mélanges M. Virally. paris, 1991. D, 4.

30) A. RITMIRO BROTONS , op. c¡t pp. 80 y 81.
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nomb,'e qu¡ n'épuisenl pas tous Ies elfets que le Pr¡ncípe parqíl clevo¡r comporler

(...)", la verdad, no obstante, es que se está llevando a cabo una denodada tarea

para extraer de los principios normas plecisas que impongan obligaciones u

otorguen derechos a los destinatarios de las mismas (31). Continuando con el

ejemplo de la solución pacifica de las controversias, la Declaración de Manila,

con independencia de su valor jurídico, abriga en su seno todo un rosarlo de

normas que nutren y perfilan el contenido exacto del principio. Y ello se observa,

con extraordinaria nitidez, si tuviéramos la paciencia de completar un mosaico en

torno a la norma concerniente a la líbre eleccíón del medio.

Completemos, al menos, part€ de é1. Es cierto como se ha dicho. que " la
sotución de las controversias internacionales pasa, de una u otra forma, por el

acuerdo de los interesados" (32)y,en consecuencia, Ia libre elección del medio

es un elemento básico del principio fundamental de la solución paciñca de las

controversias internacionales, tal y como ha quedado perfectamenle reflejado

en la Declaración de Manila, en la que se afirma lo siguiente: "El arreglo de las

controversias se basará en la ígualdad soberana de los Estados y se hará según

el principio de la líbre elección de los medíos de conformidad con las obliga-

ciones contraídas en virtud de la Carta de las Naciones lJnidas y con los princi-
pios de lajusticia y el derecho intemacional".

No obstante, la aplicación de esta norma puede producir en la práctica

diversos resultados: que las partes en una controversia encuentren el medio
adecuado para la solución dc ésta; quc la conf¡ove¡sia se proiongue en el ljempo
sin que se halle el medio adecuado para su solución;o, incluso, que la contro-
versia se extinga sin habersc encontrado anteriormente el modo de solucionarla.

Por ello, esta libertad en la elección del medio encuentra dos correctivos:

-El derecho soberano a elegir el medio para la solución de la contro\,ersia se

ejerce en el marco de la norma imperativa que impone la obligación de una solu-

ción pacifica; y- esa libertad viene limitada por la obligación de adoptar deteImr-

nados comportamientos a la hora de buscar la solución pacífica de la controver-

sia. Así, las partes en una controversia internacional están obligadas a abstener-

se de toda medida que pueda agravar la situación; procurarán llegar a un arreglo

prorto yjusto, lo que impide la utilización de prácticas di)atorias; procurarán, de

3l) H. THIERRY, Ioc. cit. P. 123

32) A. REMIRO BROTONS. op. cil. p.241
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buena fe y con un espíritu de cooperación. el arreglo equitativo de la controver-
sia; y, por último, en caso de f¡acaso en la utilización de un determinado medio.
las partes tienen el deber de perseverar en la búsqueda de una solución pacifica.

En los umb¡ales del siglo XXl, el ordenamiento jurídico internacional ha
realizado, pues, buena parte de la tarea relativa al diseño de Ios elementos que
configuran el "orden jurídico internacional". Los principios fundamentales no
sólo son meros postulados de naturaleza político-jurídica demasiado gruesos
para que penetren por todos los resquicios de nllestro ordenamiento. Su desa-
¡rollo, mediante normas concretas y que se han convertido en verdaderas ramr-
ficaciones de aquéllos, abocan a que quepa ¡a interpretación y aplicación de los
mismos en todas ias esferas de las relaciones intemacionales. Estos resultados
son necesarios, pero insuficientes si no vienen acompañados del establecimien-
to de un marco institucional que los haga. en todos los casos, eficaces.

III

Por lo que se reficre asu naturalezd juríd¡ca, los principros fundamentales
del Derecho Internacional tienen, como se sabe. tanto catácter convencíona¡
como consueludinarlo y, asimismo, se encuentran formulados en lesoluc¡ones
dc Organizaciones Intemacionates de especial relevancia.

La Cana de las Naciones Unidas, en cuanto tratado intemacional, inco¡po-
ra en su articulado los principales principios del Derecho lntemacional contem-
poráneo, siendo asi, que "1a más notable innovación de la Carta de las Naciones
Unidas, comparada con el Pacto de la Liga de las Naciones, es comenzar en su
Capítulo I por una enumeración de propósitos y principios que constituyen. a la
vez, oblígaciones de conductas de los Estados niembros reglas que rigen el
funcionamiento de la propia Organización" (33). Pero también en otros trata-
dos constitutivos de Organizaciones [nternacionalcs, y en multitud de acuerdos
bilaterales o multilateraies, se mencionan dichos principios.

En todo caso, la formulación más completa se encuentra en resolucione.s

J3) E. JIMENEZ DE ARECIIAGA. EI Derccho tnle ucíondt Contemporáne.,, Madtid.
1980. p. 107.
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adoplqdqs por Organizaciones Interndcionales. En concreto, la Resolución
2625 (XX!) de Ia A.G. de las Naciones Unidas, define y desarrolla los princ ipios

incorporados en la Carta, constituyendo el instrumento jurídico internacional en

el que mejor aparecen reflejados los principios fundamentales del De¡echo Inte¡-
nacional. Así Io señaló el T.LJ. en el asunto Estados Unidos-Nicaragua, al indi-
car que la Resolución 2625 (XXV) enuncia los principios que la Asamblea Gene-

ral ha califlcado de "principios fundamentales del derecho internacional" (34).

En la misma linea se ha pronunciado casi la totalidad de la doctrina
internacionalista, llegando algunos, como G. Abi-Saab, a destacar la significa-
ción profunda de esta resolución para el orden j urídico internacional (35 ). Junto

a esta resolución, no hay que olvidar la acogida que. a escala mundial, ha tenido
el Acta Final de llelsinki, de 1975, por lo que se refiere a los principios del

Derecho Internacional, a pesar de que los efectos y el alcance de esta resolución
sean prrma /acie más re5lr¡ngidos.

Más allá de su naturaleza convencional y de su formulación en resolucio-
nes de Organizaciones lntenacionales de una especial tras cendencia,la caracte-
ríst¡ca esenci.tl de estos principios fundamentales es que forman parte del
Derecho Internacíonal consuetudinaric.¡. EIT.1.J. asi Io rcconoció, en su senten-

cia de 1984, en la que afirmó que "principios como el no uso de la fuerza, la no

intervención, el respeto de la soberanía e integridad de los Estados y la libertad
de navegacién continúan siendo obligatorios com() parle del Derecho Interna-
cional consuetudinarlo, a pesar (despite) de la operatividad de los preceptos de

de¡echo convencional en los que han sido incorporados " (36). El carácter con-

suetudinario elimina los efectos negativos del ¡elativismo y ha sido la práctica

de los Estados la que ha ido consolidando y perlilando el contenido de los
principios, pero no cabe olvidar, como señaló F. Mariño Menéndez, que "la iden-

tificación y determinación progresiva de tales principios se ha realizado por los

Estados a través de una práctica llevada a cabo en el seno de un proceso en cuya

iniciación y desarrollo ha jugado y juega un papel esencial la Organización de las

Naciones Unidas " (3?).

34) T.l.J. Recue¡1, 19E6, p. párr.203

35) Cfr. C. ABI-SAAB, loc. cit. p I

36) Ll.J. Recueil, 1984, p. 424, p^rr 13.

37) F. MARIÑO MENEDEZ. op. cit. p. 124
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Da la impresión. a veces, de que estos principios han ido conformando

paulatinamente su naturaleza jurídica mediante Ia amaigama inseparable e

indescifrable de normas convencionales, actos de Organizaciones Internaciona-

les y normas consuetudinarías. Como indicó el autor anteriormente citado, pare-

ce que hay un proceso "que constituye una especie separada y muy relevante

del de¡echo consuetudinario", lo que nos permitiria hablar, cuando nos referi-
mos a las normas que recogen los principios, de "costumbre internacionales
constitucionalizadas" (38). En olros términos. el ieconocimiento de la naturaleza
consuetudina¡ia de estos principios, aunado a que de ellos de¡ivan las auténti-
cas normas ¡mperotívqs del Derecho Internecíona1, puede llevar a la incLusión

de que se trata de principios de "carácter supralegal o constitucional".

En este ámbito, hay quc comenzar recordando que e¡ caráctcr imperativo de

ciertas no¡mas internacionales está fuera de toda duda. Como ha señalado
C.Gutiérrez Espada "Hoy se reconoce la existencia de normasjurídicas intcrna-
cionales superiores, más importantcs que el común de las mismas: las normas
imperativas de Derecho lnternacional o de ius cogens " (39). De todas formas,
caben dos preguntas básicas: en primer lugar, deberiamos saber si existen nor-
mas imperarivas que, en puridad, no estén vinculadas a los principios fundamen-

38) rbid.

19) C. CUTIERRI1Z ESPADA. op. cit p t, . Véanse. además I_ AI_EXIDZE, ¿esdl
naturc al ius cogens ¡n conteñporarr- htternational la'. R.C A D.l. 1982- IIL pp- 219-2jO:
Ch. CrHUNÍONT, Mort et rrantguration du ius cogens, Mélanges á Conidcc, parts. 1986, pp.
4ó9 ss, A GOMEZ ROBLEDO, El ius cogens internaciodaL (Estudio hisrór¡co-critic(r, Méxi-
co. 1982t I-e ¡us cogcns intcrnational: Sa génése, sa natu¡c. ses fo¡ctions, R.C A D L lg8lJft,
pp. 9 ss., Il. HANNIK,{IENEN-, Pelemptary norñs (ius cag¿ns) ¡n tntemat¡ona| Lan): ltistori.:!l
detelopnent cri¡etia. ptesent r/alrr IIe¡sinki, 1988; F.A. MANN, fhe ¿oct,.ine al ¡us cogens
lntetnational Lav'. Futhet Studt¿s in lntema!¡onal Law, Ot!l'otd, 1990. pp.84-102; R.
MCDONALD, Fundañental norms in contenporarl lhternaiional fal, C.y.l.L., I987_ pp
ll5-149i A. MARiN LOPEZ, La\ ormas ¡nperat¡yas en Derecho lnternaciondl. Homenaje al
Prol L. Scla Sampil, vol. l. Oviedo, 1970, pp. 6¡-81: A MIAJA DE LÁ MIJELA, Ixs cogens
I ius dispositivum en Derecho Internaciondt Públ¡co. Homenaje a I_.Legaz La Cambr¿, Sa¡tiago
de Compostela, I960, vol. 2. pp ll2l-1153, A MOLINA ORANTES, EI ius cagens en et
Detecho Internacionúl codlicado Su probt¿'ná!ica; Ilomenaje at profesor L. Seta Sampit.
Oviedo. 1910. vol. I pp. 8¡, 105; l-,^. PASTOR RIDRUEJO. Ld detetminac¡ón de¿ contenuo
del üts cogensl, "Poncncia a¡ IX Congreso dcl I.ll.l_.4.D.1., Madrid, t972: M. pERtr.Z
GONZALEZ, Los gobiemos, et iur cagens; las nonnas imperutiyas de Derecho Inrcnauondr
en la Sexta Conisióh, Homenaje a L.Sela Sanpil, vol. t, Oviedo. l9?0. pp I05-147.
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tales delDerecho lntetnacional. En segundo luga¡, habrá que determinar si todas

las normas que dimanan de un principio fundamental han de ser caracterizadas

como normas rmperatlvas.

Por lo que respecta a lo primero, la respuesta no es dei todo fácil. El carác-

ter descentralizado del Derecho Internacional hace que quepa la posib!llidad de

la formación de una norma que alcance a tener carácter imperativo sin necesidad

de que esté formalmente vinculada a uno de los principios fundamentales de

este ordenamiento. C. Gutiérrez Espada recurre para iluslrar es¡a sjtuación a la

norma que prohibe la esclavitud que, según é1, es posiblemente una norma de

ius cogens, aunque no figure en la relación de los principios (40). l,a elección
quizá no sea del todo apropiada ni el razonamiento empleado. En efecto, las

normas imperativas del Derecho lnternacional no tienen que coincidir necesari¿L-

mente con los principios fundamentales de este ordenamiento. En otras pala-

bras, es posible que existan más normas imperativas que el número de principios
fundamentaies. Por lo demás , la prohibición de la esclavitud es perfectamente

vinculable alprincipio fundamental relativo a la protección de los derechos hu-

manos, como lo ha hecho la C. D.I. que, en e I artículo l9 de I proyecto de artículos

sobre la responsabilidad, considera, en su párrafo 3, c) un crimen internacional a

los actos que violen la prohibición de la esclavitud, ya que suponcn una viola-
ción grave de una obligación internacional de importancia esencial para la salva-
güardia del ser humano.

Pero el trasfondo que late en el razonamiento de este autor es sumamente
apropiado porque debe discutirse si otras notmas son de ius cogens sin necesi-
dad y a pesar de que no deriven directamente de alguno de dichos principros.
Recordemos, al efecto, la úorma que establece la liberfad de navegación por alfa
mar y la norma que consagra la inviolabilidad de las embajadas. La primera reco-
gida, como se sabe, en el articulo 87 del Convenio sobre el Derecho del Mar de

1982 según el cual "La alta mar es1á abierta a todos los Estados, sean ribereños
o sin litoral. La libertad de la alta mar (...) comprenderá (...) a) la libertad de

navegación", y la segunda en el articulo 22, párrafo 1 del Convenio del Viena

sohre relaciones diplomdt¡cqs de 1961, gLre reza del siguiente modo: " Los
locales de la misión son inviolables". La primera otorga preferentemente deÍe-
chos a los Estados, y la segunda nos remrle prima facle a la obligación de los

40) C. GU'IIERREZ ESP^DA, op. ci¡ p.142.
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sujetos de Derecho Internaciona¡ de abstenerse de realizar ciertos actos. Las
dos gozan, sin lugar a dudas, de naluraleza consuetudinaria; son aceptadas

generalmente por la comunidad internacional en su conjunto; y la violación de

las obligaciones que de ellas dimanan es sentida, por el conjunto de Estados,

como especialmente perjudicial para las relaciones inte¡nacionales.

En esta linea, parece conveniente a la ho¡a de identificar y descubrir una

norma imperativa dif'erenciar, por un lado, lo que es una rormat de esta naturale
za y lo que es una norma que produce efectos erga omnes, siend.o asi quc, en

principio, toda norma irnperativa produciria tales efectos, pero no necesa¡iamen-

te hay que Ilegar a la conclusión de que toda norma que llevase aparejados tales
efectos deberia ser conceptuada como norma d.e ius cogens (41). Porotro lado,

convendtia ponerse de acuerdo respecto a los otros rasgos que idealmente de-

finirían a las normas imperativas y, a tal efecto. cabe señalar, al n1enos, tres

eventuales notas distintivas: Ia primera, es que las normas imperativas no admi-
ten acuerdo en contrario, de tal modo que seria nulo de pleno derecho cualquier
acuerdo internacional que contravinie¡a una norma imperativa de derecho inter-
nacional; la segunda, es que la norma ímperativa debe ser aceptada como tal por
la Comunidad lnternacional en su conjunto; y la tercera es que la violación de

obligaciones que dimanan de una forma imperativa daria lugar a la comisión de

un crimen internacional (42). De la reflexión conjunta en torno a todos estos

elementos podemos deducir las siguientes conclusiones:

4l) J. JUSTE, Las oblig¡tciones eryd omnes en Derccho Intemac¡onal Púbüca, one
naje al Ptof lrtiaja de la Muela tol. I Madrid. 1979. pp. l8l-400.

42) C. CAREI-1,4, La responsabilit¿t delIa stato pet crin¡tti intetñoz¡onali. Nápolcs-
1985: A. CASSISI, R¿marks on the pftsent legal regulation o.f cnneJ o/.5]d¡er, Str¡di R. Ago, 1

lll. Milán 1987. pp 49-64; B. CONFORTI, II tena.l¡ responsabilitá degl¡ Sratt per cnn¡ni
intenaziona[i, Studi R. Ago. t. ]fl. Milán, 198?. pp. 99- I12, P M DUPL,Y. Ohlemat¡ons sür te
crrme intertntiona[ d¿ ¿'dlaf, R.G.D.I P., 1980, pp. 449-486; M. FARIIAD Internationúl critlt-
nal tespon:ab¡l¡ty o/S¡¿r/er Estocolmo. 1985i M. GOUNEt,Ltl. QueLques remarques sur Ia
not¡on de ¡:ti e ¡ntemalional el sur I ér'oLulion de la responsab¡ljté ¡nternatioruter de I Etat .

M!langes á I' Reuter. ParÍs. 1981, pp. ll5-126; L.C.GRELN, Jnttrnational crines and the
legal process, I Cl L Q.. 1980, pp. 567-584; F. MALEKIAN International ciñ¡nal responsability
o/ ñdrer, Eslocofmo, 1985, I RIGAUX, Le cr¡me d Etat RéJlexions sur I article 19 du prolet
d'articlet sur ld rcsponsabilité des Etats et le d¿yeloppenlent dü lro¡t Interhatiokal, Sttrdi R.

^go, 
t. I, Milán 198?, rJp. 363- 370, M. SPINEDI, Les crime! ¡nterantianaux de l-Etat dans la

codlication de la rcspons,btlit¿ ¿¿r t/d¡r. Nápoles, 198ó; J. WEILLR, Inrehattonal crimes of
Slill¿, Reflin. 1989; J A.CARRILI-O SALCEDO, La dtst¡nción entrc críhenes 

', 
rjel¡tos inten&

donales. Una posibLe aportación ibercamerican¿ a Ia codtfcac¡ón, desaftallo progrcs¡yo del
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El que una norma internacional produ zca efectos erga omn€s es un indicio

de que puede ser conceptuada como norma imperaliva, ya que es condición sine

qua non de las notmas imperativas ei que produzcan tales efectos. Por el contra-

rio, no necesariamente una norma con dichos efectos debe¡á caraclerizarse siem-

pre como norma imperativa. EI hecho de que las normas para que sean imperati-

vas hayan de ser aceptadas y reconocidas como tales por la comunidad interna-

cional de Estados en su conjunto nos conduce, en definitiva, a que se trate de

normas qu€ interesen a todos, es decir " de modo que engendran un d€recho

subjetivo para todo miembro de la sociedad internacional en que sean respeta-

dast su violación, pues, despierta el interés juridico d€ todos ellos, que pueden

( y no únicamente el sujeto directament€ afectado) invocar la responsabilidad

internacional del autor" (43).

Demostrar que todos los Estados consideran una detetminada norma como

imperativa haría obligado un intenso y amplio "rastr€o" por la práctica inte¡na-

cional, pero, en todo caso, cuando acontece la violación de una obligación que

dimana, según se sospecha ampliamente, de una norma de iri cogerJ habrá que

esta¡ muy atentos a las reacciones que produce, con el objeto de comprobar y

cerciorarse si realmente todos se conside¡an interesados o lesionados por dicha

violación.

El que una norma no admita acuerdo en contrario será un indicio más de

que nos hallamos en ptesencia de una norma imperativa, pero no se dcbe olvidar,
tampocoi que una norma de este tipo podrá ser modificada por una norma ulte-
rior de derecho internacional general que tenga el m ismo carácter. Así lo hizo ver

en su sentencia, de 1986, T.I.i. en el asunto Nicaragua-Estados Unidos, al seña-

lar que "la significación para el Tribunal de los comportamientos €statalcs a

primera vista inconciliables con el principio de la no intervención reside en la

Derccho de la responsabilidod inle acioh¿t!, Madrid, Secretaria Cencral del lnslituto H¡spano

Americano de Dcrccho lnternacional, Mérida, venezoela, 1979; J. CARDONA I-LORENS, La
responjabilidad ¡nlenac¡onal por 'rrolactón grcv d( obl¡Sdciotús ese ciúles para la salra
guardia de ¡nleteses Íundamentales de ta Contnirlad Internacional (EI ctimen Intetndcianal)
A.D.l., 1985, pp.265-336i PEDAIJYL, Los crímenes de los Estados, RE.DI 19?8-1919, pp.

25-38; E. VILAR]ÑO PINTO, Cctnside¡acianes respecto a ld conrtgtaciót1 del cri en !- del¡ta

internaciohal, R.E-D I , 1982 pp. 357'377.

43- C. GUTIERRDZ ESPADA, op. cit. pp. 142-143; F. RIGAUX, ¿e üime d'Etat RéIexiohs
sur t'drticte 19 du prcjet d'alticles:ur la rcsponsabilité der tl¿¡r Studi R. Ago. 1. Ill Milán
198?.
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naturaleza del motivo invocado comojustificación. La inyocación por un Estq_
do de un derecho nuevo o de una excepción sin precedente al pnncryio po_
dría, si fuera comparlida por o¡ros Estqdos, tencler a modrJicur e! derecho
tnternacional consueludinario'' (44). En todo caso, la modificación de una
no¡ma ¡mperativa o, incluso, su sustitución por una nueva norma exigiría que la
generalidad de los Estados aceptasen la modificación o la nueva norma y que, al
mismo tiempo, se le otorgase a la norma modificada o a I¿ nueva norma naturale_
za imp€rativa. En este sentido, si gue se produce una estrecha vincuiactón entre
¡as normas impetativas y los principios fundamentales, ya que éstos expresan,
como dijera A. Cassese, unos estándares sobre los cuales los Estados no están
profundamente divididos (45) y, es natural, que tengan vocación de permanen,
cla.

La mayor dificultad estribaría, por lo tanto, en dilucidar si una norma es o
no rmperativa por ha¡larnos en esa fase intermedia en la que la norma anterior, y
en vigor, es "atacada" y comienzan a percibirse actitudes que contradicen su
contenido. En parte, esto se advierte en la norma que prohibe la intervenclón de
los Estados en los asuntos de otros Estados. En efecto, el principio de la no
lntervención presenta en la actualidad una inseparable y doble naturaleza. En
cranto dírectriz ideológ¡c{t, este Wincipio sirve de base para el desarrollo de Ia
convivencia y cooperación entre los actores internacjonales, garantizando su
autonomfa e impulsando la cooperación internacional. C omo principio juríd¡co
reguia las relaciones ente los Estados sobre Ia base de su igualdad soberana. y
lo que sucede es qve esta naturaleta p(tlít¡co- jurídica se hace especialmente
patente en relación con los motivos alegados por Ios Estados para justificar una
determinada conducta de "intervención", de tal modo que, como Io indicó el
liibunal, " en diyersas ocasiones las aL¡toridades de los Estadosa Unldos han
expuesto claramente Ios motivos que tenían para interyenir en los asunros Oe un
Estado extranjero y gue se referían por ejemplo a la politica interior de este pais,
a su ideologia. a su nivel de armamentos o a la orientación de su política exte¡ior.
Pero se trataba en este caso de la exposrc¡ón dc ct¡nstcl¿racir.,nes de política
¡nfernac¡onal y nunca de la afirmación de normas del Derecho fntemacional

44) I I J. Recucil, 1986, p. 99. pán 107

.15) A CASSESE, op. cir. p. t20.
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actual" (4ó). Pero ¿qué sucederia en el caso de que esas consideraciones politi-
cas comenzasen, cada yez con mayor ampl¡tud e int€nsidad, a penetrar en el

ord€n jurídico internacional?.

A mi juicio, es conveniente tratar de modo riguroso todo el fenómeno de la

intervención y alinearse, con espíritu de militancia, con posiciones como la ex-
presada por el Presidente del T.l.J., eljuez Nagendra Singh, cuando dijo que "/
cannot conclude lhís opinion wilhout emphastzing lhe key importance of the

doctrine of non-intervent¡on ín the affairs ef Stales wh¡ch is so vital fot, the

peace and progress of inlernqtional communily. To ignorc lh¡s doctine is 1o

undermíne ¡nternational order and to promole violence qnd bloodshed which

may pro,'e catqstrophic in the end" (47).

-La C.D.I. ha considerado que ciertos comportamientos-aquellos que v¡o-

lan una obligación esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de

la comunidad intemacional- podrían ser considerados como c¡lnenes ¡nterrla-

cionales, por lo que, sabiendo de antemano qué conductas deben ser califica-
bles como tales, podríamos entonces determinar cuáles son las normas imperati-

vas. La solución, sin embargo, no es tan fácil porque la C.D.I. formula en térmi-
nos muy amplios lo que entiende por crimen internacional y, además, en el párra-

fo 3, del afículo 19 del proyecto cle artículos sobre la responsabilidad de los

Estados por hechos inlernucionalmente ilícitos se limita a ofrecer cierros ejem-

plos, no todos, de crímenes internacionales. Por si fuera poco, la C.D.l: conside-

ra crimen internacional, el contemplado €n el apanado c) según el cual un hecho

inlernacionalmente ilicito de esa naturaleza puede resultar "de una violación
grave de una otrligación internacional de importancia esencial para la salvu-
guardia y la protección del medio humqno, como las que prohiben la contami-

nación masiva de la atmósfera o d€ los mares".

Es difícil pronunciamos tajantemente respecto a si en tales casos nos ha-

llamos ante crímenes internacionales, como dice la C.D.l , pero, por el contrario.

cabria sostener que aún no se ha consagrado plenamente en el Derecho Interna-

cional, como principio fundamental del mismo, el relativo ala proteccióh inter-

nqcionql del medio ambienle. Tan sólo, un imPortante derroche de imaginación

nos llevaria a vincula¡ dichos comportamientos con el principio fundamental

relativo a la obligaciÓn de los Estados de cooperar entre si

46) T 1.J., 1986, p.99. p^rt.201

47) T.l.J. Recueil, 1986, p 156 Opinión ¡nd¡vidual
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Lógicame[te, hay que sostener que una de las característjcas de las nor-
mas imperativas sérá que la violación de ciertas obligaciones que de ella dima-
nan constituyen un crimen internacional, y que si tenemos la seguridad de que
un determinado comportami€nto ha de ser calificable como tal, la norma que lo
prohibe tendrá naturaleza imperativa, pero no olvidemos que, previamente, he-
mos de adquirir y poseer tal seguridad.

Po¡ lo que respecta a lo segundo, estimo que podría afirmarse, en abstrac-
to, el carácter imper.ttNo de todos los principios fundamentales del Derecho
Internacional. Más aún, puesto que al enunciado de estos principios les sigue
el establecimniento de una norma precisa en la que se recoge la esencia de ese
enunciado, cabría sostener que dichas normas gozarian de naturaleza imperati_
va. Perojunlo a ello, caben ciertas afirmaciones complementarias: prime¡a, qe un
principio fundamental del Derecho Internacional no se deriva necesarnmenfe
sólo una norma de carácter imperqtivo; segunda es posibe que de un principio
fundamental se deriven normas de cqr.icter dispositivo. Tercera, cada principio
se configura por si mismo en función de sus características y es posible que, en
é1, se contemplen comportomientos y actitudes espec¡almente prohibidos.

El principio fundam ental de Ia igualdad soberana comprende una serie de
elementos que configuran, como lo ha definido el T.l.J., ..ei concepto ju¡ídico
fundamental de la sobe¡ania de los Estados', (48) y que, como lo señaló el Relator
sirio del Comité l/l durante los trabajos preparatorios de la Carta de las Naciones
Unidas, son los siguientes: En primer lugar, que los Estados son iurí<trcamerue
iguales; en segundo lugar, que cada Estado goza de los derechos inherenrcs a
la soberanía; en tercer Iugar, gue debe respetarse Ia pelsonalidad de los Est¿'_
dos, su íntegridad territorial e independencia políticq: y finalmente, que Ios
Estados deben cumplir fielmente sus obligaciones y deberes internacionales.
Merece la pena, destacar ahora el elemento concerniente a la integridaa rcrnto-
rial de los L,stados y .tu independenciu politica.

De este elemento derivan dos normas int€rnaciones que establecen, por un
lado, que lq integridad terrítorial y la intlependencia poll/lca del Estado son
inviolables y, por otro lado, que todo Estado tiene derecho a elegir !- llevar
adelante Iibremente su sistema político, sociql, económico y cultura!. Ambas
normas proteg€n intereses que están cubie¡tos también por otros dos principios

48) T.l.J. Recueij, 1986, p. l0l, páÍ. 2t2.
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delDerecho Internacional contemporáneo; el principio que es¡ablece el derecho

de los pueblos a Ia libre determinación, y el principio de la no intervención (49),

pero, en cualquier caso, se establecen en el seno del principio fundamental de la

igualdad soberana dos norntas de naturaleza iuperativQ.

Por lo demás, no cabe descartar que ciertas normas que dimanan directa-

mente de un principio fundamental del Derecho Inte¡nacional no gocen de natu-

raleza irnperativa o, al menos, deberíamos preguntarnos, con C.Gutiérrez Espada

si la naturaleza imp€rativa de estos principios ¿tiene que llegar necesariamenre

hasta elúlIimo rincén de su completo contenido normativo? (50) Estacuestión

se ha venido Dlantenado, usualmente, al hilo del examen del principio fundu-
rnental que prohibe el usct tle la fuerza en las relaciones inler ndc ¡onales, y se

ha suscitado, por lo tanto, en reiación con ese principio del que el t.l.J. diio que

"en sus trabajos de codificación del derecho de los tratados la Comisión de

Derecho Internacional expresó la opinión de que el "derecho de la Cafta relativo

a la prohibición del uso de la fue¡za constituye en sí e/ ejempltt mús claro de una

norma de De¡echo Internacional que es de ils cogerJ "(51).

IV

Faltaria saber cuáles son, en parlicular, los principios lundamentales del

Derecho Internacional contempofáneo, lo que plantea una cuestión adicional

relativa a si todos ellos poseen el mismo grado de eficac ia jurídica y la eventual

jerarquía entre ellos. las respuestas considero que pueden extraerse si presla-

mos la debida atención a las siguientes circunstancias:

-El esfuerzo por identificar los principios fundamentales del derecho [nter-

nacional Contempo¡áneo, no satisfacc una mera inquietud académica sjno que.

en la línea expresada, contribuye a deslindar el "orden constitucional" interna-

cional. Es habitual decir que los principios fundamentales son los recogidos en

ia Resolución 2625(XXV), aunque a los si€te indicados en dicha resolución se

49) J L PIÑOI- i RULI. El princip¡o de no intenención en Ios asuntos interhor ¿e los

Esktdos en el Derccho lnternacional acluul. [csis doctoral inédita, Barcclona' 1978.

50) C CUTIIIRRITZ ESPADA. op cit pp. lll-142.

5l) I l.i. Recuei¡, 1986, P 90. Pár 190
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debe añadir el principio fundamental del respecto a los derechos humanos, ple-
namente consagrado en el Derecho Internacional. En todo caso, hay que seguir
sosteniendo que no hay una "consolidated list " de estos principios (52). y cabe
¡ecordar, también, que por el hecho de que estén recogidos en esta Resolución
no se les debe atribuir la condición de principios fundamentales (53).

-Por lo demás, no se debe perder de vista que estos principios gozan de

nattraleza politica-juridica, de tal modo que tienen fundamentos ideológicos
muy claros respecto al modo de organiza¡se la sociedad internacional, ya que, en

el fondo, serán la expresión de las exigenclas más elementales de convivencia I
cooperación entre los Estados (54).

-Las ca¡acteristicas ], circunstancias, en el ploceso de fcrrmación jurídica
de cada unos de estos principios. ha¡ sido diferentes y, además, cada uno de
elios encuentra sus raíces en periodos históricos distintos de la formación del
ordenam iento juridico internacional. Así, por ejemplo, mienfras qre el principío
de la igualdad soberane de los Estados es reconocido prácticamente desde el
surgimiento, en la edad moderna , de los Estados-Nación;el principio a la libre
determinación de los pueblos no se plasma realmente y con cierta eficaciajurídi-
ca hasta el decenio de los sesenta del presente siglo. En otros casos, la plena
consolidación de un principio se ha producido de fo¡ma más rápida que la de
otros, cuyos origenes eran más remotos. De este modo, por ejemplo, el principio
de no uso de la fue¡za en las relaciones internacionales se consagró formalmen-
te, y a niyel universal, antes que el principio de la no intervención, a pesar de que
este último habia sido reconocido, al menos en el ámbito reeional. mucho antes
que aqué|.

-Por lo demás, el desarrolio normativo de estos principios no ha sido idén-
tico, lo que supone que las normas jurídicas que dichos principios informan
poseen un mayor o menor grado de precisidn y, en consecuencia, imponen a los
suJetos de de¡echo inte¡nacional obligaciones más o menos especificas. De tal
manera que, por ejemplo, las obligacion€s que para los Estados se derivan del
principio de la solución pacífica de las controversias están más detalladas y
explicitadas, que en el caso del principio de ia cooperación internacional, del que
derivan no¡mas más "imprecisas e inciertas".

52) Cfr. ILTIIIERRY. loc. cil. D.124.

53) Cfr. A CASSESE, op. cit. p. I19.

54) Cfr. A. CASSESE, op cit p. 145
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-Del mismo modo, hemos de destacar el carácter evolutivo de estos princi-
pios hasta el punto de que, con el tiempo, no sólo vayan adquiriendo nuevos

significados. sino que éstos lleguen a predominar en Ia concepción del principio

en cuestión. En buena parte, esto sucede con ei principio relativo a la libre

determinación de los pueblos que ha venido operando, durante largo tiempo, en

el marco de la descolonización ¡'que comienza a abrirse camino en otras situa-

ciones distin{as.

-Por lo que respecta, en concreto, a la primacía o no de unos soble otros.

estimo que la importancia que corresponde a estos principios en el orden inte¡-
nacional supone que todos ellos guardan entre sí una estrecha relación. de tal
modo que no es diflcil encontrar comportamientos cuya realización se encuentre

a la vez prohibida po¡ dos o tnás principios. Así, por ejemplo. la "intervención

armada" es una conducta prohibida por normas que dimanan de dos principios

básicos del ordenam iento jurídico internacional: la prohibición de recurrir a la

fuerza en las r€laciones internac¡onales y Ia prohibición de jnte¡venir en los

asuntos de los Estados. Más aún, el carácter de "principio-marco" (55) del que

gozan hace que, como sucede con el principio relativo a la igualdad soberana, se

aprecien particularmente sus relaciones con otros principios fundamentales de

estc ordenam iento j urídico, El T.t.J., en ei asunto Nicaragua-Estados Unidos, no
sólo puso de manifiesto las estrechas relacion€s entre e¡ principio del respeto de

la soberanía y los principios que prohiben el usc de la fuerza y la no intervención
(56), sino que, además, llegó a afirmar que "los efectos del principio del respeto

de la soberanía territorial y los efectos de los principios que prohiben el uso de

la fuerza y la no intervenciótl. hasla cierto punto se recubren ¡ne1,¡tablemente " (5'7).

Realmente, como lo señala la Resolución 2625 (XXV) €n sus disposicioncs
finales, "Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, los principios que

anteceden están rel.tcionedos entre sí y cada uno de ellos debe interpretarse
en el contexto de los restdntes" (58); lo que se ha hecho patente, por cita¡ ün

55) Cfr A CASSESE, op rir p 153.

56) 't I.J. Recueil. l9¡J6, p. 101. párr. 212

57) l.l.J. Recuci¡ 1986, I18, párr. 152.

58) A. CASSESE, op cil.
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significativo ejemplo, en la Declaración de Manila sobre el arreglo pacífco de
las conlroyers¡as internac¡onales, de 1982, en la que se resaltan Ias conexlones
existentes entre el principio general relativo a la solución pacífica de las contro-
versias internacionales y el principio fundamental de la buena fe, de tal modo
que esto hace que aquél adquiera, en cuanto a las normas que de él se de¡ivan,
una mayor precisión y claridad.

En suma, como dijera A. Cassese, estos principios estin "étro¡tement
imbriqués ', se complementan, se sostienen mutuamenle y se condicionan res-
pectivamente en su aplicación (59). Las contradicciones que, a veces, se pueden
producir entre ellos, es posible que sean, en verdad, meram€nte apatentes y que
procedan de una visión distorsionada de la realidad iuridica.

La aspiración, en todo orden jurídico, por crear y formular regias de con-
ducla mínimas que aseguren la convivencia no dejan de ser, en último término,
expresión de las necesidades que habitan en Ias relaciones sociales. Los
ordenamientos inlernos han eDcontrado fórmu¡as a través de las cuales fijan /aJ
condiciones básices y las reglas elementales por las que se han de regir dichas
relaciones, plasmándolas igualmente en ün texto escrito que si¡ve de fundamen-
to al resto del o{denamiento jurídico. Las constituciones cumplen, de este modo,
como dijera, entre otros, G.Peces- Barba,las funciones de seguridad, justicia y
legitimídad (60). No sucede así, claro está, en Ia sociedad internacional en la
que. como afirmó A. Cassese "Los Estados, espontánea y casi inconscientemen-
te, basan su producción normativa sobre algunos postulados fundamenrales, en
los que se inspiran generatmente" (61), lo que sirve de base, no obstanre, para

59) A. CASSESE, op. c¡r..

ó0) Prólogo a la Constitución española, Madrid, 1991, pp. I3 ss:..por la iu¡ción d€
scguridad sabemoJ a qué atenernos, tenemos cefteza, sobrc qu¡én manda y cómo se manda',(..)
"La hanquilidad en la v¡da social depend€ en gfan pate de conocer p¡cviamento la r€spuesta a las
preguntas rqui¿n es compc(cn{e para mandarl y ¿por qt¡é cauces y por qué procedimiento sc
puede mandaf?, (p 14 ) La función de jüsricia nos rrae la rcspuesra: ¿ a qué s€ manda,¡, (p l5). l_a
función de legitimidad es la r€spuesta a ¿por qué s€ manda? y esta función es consecuencia de una
adecuadaorganizacióndelasdcseguridadyjustic¡a..Suponelajust¡licacióndelao¡gan¡zació¡
Juridica y política (...) y también de los valores que lc suministran r¿rzones para aceplar y
obedecer al derecho" Dl6.

6l) A CASSESE, op. cir. p. I17.
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afirmar que han aparecido, y se van consolidando, en su ordenamiento jurídico

c¡ertos principios que hqn alcanzqdo el rango de p¡larcs estrucutrqles del
mismo. Ellos nos revelan buena pa e del estado normativo en cl que se encuen-

tra el actual ordenamiento internacional y diseñan, al mismo tiempo, los limites a

los que están sujetos los actores que intervienen las relaciones internacionales.

Se trata de un "orden constitucional internacional" aún impreciso pero que

apunta ya su nacimiento ya que en verdad existen normas en el orden jurídico
internacionaf que tienen una decídidu vocación de generalídad y de aplic:a-

cíón universales.
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LA PROMOCION DEL DESAROLLO PROGRESIVO, LA
ENSEÑANZA, EL FSTUDIO, LA DII.USION Y UNA
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prensión más amplia del Derecho Intemacional. IlI. Valo¡a-

ción crítica de la acción de las Naciones Unidas en favor del
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penetración del elemento internacional en la legislación nacionai ha determinado
que el conocimiento del Derecho lntemacional ¡epresente un objetivo esencial en el

mundo actual (1). En las últimas décadas, se ha acentuado la preocupación genera-

lizada y continua por la enseñanza y difusión del Derecho Intemacional Público. La

conciencia y magnitud de tai preocupación han sobrepasado el mero ámbito de Ias

desquisiciones individuales pa¡a cobrar füerza en los foros internacionales, panicu-

larmenle en el marco de la Organización de las Naciones Unidas. quien en colabora-
ción con la UNESCO, ha venido desplegando una intensa labor en pro de la ense-

ñanza, el estudio, la difüsión y una comprensión más amplia del Derecho lntemacio-
nal.

Desde un primer momento, la Asamblea General de las Naciones Unidas ha

sido consciente de la importancia de la enseñanza del Derecho lntemacional para el

refoizaniento de la Organización y el mantenimiento de la pazy seguridad intema-
cionales. Asi, el I I de diciembre de 1946 adopta la Resolución 94 (l) titulada 'D¿ra-

rrollo progresivo del Derecho Internacional y su codífcaciln " en la que reconoce

la obligación que tiene, de conformidad con el inciso a) del páLr. I del art. l3 de la

Carta, de inicia¡ estudios y hacer recomendaciones con el propósito de estimular el

desanollo progresivo del Derccho lntemacional y su codificación; y la necesidad

tanto de un estudio detallado de lo que ya se ha llevado a cabo en este campo, como

de preparar un informe sobre los métodos mediante los cuales pueda desempeñar
más eficazmente sus obligaciones bajo las disposiciones mencionadas (2). Resolu-
ción que fue seguida por otras dos importanles resoluciones atinentes a la enseñan-
z¿ del Derecho Intemacional: la Resolución 137 (lt) de l7 de noviembre de 1947

relativa a la "Enseñanza, en las escuelas de los Estados níembros, de los propósi-
tos y principíos, de la eslructura¡,de las qctiyidades de las Naciones Unidas" (3)
y la Reso lución I 76 (l I) sobre la " Enseñen e del Derecho lnternqcionql" (4)

(l) PUEYO LOSA, J. Relexiones sobre ta enseñan:d del Derecha lnternacional Pública

^nuario 
de l¿ Iracultad de f)e.echo. Univc¡sidad de Lxrremadura (Cáccrcs). N. 5, 1987 p 305.

(2) Resoluciones adoptadas lor la Asamblea cen(ral durant( la <egundx parte qe su prrme-
ra sesión del 23 dc octubre dl l5 dc diciemb¡e dc 1946 pp. 127-128. En vitud de ¡a Resolución
que comentanos se crea un Com;tó compuesto por I7 miembros de las Naciones Unidas- entre
los quc figuraba 

^rgcntina- 
nombrados por la Asamblea Genera¡, encargado de estudia¡ los

mótodos por los que la Asamt,l€a General podria eslimular el desanollo progresivo del Derecho
lnternacio¡al, la ma¡cra de asegu¡a¡ la cooperación de los diversos órganos de las Naiiiones
Unidas, asi como de otros organismos nacionalcs e internacionales.

(3) Documentos oliciales delsegundo pcríodo de sesiones de laAsambLea Gencral,pp 25-26.

(4t E¡ lbid. , pp . 62-63 .
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Por Ia Resolución 137 (ll) la Asamblea Ge,teral recomienda a los Gobiemos de

los Estados miembros que adopten medidas encaminadas a estimular la enseñanza

de la Carta, de la estructura orgánica, y de las funciones de las Nacion€s Unidas en

las escuelas y en los establecirnientos de estudios superiores dc sus respectivos

países. A tal fin, invita a la Unesco para que preste ayuda a los miembros de las

Naciones Unidas que asi lo soliciten.

La Resolución l7ó (ll) por su parte, tras recordar los objetivos apuntados por

la Resolución 94 (I), invita a los Estados miembros a tomar las medidas pertinentes

para intensificar la enseñanza del Detecho Internacional en todos sus aspectos-

incluso el de su desanollo y codificación-, en Ias universidades y establecimientos

de enseñan?a superior. Además, los Estados deberán también favorecer la enseñan-

za de las finalidades, los propósitos y el funcionamiento de las Naciones Unidas

conforme a lo expresado en laResolución 137 (lI).

Sin embargo, la Resolución 176 (ll) no se llevó plenamente a la práctica. De ahi

que algunos años más tarde, con ocasión del decimoséptimo periodo de sesiones de

la Asamblea General, al discutirse en la Sexta Comisión el lema 'Examen de los
príncipios de Derecho Internacional referentes a lqs relaciones de am¡stad y e la
cooperación entre los Eslados de conformidqd con la Cqrtq de les Naciones Uni-
das " se planteara como cuestión conexa la de la asist€ncia técnica para fomentar la
enseñanza, el estudio, la difusión y una comprensión más amplia del Derecho Inter-

nacional. Ghana e lrlanda presenlaron un proyecto de resolución sobre las medidas

adecuadas para intensificar la enseñanza del Derecho Intemacional, cuyo objetivo
debía consistir en desarrollar la idea expresada en la Resolución 176 (lt) que al no

haberse aplicado ya no estaba en consonancia con las necesidades actuales (5). El
proyecto de Resolución fue acogido favorablemente por la Sexta Comisión y apro-

bado por la Asamblea General el l8 de Diciembre de 1962, convirtiéndose en la
Resolución l8l6 (XVII), tituIada "Asistenc¡a téctlico parafomentar la enseñctn:a,

el estudio, la difusión y el conocimíento a fondo del Derecho Internacionol". La
parte dispositiva de esta Resolución encarecía a los Estados miembros que empren-

dieran amplios programas de formación, incluidos la organización de seminarios, la

concesión de ayudas y el intercambio de profesores, estudiantes y becarros, asi

como el intercambio de publicaciones en la esfera del Derecho Internacional. 'I am-

bién pedla al Secretar¡o General que, en colaboración con la UNESCO y en consulta

(5) Docum€ntos ofic¡ales de la Asamblea Goneral, decimoséptimo pe.iodo de sesiones,

Anexo, tema 75 del programa. doc. A/53-56. pp.l6'18.
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con los Estados miemb¡os. estudiará la forrna en que se podría establecer y desarro_
llar tales programas, considerando entre otras cosas ¡a posibilidad de proclamar un
Decenio de las Naciones Unidas dedicado a la difusión del Derecho Internacional 16)

En cumplimiento de la mencionada Resolución, el Secreta¡io General, por carta
y cuestionario adjunto de 20 de marzo de 1963, invitó a ios Estados miembros y a las
organizaciones e instituciones internacionales que desarrollan actividades en el
campo del Derecho Internacional a que proporcionasen información y formulasen
obsevaciones sobre el tema objeto de la Resolución (7).

Todas las respuestas recibidas eyidenciaron ia mísión que debe desempeñar el
Derecho Intemacional para fortalccer las relaciones de amistad y la cooperación
entre los Estados y revelaron el interés porque se fomente su cstudio, su difusión y
su desarrollo. Las respuestas proporcionaron además mucha informació¡ útil sob¡e
los programas nacionales, así como sobre Ias posibilidades de cooperación bilateral.
Diversos Gobiernos. entre elios el argentino, suministraron información prec isa so_

bre la organización del estudio del Derecho Intemacional en sus países respecrtvos
(8).

Sobre la base de estas consultas, el Secretario general preparó el informe
soiicit¿do en el pán. 2 de la Resolución antes mencionada (9). Dicho informe se

aniculaba en tres capítulos y dos anexos. En el capitulo I se analizaban Ias diversas
propuestas, sugerencias e informaciones brindadas por los Esfados miembros y por
las organizaciones e instituciones internacionales acerca de ias modalidades de un
proglama de asistencia e intercambio en la esfera del Derecho tntemacional y de los
medios para ello (seminarios. formación profesional e inte¡cambio de profesores,
estudiantes y becarios; servicios de asesoramiento de expertos, establecimiento de

(6) l)ocumentos oñciales de la Asamblca Gen€ral, dccimoséptimo período de sesiones,
suplcmento N" l7 (A/5217), D.?4

Para un oomenlario de esta Resolución ver GONZALEZ CAMPOS. J. D Et tema 4e Ia
asistenc¡e Íécn¡ca para -{onenrur la enseñotr..rr. e! estudrc, la difusión y una comprcns¡ón nlas
¡1¡ttplrc ¡1¿1 D?N.ho lnt¿rna,t,nal Rl DI. \ot XV . \" ¿.tqo4. fp :h¿.2.0.

(7) Vóanse las observaciones fecibid¡s de gobiernos y org¿nizaciencs e ¡nstituctones tntcr_
nacionalcs. Doc. A/5455 y Add. I a 6 cn Documentos orc¡ales de ¡a Asamblea Geherdl.
decrmoctalo período dc scsioncs, Anexos, yol III. l7 de scplicmbre -17 de d¡ciembre dc 196j,

(8) Obscrvaciones det cobjerno argenr¡no en tbi¿. Doc A/54551Add.1, pt, 2l -22

(9J 1bu1 Doc.A/558s oo.s2-69.
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das necesarias para el intercambio de profesores, estudiantes y expertos, asr como
publicaciones de Derecho lnternacional.

d) Invitar a los Estados miembros, a las organizaciones e instituciones intema-

cionales o nacionales y a los particulares inleresados a que realicen cont¡ibuciones
voluntarias a los programas de asistencia técnica de las Naciones Unidas dirigidos
a fomentar la enseñanza y la difusión del Derecho Inlernacional ( 14).

Antes de reunirse el recién creado Comité Especial, y dando cumplim¡ento a

los objetivos marcados por la Resoluc ión I 968 (XVI ll ) de la Asam blea Ceneral, el

Secreta o General envió una carta con un nuevo cuest¡onario a los Estados miem-
bros y a las Organizaciones e instituciones intemacionales a fin de que éstas com-
pletasen las observaciones gen erales sobre el tema obj eto de la Reso lución, ¡ en r ia-

sen toda la información pertinente ace¡ca de las medidas adoptadas para aplicar los

páns.2,3,5,6 y 7 de Ia Resolución 1968 C (XVllD (l 5).

El l7 de febre¡o de 1965. la Asamblea Generai tuvo ante sí €l informe elaborado
por el Comité Especial conforme a lo dispuesto en el páff. 2 de la Resolución 1968 A
(xvrrr) ( l6)

Dicho informe, estructurado €n cinco capítulos y un anexo, analizaba, en p¡i-
mer lugar, el plan y las propuestas de tipo práctico para un programa de asistencia e

intercambio en la esfera del Derecho Internacional. Es decir, tanto aquellas medidas

de las Naciones tjnidas y de la [,NESCO orientadas primordialmente a fome ntar y
coordinar los p¡ogramas de Derecho lnternacional llevados a cabo por los Estados

(14) Documenlos oficiales de la Asamblea Ccneral, dccimoc¡avo pcriodo de scsiones-
suplcmenro N' l5 (A/5515), pp 76-77

(15) Las respuestas rccib¡das por el Secretario General se püblicaron postcriom)ente cn cl
Doc. N5744 y Add. I a 4. en Documentos ofici¿les de la Asamblea Cencral. vigósimo pcríodo r1r

sesiones, An€xos. voi IIl,2l dc septiambre- 22 dc Diciembre dc 1965. pp.2'13.

(16) A comienzos de 1964 el Comilé Especial celebró cualro reuniones prepararorias d€

carácter olicioso, du¡ante las cuales sus miembros expusieron su punlo dc vista gobre los elemen-
los integrantes de un programa dc asistenc¡a e intercamb¡o en maleÍia de Derecho Intemacional,
qu€ habían sido propuestos has¡a la fecha por los Esrados miembros y por el Secretario cencral.
Entre el 25 de noviembre de 1964 y el 29 de cnero de 1965 tuvo lugar sü periodo oficial de

reuniones que arroió como resultado el referido informe.
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miembros o las organizaciones e instituciones internacionaies I l7): como las activi,
dades de asistencia directa e intercambio de las Naciones Unidas o de la LTNESCO
para coordinar, fomentar y mejorar los programas actuales, foda vez que, en opinion
del Comité, las actividades de las Naciones Unidas en la esfera del Derecho Inte¡na-
cionai no han progresado en Ia misma medida que, por ejemplo, las actividades en la
esfera económica, social y de los Derechos Humanos. De ahí que la Resolucién l96g
(XVIII) puede considerarse como una medida encaminada a remediar esta situación.
al pedir el establecimiento de un programa de acción como parte de ias actividades
de las Naciones Unidas para promover la causa del Derecho Internacional ( 1g)

A continuación, el capítulo fI relativo al Decenio lntemacional de las Naciones
Unidas apoyaba la idea de señalar un periodo durante el cual se adoptarian rnedidas
especiales para estimular el conocimiento y la comprensión del De¡echo intemacro_
nal. Du¡ante el mismo se pondrÍa en marcha el programa de formación. asistencia e
intercambio sugerido en el Capítulo I del informe.

El capítulo III se ocupaba dc los métodos destinados a la financión del progra_
ma. Y en los dos últimos capítulos, el Comité Especial proponia la aprobación por la
Asamblea General de una serie de actividades a desanolla¡ en eltrienio l96j_196?, y
recomendaba el establecimiento de un Comité Consultivo pata asesorar al Secretario
General sobre la aplicación delprograma .

Examinado el informe del Comité Especial, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas aprobaría el 20 de dic¡embre de i 965, la Resolución 2099 (XX) por la que
se establece un programa de asistencia e intercambio en la esfera del Derecho Inter_

(17) E¡ oomité cxaminaba en primer lug¿r las disposicion€s adoptadas en cumpllmlento de
lar medidas concretas a un programa de as¡slc ci¿ e intercambio recomendadas Dor ia Asarnblea
General en ¡a R€soluc¡ón 1968 C (XVIII), destacando a este rcspcc{o la infor;ación sobre tos
cursos cle De¡echo Internacional, los programas de becas, cl intcrcambio de csDecialistas u

'i\pcrroq las bibliotc(a5,lc Derc.Jho t publicacionc5 jur¡d¡ca( ¡a cooperacion ian ia. organiza_
ciones e ¡nsriruciores activamenre inreresadas en la esf¡ra der Derecho Internacional A conti-
nuació¡t. esbozaba también ciertas medidas comp¡ementarias cuya adopción recomcodaba a la
Asamblea Ceneral con miras a fo¡¡entar y coordinar las acliv¡dades quc llevaban a c¿bo los
Eslados o diversas organizaciones e instilucioncs Asi, te., la colaboracion dc ias Naciones
Unidas y de la UNESCO en la organización de reuniones inlernacio¡ales, ¡a claboración dc un
plan de estudios modelo para la enseñanza der Derecho Internacionar cn ras unive¡sidades. er
lugar que debería ocüpar ei Dcrecho Internacional en otros p¡ogramas de las Nacioncs Unid¡s,
elc.

(18) Asi entre los diversos elementos dc un programa d€ asislencia directa y de inlercam_
lr¡o que se esbozaban figuraban los scmina¡ios, cursos de form¿ción y repaso, becas, se¡vicios de
asesoramrento de expertos, publicaciooes jurídicas y bibliotccas de f)erecho v otras formas de
asi\tcncia c Intcr(amb¡0.
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bibl iotecas jurídicas e intercambio de libros, cooperación y relaciones con organis-

mos ajenos a las Naciones Unidas y propuestas con respecto a la financiación del
p¡ograma).

En el Capítulo ll se examinaba Ia posibiiidad de proclamar un Decenio de las

Naciones Unidas consagrado a la difusión del Derecho lntemacional y los medios a

que podria recunirse, aparte de los programas de formación en Derecho lntemacio-

nal, para que ese decenio arrojará resultados prácticos (10).

En el capítulo llI se presentaban. para su examen por la Asamblea General, ]as

sugerencias del Secretario General sobre un posible programa de ayuda e intercam-

bio, en la esfera de la asistencia técnica, para fornentar la enseifanza, el estudio, la
difusión y una comprensión más amplia del Derecho Intemacional. Programa que se

dividia en dos partes. La primera consistia en una serie de medidas de las Naciones

Unidas y de la UNESCO para estimular y coordinar los prograrnas existentes ( I i ).

La segunda de carácter suplementario consistia en ciertas fo¡]nas de asistencia

directa (seminar¡os, cursos de formación y repaso, becas, servicios de asesoramien-

to de expertos, otras fonnas de asistencia e intercambio) de las Naciones Unidas y de

la TINESCO cuando ésta se considere escncial para dar comDlemento a otros recur-
sos disponibles.

(10) Si bien la mavoíía dc los Eslados sc moslraron partidarios dc que sÉ pÍoclamase el
I)ecenio, considerando que sefia un m€dio muy eficaz dc intensiflcar cl papel que desempcña el
Dcrccho Internacional; algunos, cn carnbio. €xpresaron sus ¡csc as con respecto a la proclama-
ción del mismo. Ln cste senlido el Cobierno argentino manifestó quc el cstablccimrenro de un
Decenio de Derecho lnternacional de lás Naciones []n¡das, a semejanzá dcl Decen¡o dc las
Naciones {Jnidás para cl D€saÍollo, establece un plazo demasiado largo para un objcrivo pernla-
nente y se corre el peligro dc perder fuerza en ¡a obtcnsión de dichos objetivos. lsta interesanle
iniciativa debe concretarse a un lapso más breve, posiblen)ente un aio, en el cual todos los
gobie.nos realicen una activa campaña, por lodos los ncdios a su alcance. de d¡fusión del
cLrnocim¡eIto de esta maleria

La mejor ma¡er¡ de que el Decenio propucsto tenga efeclos prácticos radica lundamenral,
menle en la prop¡a conducla de los Estados,que son los encargados de que dicho Der€cho'.eng¿
plena rigencja y valiltcz Todo Jo quc pu¿dar h¿ce¡ para que sus ¿olitudcs se ¿juste,t a l¿s ¡ormas
jurídicas intcrnacionalcs, constituye el mejor aportc p¿ra la difusió¡ de¡ Derecho Intcr¡acional
y la fe de ¡os pueblos en el nismo" (en ,/ót¿ p.22)

Tamhién expresaron sus reservas. Canadá. Camerún, Estados Unidos. Irlanda y Polonia
(./óid, pp.5. 23. 27. 50 y l5).

(ll) lnlre e¡¡as cabe des¡¿c¿¡ la ¡e¿opil¿ljón d€ la inlormacjó, sobre progranras dc
formación y programas especialcs de Derecho Internacional; cl fomento de los programas de
becas, estimulo del intercambio de profisores, expcrtos, cstudi¿ntes y pub¡¡caciones entrc los
Estados miembrosi el estimulo del esludio, po¡ otras organizacion€s o instituc¡ones. dc probl€-
mas juridicos de especial i¡rerés para l¿s Naciones U¡idas; otras fo.mas de a-vuda en ¿poyo de los
objetivos de la R€solución l816 (XVll) de la AC.
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En eJ anexo I se contenia una exposicjón de Ia UNESCO acerca del grado en
que podría participar en el programa sugerido en el Capítulo III. y en el anexo II
figuraba un análisis provisional sobre las consecuencias financieras.

El 6 de diciembre de 1963, la Sexta Comisión decidió crea¡ un Grupo de Trabajo
integrado por Ios representantes de los Estados que habían patrocinado la Resolu-
ción 1816 (XVII) y las enrniendas a la misma (t2), con €lencargo de preparar un
nuevo proyecto de resoiución basado en las opiniones formuladas en el curso del
debate general sobre el tema. El l0 de Diciembre, el Grupo de Trabajo aprobó el
proyecto de resolución que constaba de tres partes. Una primera parte refe¡ida a ias
medidas necesarias para formular un plan práctico y hacer propuestas en relación
con el programa de las Naciones Unidas, en Ia que se sugeria qu€ prcparase tal
programa un comité especial. La segunda pafe pedía al Comité de Asistencia Técni_
ca que estudiase el informe antes coinentado del Secreario General. y Ia últim¿palte
trataba de ciertas medidas que la Asamblea podría adoptar para iniciar un programa
de actividades en el marco de la asistencia técnica para fomenlar la enseñanza y
difusión del Derecho Inlemacional (13). En la sesión plenaria celebrada ei l6 de
diciembre de l968laAsamblea Gene¡al aprobó la Resolución 1968 (XVll) por ta que
decide, entre otras cosas:

a) Constituir un comité Especial de Asistencia Técnica pára fomentar la ense-
ñanza, el estudio, Ia difusión y una compresión mris ampliadel Derecho intemacronal
compuesto de Afganistán, Bélgica. Ecuador, Ghana, Hungríae lrlanda, con la misión
de elaborar un plan práctico y formular propuestas.

b) Pedir a la Unesco que recabe periódicamenle de los Estados miembros
amplia información sobre los estudios de Derecho lnternacional que se pueden
cursar en sus universidades.

c) Invitar a los Estados miembros a que ofrezcan a estudiantes extranjeros
becas para cursar estudios de Derecho lnt€rnacional en sus universidades, y a que
estrmen la posibitidadde incluir en sus programas de intercambio cultural las medi-

(12) En este ca-so Ghana. Irlanda, Afganistá$ y Bélgica

(ll) El proyccto de resolüción figura como anexo del informe presentado por el Grupo dc
Trabajo, Doc. A/C 611,.541 (Documentos oficiales dc la Asamblea Geñeral), decimoctavo perio-
do de seliones, 

^nexos, 
vol.lll. l7 dc septiembre-I7 dc dic¡embre de 1963 pp. 69,70.
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nacional y un Com ité Consultivo de Asistencia Técnica para fomentar la enseñanza,

el estudio, la difusión y una comprensión más amplia del Derecho Internacional,

integado por diez Estados miembros que sefán designados cada tres años por la
Asamblea Cene¡al. EI referido Comité se reunirá a petición del Secretario General o

de la mayoria de sus miembros y asesorará al S€cretario General sobre los aspectos

de fondo de los programas contenidos en el inlbrme del Comité Especial y sobre la

aplicación de la presente Resolución, e informará, cuando proceda, a la Asamblea

Ceneral ( 19) .

II- EL PROCRAMA DE ASISTENCIA DE LAS NACIONES TINIDAS PARA LA
ENSEÑANzA. EL ES TL'DIO. LA DIFUSIóN Y LINA CoMPRI NSIÓN MAS
AMPLLA DEL DERECHO IN'TERNACIONAI,,

A parlir de la Resolución 2204 (XXI) de l6 de Diciembre de I 966. la Asamblea

Ceneral decide que el programa establecido en virtud de Ia Resolución 2099 (XX)
pase a denominarse "Prograna de qs¡stenc¡.t de les Naciones Unídas para la
enseñqnza, el estudio, ta dífusión y una comprensíón mds amplia del Derecho
Internacional", y que, en consecuencia, el Comité Consultivo se denominará en lo
sucesivo de la misma maneta.

Por consiguiente, el Programa de asistencia está lanzado, y serán una serie de

resoluciones posteriores las que le den e¡ impulso definitivo (20). Bajo su égida. las

Naciones Llnidas han yenido dssarrollando toda una gama de actividades, cntre las

que cabe destacar las siguientes:

a) ia organización de cursos regionales de formación y capacitación destina-
dos a ofiecer a profesores de Derechojóvenes, a funcionarios gubernamentales y a

(19) En su 1404 sesión plenaria de l0 dc Diciernbre de 1965. la Asamb¡ea ceñeral a
propuesta de la Scxta Comisión, designó a los siguienlcs Estados como m¡cmbros del Comiló
Consultivo: Atganis¡án, Bélgica, Ecuador. Ill.UU, Franc¡a. Ghana. Ilungria, Reino Unido de
Gran Bretaña e lrlanda del Norle, República Unida de Tanzania y lJnión de Rcpúblicas Socialis{as
Soviéticas.

(20) lln este senlido cabe deslacar las Resolucio¡rcs 23ll (XXII), de 14 dc dicienrbre dc
i967,2,tó4 (XXlll), dc 20 dc diciembre de l9ó8; 25J0 (XXVI). de 12 ¿c dic¡cmbrc ¿€ I969;
2968 (XXV), de ll de dicicmbrc dc l9?0; 2838 (XXIVi, do I8 de diciembre de l97l;3106
(XXVIII), de 12 de dicicmbre de l9?3; 3502 (XXX) de 15 dc diciembre de 1975; 32ll'16, de 16

dc dicicmbrc de 1977 331144, l7 de dic¡embre de l9?9; 36/108, dc 10 dc dic¡emb¡e dc l98l; 38/
129. de 19 de dicicr¡bre de l98ll 40/66. de ll dc diciernbre de 1985: etc..
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estudiantes destacados que ya poseen ciena formación jurídica., la opofunidad de
ampliar sus conocimientos de De¡echo intemacional bajo la dirección de profeso¡es

de reconocido prestigio en esta disciplina, elegidos en función de los dive¡sos
sistemas jurídicos y regiones geográficas del mundo. En cuanto a la selección de
paxticipantes se ha venido primando la candidatura de los países en vías de desano-
llo, estableciéndose el suministro de asistencia en lbrma de un subsidio de viaje para
un participante de cada uno de los países en desanollo, invitados al curso resional
de formación y capacitación.

b) La concesidn de becas dirigidas a los paises en vías de desanollo con el
objetivo de proporcionar a las personas que acfiian en ei campo del Derecho Inter-
nacional- estudiantes graduados, investigadores y funcionarios gubernamentales-
otras oportunidades de ampliar sus conocimientos y su experiencia, particularmente
en la esfera de las Organizaciones intemacionales, o de trabaiar o estudia¡ en ta seoe
de las Naciones Unjdas o de otros organismos especializados, o en una universidad
o instituto de investigación prestigiosos, fomentando al mismo tiempo el estudio d€
problemas juridicos de espccial inreres.

c) La concesión de una bolsa de estudios anual en virtud de la Beca Hamilton
Shirley Amerasinghe sobre el Derecho del Mar (21).

d) El envío de las publicacionesjurídicas de las Naciones Unidas asi como de
los documentos (mimeografiados e impresos) de los órganos de las Naciones Un;
das que se ocupan especificamente de problemas jurídicos.

e) La prestación de servicios de asesoramiertto de expertos en orden al estable-
cimiento y mejo¡a de los programas nacionaies de enseñan:¿a del Derecho lnter¡a-
cional; la organización de biblitecas adecuadas en los Ministerios de Relaciones
Exteriores y en las universidades, especialmente en los paises en desanollo; la re-
dacción y preparación de disposiciones legislativas relacionadas con problemas
juridícos intemacionales; la asesoría acerca de la aplicación práctica de ras normas
de Derecho internacional; etc.

(21) Esta bolsa de estud¡os anua¡ es introducjda en el programa a p¡fir dc ¡a Reso¡uciórl
161108 de la Asamblea Ceneral, dc t0 de Diciembre de t98¡ por Resolución 36/79. de 9 de
diciembr€ de 1981, ¡a Asamblea Ceneral invitaba a bs gobiemos dc los Eslados participantes ¿n
la Tercera Confere¡cia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, asi como a unrversrda-
d€s. fL¡ndaciones filantrópicas y otras instituciones y organizaciones nacionales e internaciona-
les interesadas a que apertasen cont¡ibuciones a la dotación de la citada Beca de estudios del
Dcrccho del mar.
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f) OÍas formas de asistencia e intercambio, entre las que cabe destacar las

subvenciones de la Unesco a instituciones no gubemamentales- Acadenlia de Dere-

cho Intemacional de La Haya, Asociación Intemacional de Ciencias Jurídicas- dedi-

cadas a la enseñanza, el estudio o la divulgación del Derecho internacional¡ la am-

pliación de las actividades informativas de las Naciones Unidas mediante la publica-

ción de estudios técnicos del desarrollo de diversos asDectos del Derecho lntema-

cional.

El programa se nutre además con la participación del Instituto de Formación

Profesional e lnvestigaciones de las Naciones Unidas (UNl'fAR) y de la Organiza-

ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y ia Cultura (UNESCO),

quienes colaboran estrechamente en la organización de las referidas actividades.

El lnstituto de Formación Profesional e lnvesiigaciones de las Naciones Uni-

das- organismo autónomo dentro dcl marco de las Naciones Unidas- contribuye al

logro de los objetivos previstos en el Programa, brindando formación profesional,

en diversos ámbitos, a personas procedentes, sobre todo, de los países en dcsarro-

llo para que asuman funciones al servicio de las Naciones Unidas y de los organis-

mos especializados. asi como de los respectivos servicios nacionales relacionados

con los trabajos de las Naciones Unidas, las organizaciones relacionadas con los

mismos y otras instituciones que actúen en esferas conexas. El lnstituto lleva a cabo

también inyestigaciones y estudios relacionadas con las funciones y objetiyos de

las Naciones Unidas. La formación profesional y la realización de investigaciones se

combina con la organización de seminarios sobre temas especializados (22),

La contribución de la UNESCO al Programa de las Naciones [Jnidas en favor

del Derecho lntemacional cobra carta de naturaleza tras la Resolución 3232- adopta-

da en la l4 sesión de su Confe¡encia General- por la que el Director Geleral de Ia

Organización le autoriza a emprender, en colaboración con laONU, estudros e rnves-

tigaciones dúigidas a fomentar una comprensión más ampliadel Derecho Intemacio-

nal Público y la difusión de la enseñanza de esta disciplina (23). En desarrollo de la

mencionada resolución, la TINESCO adoptará un Plan de Trabajo para el período

1967-1968, en el que se subraya la necesidad de emprender estudios sobre el desa-

122) Dcsdc l9ó8 el Instituto vicne realizando scminatios regional€s sobre Der€cho lrler_
nacional. El p¡imero tuvo lugar en América Latina y fue seguido de olros en Asia (19ó9 y 1976),

Afr¡ca (1971.197i y 1981). etc

(23) UNESCO, Actes ¡le la 11¿n¿ session. Par¡s, 1966 pp 57 58
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nollo de la enseñanza del Derecho internacional. Estos estudios podrán ser disculi-
dos con ocasión de cursos regionales de perfeccionamiento o de reuniones de
expertos (24).

En 1975, las actividades de la UNESCO relativos al programa de Asistencia de
las Naciones Unidas para el Derecho Internacional se van a vincular con los ..proble-

mas de la paz", comprendiendo toda una serie de ayudas directas a las universida-
des para fomentar la enseñanza y la investigación de las distintas disciplinas socia-
les atinentes a la paz, incluido el De¡echo internacional y las Relaciones Internacio_
nales (25). Por consiguiente, a partir de €ste momento. la tJNIISCO despregara una
se¡ie de acciones encaminadas a la reunión y a la publicación de la informacjón
relativa a las oportunidades existent€s para estudios y formación intefnacionales, la
cooperación en la administración de becas ofrecidas para los gobiernos de los Esta_
dos miembros por las Naciones Unidas o por otras Organizaciones Intemacionales
gubcmamentales o no gubernamentaies. la participación de la UNESCO en la orga_
nización de cursos de formación y de repaso, la organización de coloquios científi_
cos tegionales sobre cuestiones de Derecho Inte¡nacional de interés part¡culat para
cada región, etc.

La participación del TINITAR y de la UNESCO se ha visto cnriquecida con las
valiosas contribuciones de la Academia de Derecho Intemacional de la Haya al
permitir que becarios de Derecho intemacional, bajo el patrocinio del {,NITAR. asis_
tan a sus cursos anuales de Derecho Internacional, proveyendo las facilidades para
la celebración de seminarios organizados por el Instituto en combinación con los
cu¡sos de la Academia, y al cooperar con el lnstituto en Ia organización y financia_
ción de cursos regionales de formación y capacitación.

Paralelamente, ei irnperativo de impulsar el desarrollo progresivo del Derecho
lnternacional y tu codtficación, enunciando en el art. l3 pán. I de la Carta de las
Naciones Unidas, ha sido una necesidad que, en general, los Estados han ido reco_
noc¡endo cada vez más y a la que han prestado una atención constante. [,os

f24)-UNESCO. Prcgranne et bu.jget opptour¿s pout t967-1968, pp 324_325. ljn 1967
la UNESCO publicaba bajo la dirección de¡ prof R J DUpUy un esrudio sobre la enseñanzd dc)
Ilerecho Irternacional Público bajo er títuro /¿r r./¿n¿es ro.iates clans t ekseryneüent sup¿rieur
Droit lnternalional.

(25) Por Resolución l0 I adoptada en Ia Confercncia Gen€ral de 2l de novicinbre dc
1974. Ia TNESCO subraya el objetivo de promovcr'.el estudio de¡ papcl de¡ Derecho internacio,
nal y de las Organizacioncs internaciona¡es en el establ€cimicnto de un orden mundial paclfico,..
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suscesivos períodos de sesiones anuales de la Asamblea General y de la Comisión

de Derecho lntemacional han constituido medios regulares parael examen sist€má-

tico del Derecho Intemacinal (26).

III, VALORACIÓN CNÍICA OB IN ¡CCóN OE IES NECIONES T'NIDAS EN

FAVOR DEL DERECHO INTERNACIONAL

La acción de las Naciones Unidas en el marco de su Programa de asistencia

para laenseñanza, el estudio, ladifusión, y una comprensión más ampliadel Derecho

Internacional ha suspuesto un paso impofante en la consecución del objetivo de

impulsar el desarrollo de esta discipltna.

No sólo se ha intensificado la enseñanza dcl Derecho intemacional, particular-

mente en los países en vias de desanollo (27), sino que también numerosos Institu-

tos y Asociaciones científicas se han hecho eco de esa imperiosa llamada en pro de

la necesidad de difundir el Derecho inlemacional, ampliando su alcance y aseguran-

do su aplicación a las relaciones entre los Estados, pudiendo citarse a este respecto

la labor del Instituto de De¡echo lnternacional (lDI) que, con ocasión de la sesión de

su centenario celebrada en Roma del 5 al I 5 de Septiembre de 1973, adoptaría una

Resolución relativa a la enseñanza universitaria del Derecho intemacional, en la que

llama la atención de las universidades y otros institutos de ensef,anza superior, de

los gobiemos y de las Organizaciones internacionales, sobre la importancia de ase-

gurar, en Ia medida más amplia posible, la enseñanza universitaria del Derecho Inter-

nacional, toda vez que en numerosas universidades se ha constatado que esta

disciplina o bien no cons¿ituye una mateia de enseñanza obligatoria o bien ha

126) Vóase al rcspecto E ameh de conlunta del Derecho ihlemdcional: Documenta de

trubajo prcparado por el Secrytaho General (doc. A,/CN.4/215), Anuario de la CDI. 1971. Vol

II (segunda parte) pp. l-l14

(27) A estc respecto. PELÁEZ MARÓN. ¿a escisión Norte-Sur y la enseñanza del
Derecho Internac¡onal: apuhte para una reflexión. comunicación presentada en las VII Joma-

das de la 
^sociación 

Española de Profesores de Dcrecho Internacional y R€laciones Inte¡nacio-

nales sobr¿ ¿¿ ehseñanza e ihvesligaciótt del Derecho Inle acional v las Re[aciones lnlerna
cionales (La Rábida, 23-25 de marzo dc 1983) a¡rmaba que los Estados en desarrollo han

alcanzado unos ciertos logros, pero. en térmi¡os Senera¡es, su impúso ha qúeda¿o tienado no

sólo por la crisis económica iniciada en la década de los setenta, sino también por la división
Norte-Sur quc continúa siendo evidente y pasa. con todas sus consecuencias, por el Programa de

Asistencia de las Na¡,iones Unidas para lá enseñanza. el estudio, la difusión y una comprensióo

más amDlis del Derecho IÍternaciona¡.
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dejado de constituirla. Además, decide crear un Grupo de trabajo con la misión de

reunir informaciones sobre el estado actual de la enseñanza del Derecho Intemacio-
nal en las diferentes regiones del mundo y de presentar recomendaciones con base

en la infomación ¡ecabada (28).

En su sesión de Atenas de 1979, el lDI, a través de una nueva Resolución.
subrayaba como las enseñanzas del Derecho Internacional Público cumplen diver-
sas funciones en distintos niveles. Así los conocimientos del Derecho lntemacional
Público son indispensables para los especiaiistas que precisan los Estados y las
Organizaciones internacionales, son aconsejables para losjuristas en general y para
los funcionarios estatales en panicular, y en fin es convenienle que se difundan los
principios esenciales del Derecho Intemacional Público en general (29).

En la misma linea, se si¡ian las manifestaciones colectivas de otras asociacio-
nes cientificas como el Instituto hteramericano de Estudios Jurídicos Intemacionales

(2E) Texto en Annuatre .le 1' IDI. 1913, pp 795-?96 Enjulio de 197?, et crupo de
trabaJo presentó un informe sobr€ la enseñanza del Derecho Internacional en €l que ponía dc
manifiesto como, en los mom€ntos actuales, pese a la importa¡c¡a primordial reconocida al
Derecho lflternacional €n la sociedad internac¡onal por las resoluciones dc la Asambleá General
de I¿s Nacio¡es Unidas. y a la postu¡a de la Asamblca con miras a ga¡antizat al Derecho lntema-
cional una posición prceminente en l¡ enseñanza. su enseñanza resullaba ¡nsufio¡crtrc como
consecuencia de üla serie de factorcsi la penrtración relaiivamente tard€ del Dcrecho Inlerna-
cional en los programas universitarios e¡ comparaaión con las discip¡¡nas del Derccho Interno:
1a sobrecarga de los programas universitar¡os en relación con la evolución de los €studios iurldi_
cos, la convicción de que el jurisla en su vida profesio¡al no tiene neccsidad del Derecho
Intcrnacional; ¡a consideración de que el Der€cho Internacional cortemporánco constituye un
obstácu¡o a la política de fuerzat la desconfianza de los lstados del Tercer Mundo resDecro del
Dcrecho internacional

Para paliar esta situación. el hrforme proponía una serie dc medidas tendientes a garanti-
zar ta¡io una mcjor comprcnsión del papel del Dcrecho Int€macional en la vida internac¡oflal.
como el ca¡ácfer obligatorio de su enseña¡za. Entre ellas destacaban: organización de confercn-
cias internacionales sobre la amp¡iacióñ obligatoria de Ia enseflanza del Derecho ¡nrernaclonal.
Ilamada de atención de las Naciones Unidas sobre el estado insat;sfaciorio de su ensenanza.
crcación de una comisión prrrnancnte cnc¿rgada de seguir ]a eyolución ile su enseñanza en el
mundo. examin de ¡a posibitidad de poner en pie un consejo lnt€rnacional pa¡a la dcfcnsa del
Defecho Internacional etc. (tDl: L enseigneñent du Droit internacional. Rapport a|ec projecl
de r¿solutions présenté: par M Jaroslar Zourekjuiuet 1977, pp 48-ó3).

(29) Texto en Annua¡rc de I IDI, 1919, pp. 205-209.
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(30), la Dotación Camegie para la Paz Intemacional. (31) o la Amedcan Societl, of
Intemational Law (32). A estos esfuerzos vienen a sumarse algunas aportaciones
colectivas como la de Ia Asociación Española de Profesores de Derecho rnremacro-

nal y Relaciones Intemaciones que dedicó sus VII Jornadas celebradas en la Rábida
en 1983 alexamen crítico y prospectivo de la enseñanza y la investigación del Dere-

cho Intemacional Público y Privado y de las Relaciones Intemaciones, en España; o

las de la Asociación Argentina de Derec¡o Internacional (AADI) que ba asumido
como uno de sus objetivos fundamentales el de propender al desarrollo y codifica-
ción del Derecho lntemacional y promover la actualización de su enseñanza y la
realización de invcstigaciones en ei referido árnbito cientifico. coordinando la activi-
dad individual y colectiva tendiente a esos logros. (33),

(30) En su r€un¡ón inaugural en llogo¡á del l8 al 25 de ¡narzo de l9ó,1, el Inslituto
Interamericano dc Estudios Jurídicos Internacionales, aprobaría la Rcsolución ll relatitiva a la
Enseñanza e inlesligac¡ón del D¿recho ¡nl¿rnac¡au¡l en la que se deslaca coño conit¡tu)'1: un
debel de los profesorcs univtsitarios que se dedican al Detecho Internacional cont/ibufu de

Jotma constante al desalrollo, petkccionan¡ento t universal¡2ación de esta ciencia. cuya
cantr¡bución al makleniñ¡enlo de la paz mundial es evidente (Texto dc Ia Resolución cn
Documcntos oficiaies del vigésimo p€ríodo de sesioncs de la Asamblea Ceneral, Anexos, vol. III.
2l de septiembre- 22 de diciembre de 1965 pp 23-24).

(31) Espccialmente con ocasión del Coloquio sobre la cnscña¡za del Dcrcoho internacio,
nal, celebrado en Gincbra del 13 al l5 de Agosto dc 1956, y de la Conferencia sobrc la enscñanza

del Dcr€cho intcmaciona¡ y dc l¡s Relacioncs inlcrnacionales qL¡e tuvo lugar en la Univcfsidad de

Singapur del I3 al ló d€ encro de 1964 Las conclus¡ones del ooloqu¡o de Ginebra pusieroÍ
cspccial énfasis en que cüalquiera quc l¡era el marco dc la cnscñanza de la disciplina 'debr
reservarse nccesa¡iemante un lugar adecuado a Ia exposición de las realidadcs soc¡ales subyacen-
tcs a las normas del Derecho posilivo, al obieto d€ iniciar más directamente a los cstudianles en

el conocimienlo concreto del medio intcmac¡onal que la norma iuridica está llamada a regulaf"
Colloqut str I enseigñehrcht.lu Dro¡t l tetnat¡onal (Génevc, l3-15 aoül 1956) Révue Cénéral
dc Droil lnterflational Public, 1956. p. 582). Por su partc, Ia Conf€rcncia decidió crear u¡
Comité provisional cncargado dc reünir y distribuir informaciones en to¡no a la enscñanza de¡

Ilerecho Intemacional (Round table on the tcaching ol-lntem¡!ional l-aw and Relaaions, SynSapor,'

Malaysia, january i3-16, l9ó4, Final r€port).

(J2) La Amcrican Soc¡ery ha auspiciado la püblicación de diversos cstudios consagrados ¡
Ia enscñanza dc¡ Dcrccho Inlernacional, lal€s como Internaciona¡ Lcgal Studies- A surve) of
tcachirg of lntcrnalional Law in Amcrican Law Schools 1963 1964i A survey oflhe teachinB

of Intcrnational Law in polirical science Departments. l96l; Tbc practical State oftcaching
and rcscarch in lnlernationa¡ Law quc cubre la déoáda de los 70

(33) Ans. la) y c) de su Estatuto. Fl l Éma de la enseñanza ha s¡do tratado con ocasión dc

los Congresos ordinarios cclebrados en Rosario (1983), Tucut¡án (1987) y ¡nás recient€menle,

con ocasión del Xfl Congreso Ordinario de la AADI y vll Congrcso Argentino de Derecho
Internacional, celebrado en Salta del 4 a 6 dc novicmbr€ dc 1991. destacando las ponenciaj

Dresentadas por el Dr. Ernesto RtiY C^RO sobra Los conten¡dos básicos de tos plogrumas de
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La preocupación sc ha hccho sentirtambién en el ámbito universitarJo en cuyo
marco se han desarrollado importantes aportaciones científicas sobre el tema (34).
siendo de destacar a este respecto ias reflexiones de la doctrina española, renovadas
en los últimos años a raíz de la reforma gcneral de la enseñanza emprendida en
España en las últimas legislaturas y que han afectado también a la institucion unrver-
sitaria (3 5 ).

En eÍtcto, hasta hace poco 1 a n ivel general, nos encontrábamos en periodo de
transición en ¡elación con los planes de estudios de las Facultades de Derecho.
Desde que en 1883 la asignatura de Derecho Internacional público pasa a ser objeto

Derecho Jntenacional Público u la luz de l.,s umblos operadas en el siste'a rnterndcronat \
po¡ la I)ra. Zlata DRNAS de CLEMENI- cn torno a las pautas netodológicds pard la elabor.r
ción de Progra tas de Derecho lhterfisttonal PúóIjc¿.¡ Con ante¡ioridad_ cl tema habia sido
abordado por cl Primer Semiñario dc I\ofesores e Invesligadores dc Derecho lnrcrnacronat.
¡eun¡do en la ciudad argentina de Rosario cn 1968.

El Estatuto d€ la AADI así como las dislinlas resoluciones y rccomendaciones sobrc la
enseñan¿a c ¡nvest¡gación del Derecho lnternacional pueden vcrs¿ /IADL El Derccho Interna_
c¡analen Ia Aryentina I'einticinco años cle apo es (1968-]1993). Córdoba, I993, pp 177-189:
31-41, ll2t l2'7 -130.

En la misma línea podcmos citar los t¡abajos del Cenlro de Esludios lnternaciona¡es de la
liacultad de Derccho ) de Ciencias I'oliticas y Económicas de Estrasburgo consagrados a 1_,
¿nseignement et Ia recherche en Drort International en Í'rance lace aux besa¡n: de la prutique
{Actcs du Colloque dcs t7 et l8 mars 1967), Paris. 1968. que cuenta con las ¡nteresantes
aportaciones de !'LOTY, M. E seignerhekl et recherche efi Drcit internationdl: ihrenuüv qes
not besoins , enlbid.pp 35-49; LADREIT DFI l.ACIIARRIERI , G ) Ensejsnenent et rech¿rche
¿n nar¡¿rc.le Droit internat¡onal: les beso¡ns de I administtat¡on' ¿n /¿trl pp 5l-61. VIRALLY:
''Enseignenent e¡ recherche en Droit ¡nternattoka[ en ]9ó7: Dú¡cuttés et e.rigences,. cn lbid.
pp l5-34.

(14) En cstc s€ntido ya es cliisica la obra de ¡-ACHS. Mr The teücher in lnternat¡ohal Lav
La Haya, I982; ver asimismo BIC CIIENG: Intern^tjonal Lav Teach¡ng and pruc!¡ce, LorrJon,
1982; C¡IARVIN, R: Le Droit lnternalional rel (tu íl a ¿ü enseigné. Notes critiques rl¿ recturc des
tru¡té: et manue[s (]850-1959), Mélanges Ch Chauüotrt, Patís. l984,pp l35y\siFALK.
A,R : Nev, approaches to the srudy af International Laú an.l the teaching of lnternatianat Laú,.
Amcrican Journal of Inlernational Law, vol.61, N. t. 196?. pp.411-495; JENN|NG. Ry :

Teachings and teaching in Intcr¡alional Law. ¿ssay.r u honour ol ¡udge M. Lachs, La Haye,
l984. pp. l2l-¡31: ODA,S: Tedching and lesearch ol ¡ntemat¡anal Lah in ,tapon. The Japanesc

^nnual 
of In¡ernational La\l, N" 9. 1965. pp. 85-100

(35) 
^GUILAR 

NAVARRO: la¡¿a¡ de la doctrind española en Derecho Internac¡anaL
Prió¿r.o, REDI, vol,XVII, N' 1. l'964. pp.501-515; CARRILLO SALCI_DO: Reltettones so¿re
el cc,nten¡.ta y la ehseñanza clet Derecho Internacional Público, en la rloctrina española eon-
t¿nponjn?a (work paper). Cont¡rence of the Law of tlrc word. Madrid, septie¡nbrc lg79;
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de enseñanza en las Facultades de Derecho españolas son, en palabras de PUEYO

LOSA, muchos e importantes los cambios que se han producido en el Derecho

Internacional Público como ordenamiento y como cienciajuridica (36) sin que ello

tuyiese un reflejo en los planes de estudios. El "modelo" básico, como señala

CASANOVAS Y LA ROSA, ha consistido en una enseñanza del Derecho lnremacio-

nal Público en una asignatura obligato¡ia de cuno compl€to, situada generalmente

en mitad de la carrera; y la innovación más importante registrada en todo este perío-

do que cubre más de un sig)o, se ha operado por la via de la ordenación de las

plantillas de funcionariado docente a través del desdoblamiento en D€recho Inter-
nacional Público y Derecho lntemacional Privado por Orden Ministerial de 9 de

enero de 1979 (37) y de las áreas de conocimiento de "Derecho Intemacional Público

GONZALEZ CAMPOS/MESA GARR¡DO| "l,a enseñanza del Derecho Iñtendc¡ona¡ en Espa-
ña (1964-t966)", REDI, vol. XIx, N'2, l9ó6, pp 127-133: DIL ARENAL MOYUA, Ci' ¡;/
Derccho Inteftacional Público y tas Relacíones lnternacionales como ciencias de la re¡llid.td
interndcional", Anuario Mcxicsño de R€laciones Int€úacionales, 1980. pp. l7-47: JiJSTE
RUIZ. J.'Un n ero mlrn¿o en ía enseñanza del Derecho: imprcs¡ones de un inlernaciondlisld
en ta Facultad de Derecl'o de B¿r¿¿¿eJt , REDI, vol. XXX, N" 2-3, 1971, pp. 393-4 j 4; MARÍN
LOPEZ, A.: "La enseñanza del Derecho Internacional Público" REDI. vol. X. N" l-2, 1957,
pp. 127-136; MIAJA DE LA MUELA; Consideracioñes sobte el concepto y didáct¡ca del
Derecho lnternaciohal , Anales de la Unive¡sidad de Valladol¡d, 1934, pp.91 y ss. RUBIO
CARCIA, L. Derecho lnletnacional, wda inlerhac¡onal, Relaciones internac¡onales y extgen-
cias de la enseñonza', Revista de Poli¡ica Internacional, N" l4l, septiembre-octubre, Ir)75, pp.

235-258; TRUYOL Y SERRA: "/{o¡a roór¿ el Derecho Internecional 'Públ¡co como dúc¡plina
científca )'materú docente REDI, vol. X. N'l, 1957. pp. 43ó-445.

Más recientementc, CASANOVAS Y LA ROSA, O: "Derecho Internacional Público'. La
cns€ñanza del Derecho en España, Madr¡d, 198?. pp. 145-168; PIÑOL RLil,L., Jt '¿d
categorización de la ciencia del Derccho cono conocimiento preteóñco: comecuencias patu ¿l
prolesor de Detecho Internacionol Público', Hacia un nueeo oKJen interúaciongl t europea.
Honenaje al Prol M Dí€r.l¿ I'eldsco, Madrid. 1993. pp. 587-603; PUEYO LOS^; op. cit, pp.

303-352; REMIRO BROTONS. A: "Re|lexión introductor¡a" en su programa de Derecho Inter-
nacional Público dcl curso académico 1984-i985 en la l-acultad de Derecho d€ Ia Universidad
Autónoma de Madrid.

Vé¿se tambi¿n aunque centrándose en e¡ mélodo JIMENEZ PIERNAS, C "Reflexiones
sobrc el método ¿le Derecho lnternacional Público", Eacía un nueyo o¡den íntemacíonal )
ewopeo.. .it. pp.311-395:, PEREZ GONZAI,FIZ, 'tuI- "Obserlaciones sobrc la neto.lología
jwídiL-o internacional; Método evolucién social y lut muking en Derecho Inte¡nacional Pú-
bl¡co", Libet Amicorum en homenaje al Prol Luis lapia Sal¡nas, Madrid, 1989, pp. 229-251.

(36) PUEYO t,OSAr op. cit., p. ll7.
137) BOE de 27 de febrero de 1979.
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y Relaciones Internacionales" y "Derecbo Inte¡nacional Privado" por RD 1888./84.
de 26 de septiembre de 1984 (38) que regula los concursos para la provisión de
plazaq(39).

La Ley Org¡ínica I l/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universita¡ia, abrió
nuevas penpectivas, al posibilitar la int¡oducción de cambios en los planes de
estudios unive¡sitarios, permitiendo su estructuración en tres ciclos de conformidad
con la planificación realizada por cada Universidad en el marco de su auronomra y
sobre la base de las directrices generales adoptadas al respecto por e¡ Gobierno a
propuesta del Consejo de Universidades (40). Así por RD 14241 1990, de 26 de octu-
bre se han establecido las dircctrices sobre la Licenciatura de Derecho (,11), de tat
manera que las Universidades que vengan impartiendo enseñanzas objeto de regu-
lación por dichas Directrices deben en el plazo máximo de tres años reformar los
planes de estudios conducentes a la obtención del Título de Licenciado en l)e¡echo.

En la actualidad, el Plan de 1953 vigente en la mayoría de las Universidades
españolas y también en la Universidad de Santiago de Compostela, sifua el estudio
dcl Derecho Internacional Público en el tercer curso de la Licenciatura. Por su parte,
las nueyas Direct¡ices de Ia Licenciatura en Derecho sitúan a nuest¡a disciptina
dentro de las materias troncales a impartir en el Prime¡ ciclo de estudios (con una

asignación de ? créditos, de los cuales ó serán teóricos y I práctico (42), y adsc¡ipra

(38) BOll de 26 de octubre de 1984.

(19) CASANOVAS Y LA ROSA: op. cil. p 148.

(40) Ar!s. 10.29 y 28 respcctilamcnte.

(4J) BO! de 20 de nov'cmbre de I990.

(.12) Tanto el vigcnte PIan de 1953 como las Directrices gencrales contcnidas cn el Rl)
l,{2411990. adoleccn dc un rc¿uci.1o nLrnrero de horas lectivas paÍa explicar una asisnatura dc la
amplitud tcmática de la nuestra. Las Dircctrices Do sc han hccho eco de las sugerencias de la
doctrina de ampliar a dos cürsos nuDstra asignalura. En cstc scnlido, cabe deslacar lo profJuesto
por 1a Asociación [spañola de Profesores dc Dcrccho lnternacional y Relaciones Internaciona-
¡es en las Jomadas dedicadas al estudio dc la "lnseñanza e Invcstigación del Dcrecho Intcrn¿oio-
nal ! las Relaciones Internacio¡ales" (REDI. voJ. XXV, N" 2. pp 601-603) lln la misnra jir¡ea,

el lDl, en 1979, habia sefialado ya la oonveniencia dc eslab¡ecer un curso gcneral de Dcrccho
Internacional Púb¡ico y una "cnseñanza especializada facu¡tativa" (,4nnuatre e1e I IDl, vol.5r3.
t II. 1979. D. 206).

Por su par!€, PtiEYO LOSA (op cir p :ll6-317) ha esrimado Ia opo(unidad que,de
acuerdo oon ¡a reestrucluración de los Planes dc estudio en lres ciclos. cn el scgundo, conceb¡do
desde una perspectiva dc cspccialización, debería encuadrarse un segundo curso de D€recbo
Intcrnacional Público (como materia troncal o al menos como "ma(eria obligároria de uIive¡.
sidad").
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con carácter exclusivo al Ár€a de Derecho lntemacional Público y Relaciones Inter-
nacionales correpondiendo a las Universidades Ia determinación delcurso en que la
misma deberá ser impartida (43). En cualquier caso, el hecho de que la disciplina
aparezca como materia troncal dentro del P¡imerciclo, no impide su presenciaen los

estudios de Tercer ciclo a t¡avés del tratamientojurídico intemacional (44).

Por consiguiente, aunque el tiempo dedicado a la enseñanza del Intemacional
Público en Ia mayor parte de las Facultades de Derecho no se corresponda ni con la
importancia que ha adquírído la vida intemacional, ni con el desarrollo de las relacio-
nes internacionales y la multiplicación de las instituciones intemacionales, resulta

claro que el Derecho Internacional Público ocupa un lugar destacado en el seno de

las enseñanzas de Derecho. Y los nuevos planes de estudio, donde la disciplina
aparece como troncal y, por ende, obligatoria en todas las Universidades españolas,

sin introducir todos los cambios demandados por la comunidad universitaria, han

venido a refo¡zar su enseñanza, colaborando asi con los objetivos de las Naoiones

Unidas en este campo (45).

(43) En este sentido, nos parece convcnienlc la inclusión del Derecho Internacional
Público en el Primcr ciclo: otra cosa. cs dctcrminar cn qué curso tienc qu€ ser impartid,),
espccialncnte lras la experiencia adquirida cn cl dcsarrollo dcl l'lan dc alguna Universidad dc
reciente creación. qu€ ha pu.sfo de manifiesto la5 diticultadcs quc sc susc¡lan al cxplicar D€recho
Intcrnacional Público en el primer año de Liccnciatura, toda vcz quc la Iabor dooenlc en cste
ámbito exige quc los alumnos posean ciertos conocimientos básicos referidos a los clcmentos
ccntrales del s;stema juridico en su conjunlo, dc &¡ forrna quc cl doccntc. al imparlir las ensg¡Ian,
zas del Derecho.l¡rlcrna¿¡onaj Púb)ico en ¡c¡cer curso. d¿ po/ tDpuesto que los alumnos tien€n
ciertas nociones básicas de derecho que a él no lc corrcsponde explicar

(44) l-os estudios de postgrado ofrecen, en pa¡abras de PIJIIYO I-OSA (c¡p cil p. 120)
"una vida adccuada no sólo para una más alta cspecialización en el ámbilo profcsional. sino
también para la fo¡mación de los 1i¡turos profesores c invesligadores, tal y como se contcnpla
ya en la Ley de Rcforma Universitaria (art..ll) y cn cl RD 185/1985 de 23 dc encro. por cl quc
se regula el Tercer ciclo dc Estudios ljnivcrsitarios. la obtcnción y cxpedición dcl Titulo de
Doclor y otros estudios de poslgrado, mediante la inclusió¡ cn los programas dc l)octorado de
cursos y scminarios que tendrán como inalidad la cspeciali/ación del estudiante en un campo
cientifico, técnico o artístico dctcrminado, así como su formación en las técnicas de investiga-
ción" (art.22).

(45) Con ello se ha venido a paliar la crilica rcalizada por CONZAI-EZ CAMPOS (op

cit p.290) cn 1964, cuando se pro¡unciaba sohre la necesidad dc quc cl Cobierno español adop-

tasc una actitud de mas eficaz colaboración con Ios obj€livos dc las Naciones Unidas en pro de la

difus¡ón y enseilanza de nuestra disciplina. La siluación cspañola €n ¿quellos momentos en
relación con la enseñanza, el estudio, la difusión y una comprensión más amplia dcl Dcrecho
lnternacional era poco ha¡agücña, requiriéndose una mejor y nrás racional estructurac¡ón de su

enseñanza e inveslisación
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Como quiera que seaj es manifiesto qu€ la labor de las Naciones Unidas en

tavor del Derecho lnternacional ha contribuido a ¡eforzar la posición de éste; sin

embargo, todavía queda mucho que hacer. Es criticable que eJ Programa se oriente
casi exclusivamente hacia los países en vías de desarrrollo cuando en muchos otros

Estados Ia enseñanza del De¡echo lnternacional dista mucho de ser plenamente

satisfactoria. Por otro lado, el Programa desde su puesta en funcionamiento adolecc
de los suficientes recursos financieros para su g€stión, dependiendo en amplia
medida de las co¡rtribuciones voluntarias de los Estados y de Ias organi¿aciones e

instituciones nacionales e intemacionales. Es por ello que la Asamblea General de

las Naciones Unidas no ha dejado de subrayar con insistencia (46) que aunque son

notables los esfue¡zos realizados por los Estados en el plano bilateral, resulta nece-

sario continuar alentando a los Estados y a las Organizaciones e inst¡tuciones lnter-
nacionales a que apoyen más el Programa e intensifiquen sus actividades para pro-
mover la enseñanza y Ia difusión del Derecho Internacional. Es preciso que el Dere-

cho Intemacional ocupe un lugar adecuado en la enseñanza de las disciplinas jurídi-
cas en todas las universidades. A tal fin corresponde a los gobiernos estimular la
inclusión de cursos de Derecho Internacional en los prog¡amas de estudios juridi-
cos ofrecidos en las instituciones de enseñanza superior. Además, dado que ei

Programa adolece de talta de medios materiales para desplegar toda su eficacia, es

preciso que los Estados miembros, universidades y otras organizaciones e instrtu-
ciones nacionales e intemacionales asi como los particulares hagan contribuciones
voluntarias destinadas a financiar el Programa o ayudar de cualquier otra forma a su

ejecución y posible ampliación. Consci€nte de todas estas insuficiencias, las Nacio-
ncs Uñidas han decidido establecer para la presente década un nuevo Decenio para

el Derecho Internacional.

IV. SEGTNDO DECEN IO DE LAS NACIONES LNIDAS PARA EL DERECHO
INTERNACIONAL

t,a Resolución 4,1,/23 tte la AGNU, de l7 de noviembre de 1989, por la que se

declaró el periodo 1990- 1999 Decen io de las Naciones Unidas para el Derecho lnter-
nacional, ha venido a reforzar así tanto las actividades de asistencia de las Naciones

Unidas para promover la enseñanza, el estudio, la difusión y una comprensión más

amplia del Derecho Internacional- consolidadas, como hemos visto, a partir del pri-

(¿6) I-as Resoluciones 2838 (XXIV). 310ó (XXVIIl), 3502 (XXX), 321146,341144,361
108,38/129.40/ó6, entre otras, constituyen un claro ejemplo.
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asistencia del Secretario Ceneral de las Naciones Unidas- quien deberá estudiar la
posibilidad de celebrar un Congreso de las Naciones Unidas sobre el Derecho Inter-

nacional Público en 1994 ó 1995.

En la ejecución del Programa del Decenio sería deseable también que los esta-

dos establezcan, según seanecesario, comités nacionales, regionales o subregionales

que presten asist€ncia-

Por último, elprograma de actividades parael periodo 1993-1994 subraya la

absoluta necesidad de contar con los medios financieros suficientes para llevar a Ia

práctica el Programa del Decenio, instándose a los gobiemos, Organizaciones inter-

nacionales y otras fuentes, incluido el sector privado, a que hagan contribuciones

v o Iuntari as.

En suma, la mejor manera de que este nuevo Decenio de las Naciones Unidas

para el Derecho Internacional tenga efectos prácticos provechosos, radica en la
propia conducta de los Estados, que son los encargados de que dicho Derecho

tenga plena vigencia y validez. Todo lo que los Estados, las Organizaciones

intemaciones, las universidades asi como ofas entidades puedan hacer para curn-

pli¡ las acciones propuestas a lo largo del Decenio, constiluye elmejor aporte para la

difusión del ordenamientojurídico intemacional, contribuyendo de esta manem a un

reconocimiento más general de su importancia en el mundo de hov y de su papel

esencial en la prevención y la solución de los conflictos que surgen en la sociedad

intemacional.
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mer Decenio de las Naciones Unidas para el Derecho Internacional- como la funcién
que compete a las Naciones Unidas en la pronloción de una mayor aceptación y
¡espe¡o de los principios de Derecho Intemacional y en el fomenfo del Desar¡oljo
progresivo y codificación del Derecho intemacional (47).

Las acciones concretas a emprender para el logro de los objetivos enunciados
han sido acometidas por la Resolución 45/50 de la AGNU. de l8 de diciembre de 1990
que establece en su Anexo un "Programa de actividades para el primer período
(1990-1992) de la Década de las Naciones Unidas para el Derecho lntemacional',
(48); y, má6 recientemente, por la Resolución 47132 de la AGNtJ, de 25 de noviembre
de 1992, cuyo Anexo, conteniendo el nuevo "Programa de actividades para el Se-
gundo período (1993-1994)", introduce pocas novedades en relación con el progra-

ma del bi€nio artc¡ior, pudiendo afirmarse que muchos de sus puntos se rel¿e¡an en

todo su tenor literal.

Centrándonos en el conlenido de estos Programas, particularmente en su pun-
to fV relarivo al "fomento de laenseñanza, elestudio, la difusión y una comprensión
miís amplia del Derecho lntemacional", se observa que las vías de acción más impor-
tantes tienden a:

L Los Estados deberían estimular a sus instituciones educativas para que
impartan cursos de D€recho lntemacional dirigidos a estudiantes de Derecho, Cien-
cias Políticas, Ciencias Sociales y otras disciplinas pertinentes. Deberian considerar
asimismo la posibilidad de convocar conferencjas de expertos a nivel nacional y
regional con el objeto de estudiar Ia cuestión relativa a Ia preparación de modelos de
programas y material de estudio para cursos de Derecho Interrmacional, la capacita-
ción de profesores, la preparación de libros de texto y uso de teconología modcrna
para facilitar la enseñanza c investigación del Derecho Internacional. Además, los
Estados, el sistema de la Organización de las Naciones Unidas y las Organizaciones
regionales deberían considerar la posibilidad de organizar seminarios. cursos de
formación, conferencias y de realizar estudios sobre distintos aspectos del Derecho
intemacional.

(47) Texto de Ia Resolución cn REDL vol. XLll, N'2, 1990 pp. 708-?09 Lln conrcnrario
cn DASIIS. A: "El Decen¡o de las Naciones tl'tidas para el Derccho InterMciandl". en lb¡d.
pp, 705-70t. Vcr también SEYESTED, F: "1.a Década det Derecho lnternacío'lal de Nac¡o]rcs
Unidas , Anr^rio Arge¡¡tino dc Derecho ¡nternac¡onal, IV. 1990-1991. pp 73-90.

(48) Ver t€xto .n La Comunitá latemazionale. vol XLVII, N'4, 1992. pp. 74'1.824-
877
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2, Alentar a los Estados y a otros órganos públicos o privados para que
conbibuyan al fortalecimiento del P¡ograma de asistencia de las Naciones Unidas en
favor del conocimiento del Derecho Intemacional.

3. Prestar ayuda a las instituciones académicas y profesionales que despliegan
actividades de investigación y enseñanza en el ámbito del Derecho Internacional.
fomentando su establecimiento en los lugares donde no existen, especialmente en
los países en desarrollo.

4. Propiciar Ia cooperación entre los países en desanollo. así como entre los
países desarrollados y en desarrollo, y en concreto entre aquellas pe¡sonas que
realizan actividades en Ia esfera del Derecho lntemacional, a los efectos del inter-
cambio de experiencia y la asistencia mutua en materia de l)erecho internacional.
incluida ia asistencia en el suministro de libros de texto y manuales de De¡ecbo
Intem¿cional.

5. Animar a los Estados a que organicen cursos especiales de formacjón en
Derecho lntemacional orientados a profesionales en Derecho, incluidos jueces ¡'
funcionarios del Ministerio de Asuntos Exteriores u otros Ministerios pertinentes. y
p€rsonal militar. A tal hn se rccaba la colabo¡ación de la UNITAR, LINESCO. Acade-
mia de Derecho Intemacional de La Haya, organizaciones regionales y el Comjté
Internacional de la Cruz Roja.

6. Los Estados y las Organizaciones internacionales deberian fomentar- si aúu

no lo hubiesen becho- la publicación de instrumentos juridico-intemacionales, y
estudios de publicistas competentes y resúmenes, repertorios o anuarios de su
práctica.

7. Se invita a otlos Tribunales y Cortes internacionales, incluidos el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos y la Corte Int€ramericana de Derechos hüma¡os a

da¡ una mayor difusién a sus fallos y opiniones consultivas, considerando la posi-
bilidad de preparar resúmenes temáticos de ellos.

El órgano encargado de la coordinación del Programa de acción del Decenio es

la Sexta Comisión- actuando básicamente por conducto de su Grupo de Trabajo
sobre el Decenio de las Naciones Unidas para el Derecho Intemacional (49) y con la

(,+9) t-uc constituido en virtüd de la Resolución 45/50 con miras a preparar rccomendacio-
ncs gen€ra¡mente ac€ptables con rcspccto al Prograrna de ac(ividadcs para el L)ccenu
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SOBRE INTEGRACION SOCTAL -(A progress report)

Enrique Ferrer Vieyrd*

SuMARlo: I Concepto de integración social; 2 B¡eve análisis de la

tarea que se desarrol¡a en el lVfercosur en los campos de ¡a

armonización legislativa, el campo laboral y en el Mercosur

Educativo.

¿QUÉ ES LA INTEGRACION SOCIAL?

Entendemos por integración no solament€ un proceso de conten¡do eco-

nómico, como se ha entendido hasta hace poco tiempo por los Gobiernos y

economistas, sino algo mucho más complejo donde intervienen en forma

excluyente factores sociales y políticos.

Al referirnos a "integración soctal lo hacemos cn la acepcron dei termino

"social" en el lenguaje de Naciones Unidas. L,o "social" incluiria principalrnente

el estado de la población, educación, asistencia social, salud. alimentación. v¡-

vienda, empleo y seguridad social, entre otros indicadores de una "calidad de

vida".

Si el objetivo de la integración es melamente econÓmico, ella se reduce a !o

quc conocemos como un "crecimiento económico". Pero la finalidad de la inte-

gración no puede ser otra que el "desarrollo social", dando al hombre el justo

lugar que le corresponde en el ordenamiento politico natural.

+l-x- tlmbalador dc la R A- y funcionario intcrnacional
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Como dice un documento de Naciones Unidas, estamos aprendiendo que

el desarrollo se refiere no sólo a las neces¡dades materiales del hombre sino

también al mejoramiento de las condiciones sociales de su vida y a sus justas

aspiraciones humanas. Desarrollo no es solamente c¡ecimiento económico; es

crecimienlo más un cqmb¡o,

El concepto es repetido en otro documento muy ¡mportante de la UNESCO

donde se expresa que plantear la integración única y exclusivamente en el terre-

no económico es concebirla en forma muy unilateral. La integración configura un

proceso global, donde la integración económica figura al lado de otras formas de

la integración física, cultural, educativa, científica, socialy política.

Estos aspectos no- económicos de la integración fueron también estud¡a-

dos por la Organización Internacional del Trabajo. la que al referirse a los aspec-

tos sociales y laborales expresó que nunca habria una verdadera integración si

no se trene en cuenta esos sectores.

Esta vinculación creciente entre lo económico y lo social ha llevado a estu-

dios en profundidad sobre lo que se denomina "un concepto unificado del de-

sarrollo".

En resumen, el crecimiento económico de por si no ¡nteresa si no está

acompañado de un cambio o proceso social que lo fundamenta y asegura su

continu idad.

El economista y sociólogo Gunnar Myrdal (Premio Nobel) dice que el con-
cepto de integración contiene una premisa de valor en cuanto es algo n¿tesqrio
y deseable,lo que Ia constituye, en el fondo, en un problema moral. Ese proble-
ma moral consiste en obtener o alcanzar cl viejo ideal occidental de "igualdad de

oportun idad".

Esa igualdad de oportunidad sólo es posible en una comunidad con amplia
movilidad social, en la que las personas tengan conciencia de ser miembros de

un solo grupo y de compaÍir ¡ntereses y respon sab ilidades comunes.

Los paises europeos entendie¡on muy bien que no podría haber una inte-
gración económica sin una integración social paralela. Es por eso que al firmarse
el Tratado de Roma en 1957, el Título II se denomina lodllt¡ca .Soclal y el primcro
de sus Capitulos se refiere a l)¡spo.r ic¡ones Sociales. Este tema está desarrolla-
do con amplitud mayor en el Anexo. Un documento anual, de Ia Comunidad
Europea. "lnforme sobre el Desarrollo Social" nos informa de las actividades en

el aflo respectivo.
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ANTECEDENTES DEL PACTO ANDINO

Los oaíses d€l Pacto Andino tuvieron también sus preocupaciones socta-

les; tres acuerdos sectoriales completan el Acuerdo de Cartagena: el Convenio

Andrés Bello se refiere a la integración cientifica, educacional y cultural de la

subregión; el Convenio Hipólito Unanué a la integración en cuestiones de salud

pública; y el Convenio Simón Rodriguez a la integración laboral Empero, en el

Pacto Andino, la integración ha estado principalmente en manos de economis-

tas que relegaron la integración social a un tercer o cuarto lugar' Basta leer para

confirmar lo dicho el documento "Evolución del proceso de integración l9ó9-
1979, Anexo Teórico N' 8", de dicho organismo.

CENTROAMÉRICA

Los Daíses centroamericanos tuvieron también una tardía noción de la in-
portancia de la integración social; empero, el Comité de Alto Nivel presentó

(19?6) a los Gobiernos un proyecto de Tratado de la Comunidad Económica y

Social Centroamericana que contiene disposiciones importantes sobre la mate-

ria. Pa¡a eso fue ¡ecesario el total fracaso del primer Acuerdo de integración

economlca.

EL PENSAMIEN'fO DE LOS LIBERTADORES

Me permito transcribir un párrafo del Anexo [; "Ni a José de Sat Ma¡tín,
Simón Bolivar, Bernardo O'l-liggins, Andrés Bello, Francisco de Paula Santander"

José Gervasio Artigas, Manuel de Oliveira Lima, Francisco Garcia Calderón, Juan

León Mera, Antonio José de Sucre. Juan Bautista Alberdi, Juan Muñoz Cabrera.
para citar a unos pocos entre muchos, les interesaba una integración fundada cn

la compra-Yenta de productos",

Entr€ los no citados, nos recuerda nuestro inolvidable Pablo Ramella a

Bernardo Monteagudo, tucumano que fuera el primero en esbozar en manera

orgánica un proyecto de Federación Generalentre los Estados hispano-anreriea-

nos; no lo movia a Monteagudo una unión económica sino politica, para salvar

a América de las potencias europeas reunidas en la Santa Alianza

ALALC-ALADI

¿Cómo explicarnos entonces que los tratados que interesaban e intcresan

directamente a nuestros países (ALALC-ALADI) no contengan absolutamente

nada sobre integración social?
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En el Tratado de Montevideo de 1980 (ALADI) sólo se cita una vez y en el
Preámbulo, el desa¡rollo social, como resultante o consecuencia natural del cre-
cimiento económico. Tampoco en los documentos del Mercosur se hace men-
ción del problema social.Sobre esto volve¡emos más adelante.

Nada es más falso que creer que un crecimiento económico producirá de
per se un desaüollo social. Es un pensamiento económico superado desde hace
años el que sostiene que hay un traslado o incidencia del crecimiento en las
condiciones de vida de un pueblo. Hemos visto muchas veces que el crecimien-
to sólo sirve para fonalecer estrucluras econom¡ca(.

Creemos que en la integración el componente social es tan importante, o
más importante aún, que el componente económico.

EL MERCOSUR

Alcomienzo de este breve informe y en su titulo pusimos que este era un
informe de progreso . Aforlunadamente la situación va cambiando no en virtud
de la letra que configura el Mercosur sino a través de su espiritu. Son las estruc-
turas sociales de los paises las que han ido dando a este proceso un contenido
social. Y al decir estructuras sociales nos referimos a Universidades. centros de

estudio y a los mismos Ministerios nacionales distintos a los ministerios de

economía.

Aütes de abordar Ia cuestión del procedimiento que se ha utilizado para

enriquecer el Mercosur, creemos de interés señala¡ lo resuelto por los países,

desde hace numerosos años, sobre estos problemas que ahora nos ocupan. En

casitodas las Conferencias lnteramericanas que fueron configurando el sistema

actual de la OEA, los paises americanos, lejos aún de concebir una integracion
econó¡n¡ca, p¡estaron especial interés al campo de la educación , de la cultura, de

la seguridad social y otros semejantes. Así, abordaron el problema dcl analfabe-
tismo abogando por su erradicación (X Conferencia Interamericana)l se requirió
de los Estados intensificar la cooperación en el campo de la educación propo-
niendo la generalización de la educación pritnaria, gratuita y obligatoria, princi-
pios rectores en la Carta de la OEA (X Conferencia); la situación de los trabaja-
dores intelectuales fue considerada en la VIt Conferencia al estudiar las condi-
ciones sociales y económicas en que vivían; la creación de centros educalivos
para mejorar el nivel de la mujer campesina fue estudiado en la Vlll Conferencia;
la revisión de los textos de historia y geografÍa fue estudi¿da también en la VII
Conferencia proponiéndose que los libros de enseñanza no contuviesen apre-
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ciaciones inamistosas, comentarios o conceptos ofensivos para otros países; en

la Conferencia Interamericana de la Consolidación de Ia Paz (1936) se resolvió

incluir en los manuales de enseñanza principios sobre arreglos pacificos de los

diferendos internacionales y de no recurrir a la guer¡a como instrumento de

politica nacional; en la misma Conferencia se acordó recomendar a los Cobier-

nos la adhesión al Acuerdo Argentino-Brasilero de 1933 sobre revisión de los

textos de historia y geografia, €tc., etc., Esta incompl€ta enum€ración de lo r€a-

lizado por los países americanos es sólo una muestra de la intención de integra-

ción social (conocida bajo otros términos) y que tiene su origen en los comien-

zos del panamericanismo.

Regresando a nuestros dias, es indudable que los documentos constiluti-
vos del Mercosur han sido objeto de una interpretaciÓn particular.

El Tratado de Asunción (26103/91) no contiene una sola palabra sobre el

tema educativo. sobre relaciones laborales, sobre seguridad social, sobre

armonización de los sistemas judiciales, etc. Hace mención solament€ a la nece-

sidad de ampliar los mercados nacionales a través de la integracióü como condi-

ción fundamental para acelerar sus procesos de desarrollo económico con justi-

cia social y que es necesario preservar el medio ambiente y mejorar las

inte¡conexiones flsicas.

LA COOPERACION LEGISLATIVA

El único Artículo del Tratado de Asunción que contiene una "apeftura no

economicista" es el N" 24, resultado de una fuerte presión de la rep¡esentación

uruguaya. Rn dicho Aftículo 24 se establece la Cornisión Parlamentaria Conjunta

del Mercosur que ha realizado hasta la fecha una importante labor. Debo reco-

nocer que el Preámbulo del Reglamento de dicha Comisión Parlamentaria contie-

ne dos claras referencias a componentes de la integración social. Dice quc re

debe favorecer las condiciones de vida y empleo, salvaguardar la paz, la libertad
y la vigencia de los derechos humanos. Debemos recordar aquí que el organis-

mo legislativo "madre", el Parlamento Latinoamericano acaba de instalarse defi-

nitiyamente en San Pablo, Brasil. Lo integran 22 países latinoamericanos reprc

sentados por doce legisladores cada uno.

En la Reunión Cumbre de Presidentes del Mercosur (Las Leñas, 1992) se

aprobaron, entre otros, un Protocolo de Cooperación y Asistencia Judicial en

materia civil, comercial, laboral y administrativa. Con ello se abre el camino a uDa

serie de importantes estudios tendi€ntes a lograr, no una uniformidad, pero sí

una armonía entre las distintas legislaciones. El Artículo 104 de la Carta de fa
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OEA encomienda al Comité Jurídico Interamericano estudiar los problemasjuri-
dicos referentes a la integración de los países en desartollo del continente y la
posibilidad de uniformar sus legislaciones en cuanto parezca conveniente. EI

Comité podría ser un instrumento útil en la armonización legislativa del Mercosur.

COOPERACION EN EL ORDEN LABORAL

Creo que fue en julio de l99l que el Ministerio de Trabajo de nuestro pals

requirió al Ministerio de RR.EE. que solicitase incorporar en el Anexo V del
T¡atado del Mercosur un grupo de estudios de los temas laborales. Las áreas

que podría abordar esle grupo (en realidad un Subgrupo en la terminologia del

Tratado) seria la legislación laboral comprendiendo un análisis comparativo de

las cuatro legislaciones; los costos laborales y la movilidad de la mano de obra.

La idea fue aceptada por los otros paises y se creó el Subgrupo de trabajo I l.

Las tres áreas son importantesl empero, adquiere singular interés el de la
movilidad de Ia mano de obra.

En un documento presentado por Argentina en octubre de 1992 (Subgrupo

I l, Comisión 4) se elabora correctamente sobre el concepto de "libertad de circu-
lación". Recuerda que en la Comunidad Europea la libertad de cjrculación de los

trabajadores implica que cualquier ciudadano de un Estado Miembro pueda tras-

ladarse a otro Estado Miembro y ocupar en el mismo un empleo por cuenta

ajena, en iguales condiciones que sus nacionales. Para el documento citado, la

lib¡e circulación de los trabajadores tendria las siguientes implicancias:

-lgualdad de derecho, es decir, abolición de toda discriminación basada en

la nacionalidad en lo que se refiere al empleo, la retribución y demás condiciones

Lle ttal-r¿ir-,.

-libertad de desplazam iento;

-derecho de residencia:

-búsqueda de empleo;

-acceso al empleo: se asegura a todos Ios trabajadores comunitarios el

acceso al empleo en cualquier Estado Miembro en condiciones iguales a los

nacionales de éste,

-condiciones en el ejercicio del empleo: supone brindar igualdad de dere

chos y otrligaciones que las nacionales en el ejercicio del emple'o;
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-permanencia en el país tras el cese en el empleo, aún cuando fuera contra-

tado como fronterizo por determinado plazo.

En otras palabras, desaparecieron las fronteras en esta materia en los cua-

tro países. Las únicas limitaciones son las razones justificadas de orden, seguri-

dad y salud pública.

Me he detenido en €xceso en esta cuestión porque tengo una duda que se

disipará al finalizar este debate, según espero. Ello se funda en la expresion

"empleo por cuenta ajena". La Comun idad Europea utiliza Ja expresión "activi-
dad asalariada". El Reglamento (CEE) N' l6l2169, del l5 de octubre de 1968, el

Consejo dice en su artículo I .l : "Todo ciudadano de un Estado Miembro, cual-
quiera sea el lugar dc su residencia. tiene derecho a acceder a una actividad

asalariada y de ejercer sobre el territorio de otro Estado Miembro, conforme a las

disposiciones legislativas, reglamentarias y administrativas sobre el empleo de

trabajadores nacionales de ese Estado". A su vez, la Directiva del Consejo del

25 de febre¡o de 1964 (varios años anterior) dice en su artículo 1,1. " Las dispo-
siciones de la presente Directiva se aplican a los ciudadanos de un Estado Miem-
bro que se traslada a otro Estado Miembro de la Comunidad, sea para ejercer una

actividad asalariada, o no asalariada sea en calidad de destinatario de servicios".

En otras palab¡as: ¿hay libertad de circulación para una persc¡na que se

t¡aslade al territorio de otro Estado para establecer un negocio o ejerccr una

actividad por cuenta propia?.

No quiero entrar en una cronologia detallada de reuniones sobrc lrabajo )
seguridad social ¡ealizadas en el área del Mercosur: la primera tuvo lugar ei

mismo año de Ia firma del Tratado de Asunción y se tradujo en la Deciaración dc:

Foz de Iguazit. En esa opcrrtunidad ( l2- 13 de diciembre de 1991 ) el Director Gt'nq-

ral Adjunto de la Organización Internacional del Trabajo. Sr. Maier. recordó quc

es imperiosa la introducción de la dimensión social y del diálogo social cn todo

proceso de integración econémica

La última reunión de lo que estoy informando fue organ izada por la Univer-
sidad de Córdoba y el Ministerio de Trabajo de Ia Provincia y versó sobre las

relaciones de trabajo y seguridad social en el Mercosur,junio de 1993.

EL MERCOSUR EDUCATIVO

El Tratado de Asunción no contiene una palabra-como dijimos- referida ai

tema educativo. Fue a ios Ministros de Educación de ios países respectiror r
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quienes les cupo la visión de que el tema de la educación debía eslar en la misma
situación que los económicos y politicos. En el mes de Mayo del mismo año se

reúnen los Ministros respectivos para estudiar la manera en que la dimensión
cultural y educativa podría incorporarse al proceso que se iniciaba. En el mes de
jun io de 199 I se realiza la reun ión prepa¡atoria de I Mercosur Cu ltural y Educati-
vo en la ciudad de Asunción; en diciembre del mismo año los Minislros de

Educación firman un Acuerdo en el que solicitan al Consejo del Me¡cado Común
el ¡econocimiento del área educativa-cultural como sector especifico del Trata-
do del Mercosur. Es en el mismo mes que el Consejo y el Grupo Mercado Común
(días l5 a l7) ¡esolvieron la creación de Reuniones de Ministros pa¡a el trata-
miento de asuntos de su competencia vinculados al Tratado. La Reunión de

Ministros de Educación tendrían ia tarea de coo¡dinar las políticas educaciona-
Ies de los Estados Partes haciendo propuestas alGrupo Mercado Común y como
destinatario úhimo el Consejo del Mercado Común.

No deseamos detenernos en estas etapas in stituc ion¿les. Debemos seña-

lar, empero, que el Protocolo de lntención firmado por los Ministros de Educa-

ción en Brasilia el l3dediciembredel99l,consideró"imprescindible"el desa-

rrollo de programas €ducat¡vos en las siguientes ár€as:

L Formación de la conciencia ciudadana favorable al proceso de integración;

2. Capacitación de los Recursos Humanos para contribuir al desarrollo; y

3. Armonización de ios sistemas educativos.

Las tres áreas lueron divididas en programas y acciones de valor priorita-

rio. EI Consejo del Mercosur aprobó posteriormente el PIan Trienal para el sector

educativo en el contexto del Mercosur, siguiendo Ias líneac generales del docr¡-

mento de los Ministros del área.

En los Presupuesfos para la Acción hay uno quc me permito señalar por su

importancja: es el de ofrecer "las mismas oportunidades educativas a los inte-

granles de todos los sectores sociales". Al ofrecer tales oportunidades se cum-

plimenta en parte el objetivo social de toda integración que es la de otrecer una

"igualdad de oportunidades".

El alcance en e¡ aspecto educativo formal o institucional ha sido sorpren-

dente. En el mes de junio último se resolvió la equivalenc¡a de los estudios

primarios y secundarios en todo elámbito geográfico del Mercosur, lo que afec-
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ta a más de 32 millones de estudiantes primarios y secundarios y a dos miliones

de maestros y profesores. Se está estudiando ahora la equivalencia de los estu-

dios terciarios y universitarios.

Todo esto es muy importante pero €s sólo el comienzo de un largo proceso

Lo que nos interesa por ahora, antes de hablar del desarrollo de un "ser cultural

regional", de un "ser cultural con identidades nacionales" es superar los umbra-

les del analfabetismo. Nuesfto pais, Argentina, con 33 millones de habitan¡es

tien€ un analfabetismo del 7.7%; Brasil, con 150 millones, del l97o; Paraguay,

con 4 millones y medio de habitantes tiene un analfabetismo del l0%; y Uruguay,

con tres millones de seres, un analfabetismo del 47o.

En otras palabras hay en la región del Mercosur una población de aproxi-

madamente 30 millones de analfabetos.

Es muy difícil para ellos poder competi¡ en una vida moderna semi-

industrializada. Este volumen de analfabetos en el Mercosur es uno de los

d€safios más importantes para la evolución de la integración. Así como la infra-

estructura física motiva la inversión de sumas enormes de dinero, Ia iífraestruc-

tura educacional merece un tratamiento semejante. Un uso racional y práctico de

espacios comunitarios que no se utilizan durante varias horas al dia (clubes

gimnasios, etc.) podrían disminuir el costo de escuelas y colegios como lugarcs

de enseñanza. Sería un ejemplo de solidaridad sociai.

He visto aplicar est€ sistema en Tanzania, por ejemplo, con excelcntes re-

su Itados.

En el orden de los cstudios te¡cia¡ios unive¡sita¡ios, las Universidaries de

los respectivos paises han iniciado una acción positiva en la revisión dc planes

de estudios, horas de enscñanza, y en especial en la organización dc cursos de

post-grado.

Líder en estas tareas ha sido en nuestro pais Ia Universidad de Ciencias

Empresariales y Sociales donde se dicta un Master en lntegración y se ha confi-

gurado un Foro de la Integración en el que participan [Jniversidades privadas de

los cuatro países. Se han constituido en dicho Foro tres grupos de t¡abajo: el

Grupo Uno, para la formación de la conciencia int€gradora: el Grupo Dos, para Ia

capacitación de recursos humanos y el grupo Tres para compatibil¡zación y

armonización de los sistemas educativos.
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Recientemente ia Universidad de Tucumán realizó unas Jornadas Regiona-
les sobre Educación y Mercosur ( l4 al l6dejulio, 1993 ) en las que se discutie¡on
temas de suma importancia.

En este Mercosur Educativo se ponen en vigencia, una vez más, las pala-
bras de ese profundo pensador que fue Olega y Gasset: " Los grupos humanos
no conviven para estar juntos, sino para hacer algo juntos".

Las estructuras educativas de los cuatto países del Mercosur necesitan
ser mode¡nizadas. Que en €sta modernización ocupe su debido lugar la inregra-
ción educacional regional. Este proceso puede interesar a otros países, sin que
necesariamente integren el Mercosur. Las referencias que hemos hecho a las
tareas de Ias Conferencias lnteramericanas confirman que América Latina no es

un corijunto de naciones, sino una gran nación desorganizada.

Este proceso de integración educativa en ningún caso puede ser interpre-
tado como un proceso aislacionista. Estamos hablando de los instrumentos de la
educación. No nos hemos refe¡ido, hasta ahota, a la integración cultural, tema
que requiere otro tratamiento.

INTEGMCIÓN CULruML

En mi opinión, laexpresión "integración cultural" debe ser entendidacon
algunas limitaciones.

Los cuatro paises integrantes del Mercosur tienen sus propios procesos

culturales, con distintos elementos espirituales que los configuran.

En la Comunidad Europea se le han fijado límites y objetiyos a la acción
comunitarir cn cl rcclor cultur;¡1. No hr¡ poribilidad dc concchir i¡na polirir'ü
ct¡ltural europea, porque ello significaría herir de liente Ia voluntad de indepen-
dencia de los Estados micmbros en un dominio donde. legítimamente. deseen

operar con nrayor "libertad". Europa se caracteriza, afortunadamente por la exis-
tencia de numerosas culturas "iguales en dignidad, en valor y en d€rcchos". La
acción de la comunidad se ha limitado a lo siguiente: a tomar medidas para la
defensa del patrimonio cultural; a incentivar el intercambio cultural; a luchar
contra el robo y tráfico de las obras de arte; a proteger los derechos der auror; a

estudi¿r el pres€nte y porvenir del obrero cultural y formas de preservar el arte-
sano artístico (doc.Per. 3/1980). Por ahora, creo que la integración cultural en el
M€rcosur podría limitarse a esas tareas de preservación de valores culturales.
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Hemos dejado sin tratar la integración sanitaria. SÓlo recordamos que el

Convenio Hipólito Unanué del Pacto Andino se refiere exclusivamente a la salud

pública.

Para terminar, deseo h¿ce¡ unas pocas ¡eflexiones sobre la integración,

tanto económica como educacional o política.

Todo proceso de integración hace perder un poco, a cada pais, una parte

de su individualidad nacional, hace perder un poco de su fisonomia social,

económica y también de su soberania nacional.

La pé¡dida de sobe¡anía es un acto de voluntad. Es el conocjmiento que a

más de los valores nacionales hay valores comunitarios que también deb€n

preservarse. Esto tiene importancia en el campo económico y es una condición
inevitable en los campos sociales y jurídicos Debemos estar preparados para

aceptar -asi como ya aceptamos en el orden interno legal la primacÍa de los

tratados sobre la ley- que puede haber ordenamientos comunitarios que preva-

lecerán, en caso de conflictos, sobre nuestra Constitución. Esto sucede ya cuan-

do se aprueban por organismos internacionales resoluciones relativas a dere-

chos humanos, o al apartheid, por ejemplo que hasta hace pocos años se creiarl

eran cuestiones intemas de los Estados.

Todo proceso de integración lleva al pais a un cambio necesa¡io e inevita-
ble. Como dice Myrdal, la integración es un juicio de valor porque es "desca-

ble". Si hay limitaciones, hay también apertura de nuestras fronteras hacia limi-
tes nuevos, hacia nuevas regiones y pueblos con los que queremos convlvlr en

iusticia social.
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PROVINCIA AUTONOMA DE FINLANDIA

" A RC' H I P I ÉLAC O A LAN D''

Nereo Melo Ferrer*

SUMARIO: l- Introducción. I l- Reseña histórica. Ill- Consolidación

política y jurídica de la Autonomía de Aland. IV- Acta de

Autonomía de 1951 y disposiciones complementarias. V-
Acta de Autonomía de 1991- Vl- Conclusiones-

1- INTRODUCCION

Las Islas Aland constituyen la provincia autónoma de Findanlia, desmili-

tarizada. cuyo idioma es el sueco. ubicadas en la entrada del Mar Báltico. entre

Finlandia y Suecia.

Estas islas son la prolongación del archipiélago existente frente a furku,

ciudad considerada como la primera Capital de Finlandia durante la dominac¡ón

sueca, situadas a cuarenta kilómetros de las costas de Suecia.

El área total del archipiélago es de ó.739 kilómetros cuadrados, posee 6.500

islas y 6.500 islotes y tiene 24.000 habitantes, cuyo origen cultural es sueco.

Por su ubicación privilegiada, durante los meses de junio, julio y agosto-

verano nórdico- se ttansforma en ün lugar de encuentro de los apasionados por

I tñbajadoi de la R. A.
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la navegación a vela, los deportes náuticos y la pesca. Los lugareños afirman
que allí se reúnen va¡ios centenares de miles de barcos y navegantes provenien-
tes de todos los rincones del mundo que consideran el lugar como un paraiso a

donde van a admirar sus bellezas y disfrutar de la placidez de la naturaleza.

Durante el resto del año estas lslas son castigadas por los fuertes vientos
de la región, el frío y la nieve que hacen la vida humana muy difícil.

En Foglo, una de las cuatro islas más grandes del Archipiélago, se encuen-
tra la localidad de Degerby donde hay un grupo impofante de tumbas del siglo
pasado que tienen en sus lápidas el apellido Perón y aún existen unas buenas
casas donde esas familias habitaron. Los lugareños afirman que son antepasa-
dos del ex-presidente argentino Juan Domingo Perón. que vinieron de Italia,
aunque las autorjdades son más cautelosas y no tan terminantes en sus afir-
maciones.

La población está representada por €l "Landsting" o Parlamento, integ¡ado
por 30 miembros electos por cüatro años y tiene entre sus responsabilidades la
de escoger el Consejo Ejecutivo de Aland, el "Landskapsstyrelse". Durante las
elecciones también se elige un diputado que integra ei parlamento Nacional que
sesiona en Helsinki.

Sólo los habitantes que tienen la ciudadanía "regional" pueden elegir y ser
elegidos miembros del Parlamento.

El "Landskapssty¡else", o Consejo de Ejecutivo está integrado por sets
miembros y un Presidente llamado "Lantrad".

Aslsten a este Consejo un grupo con funciones administrativas integrado
por Representantes de los cinco Departamentos que integran et Archipiélaeo v
ejercen sus actividades en la esf'era que le ha otorgado el ..Acta 

de Autonomía',.

Mariehamn, su Capital, está situada cn la isla principal, fue fundada en
1862 por el Zar Alejandro II y su nombre es en honor de la za¡ina María
Alexand¡oya. Tiene I 1.000 habilantes.

En flnlandés el nombre del archipiélago es,,Ahvenanmaa" (ajvenanma) y
en sueco "Aland" (Oland). A sus habitantes se los denomina en finés
Ah venan maala iset ) en sueco Alanningarna.

En €l ámbito internacional es conocido por Aland (Oland) y sus habitantes
como "alanders" (olanders).
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II. RESEÑA HISTORICA.

Este archipiélago se desarrolló bajo la dorninacién e influencia directa de

Suecia hasta la guena de 1809 cuando este Reino se enfrentó con Rusia y como,

consecuencia de ello el territorio finlandés se convirtió en Gran Ducado y con el

Archipiélago las Aland, pasaron a integrar los dominios de los Za¡es.

La historiá regisra que en la Edad de Piedra el archipiélago fue habitado
por tribus nómades y durante la Era de Bronce estuvo densamente habitado,
pero en la Era cristiana quedó sin población. Se considera que los primeros
pobladores fueron fi nlandeses.

Granjeros suecos se establecieron en el siglo sexto con sus animales y
peftenencias, constituyendo en esa época una de las zonas más densas de la
época con pobiación primitiva escandinava.

En el siglo Vll comerciantes occidentales explotaron los recursos naturales
del á¡ea y existen versiones que las tribus pagaban tributos al Reino de Dinamar-
ca.

En el 1300, Aland fue incorporada a la diócesis de Tu¡ku, ciudad de la
Provincia de Finlandia cuando ésta integraba el Reino de Suecia, para consolidar
sus vínculos con el continente.

En 1340, por decisión d€ las autoridades suecas, Aland y la costa del Colfo
de Botnia pasaron a depender de Estocolmo con el objeto de obligar a quienes
comerciaban a encauzar todo su comercio a través de dicha ciudad.

Bon Jonsson Grip, Lord Alto Canciller en Suecia, recibió bajo su dominr'o y
tutela todo Finlandia, Aland y gran parte de Suecia, como reconocimiento po¡
haber ayudado a ubicar en ei trono de Suecia a un principe aleman.

El decidió la construcción del castillo Kastelholm en el Archipiélago, lo
que afectó la tranquilidad imperante en los campesinos debido a los
enfrentamientos que se produjeron entre los daneses y los suecos y de éstos
con los rusos, ya que consideraban que apoderarse del mismo significaba domi-
nar el Archipiélago.

Estas pacíficas islas se transformaron en campos de batalla y pasaron de
una dominación a otra, ya qüe fueron ocupadas en forma alternativa po¡ las
diferentes Dotencias oue se enfrentaron.
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Vaya como ejemplo que cuando en 1714 la flota rusa invadió el archipiélago
la mayoría de la población huyó a Suecia y 260 personas que no pudieron bacer-
lo fueron capturadas y deportadas a Rusia.

Entre l72l y 1722 úna nüeva guerra concluyó mediante el Tratado de Paz
Nystandylos y los "alanders" coñleniaron a.regresar al archipiélago, pero en
1742 las tropas rusas volvieron,a ocupar nuevamente las Aland.

Durante laguerrade'1808 y l80g,dentrodel marco de las Guerras Napo-
leénicas, Rusia y Suecia tuyieron un du¡o enfrentamiento que concluyó con la
derrota de este Reino, 1o que significó la destitución del Rey Gustavus lV
Adolthus y como consecuencia de ello Finlandia y el archipiélago pasaron a

integra¡ el dominio ruso, lo que quedó ratificado en el Tratado de Paz de

Fredrikshamn (Hamina) de 1809.

Esta es una fecha fundamental en la historia del Archipiélago, ya que des-

de entonces los Zares la utilizaron como un medio de defensa de su tradic¡onal
enemigo, el Reino de Su€cia.

Los "alanders" fueron quienes debie¡on af¡ontar las consecuencias de

estos cambios en las décadas siguientes.

La situación beligerante no terminó con el Tratado de 1809 y 2000 soldados

rusos, con sus respectivos comandos, fueron emplazados en las islas

El Zar le otorgó especial importancia a estas nuevas posisiciones que las

consideró fundamentales para protegerse de Suecia, teniendo en cuenta las dé-

cadas que mantuvieron sangrientos y permanentes enfrentamientos.

EIlo lo llevó a emplazar 30 baterias de artillería en puntos estratégicos de la
Isla principal, seguida por acantonamiento de tropas y la decisión de construir
una poderosa fortaleza y base nayal. Este fue el origen de la construcción de la

fortaleza Bomarsund, para que ella cumpliese también la misión de proteger el

territorio de Finlandia.

En una estratégica bahía que permitía defender adecuadamente el Archi-
piélago, se construyó Bomarsund entre 1832- 1842. En esa construcción partici-
paron 2 .000 hombres condenados a trabajo forzoso quienes la construyeron
con ladrillos y bloques de granito y le dieron una forma oval con l5 torres
fortifica-das por I 15 piezas de artillería, que podía alojar 2.500 soldados, la mitad

de la guarnición rusa en Aland.
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Este período de la construcción de la fortaleza se conoce como el "periodo

de Bomarsund", que impactó a los habitantes del archipiélago.

Con motivo de la Guerra de Crimea (1853-1856)queseinicióconelataque

de Rusia a Turquia justificándolo en la defensa de las "minorías creyentes" y

también en el deseo del Zar de acrecentar su presencia en el mundo, hizo que

Gran Bretaña y Francia se uniran a Turquía para defenderla y detener el avance

del poderío ruso.

En 1854, franceses e ingleses enviaron una flota combinada al Báltico cuyo
objetivo princípal fue destruir la fortafeza Bomarsund.

Ésta aún no habia sido terminada cuando en la primavera-verano europeo

de 1854 fue atacada y destruida por una poderosa flota constituida por 40 barcos

de guerra y por 12.000 soldados l¡anceses.

Un historiador afirma que la flota atacante estaba provista de armas moder-
nas y por tropas debidamente adiestradas para cumplir esa misión. En cambio, si

bien las fuerzas rusas poseían la fortaleza, tenlan cañones de a¡tillería antiguos
de principio de siglo y de poco alcance de fuego.

Rendidas las tropas rusas, las fuerzas conjuntas de ocupación volaron y
destruyeron los puntos vitales de Bomarsund, antes d€ partir.

Pocos meses después que partieron las fuerzas británicas y francesas, los
¡usos regresaron y las Aland volvieron una vez más al poder del Zar; pei-o ese

episodio marca definitivamente el futuro del Archipiélago.

En 1856 €n París se firmó €l Tratado d€ Paz entre las partes beligeran les )'
en él se acordó que ninguna fortificación se¡ía construida ni establecida en cl
Archipiélago Al¿nd. Tal acue¡do se cúnoce collo el"Tratatlt¡ Aland de Scrvi
dumbre",

Las ruinas de Bomarsund marcan esa época c¡ucial de la historia de Aland
y por esta razón se las considera un impo¡tante monumento histórico.

Suecia, que se mantuvo neutral durante el conflicto, pretendió que el Ar-
chipiélago Ie fuese restituido, a lo que Rusia se opuso y es por ello quc Gran
Bretaña y Francia no pudieron satisfacer las aspiraciones suecas.

Durante la Primera Guerra Mundial, las Potencias Aliadas autorizaron a

Rusja a fortificar el Archipiélago y sc acantonaron 6.500 soldados rusos.
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Cuando el imperio ruso comenzó a desmoronarse, muchas de las colonias y
posesiones tomaron conciencia de sus posibilidades de obtener su independen-
cia y en Aland surgió un tlovimiento tendi€ntc a lograr la anexión a Suecia
dando origen a la formación del :'Morirqignto de Aland".

La primera manifestacióB de este.movimiento se produjo el 20 de agosto de

l9l 7 cuando represeritanfes del dlstfito rural y de la ciudad de Marienhamn, se

reunie¡on para discutir la situación política. En €sa oportunidad se decidió en-
viar una delegación ante el Gobierno de Suecia con un mensaje de los "alanders"
€xpresando que deseaban formar pane de Suecia.

El 95% de Ia población adulta firmó este mensaje que fue enviado también
al Rey Gustav V, durante el período de Navidad.

Los habitantes también resolvieron en esa oportunidad elegir un Consejo
provincial llamado "Landsting" que es como un Parlamento, constituido pof 30
miembros.

El 6 de diciembre de l9l 7, cuando Finlandia declara su independenc ia como
Nación, incluyó en su integridad territorial al Archipiélago Aland y sus habiún-
te s.

El Gobierno Centralde Helsinki mantuvo siempre negociaciones con el de

las lslas, porque éstas s€ resistían a las aspiraciones de Finlandia a su anexión.

III- CONSOLIDACION POLII]CA Y JIJRIDICA DE LA AUTONOMIA D[
ALAND.

El Parlamento de Finlandia en el deseo de apaciguar los ánimos de los
isleños, el 6 de nayo de 1920 aprobó un presupucsto en el que incluló la ru-
tonomia del Archipiélago Aland, pero los "alanders" no aceptaron esra decisión
que consideraron como la sustitución de su anexión a Suecia.

El 3l de Mayo de 1920 el "Landsting"-Parlamenro del Archipiétago- se

dirigió al Rey y al Gobierno de Suecia ratificándole su lealtad y decisión de

incorporarse a la nación sueca.

De inmediato, los finlandeses reaccionaron y el Prinrer Minisiro convosó a

una reunión con los repres€ntantes de las comunas en el archipiélago, la que se

celebró el4 dejunio de 1920 y propuso un proyecto de "Acta de Autonomia" la
que también fue ¡echazada y la reunión se interrumpió en fo¡ma abrupla y
tumulluosa.
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Pocas horas más tarde fueron detenidos dos miembros prominentes del

"Movimiento Aland", Julius Sudblond y Carl Biarkman'

Este episodio afectó las relaciones entre Finlandia y Suecia las que se

deterior¿ron y quedaron muy tensas. Ésto llevó a Gran Bretaña a proponer que la

cuestión fuese sometida a la consideración de la Sociedad de las Naciones, que

recién se había constituido.

Lo primero que debió resolver esta Organización fue sobre su competencia

para entender en el conflicto, ya que los "alanders" expresa¡on por prlmera vez

sus aspiraciones el 20 de agosto de 1917, cuando el Imperio Ruso comenzó a

desintegrarse, pero antes de que Finlandia bubiese declarado su independencia

el6 de diciembre de dicho año.

La Liga de las Naciones se declaró competente y el Consejo integrado por

Japón, Bélgica, Brasil, Gran Bretaña, China, Francia e ltalia, designó una Comi-

sión integrada por juristas y expertos para que estudiara la cuestión, la inv€sti-

gara y propusiese una solución adecuada y justa.

Esta Comisión recopiló los anteceden¡es Ios estudió y viajó a Finlandia,

Suecia y a las Islas Aland, para obtener informaciones complementarias direc-

tas y poder producir el estudio que le fue encomendado

Las conclusiones de este informe suministraron al Consejo los fundamcn-

tos necesarios para que el 24 de junio de 1921 otorga¡a la soberanía de las Islas

Aland a Finlandia, pero al mismo tiempo para que se exigiese al Gobierno finlandés

que respetase el idioma sueco, la cultura y costumbres de sus habitanres, asi

como el compromiso de no fortificar las Islas y otorgarles autonomia.

Todo esto se complementaba con la exigencia de que Suecia y Finlardia
firmasen un Tratado en el que se estipulasen estas obligaciones y conrprr.rmiso:

y si ello no ocurria, la Liga de las Naciones se reservaba el derecho de lomar la

iniciativa al resp€cto.

Pocos dias después, los Gobiernos aludidos firmaron ese Tratado conocr-

do como "Acuerdo de Aland" el que fue aprobado por el Consejo de la Sociedad

de lasNaciones el 2T dejuniode l92l, lo queobligó alos"alanders" aaceptarlo.

La comunidad organizada en el Archipiélago decidió convocar a eleccio-

nes para ef 8 de mayo de 1922 a efecto de elegir a los miembros del Parlamento -

"Landsting" - e l que sesionó por primera vez el 9 dejunio de ese mismo año En

esta f'echa se conmemora la Autonomía de las lslas
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De esta forma quedó resuelto el problema de la soberanía del Archipiélago
Aland, se preservó la paz y la uíidad en Escandinavia y se constitutyé en Ia
cuestión más importante que resolvié la primera organización intemacional mun-
dial.

Si bien el "Acta de Autonomía" de 1920 aprobada por e¡ Parlamento
finlandés, no fue formalmente aceptada por los isleños, algunos de sus princi-
pios fueron tenidos en cuenta y aplicados cuando el Parlamenfo finlandés apro-
bó, casi en forma inmediata. una ley que garantizaba la preservación de la lengua

sueca, su cultura y t¡adiciones locales en las Islas.

Al mismo tiempo, ciertos principios enunciados en el "Acta de Autono-
mía" fueron aceplados en Ia práctica y aún tienen vigencia, como ser:

- El Gobernador de Aland será nombrado por el Presidente de Finlandia,
previo acuerdo con el Presidente del Parlamento de A¡and.

- En todas las escuelas se enseñará solamente sueco.

- Los "inmigrantes" no tienen derecho a emitir el voto en las el€cciones
comunales y parlamentarias, sino sólo después de haber vivido cinco años en el

Archipiélago.

- Aland tiene el derecho de utilizar €l cincuenta por ci€nto de sus ingresos
por los impuestos a la ti€rra, además de los otros previstos en la Ley de Autono-
mia.

- La propiedad inmueble sólo puede ser adquirida por las autoridades re-
gionales o municipales y en forma individual por los "alanders", pero no por una

persona que no resida en el archipiélago.

- EL Parlamento del Archipiélago tiene el derecho a reclamar ante el Conse-
jo de la "Sociedad d€ ¡as Naciones" por el respeto de los derechos de sus ciuda
dan os.

IV-ACTA DEAUTONOMIA DE I95I Y DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Las disposiciones legales adoptadas en la reglamentación de los princi-
pios sobre la Autonomia fueron motivo de divergcncias, conflictos en su inter-
pretación y aplicación, ya que se afirmó que lo acordado se realizó sin un debido
y previo análisis de la cuestión traiando tan sólo de resolve¡ los problemas que

r( 'ud¡¡ y¡ sJsr¡(d¡ruu.
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Fueron diversas las cuestiones de jurisdicción que se plantearon entre el

Parlamento de Finlandia y el de Aland.

El Presidente de la República debió resolver estas disputas de interPreta-

ción y en diversas oportunidades se vio obligado a recuÍir en consulta a la

Corte Suprema de Justicia, lo que evitó que los conflictos se multiplicaran'

Diversas leyes complementarias trataron de superar estos inconvenientes,

lo que al no lograrse, desembocaron en un estudio integral de la cuestión y la

elaboración de un "Acta de Autonomía".

Las premisas fundamentales fueron las ya conocidas pero sus disposicio-

nes tendían a simplificar y ciarificar los asuntos que producÍan conflictos

Fue una tarea de recopilación, evaluación y sistematización' asi como de

eliminación de cieÍas normas que el ti€mpo había transformado en obsoletas'

Todo esto demandó muchos años de estudios y negociaciones

La ley aprobada en l95l y que se denominó "Acta de Autonomia" estipuló:

- La ciudadanía Regional de Aland se adquiere por nacimiento en Ias islas,

si su padre y o madre la poseen.

- La ciudadanía sólo la pueden adquirir los ciudadanos finlandeses que

residan más de cinco años continuos en las islas.

- Esta "ciudadania" permite panicipar en las elecciones municipales, regro-

nales y nacionales, presentars€ como candidato a cargos electivos, realizar acti

vidades comerciales, adquirir y arrendar propiedades inmuebles y no cumplir
con el servicio militar, siempre que se demuestre que no abandonó el territorio de

las Islas Aland hastr desDués de los doce años.

En el Acla de Autonomía de 195 l, tueron íntroducidos estos principios ]
entre otros, el reconocer facultades especiales al Parlamento Regional. darle

soluciones financieras a los problemas locales con los medios propios y respe-

tar la libertad de acción de las autoridades del Archipiélago.

Se acordó que al Poder Central en Helsinki le correspondía la conducción

de la Política Exterior, dictar el Código Penal, la Administración de Justicia nle-

diante las Cortes, aspectos fundamentales del Derecho CiviJ, Correo, Aduana v

Sistema Monetario.
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A las auforidades Regionales en el Archipiélago se les reconoció lo si-
gulente:

- Definir un Sistema de Educación y Cultura. Crear el Sistema de Salud y
Se¡vicios Médicos, Establecer un Sistema de Promoción Industrial, Constituir
un Servicio de Policía, Reglamentar lo referente a Comunicaciones Internas y
constituir la Administración de los Dist¡itos.

- El Landsting- Parlamento- tiene facultades para aprobar las normas de
funcionamiento interno. La población de las tslas por intermedio -Landsting"
puede designar al Gobierno Ejecutivo por un mandato por cuatro años.

En el Parlamento Nacional, que sesiona en Helsinki, hay una banca que
ocupa un Representante de las lslas Aland con un mandato por cuatro años,
quien teniendo en cuenta la situación de no fortificación y desmilita¡ización del
archipiélago. no participa en los debates sobre defensa, ni en la aprobación del
presupuesto en ese rub¡o.

Dentro de las facultades otorgadas por el Acta de Autonomía a los alande¡s
se les reconoció además el derecho de legislación y administración.

El Poder Legislativo lo ejerce el "Landsting " que tiene 30 miembros elegi-
dos por cuatro años y dentro de su competencia están los ámbitos citados ?f
snpra, es decir la aprobación del presupuesto, regular la educación, los servi-
cios sociales, la administración policial, las comunicaciones in1ernas, la promo-
ción y el comercio.

En materia legislativa existen dos situaciones que pueden ser objeto de

veto por parte del Presidente de Finlandia; primero cuando el "Landsting"se ha
excedido en süs alriht¡ciones v segrrndo, cuando el Presidente considere que
esa disposición legal pone en peligro la seguridad interna o extema de la Nac¡ón.
Estas circunstancias nunca se han presenlado. E¡ Presidente cuenta con un
grupo de asesores designados a proposición del Parlamento finlandés y del
"Landsting".

El Poder Administrativo es ejercido por el "Landskapsstyrelse", constitui-
do por un Presidente y seis miembros elegidos por el "Landsting" por un perio-
do de dos años.

Como en las otras P¡ovincias finlandesas existe un Gobermador designado
por el Presidente, que es quien mantiene los vínculos con el Poder Central por
intermedio del Ministerio del lnterior.
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De acuerdo con la Constitución de Finlandia el "Acta de Autonomía" for-
ma parte de los temas considerados importantes para la Nación y por ello debe

ser sancionada por los dos tercios de los legisladores de dos diferentes Asam-

bleas Legislativas, es decir que entre una y otra debe mediar un acto electoral lo
que significa la posible renovación total de los doscientos miemb¡os del Pa¡la-

mento.

Obtenida esta áp¡obación )a ley es sometida a la consideración del "Lands-

ting" y si est€ cuerpo parlamentario lo aprueba, el Presidente de la República

debe promulgarla para otorgarle fuerza de ley.

Desde 1970 el Gobierno de Aland participa en las Reuniones del Consejo

Nórdico, integrando la Delegación Finlandesa con un Repr€sentante.

Este complejo ptoceso de autonomía continuó evolucionando ante las

permanentes exigencias de los "alanders" de incrementar sus condiciones au-

tomáticas.

En 1975 se aprobó una ley complementaria del Acta dc Autonornia de l95l,
que establ€ció que quedaba prohibido realizar operaciones inmobiliarias a quic-

nes no e¡an ciudadanos regionales, salvo que obtuvieran una autor¡zación espe-

cial del Cobierno del Archipiélago.

Desde ese entonces continuaron las exigencias del Gobierno de Aland y de

sus habitantes para modificar la legislación, lo que motivó un peÍmanente aná-

lisis, estudio y revisión de las normas legislativas yigentes a fin de perfeccionar,

clarificar y complementar el contenido y las disposiciones que se refieren a la

legislación y administración de los poderes regionales.

V-ACTA DE AUTONOMIA DE i99i.

La decisión de desarroilar ias instituciones de la autonomía y de rrmonizar
las entre las autoridades centrales y locales, se manifestó en los comienzos de la

década del setenta cuando se inició la etapa que se puede calificar como de

maduración y expansión del proceso de autonomía.

Fueron diversas las Comisiones que se dedicaron a estudiar y preparar la

nueva legislación sobre autonomia, pero la que debe considerarse como la que

inicia este proceso es la que se formó con representantes de ambos Gobiernos y

fue conducida por el Presidente de la Corte Suprema de la Nación.

87



NEREO MELO IJERRER

Los estudios concluyeron en 1987 y las conclusiones fueron sometidas a la

consideración de ambos Gobiernos que unificaron criterios, lograron acuerdos y

el Gobiemo de Helsinki en septiembre de 1989 presentó a la Asamblea Legislati-
va un proyecto de ley que fue aprobado.

De acuerdo con las disposiciones consitucionales esta ley logró media

sanción y debió esperar que fuese considerada por la Asamblea Legislativa que

fue elegida en m arzo de I 99 I y fue aprobada por los dos tercios de votos ex igi-
oos.

Esa ley fue enviada entonces al Parlamento de Aland el que también dio su

aprobación con los votos de los dos tercios de sus miembros, luego de lo cual

fue promulgada por el Presidente de la República y el primero de enero de 1993

entró en vigencia.

Mediante esta "Acta de Autonomía", el Gobierno Central le transfirió al

Gobierno Autónomo del Archipiélago num€rosas facultades jurisdiccionales,

legales y administrativas con lo que.se considera se ha logrado defender la
identidad nacional de una población minoritaria.

Entre Ios temas más importantes caben señalar los siguientes, a saber:

- Legislación sobre el bienestar social de los alanders, la que fue totalmente

transferida al Parlamento Provincial.

-Al derecho de la propiedad se añadió el de renta.

- La administracióü del registro de Propiedad y Archivo.

- La producción agricola, servicios de salud, ext€nsivo a la protección de

animales. carnicerías. control de carnes.

- Servicio postal

- Reglamentación de radio y televisión, salvo los servicios internacionales
que quedan en mano del Estado Nacional.

- No podrán heredar las propiedades de Aland quienes no tsngan la ciuda-
danía regional, con excepción del esposo supérstite y descendientes di¡ectos,
quienes deberán aclarar comó ellos usarán esas tierras y obtener previamente la

autorización del Cobierno local antes de heredar esas tierras.

- el sueco será la única lengua que se utilizará en el Archipiélago y el

Cobierno Provincial debe¡á facilitar los mcdios ncccsa¡ios pa¡a su enseñanza.
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- Los barcos rhercantes y deportivos del Archipiélago están autorizados

para usar la bandera de Aland.

- Al pasapole regional finlandés se le deberá incluir la palabra "Aland"

- Los derechos de Aland con relación a los acuerdos internacionales firma-

dos por el Gobierno de Finlandia han sido fortalecidos y de acue¡do con la nueva

Acta de Autonomía éste debe ser informado de todo aquello de interés del Ar-
chipiélago, el que tiene derecho a su vez de solicitar información al Parlamento

finlandés sobre cualquier tema que considere conveniente.

- En las negociaciones entre Aland y los Gobiernos Nórdicos el Presidente

puede autorizar al Gobierno Provincial para conducir las negociaciones por sí

solo.

- Si algún Tratado lnternacional firmado por Finlandia contiene cláusulas

que contravienen lo estipulado en el Acta de Autonomia es necesario el con-

sentim iento del Parlamento Regional.

Desde 1970 Aland tiene su propio representante ante €l Consejo Nórdico

El Parlamento elige dos de sus miembros para integrar el Consejo Nórdico jun-

tamente con los otros delegados que designa €l Parlamento nacional en Helsinki.

VI, CONCLUSIONES

Este proceso de incorporación de las Islas Aland como Provincia Autóno-

ma dentro del régimen y esquema jurídico finlandés, es una cuestión muy im-

portante, sumamente intercsante, que merece ser estudiada con detenirniento

por las diferentes situaciones que se produjeron, por las alternativas que se

analizaron y por tas figuras j!rídicas imForlantes que se adoptaron, fiuro de !as

negociaciones entrc las part€s.

El estudio de este tema no es fácil, ya que los documentos fundamentales

y sus antecedentes se encuentran sólo en idiomas finlandés y sueco. De allí que

la elaboración del presente estudio tomó mucho tienpo, ya que se debió prepa-

rar con la lectura de un reducido material existente en inglés, €ntrevistas y con-

versaciones con funcionarios, politicos y estudiosos finlandeses y alanders.

que brindaron una amplia y valiosa colaboración.

Bs necesario señalar que en general los enfrevistados demuestran eslar

muy bien informados sobre las modalidades de la estructura juridica elaborada
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para la incorpo¡ación de la Provincia Autónoma Aland en el seno de la República
de Finlandia, pero no así en cuanto a los antecedentes históricos y juridicos del
rcma.

Estos ante€edentes han demostrado que los grandes beneficiados de este

estado de cosas fuelon los isleños, quienes exigieron en forma paulatina y per-
manente se le otorgara al Archipiélago un sistema amplio y flexible de autono-
mía-

Si la resolución de la Sociedad de las Naciones hubiese beneficiado a Sue-
cia. las lslas se hubiesen transfonnado en una provincia más de ese pais, sin
alcanzar el status actual.

Es indudable que las figuras jurldicas que se fueron elaborando durante
décadas a través de las arduas negociaciones deberán ser tenidas en cuenm
como un valioso e ilustrativo antecedente cuando se inicien las negociaciones
definitivas sob¡e el futuro de las Islas Malvinas, con el Gobierno de Gran Breta-
ña.
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INTRODUCCIóN

El archipiélago francés de Saint- Pierre y Miquelon (SPM) se encuentra

situado al sur de la isla canadiense de Terranova, en el interior de una pronuncia-

da concavidad descrita por las costas, canadienses en su totalidad, que se ex-

tienden desde el Cabo Race - en la Península de Avalón- hasta el Cabo Canso- en

la isla de Cabo B¡e¡ón- ( I ) . Con una superficie total de 23? km2, el archipiélago

se compone de dos islas principales, Miquelon- con una extensión de 210 km2,

emplazada a una distancia aproximada de 27 millas al su¡ de Terranova- y Saint-

Pierre- situada a menos de l0 millas al suroeste del punto más próximo de la

península de Burin y con una superltcie aproximada de 27 kmz- y de un conjunto

de pequeñas islas, islotes y rocas. El archipiélago alberga una población aprox i-

mada de 6000 habitantes.

Al sur de Terranova- en dirección este-sudeste respecto a SPM- ex¡sten

importantes terrenos de pesca, los grandes Bancos de Terranova, uno de ellos,

el Banco de Saint-Pierre, se extiende inmediatamente al sur del archipiélago fran-

cés, circunstancia puesta de relieve por ambas Partes en un litigio fu€rtemente

condicionado por el interés de ambos Estados en garantizarse un amplio acceso

a los recursos pesqueros (2).

EVOLUCION HISTOzuCA DE LA CONTROVERSIA.

En enero de l9ó6 tuvieron lugar Ios primeros contactos entre Ios represen-

tantes de las Partes para mantener negociaciones sobre la delimitacción de sus

plataformas continentales respectivas. Según Canadá SPM constitula una cir-

l- L¡ concavidad descrila por las €oslas canadienses aún cs más acusada si se prolonga.
como pretcnde Francia para fines dct€rminados. hafa la isla dc Sablc, situada unas I20 millas a¡

sur d€ la isla de Scataria.

2- Las áraas martimas qüc sc cxlierden al sur de Tcr¡arov¿ son patlieu]a¡mente Íi(,as en
recursos pesqueros y, dc hecho, han sido objeto de itna €xplotación más o menos ¡ntensa desde

hnes del siglo XVI por flotas de dirersas naciones. La expa¡si6n dc las flolas de altura provinicnr!¡
de luropa y la generali¿ación de las redes barrcdcras hicieron indispensable la cooperación
intemacional para la conservación y gest¡ón de los recursos pesqueros en esta zona. En 1949 sc

adoptó la Convenci6n internacíonal para fas pesque¡ias del Atlánlico Norte, desde los primeru\
años €n quo comenz6 a ponerse en marcha la gestión multilateral d€ ta pesca en esta zona Caiadá
intervino en defensa de sus intercses como Estado ribereño. En Francia, sin embargo. conlluian
inlereses confrap$estos como estado ribereño- en lo que a Sai[t Picrre y Mique¡on concicinr-
como Estado con una Dotente flola de altura.
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cunstancia €special que haria inequitativa una delimitación mediante una línea

de equidistancia; para Francia, por el contrario, la solución equitativa exigía el

trazado de una línea de equidistancia unas veces o modificada en atención a una

serie de principios equitativos, especialmente con la finalidad de "facilitar una

explotación racional de los ¡ecursos de la plataforma continental" (3) y por mo-
tivos relacionados con la navegacién y la seguridad (4). Las Partes otorgaron
concesiones para la exploración y explotación de hidrocarburos efl zonas de

plataforma continental que ambas se estimaban legitimadas a reclamar pero la

concesión de tales permisos fue seguida de protestas reciprocas y finalmente no

se desarrolló en la zona ninguna actividad de explotación (5).

Francia sostuvo una postura radicalmente distinta en un documento salido

de la tercera ronda de negociaciones, en 1972, conocido por las Partes como

"Relevé des Conclusions", y que recogia las bases de un futu¡o acuerdo. Se

trataba de un documento ad referendum, sujeto a la aprobación de los gobier-

nos respectivos y que no contenía ninguna propuesta concreta para la delimita-

cién de la plataforma continental. Lo interesante es que en él Francia aceptaba

una plataforma continental reducida- un enclave de 12 millas- alrededor de SPM,

r€cibiendo en contrapartida ciertos privilegios económicos para la exploración y

explotación de hidrocarburos en determinadas zonas de la plataforma continen-

tal canadiense, de modo exclusivo o en asociación con otras compañías canadien-

3- Memorandum f¡ancés de 19 dejulio de 1966. reproducido en los Añexos de la MC.
libro l. an A-3

4- La delimitaci6n que finalmenle rcivi¡ldicó Ftancia anrc el liibuna¡. sin apolar ni¡qu
nal modificaci6n a ¡o largo de las distintas fascs del procedimienlo, consistía cn dos lincas quc

partian d9 los puntos señalados en el compromiso arbitral y que se prolongaban 'sobrc toda la

cxtensión de los espacios mar¡nos sobre los que las Pales podían hacer valer sus derechos", €ra

el modo ds re¡vindicar una plalaforma continen¡al amplia sin prejuzgar su lít¡ile exlerior Las

lineas tal y como las describ€ lrranciaen su Memoria. se ajustan a un tr¿tzado de estr¡ctaeqüidistancia,

cn el sector occidental a lo largo dc todo su recorido y en el sector orienlal hasta un punto C(_

55 44' 55" 1, 46 t 6' 44" 1) a partir dcl cual sigu€ el azimut I64 16' 15", lo que permite eritar quc

los espacios marinos de SPM qucdcn e¡clavados como consecuenci¿ de ¡a lu€rle concavidad de

las costas canadiense que rondean el archipiélago. Francia subrayó con lucrza qué consideracio-

nes de equidad relacionadas con la navegación y la segur¡dad debían Ilevar a aportar una cor.ec;6n

a la equidistancia para evitar un efecto dc enclav€ que aislala la zona petencncicnte a SPM y lc
impediría cl libre acceso al alta mar (MF. pp. 198. par. 217)

5. MC, p. Il7, p¿..239-241; MF, p. 156'157, Par..l75i S€ntenc¡4, par' 89
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ses según especificaban los anexos que acompañaban al documento (ó). Sin
eúbargo, las propuestas en él contenidas como posibles bases del futuro acuer-
do tampoco consiguieron suscitar la conformidad de las Partes y las negociacio-
nes para Ia delimilación de la plataforma continental quedaron estancadas hasta
1978 (7). Por otro lado, ambas Pafes habían ido ampliando las zonas marinas
bajo competencia nacional, en conformidad con la evolución del Derecho In-
ternacional, lo cual contribuyó a agravar una controversia cuya solución ya se

mostaba difícil de por sí (8). En 1977 Car.a,d6 se dotó de una zona de pesca
exclusiva de 200 millas y Francia proclamó una zona económica exclusiva de 200

6. Durante estas negociaciones ¡a delegac¡ón francesa había afirmado qu€ el ¡nterés es€n-
c¡al de su pals consitia en obtener una fuenle de aprov¡s¡oflamiento de petrólco. Vid. sentencia,
par. 8; MC, par. 270: MF. par. l. gn el arbitraje franco- üritánico de 1977. Frcncia había
¡nvocado el Relevé des Conclusions como un cjemplo del carácler equitativo de una solución d€
enclav€ para las Islas dcl Canal, y Canadá puso un notable énfasis en esta actitud anterior del
gobiemo ftancés. Tras invocar este documento en el arbitraje franco-británico de l9?7, Francia
abandonó la solución €n él propuesta retornando a sr¡ postura inic¡al en favor del principio de
equidistancia.

7- I-a s€ntencia arbitral dc l0 de junio de 1992, contiene una brcve descripción de la
evolución histó¡ica del ¡it¡gio, en ¡os par. E-17. La MC ofreca una ve¡sión más añplia €n su Cap.
Vl, par. I 15-129 y la Conlramemor¡a de Canadá (CMC) en los par. 84-88: por parre dc Francia.
la Memoria (MF), pp. 5-2a (Párte t, Capítuto l) y ta Conrramemor¡a (CMF), pp. llS_129
Iguafmentc, CHAUSSADE, !. 'Le conltn Írañco-canadien dans le No -Ouest atlantiaue .Rt
N" 61, 1q90, pp- 79-90; MCDORMAN T., 'Canada amj Frunce Agree to Arbitrctrioh for the St.
Pierre and Miquelon Boündary Dispute 5 IJECL, 1990/4, pp. 157-61.

6- Canadá habia estableQido cn 1964 una zona d€ pesca de 9 nillas- a partir del limite
extcrior dcl ma¡ lerritodal-, que seria inccrporeda al mar tenitorial co, la adopción dcl 

'írnilc 
{lc

las 12 millas para este último, en 1970. En la fase final de esta €voluci6n, y con la linalidad de
ascgurar la conservaci6n dc ¡os recursos pesqueros del Collb de San Lorenzo y Ia proleccibn dc
los intereses de ¡as ¡oca¡jdades cosleras (MC, par. 164. p.84), Canadá proclamó una ¿ona cxc¡ü-
siva de pesca de 200 m¡llas. Un motivo adicional de agudizaci6n del conflicto füc ¡a transforma-
c¡6n de SPM en l)epartamcnto de ultramar. Su anterior inclusi6n entrc los pIOM /pav.r er
letibites d'outremer), ¡mplicaba la inaplicabilidad de la política comunitaria de pesca. ya quc los
PTOM aunque asociados a la CEE, no formaban parte dc la misma. Sin embargo, Ios Depar_
tamentos son parle integrante dc la CEE y sus zonas marinas están comprendidas dentro dcl
ámbito op€rativo de la pollt¡ca de pesca comunitaria. Fln consecuenci4 las flotas de los estados
miembros dc la CEE disfruralan de derechos de pcsca pret¿rentes €n las aguas dc SpM. De ahi la
fuertg prolesta de Canadá ante la crcaci6n de una Z.E.[. de 2OO miltas Dor Francia en torno al
archipiélago. Los serios pcrju¡cios que se d€rivaban para SpM como consecuencia de su nuevo
status determinaron a las autoridades fiancesas confer¡rks la condición de colecrivided rri
Serer¡r, inclu¡da dcntro de ios PTOM, con cl subsiguic lc rcrorno a !¡ silu¡Lión lnnj¡;or. Sobrc
Ias refrercusio¡es de fa !¡ansformaci6n, LANCAVANT. E. Droit de la Mer N, p_ 53, 66-12.
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millas; a partir de este momento e¡ contencioso de delimitaciÓn entre las Partes

pasó a engtobar sus nuevos espac¡os marinos.

El Acuerdo sob¡e ¡elaciones recíprocas en materia de p€sca, concluido por

Ias Partes el27 de matzo de 1972, estipulÓ las condiciones de ejercicio de los

resp€ctivos derechos de p€sca y determinó una lfnea de delimitación para los

espacios situados entre las costas del norte y del oeste de SPM y las costas del

sur y SO de Terranova (9). Parte de las estipulaciones de dicho acuerdo tenían

como fecha límite el l5 de mayo de 198ó, por lo que en esta fecha comenzÓ una

nueva ronda de negociaciones entre las Partes con la finalidad de redefinir las

condiciones en que debia aplicarse el Acuerdo de 1972

Tras fracasos sucesivos, el 30 de marzo de 1989 las Partes filmaron varlos

acuerdos, uno para establecer un régimen provisional en materia de pesca- re-

cogiendo las propuestas del mediador Enrique Iglesias ( l0)- y otro para nombrar

el tribunal arbitral al que someterian la delimitaciÓn de sus espacios marinos ( I I ).

El art. 2 del compromiso arbitral precisaba la misión confiada al Tribunal

a¡bitral:.

"statuant conformémenl aux príncipes et régles du droil internat¡onql

applicables en lq matiére, le Tribunal est prié de procéder d la délímitalit¡n

etrtre les Parties des espdces maritimes relevant de la Frqnce el de ceur relevdnt

du Canad(;t. Cette délimítation sera effecluée d pallir du point I el du poinl 9 de

la délimítation visée d I'arlicle 8 de l'Accord du 27 mars 1972 et décrite dans

son annexe. Le Tribunal établira une d¿limitation unique quí commandera it la

9- Se trata de una linea media corregida, cuyo trazado vicne delerminado por nu€lc
puntos. dc los cuales cinco son puntos dc cquidistancia, y lo5 otros cuaúo son punlos negoclados

l0- El periodo de viSencia inicialmenle pretislo para el acucrdo Ierminaba a llnales de

1991. fecha en que se esperaba que ya hubicra sido d¡ctada la sentencia arbitral, pero contempla-

ba la Dosibilidad de scr proftogado mientras estuviera pend¡ente el Proceso Sobre el conlenido dc

este acuetdo. vid. La nédiation de M. Enrique l9lesi¿rr sur I apPlication pour les années 198E'

tggl. de t' Accord de peche frañco-canadi¿n du 29 nars 1972"' AFDI- 1989. pp 807-815

ll- El Tribunal arbitral estaba compuesto por cinco miembros: Prosper WEII- nonrbrado

por el gobierno francés', A E COTLIEB- nombrado por el gobler¡o canadiensc- L JIMENIIZ

DE ARÉCHACA como plesid€nle, O. SCHACHTSR Y G' ARANGIO RUIZ IATI' I'I dCI
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fois lous droils et juridictions que le dro¡t internqtíonal reconnait aux parties
dans les espaces narítimes susvisés". (12').

Sin perjuicio de que a continuación se analicen con mayor detalle algunas
cuestiones suscitadas en las alegaciones de las partes, sus posturas, sinté_
trcamente, se reconducen a los postulados siguientes.

Según Canadá, la solución equitativa que ¡efleja¡ía et derecho aplicable y
todas las circunstancias pertinent€s consistiria en una franja marina de l2 millas
alrededor de SPM, en los espacios aún no delimitados, que se uniria a los punros
terminales de Ia línea de deiimitación parcial trazada por el Acuerdo de 27 de
marzo d,e 1972. En cuanto al derecho aplicable, Canadá destacó como principios
equitativos de primera imponancia para el presente caso el principio de no
superposición ( o de no solapamiento) y el principio de proporcionalidad, y por
otro lado, d€stacó qu€ los Tratados e instrumentos históricos relatiyos a la
cesión de SPM continuaban vigentes entre las partes corno lex spec¡atis. En
cuanto a las circunstancias pertinenres: la posición de SpM en ia inmediata
proximidad de la costa sur de Te¡ranova (en el seno de las proyecciones marinas
conyergentes producidas por las dos grandes fachadas costeras canadienses
(14), la excepcional dependencia económica de Canadá respecto de los recursos
pesqu€ros de la región ( l5) y la postura anteriormente mantenida por Francia en

. )2- F,l compromiso señala, igualm€nte, quc el Tribunal debe ¡ncorporar a la scnrcncra, alrlulo puramente ilustr¿tivo. un mapa. y que cl trazado de la línea debia;er descrito de manc¡arecntcamente Drectsa

l3- Para Caradá SpM coostituian una..protuberancia menoi, situada en una ptalatórma
currtiricrrtal gculógiearrcntc corrinua. ra que prolongaba el ierri¡orio de canadá-que sena en
seDtrdo propio. €r único estado costero en Ia región. A la ¡L¡z de csta reprcsenrasi6; ;e ros dalos

::,::.3:l-.,: .ill3" su amptirud c¡ 
.sienificado que Canadá o1o;sa a¡ pr¡noipio de ..no

::j,l1Tl"i:- | 1. no ampur¿ción..{de las proyecciones mar¡nas de tas cosras canadrenses,panrenoo de que tos espacios marinos de SpM constituyen uDa intromisión en aguas caradjen,
ses).

14. La ratio entre ¡as costas canadi€nses y francesas sería, según Canadá 2l:t. según cl'liibunal l5.l:1, y según t'rancia.6.5rl.

-,-, 
l5- En concxión con los argumentos económ¡cos. Canadá señaló q¡re atribuir a Francia losamprros espacros marinos que reivindicabe iria en deüimcnto de una gestión efic¿z de los fecur-sos-,Por otro lado. siempre según Canada. los intcreses económicos a Jo, que leerl|mamrnrrpoo¡a asprfar 5PM ra se hablan v¡\ü) \ari(fechos por or¡os mcdios. fundamentalmenie, el Acucr-

do de pesca d.27 d€ m^no de t972.
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materia de delimitación (16). Por su parte, Francia reivindicaba una línea de

equidistancia (estricta equidistancia €n la mayor parte de su recorrido y modifi-
cada en un tramo final para evilar un efecto de enclave) amparándose en el

principio de igualdad soberana de los Estados (17), invocando la aplicabilidad
del art.6 de la Convención de 1958 sobre laplataforma continental, argumentan-
do que SPM no constituye una "circunstancia especial" ( 18), apuntando que el

comportamiento de Canadá en materia de pesca y navegación es contrario al

derecho intemacional ( l9) y finalmente subrayando €l carácter yital de los espa-

cios marinos reclamados para la subsistencia de las poblaciones de SPM (20).

EL DERECHO APLICABLE Y LOS FACTORES RELEVANTES EN LAS TESIS DE
LAS PARTES .

Canadá y Francia coincidían en que la "norma fundamental de delimitación
de los espacios marinos" consaglada jurisprudencialmente prescribía que "la
delimitación se realizara de conformidad con el derecho aplicable y con los princi-
pios de edquidad, teniendo en cuenta las circunstancias relevantes, para condu-
ciraun resultado equitativo" (21). El acuerdo sobre esta cuestión de princi-
pio iba seguido de profundas divergencias en cuanto a su significado asl como

16- Iln una instancia ¡rbitral anlcrior- el arbilraj€ francobr¡tánico de l9?7-, cn el R¿1¿)i
dcs Concl¡sions (y €¡ uso quc del nismo h¡zo €n la instan€¡a arbitral mencionada) a 10 largo dc
n€gociac¡ones mu¡tilaterales y en la Convcnc;6n sobre la p¡ataforma contin€ntal de 1958

l7- Mt-, p. 99, par. I09.

18. MF p. 164-167, par 179-183. La r¿zón aducida por Francia es que en el prescnte caso
la ¡lcli¡¡¡ilaci6r firr ti€"É luga' r trc dos nrasar cuDt¡ns tal€s rclpcci(¡ de las quc SPN,I iucra un¡
parlicularidad menor. creadora dc inequidad: es la existenc¡a misma del archipiélago la qüc
dclcrmina la ncccsidad de una op€raii6n de dclimilaci6n que liene lugar, por consiguicnl€ enlrc
las costñs dcl Estado canadirnse ] las costas de las isla\ en cucstión.

l9- Lo que justificaría, según ¡ra¡cia, la reivindicaci6n de un pasillo hasta cl alta mar, ná\
ailá de Ia linea de 200 m¡llas de SPM para esqu¡va¡ cualquier obsliculo a la libertad de naveSaci6n
proveniente del gobierno can¡diense. De ser seguida por cl ribunal nos encontrarianrot antc la
origin¿l figL¡ra de una delim¡(ación cuyo trazado tiene va¡or sancionador para Ia pade que ha

¡nanlenido un compor¡amiento perjüdic¡al

20- MF, p. l5ó, p^r. 114,p. 194-198, par.212-216.

2l- MC, par.257. reproduciendo la fórmula utilizada por el'llJ en el asunto ¿e la
Plataforma conlinental entre Túnez y Libia, CU. R€c. 1982, par. 70-?1. aunquc la senten.ia dcl
golfo del Mainc, C¡J, rea. 1984, par. ll2, ofrece una formul¡ci6n más detallada.
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en relación con los principios equitativos aplicables y las circunstancias rele-

vantes en este caso concreto.

LA TESIS CANADIENSE: LOS PRINCIPIOS DENO SUPERPOSICION Y DE

PROPORCIONALIDAD.

Para Canadá, la equidad implicaba fundamentalmente que la delimitación

debía realizarse en función de las circunstancias de cada caso y que n¡ngún

método podía erigirse en norma de derecho, ni en presunciÓn jurídica (?2) Al
mismo tiempo, Canadá apuntaba una serie de consideraciones que permitían

reconducit la función de la equidad a susjustos limites evitando el riesgo de una

discrecionalidad ilimitada: la existencia de un conjunto de decis iones judic iales

y la conexión entre delimitación y título que llevaba a rechazar aquellos factores

que no guardaran relación con la sustancia de los derechos en litigio (23).

Partiendo de esta premisa, Canadá avanzó dos principios o crilerios equita-

tivos susceptibles de regir el proceso en curso, en primer lugar, el principio de no

superposición, según el cual la delimitación debia evitar atribuir a cualquiera de

las partes espacios marinos que fueran la prolongación natural de la otra Parte

(24); en segundo lugar, el principio según el cual la delimitación no debía confe-

rir efectos desproporcionados a ningún accidente geográfico de la zona
pertienente (25). Canadá afirmaba que el principio de "no superposición", al

tener como punto de partida el propio títulojurídico- la noción de prolongación

natural-, era €l más fundamental de los principios o criterios elaborados por la
jurisprudencia. Este principio, por su carácter general, no podia proporcionar

una solución completa por sí mismo, y exigía que se tomaran en consideración

simultáneamente, otros principios: la noción de proporción o desproporclón era

aquélla a la que se recurria con más f¡ecuencia (26).

22- MC,par.276,p. 134, que cita en su apoyo la scntencia lúnez- Libia, par. 70. Scgún
Canadá: "(t) oute velleité de dtstincl¡on enlre la r¿gle de dro¡l et le rcdrestement" équitable
lndutl uhe ¡ncomprehension du pr¡ncipe Ie plus londamental du droil de la délin¡latiok, seton
lequel l équité constitue la ¿gle Juridiqüe el iñprcgñe I operalion de d¿liñ alion a chacune de

ses étapet (MC par. 276, p. 133).

23- MC. ¡a¡.217

24- MC, p.225, pa(. 4.2.a)

25- MC, p.225, par. 4.2.b)

26- MC, P.r. 296.
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LA CONEXION ENTRE LA DELIMITACION Y EL TIruLO ESTATAL SOBRE
LOS ESPACIOS MARINOS: LA PRIMACIA DELAS CIRCLINSTANCIAS
GEOGRAFICAS. . : ..; ..: 1t:.. t...,..

Tal y como ha venido afiimánilb lájú;isdiúd;ncfa (27), lá ilelimitación en

cuanto operación debe,refléjar iji fundamento jurídicb dél 1ítülo-eStátal sob¡e los

espacios marinds'ádyacéntes. En este sentido aunque el fuirdáiirátiib del título
sea la soberanía sobre el territorio, la soberanía téitesir¿ geñerájdbí¿bhos sobre

los espacios marinos adyacentes en razón de la cdstb, a tráv¿i de'ti *iactrada

marítima de la masa terrestre". La Memoria canadiense stibiáyábá (ue,'p'ói'éstá
razón. la geografla costera era el factor cruc¡al. aunque no el únicó. en la deter-
minación de los derechos sobre plátaforma continental y aguas suprayácenies.

Ahora bien, ante el riesgo evidente de que se interpretara que la primac ía
de la geografia coster¿ y la funcién reclora del título conferían un valor especial
a¡ método ds la equidistanoia, Canadá explicitó que el principio de distancia-
reconocido como un elemento integrante del título desde el asunto Túnez- Libia-
signihcaba unicanertte que los derechos del Estado costero vienen definidos
por la distancia de I 00 m illas pero no determinaba la obligatoriedad j uríd ica de la
equidistancia (28).

LAS CIRCUNSTANCIAS RELEVANTES DEL CASO

Dado que el títulojurídico se fundamenta en la geografía, una delimitación
que desconociera las exigencias del contexto geográfico concreto, estaría di-
vorciada del título y, por consiguiente, carecería de basejuridica (29). Entre las

27- Con especiál claridad la sentencia'fúnez/Libia. CIJ Rec 1982, par. 27.

28- Profundizando e¡ la cuest¡én. la MC conri€ne valiosos argom€nlos quc clarilican
algunos asp€ctos del derecho {ie las delim¡tacio¡lrs marinas. I-os Tribuna,es han reconocido la
re¡evancia dcl fundamenlo del título cn la delimitación pero se han opuesto a quc la dcfinición del
título implicara la imporic¡6n de ün mótodo parlicular l.a Mcmoria canadicDse señala una
d¡ferer¡c¡a i¡ndamental entrc el derecho que gobierna los llmites externos de los espaci{)s marí-
timos-relativo al titulo- y el derecho quc rigc la delimitación entre Estados adyacentes o srtLrados

frente a frenter el pr¡m€ro reposa sobrc normas fúas, el scgundo sobre la equidad, y cn csta la

solución depende de una aprec¡ación conc¡eta de todas las circunstancias perliocntes dcl caso
En conscncuenc¡a, pretender pasal del principio de distanci4 o de cualq!¡ier otra nornra sobrc e¡

fundamento de¡ titul¡, a'ú¡ mélodo particul¡r sería ignorar quc los dos regímcnes son distintos cn
su esencia (MC, Pai: 2t8r:

lq- c¿Jr¿dá. PIaidnrie.. !ñl 2. 10 de julin de lssl, p 71
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circunstancias pertinentes de tipo grográfico Canadá apuntó el emplazamiento

de SPM en Ia inmediata proximidad de la costa sur de Terra¡¡ov4 de Ia que

representaban una particula¡idad no esencial (en otro momento Canadá les atribu-

ye a las islas la condición de "ci¡cunstancia especial" y con la que mantenían-

según Canadá- una relación de adyacencia lateral; la amplia convergencia de las

proyecciones marinas generadas por las costas canadienses; la extrema disparidad

de l¿s longitudes costeras respectivas y la distancia de las islas respecto del

teritorio metropolitano (30). Junto a las circunstancias de tipo geográfico Cana-

dá incluyó un amplio elenco de circunstancias socioeconómicas, Politicas y
jrrtídicas. Entre las primeras destacan la dependencia esencial de la pesca de la

cosla sur de Terranova frente a la economía netamente menos dependiente de

SPM y entre los factores políticojurídicos: la postura habitualmente mantenida

por Francia en materia de delirnitación (3 I ), la incompatibilidad ent¡e la reclama-

ción francesa de un amplio espacio marino con el objeto inicial de la cesión de las

islas según la letra y el espíritu de los Tratados de la época, el estatuto jurídico

de SPM como dependencia de Francia sin expectativas de devenir independien-

LATESfS FRANCESA: EL PRINCIPIO DE ICUALDAD SOBEMNA DE LOS

ESTADOS Y EL RECURSOA LA EQUIDISTANCIA.

Partiendo de que la soberania te¡ritorial era la base del titulo juridico del

Estado sobre los espacios maiinos adyacentes, Francia señaló que, en aplica-
ción del principio de igualdad soberana'entre los€stados, los derechos de todos

los Estados sobre los espacios marinos admitidos en derecho internacional eran

iguales. De la igualdad en cuanto al títulojurídico Francia derivó dos corolarios:
la igualdad cn Ia sxtensión dc las proycccioncs ma¡itimas cngcndradas por las

costas de cada Estado y la igualdad de trato jurídico para las islas y para los
territorios continentales, con independencia del estatuto juridico (32). Se trata-

30- MC, p 19-36, p¿r l-71.

ll- Canádá destacó que la postura mantenida po¡ Francia en et presente litig¡o era radical-
m€nte conrad¡ctoria con la mántenida po¡ dichq pafs a Io largo dc las Íegociaciones multilater¿les,
en la Convenci6n de 1958 sobre Ia Plataforma continental, y espccialmente con su argumenbci6D
er €l arbitraj€ francobritán¡co de 1977 sobre la delimitac¡6n de la plataforma conlinental €ntrc
Gran Bretañ¡ y Francia en la zona del Canal de la Mancha.

12- Mlj, par- | 06-122.
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ba de una postura en abiert¡ contradicción con la que habfa mantenido quince

años antes, ante el tribunal a¡bitral para la delimitación de la plataforma conti-
nental eD el canal de la Mancha(33).

CDNSIDERACIONES REFERENTES AL OBJETO DE LA DELIMITACION: I,A
ASIMETRIA DE LAS P.EÑ'INDICACIONES Y LA INSTITUCION DE LA ZONA
ECONOMICAEXCLUSryA.

Por otro lado, la argumentación francesa tambien puso de relieve la "au-
sencia de simetrfa" entre las zonas marinas reclamadas por cada Pafe(34), dato

en el que se apoyó para subrayar la particular pertinencia de las normas relativas

a la delimitacion de una de las zonas reclamadas, la plataforma continental (35).

Además, Francia afirmó qüe, aún Íatándose dc un supuesto de delimitación
única, las consideraciones relacionadas con la naturalezajurídica de cada una de

las zonas a delimitary su importancia económica constitulan circunstancias per-

tinentes (3ó).

3l- Vid. S€ntenc¡a a¡bit¡al d€ 1977, par. 98, lól y ló6. E¡ este litigio Francia habla
abogado cn p¡o del ¡€conociñiento dc la proporc¡onalidad como una norma de d€¡echo consue-

tudina¡io y €n coritr¡ dc Ia adopció¡ de l¡ equidista¡lcia, que beneficiaba al Reino Unido pose a la

inferior longitud de su fachada ma¡ina coÍro coniccucncia dc la presencia d€ las islas del y Canal

- o islas Anglonormsrdas- €n l¿ irmediala pfoximidad d€ las cost¡s francesas. También la postr¡ra

canadiense en el prese¡te ¿su¡to ¡tpunta cr una direcci6n contrrria a la que est€ mismo pais habia

sostenido en €l Asurto del Golfo del Maine, f¡ente a Estsdos Unidos, donde rechazó la posibilidad

de establecer cualquie¡ tipo de jera¡qula ertre las costas de diferentes esEdos que supusi(ra
desigual potcncia p.ra generar proyccciones m¿tltimas (vid. p. ej. CM Canadá, par. 303 y 488.

34. Zona de pesca erclus¡va y plataforma conlinental, por pale de Canadá y pla(aforme

continental y zona económica exclusiva, por parie de Francia.

l5- MF, par 230- 234. La rázón aducida es que. en €sa materia €x¡ste derecho convencio'
r¡al aplicable, I¡ conve¡ción de 195t, sobre lo que Ca¡adá dista ñucho d€ esla¡ conforme-, que

e¡ el present€ caso lnilitarla en favor de la equidistanciA en ausencia de circunsla¡tcias esp€ciales.

Nucvanente es interessnte destacat qr¡e las posturas defendid¡s aqu{ por Francia y Ca$¡dá son

opuestes ¡ las que hablan mantenido en el arbitraje francobritánico y €l Asunto de Golfo del

Maire, r€sp€ctivam€nte- G.P. POLITAKIS, en "The French- Canadian Arhitrution Arcun.lr
Saint Plerre and Miquelon: Unñashed Opporlrnism and Triümph of the Unexpected", Tbc
IÍternatio0¡l Joumal of M¿¡ine t¡d Coast¡l Law, vol.. 8, n'1, pp. 105-¡34, analiza con cierlo
detallc la, casi sisteñática, incongrucncia 6ntre las postüras tnanten¡das por las Partes cn el

presente caso y en las ¡nt€riorcs controversi¡s dc delim¡t¡ción somelidas a órganos judiciales.

3ó La sentcnc¡¡.del TIJ cn el ¡sunto del Colfo del Ma¡ne- en l¡ que Francia se apoyó

amplismcntc- pcrmiti¡ afu ¡¡ qr¡e, €n el supuesto d€ la mna €conómica exclusiva- y de h ¿or3.
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La Memoria de Francia, al analizar el derecho aplicable y la solución equi-

tatíva para cada zona por sep¡rado extrajo importantes consencuencias de la
noción de zona económica exclusiva. En sfntesis, Francia sostenfa que como
consecuencia de la integración de la institución delaZ.E.E. en el derecbo con-
suetudinario debia existir una norma de delimifación, también de carácter con-
suetudinario: si la Z.E.E. habfa habilitado a todos los Estados para extender sus

competencias sobre deferminados espacios marinos, la concurr€ncia entre los

derechos, idénticos, de Estados vecinos exigiria una operación de delimitación
que, por consiguiente, s€rla consubstancial a la noción misma de Z.E.E. (37). No
obstante, destacaba Ia Memoria de Francia:

"An¡rmer (...) l'¿xístence inéluctoble d 'une r¿gle de d¿limitation dós lors qu'il y a
reconnaissohce d 'un droíl d ure zone économique exlus¡ve ne renseigne pas sur le
contenu de ladite régle" (38).

Las sentencias irtervenidas hasta el momento habfan considerado que la
disposición pertinente de la Convención de 1982, el a . 74.1, había pasado a
formar parte del derecho consuetudinario actual. P€ro aunque dicha norma po-
nia el énfasis en la solución equitativa y aponaba los principios jurídicos bási-
cos, su aplicación exigía el recurso a factores y métodos concretos, a el€gir po¡
el Tribunal sobre la base de consideraciones juridicas.

Alcanzar una solución equitativa- concluyó Francia- exigla que se tuvieran
en cuenta los factores relevantes; factores cuya elección ya formaba parte inte-
grante de Ia aplicación de la norma y cuya exclusión iría en contra de la exigencia
última del resultado equitativo (39).

€xclusiva d9 pesca" podlan ¡nte¡v€nir en la delimitac¡ón aquellos factores y critcrios ,elac¡ona-
dos con el medio a delim¡tar. Tratá¡dos€ de la columna de agua, eslos elem€ntos cstán en
relación con el ejercicio por el estado de dcrechos sobcra[os sobrc la mism4 es decir, derechos
d€ explotaci6n pesquer4 investigació¡ c¡entlfica y prot€cción dcl medio maino (MF, pa¡. 2g3,
pat. 244-245; CU, Rec. 1984, pü. t6l, 168 y 192).

31- MF, p^r. 272-273, p.23?-238. En efecro, s€itataba Fraocia, ant€ Ia inexistencia de
normas coov.ncionalcs vigentes sobre la delimitación de laZ.E.E., o bien se adñite Aue no hav
normas ju,idic¡s para le delimitación de dicho espscio, o bien se admite que existen normas de
d€r€cho consuetudinario. La prim€ra !,osibilidad. adcmiis d€ peligrcsa por eI potcnciat d€ inccr-
tidumbre jurid¡ca quE conlleva, le pa¡ccl¿ inac€piable desde el punto de vista de la lógic¿ju¡idic¡.

38- MF. p¡r. 273.

39- MIr. Dar. 27t.
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PARAMETROS PARA DETERMFNAR LA PERTINENCIA DE LOS FACTORES

INVOCADOS.

La norma fundamental de la delimitación marina hace referencia a las "cir-

cunstancias pertinentes", lo que implica que existen ciertos límites en cuanto a

los factores que s€ deben tener en cuenta y asi lo demuestra el.rechazo judicial

de det€rminadas consideraciones invocadas pof las partes en sucesiYos casos

de delimitación. Existen por lo tanto criterios o parámetros para determinar Ia

relevancia de las consideraciones ¿ducidas por los Estados, crit€rios ciertamen-

te generales y amplios, pero que son operativos en la práctical

El criterio básico de relevancia es qu€ las circunstancias invocadas guar-

den conexión con el objelo y fin de los espacíos concernídos por la delimíta'

cíón (40J. Como apuntó Canadá, son los factores no geográficos los que suelen

engendrar problemas en cuanlo a su posible pertinencia. Tanto Canadá como

Francia habían invocado consideraciones no geográficas en sus memorlas res-

pectivas, entre ellas la dependencia económica y ello pese a que los factores

económicos sólo habían recibido, hasta entonces, un tratamiento híbrido- pre'

dominantement€ negalivo- en la mayoría de las decisiones j udic iales internacio-

nales sobre delimitación (4 | ).

La argumentación francesa acentuó más el peso de las consideraciones

económicas en la fase subrayando, precisamentg, que los recursos naturales

constituían el núcleo mismo de las instituciones j uridicas de la platafo¡ma conti-

nental, zona económica exclusiva, y de la zona de pesca por tratarse de zonas de

naturaleza funcional cuyo objeto es, fundamentalmente, el ejercicio de dctermi-

nadas actividades económicas de explotación (42)

40- Asi lo afirmó el TIJ cn el asunto Libia-Malla' en cl par' 48'

4l- CMF. par 53, p. 5l; MC, Par' l. Los análisis que ambas Memorias ofiec€n de la

jorisprudcncia anterior, concluyen quc los factores cconómicos sc han vlsto reconocer üna

i.unción innegabtc, aunquc subs¡diaria. cn rodos Ios confliclos dc delimitación (fJccisión de l9 de

junio de 199t, Paidoires BOWETT, vol. I t, 14 d€ agosto de l99l' p ll34) Canadá afirmó que

los intereses económicos de las islas- en maleria dc pesca. no estaban asoc¡ados a los espaclos

müitimos en titigio, pucs dependían dc la pesca practicada tradiciona¡mente en agu:Ls canadten

ses. Esos intertses ya habian recibido satisfacción €n lirtud del Acuerdo de I972, co¡ indcpen-

dcncia dc la delimitación. y por consiguiente ya no guardaban relac¡ón con cl objeto de ¡a

42- Esta cuestión de principio fambién gozaba dcl favor de Canadá Del m¡smo Inodo-

Canadá atl¡mó en varios momenlos de sus alegalos_ oralcs y escritos' quc los polcnclalcs
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En segundo lugar, una condición de relevanc ia jurídica, que se deduce de

los fines de la operación de delimitación y que ha sido explícitamente señalada

en algunas ssntencias (43), es que se trate de factores permanentes. En esle

punto, Canadá afirmó que los recursos pesqueros, con una gestión adecuada,

son caraclerísticas tan permanentes y "fisicas" como la geografía costera mis-
ma, al menos en determinadas regiones y la presente era una de ellas- Los poten-
ciales recursos minerales de la platafo¡ma contine¡tal, aunque todavía no cono-
cidos con certeza por razón de la moraforia acordada, también podían ser even-
tualm€nte relevantes, como había reconocido un cierto pasaje de la sentencia
Túnez-Libia (44), a pesar de que un yacimiento petrollfero está claramente abo-
cado a agotarse (45).

LA IDENTIFICACION DE LOS FACTORES RELEVANTES:
LAS CIRCUNSTANCIAS NO GEOGRAFICAS Y EL ANALISIS DE LOS
FACTORES ECONOMICOS CONCURRENTES.

Puesto que las circunstancias geográficas tienen un caráctet preponde¡an-
t€, Canadá quiso demost¡ar en primer lugar que la propuesta canadiense tenía
fundamento jurídico porque respondla adecuadamente a la configuración geo-
gráfica de las costas respectivas de las Partes (46). No obstante, la geograffa

recursos minerales poseían una cierta importancia. aunque necesariam€ntc menor que la de los
rccursos pesqr¡eros, cuya cxitencia era perfectamente conocida, localizable y susceptible de
mayor düración, dado su ca¡ácter renovable. En otro momento. sin embargo, los intereses €n los
potenc¡ales ¡ecursos mincrales. fuCron Calificados de 'inlercscs cspeCu¡ativos y ..asDiracioncs

económicas abstractas, quc habían sido rechazados por los ó¡ganos iudicjales en vaflas ocasro-
nes (Paidioiries, LEGAULI (Canadá), 20 de agoslo, vol 13, p 1242.

43- Vid. p. ej. Ia sentencia arbitra¡ l4-febrero,l985. sobae ¡a dc¡imilación marina entre
Guinea- Guinea Bissau. par. 122-123.

44- CU. Rec. 1982. oar. 107.

45- Sentencia, BINNIE, p. 146 y 169. De todos modos, c¡ otra part€ de los alegatos
oralcs, y en varios momentos de la MemAria y Contramehoria. Canadá ha¡ía afirmado que los
recursos min€¡ales que no podíañ tener la misma impo¡fancia en el presenle caso que los intere-
ses pesqueros, porque su er,stencia no efa conocida con cefteza, y porque aote la ausencia dc
explotac;6n no podla afirmarse que exisri€ra una s¡tuación de depe¡tdencia cconóm¡ca por psnc
d€ oinguno de los dos Eslados.

4ó- MC. Par. 368.
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costera no es Ia única circunstancia ¡elevante de importancia porque la propia

norma fundamental reconoce Ia existencia de una diversidad de circunstancias

posibles (47). Refiriéndose a los factores no geográficos Canadá les reconoció

tres posbiles efectos en la operación de delimitación.

I - Corroborar y reforzar el carácter equitativo de una linea determinada

exclusivamente con base en criterios geográficos(48).

2- Verificar a posterioridad la equidad de una línea determ inada geográfica-

mente y conducir a su afirmación o exigir su reajustamiento (49).

3- Concurrir, junto cón las circunstancias geográficas, en la definición del

trazado exacto de ta Iínea (50). En este supuesto son los cÍiterios geográficos los

que rigen la delimitación, pero cuando varios trazados aparezcan igualmente

posibles y equitativos desde el solo contexto de la geografía se determinará el

trazado preciso de la línea en función de otras circunslancias pertinentes.

Ahora bien, los factores económicos tanto si intervi€nen como uno de los

factores relevantes para el trazado de la linea como si actúan de criterio para

evaluar la equidad del resultado no pueden alterar por si mismos un resultado

impuesto por las ci¡cunstancias geográficas:

''. . while economic Jactofi may be taken into accoünl in delímilations, al l¡tnes ds

a relerant factor in drawing the line at other times as a test of the equily of a l ine dravtn

by other methods, economic factors on lheir o\|n can|ol be expected lo rever:e a res lt

that would othervíse be d¡ctated by geography (51\.

47- La senlcncia del Colfb del Maine (par' ll2) y la Senlenc'a sobre la denanda cn

revisión e interprelación del asunm túnez_Libia, confirman que la Scnlcncia habi¡ lenido cn

cuenta divcfsidad de circunsta¡cias perlinentes geográficas y dc otro tipo (N'lC. par 199' N 29.

pag 189).

48- Este es cl €l¿cto contemplado en la sentcncia arbitral entre Francia y Cran Ilrctañ¡ de

1977. par 188.

49- La sentencia del Golfo del Maine desarrolla esla modalidad en par' 210-?n 1

50- Es la lectura quc ta MC ofrece de 
'a 

sentanc¡a luñ€z-Libia. par' l3l, B)

5l- Plaidoirics BINNIE' 30julio l99l' p 162'
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Ambas Partes coincidían en que las circunstancias relevantes debían

comprender los intereses en juego en la delirnitación y en el presente caso, el

verdadero interés enjuego era la explotación y control de las pesquerías existen-

tes en la costa sur de Terranova. Los alegatos de ambos Estados habian

enfatizado de diversos modos que las poblaciones de las costas pertinentes

eran excepcionalmente tributarias para su subsistencia económica de Ia activi-
dad pesquera practicada en la zona controvertida (52). Una causa adicional para

justificar el valor de las ci¡cunstancias económicas en el presente caso era, se-

gún Canadá, que emanaban de las condiciones geográficas concurrentes. En
efecto, como consecuencia lógica de la enorme diferencia entre las longitudes

costeras de Canadá y de SPM la población canadiense de las costas relevantes

también era muy superior a la del archipiélago francés; lo que también explica
una presencia mucho más extendida y como consecuencia de ambas cosas, una

dependencia de los recursos pesqueros de la zona mucho más acentuada que la

de la población de SPM (53).

Otra consideración de tipo económico potencialmente relevante sería la
posibilidad de que la delimitación entraf,ara consecuencias catastróficas para

las poblaciones concernidas. En este caso, ante el carácter claramente contrario
a la equidad de la línea, el Tribunal estaria plenamente legitimado a modificarla
(54). lgualmente, la mera prcsencia de recursos económicos en la zona a delimitar

52- La lectura de los alegatos de las Panes demuestra igualmcnlc un cicrto consenso en
cuanto a las condiciones que debla reu¡ir la situación de dependencia. En prim€r lugar, la depen-
dencia debia afectar a las localidades costeras: además estas localidades debían estar situadas en el
áreá relevanle p¡ra la d€lim¡rnción: los recursos de los quc dependen csias poblaciones dchian scr
precisamente aquelbs quc sc hallan concernidos por la del;mitación y por último, el nivel de

dependcncia eco¡lómica- €valuado a la luz de los otros componentes de la econonría local- debia
ser excepcionaf. l)laidoiries, BINNIE (Canadá) pp. 216-247. CMF, par. 65. Los cuarro elcnrcn-
tos, mencionados son enumcrados por el Prof. BlNNlli. pero a lo largo de Ia Memoria y
Contramemoria de Francia sc pucde reconocer u|r acuerdo sobrc las lineas propuestas. [-os indices
utili¿ados habitualment€ para mcnsurar la situación son el número de poblac;ón pesquEra, y €l
porcentajc que rcpresentan, asi como la impolanc¡a de la industria d€ transfomac¡ón, el núme-
ro de loc¡lidades costeras directamente al¡ctadas. elc.

53- MF, par. 184. Francia sostcnía que SPM dependa económ¡camcntc del ma¡ para su
susbsistencia. En pr¡mer lugar, de la actividad de pesca tradicion¡lmente practicada en ta zona.
Pero ader¡ás también se refirió en varias ocasiones a los potenciales recursos petroliferos de la
plataforme con{ine¡tal, como única posibil¡dad de ¡emediar sr¡ penur¡a económic!-

54- CU, Rec. 1984. pa¡. 23?; Plaido¡ries, DlNNlE, p. !65-16?.
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podrla ser relevante en determinadas condiciones, fundamentalemente, si su

existencia y €mplazamiento son conocidos o susceptibles de determinación exacta

(55). Para Canadá. estas condiciones. al aplicarlas al presente caso. determina-

ban la relevancia indiscutible de los recursos pesquefos; por el contrarro' no

había datos exactos sobre la riqueza del área en hidrocarburos, por lo que las

consideraciones vinculadas a este tipo de recursos poseian un valor menor'

Francia parecía asumir que el contexto puramente geográfico le resultaba

adverso y sostenia que los facto¡es económicos debía¡ inlervenir directamente

en el trazado de Ia línea y no como meros criterios para verificar un resultado

alcanzado a Dartk de consideraciones exclusivamente geográficas(56) Canadá

admitía tal posibilidad en la teorla Pe¡o no en la Presente delimitación, que debía

estar regida por las circunstancias de indole geográfica y en las que las consi-

deraciones económicas servían para corroborar la equidad del resultado previa-

mente obtenido. En la fase oral, los alegatos de la Parte francesa pusieron €n tela

de juicio que esta doble etapa del razonamiento judicial- trazado de la línea y

verificación de su equidad conforme a otro tipo de criterios- respondiera a la

realidad de los hechos (57).

La tesis francesa confiere a los factores económicos un margen de actua-

ción más amplio también por otras Yías. Asi, la afirmación de qu€ en una deli-

mitación única el Tribunal debia aplicar las normas de derecho relativas a cada

una de las zonas. aoortando sólo las modificaciones n€cesarias para alcanzar el

55- Plaidoiries. BINNIE. p. I68; Cll. Rec. I985, par 50

55- Sin embafgo C3n3dá no at3có la "enormidad' de la p¡ctenlión francesa desd. los dntos

aporlados por'la geografla física. por los menos no de modo crclusivo' sino más bicn desde

consideracioncs polilicas, fundamentalmente el cstatuto -iuridico de SPM. como cnlidad dcDcn_

dientc dc otro []fado.

57- Plaidoiries, f.I REVES (Francia).7 agoslo 1991. vol 7. p Tllr "¡ndéP¿nddmment de

I oñrc ulit¡sé dans l aryumentalioh, les cons¡déral¡ons afÍéren¡es aux rcssources des thf/érentes

zanes marilimes en cause, el, partant, d Iélénent cenlrat de ces inititutiones jur¡dques onl un!

importance cerlaine dans le ra¡sonnemenl de la Chanbre" l.a observacióD va dirigida a aqucl

pasajc d€ la sertencia del Colfo del Maine en el que' tras afirmar que los ún¡cos crttclos

relevantes eran los derivados de la gcografia. expresaba la necesidad de conslatar la auscncla de

rcpcrcusiones económicamenie catast.óficas de la linea a5i oblenida Francia €stá propugnando

una solución qüe sabe contraria a t¿ sentcncia del Golfo det Mai¡e,'y erpl¡ciló que el liibr¡nal

arbit¡al no tenia por qüé adopt¿r la misma Poslura al resolver la cues¡ión somctida. que la

adoDtada Dor otros Tribunalcs ante una cuestión idéntica (ldcm p 6l¡5)
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resultado buscado por las Partes- una sola linea de separación de todos sus

espacios marinos-. De este modo, los recursos poseerfan una doble re¡evancia

en cuanto consideraciones ¡elacionadas con ambas instituciones juridicas: la

plataforma continental y la zona económ ica exclusiva (58).

En realidad, el enconado enfrentamiento entre ambas Partes sobre el carác-

ter integrado -tt¿o ac¡z- o dividido en etapas, de la operación de delimitación y

sobre el momento y modo de actuación de los factores económicos resülta artifi-
cioso y carente de consecuencias prácticas como pone en evidencia la lectura de

la sentencia arbitral.

LA DECISION ARBITRAL

La sentencia, pronunciada por el lribunal el l0 dejunio de 1992,se caracte-

riza por un notable pragmatismo, y por la extraordinaria concisión con la que

responde a los argumentos de las Partes, o incluso por la ausencia de respuesta.

Tras describir el nacimiento y evolución de la controversia, definió la región
grográficamente (Parte I), y retuvo como factores geográficos pertienentes la
relación de adyacencia geográfica entre las costas de las Pa¡tes y la disparidad
de las costas pertinentes en cuanlo a su longitud (Parte II).

La Parte lll, dedicada al derecho aplicable, se limitó a dejar conslancia del
acue¡do de las Partes en lo concerniente a la denominada "norma fundamental
de la delimitación marina", destacando que la premisa implícila sobre la que
descansaba dicha norma era el rechazo de cualquier método de delimitación
obligatorio y el predominio de la equidad (59). Fuera de la norma fundamental, el
Tribunal no invocó ningún principio equitativo en apoyo de su delimitación. En
las Partes lV v V, dedicadas a Ios "princinios o criterios" invocados por Francra
y Canadá, respectivamente, el Tribunal descartó la aplicabilidad de numerosos
"principios", que no eran tales, o que no eran relevantes para la delimitación.
Tras la solución (Parte Vll), el Tribunal trató determinadas cuestiones no oonsr-
deradas en el proceso de trazado de la línea; la plataforma continental amplia

58- P¡¡ido;rics. T. TREVES. 20 agosto 1991, vol ll, p. 1217.

59. Senlenc¡a. par. 30.
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(Parte Vlll) (60), la relevancia de lapesca (P.lX), de los recurso minerales (P.X), el

proceso de evaluación del resultado desde el principio de la proporcionalidad

(P.Xl) y finalmente, el fallo.

LOS FACTORES PERTINENTES Y LA DELIMITACION PROPUESTA.

El Tribunal subrayó que existlan dos cuestiones esenciales que habían

logrado reunir el acuerdo de las Panes y que. por su carácter fundamental dentro

del proceso de delimjtación, iban a constituir su punto de partida. En primer

lugar, el papel central que ocupaban los factores geográficos (61), aunque el

Tribunal puntualizó:

" les faits géographiques ne déterminent pas eux'memes la lígne d tracer.

II faut applíquer des régles de droít international ainsí que des púnciPes d

équité pour détern¡ner la perlínence et le poids de caractérisliques
géographiques " (62).

Esto explica que los Tribunales internacionales, en principio, comiencen el

proceso de delimitación con la identificación del contexto geográfico del litigio.

El segundo punto de apoyo de la decisión arbitral era la aplicabilidad de la

"norma fundamental" que exigia que la delimitación se realizara de acue¡do con

60- El Tribunal se consideró incompetent€ para pronunc¡arse sob¡e los dcr€chos de las

Partes a una plataforma continenlal amplia. más allá de ¡as 200 millas. tal y como avanzaba iá

pr€tensión franc€sa; un pronunciam¡n€nto sobre csta cuestión comportaba, según el lribunal
ulla,l€l¡milación quc conccrnía no sólo a las Partcs, si¡to l¿mbi{n ¡ la comuniü¿d ¡ntcrna.¡rnel.
(Sentcncia, l0 dc junio de 1992, par 75-82)- Al margen de su i¡terós real cn la platalormr

adicional. la intención de Francia era obteqer un¡ delimitación que no cncerrara sus cspactus

maritimos dentro de agu¿s canadienscs En es¡e m¡smo orden Francia se refirió a sus inler€ses dc

navegación, qua podrían verse perjudicados- según l_ranc¡r- si los espacios dc SPM no acccdicran

directame¡re a la alta mar. En relación con este tipo de int€reses, el Tribunal sc limiló a recordar

que l{rs Pa¡t€s habian reconocido que el régimen de la Z.E.lr. o d€ la zona de pcsca exclusiva. no

at¿ctaba ¿ la libertad de navegación.

6l- Sentencia I0 de junio de 1992, pat.24. [sta cucstión es pacíficamente admitida por

rodas las dccisiones judicial€s en este ámbito- (CIJ) Rec l984,p¡r'591 DccisiÓn 30juñio dc

l9?7. Dar. 96)

62- S€ntencia l0 de junio de 1992, par.24
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principios equitativos, tomando en consideración todas las circunstancias ¡e-
levantes para alcanzar un resultado equitativo (63).

El 1'ribunal distinguió dos secto¡es en el área marítima a delimitar (64). El
primer sector, se extendla al oeste y suroeste de Ias islas de SPM, y se caracteri-
zaba, a los ojos del Tribunal, porque en él la delimitación ocasionaria una

amputación inevitable de los espacios marinos a que podría aspirar cada Parte
(65). En este sector el Tribunal decidió acordar un enclave a las islas de 24 millas;
de este modo las expectativas de Francia a espacios mafinos más allá del mar
territorial, se veían satisfechos denro de limites razonables.

En el segundo sector, la situación era completamente distinta pues, según
el Tribunal, la apertura hacia el sur del archipiélago francés, no eta obstaculizada
por ninguna costa canadiense (el Tribunal partía de la premisa de que las únicas
costas canadienses a efectos de delimitación eran las del sur de Terranova). Por
consiguiente, en el sector sur, el título de SPM a una proyección marina de 200
millas recibfa plena satisfacción(66).

63- La sentencia habla, cn este párrafo, dc principios €quitativos o d€ criterios equitat¡-
vos, con evidente intención de señalar la idenlidad entre la exprcsió¡ habitualmente utilizada en
las scntcncias y la introducida por la Sala en el Golfo de Maine.

64 Aunque el Tribunal afirmaba segu¡r en este punto la sugeren¿ia de Francia, que hablaba
d€ un sector al sur y al suroeste, y de otro al sur y al sureste (pü. 30 MF) lo c¡cto es que los
s€ctores rcsullanlcs de la sentencia no coinciden materialmcntc con los propuestos por Francia.
Lfcctivamc¡tc, cl segundo sc.tor pretcDJía abalcat e¡ sul ) el sucstc, sirr enrbargo currprcnuc
sólo e¡ sur. eslo cs, el "pasillo" marítimo: el sureste, p¡opiamcnte scrla un tercer segmcn¡o, con
caractcrísticas prop¡as, ya que un€ cl punto dc partida oriental del pasillo y el punlo I del acuerdo
de 1972, con una anchura dc l2millas(par7l. dc la sentcncia) Porel cont¡ar¡o los dos secaorcs
de que hablaba Francia €ran €l scgncnto occidental de la linca dc equidistancia y el scgmcnro
o¡iental, a partir dcl punto l; s¿ctores qu€ se unían y qucdaban enclavados en la zona de p€sca
exclusiva c¿nadicnsc y separados dcl alt¿ már si se tÍazaba una línea de esficta equidistancia y
que, si sc ac€plaba ¡a pretensión ftanccsa a una zona dc plataforma continental amplia hscían
desembocar los cspacios matinos I'ranceses en alta mar

65- Sentenc¡a. I0 - junio- 1991, par 66-69.

66- Sentcncia l0 de junio de 1992, pat. 10. La anchura del 'coredor" de 200 mil¡as así
obte¡¡do tiene como límites laterales los meridianos que encr¡adran e¡ punto mfu occidental de
St. Piere y el más oricntal de Miquelon, cn total, 10,5 millas. aproximadement€
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Los argumentos aducidos por el Tribunal en apoyo de la decisión propues-

ta son exüaordin¿riamente concisos: se limitó a remitirse a las exigencias del

contexto geográfico (67). En la base de la solución retenida para el primer sector-
consistente en un enclave ampliado- podrla identificarse el "principio de no

superposición", aunque dotado de un significado muy peculiar (68). El principio
de "no superposición" ha sido uno de los principios clave en el derecho de la

delimitación marina, recogido desde el inicio por lajurisprudencia. Es indiscuti-
ble que toda operación de delimitación tiene como efecto inherente una recipro-
ca "amputación" de Ios espacios marinos a los que tendrla derecho cada Estado

si el otro no existiera; asi lo ¡econocían las Partes en varios momentos de sus

alegaciones (69). Habida cuenta de estos efectos, Ia consecución de un resulta-

do equitativq exigiría que esa amputación de los espacios marinos se repartiera
de modo equilibrado entre los Eslados concernidos de tal fona que no sea so-

portada íntegram€nte o en una proporción excesiva por uno solo de los Estados.

Por este motivo el Tribunal consideró inaceptable Ia propuesta de un enclave de

l2 millas en el s€ctor occidenlal y propuso un enclave que acordase unas l2
millas adicionales de plataforma continental y zona económica exclusiva a SPM.

En el segundo sector, el principio que parece justificar el "cor¡edor" maritimo
concedido a Francia es el principio según el cual las costas tienden a proyectarse

frontalmente que, paradój icamente, habia sido invocado por Canadá (70). Sin

67- El razoramicnto del lribunal parece ser que, aunque la proyecció¡ maritima plcna
hacia cl sur amputara espacios marinos rcclamados por Canadá para las costas de Nucva Escoci¡.
ésta podia rcsa¡cirsc con una proyección sin ningún tipo dc obstácu'o haciá e¡ sur La solución.
segün rccofloce el l iibuñal, habria si do d¡lbientc si l as coslas del sDr de l erranov a no e xislierall,
porqúc sólo habr¡a una relaci6n dc frontalidad entre SPM y Nueva Escocia, sin la amputaci6n
adicional de los espacios ñarinos dc SI'M por las costa de Terranova. Ilsto demuestra qüc cl
'Iribünal no lalora scctorialmente la relaci6n cntrc las lineas coslcras de las Part€s. sino Lruc

atiende a la situaci6ñ global.

68- Sentencia. ¡,4r. 6?-68.

ó9- MC Par. 192. CMC. par. 428; CMF, par 42E.

70- Scntcncia, par. 7l-73. Respeoto a estc último principio. ni la práctica. ¡ri la jurispru-
dencia sirven de apoyo a la tesis ca¡sdiensc- En el asunto L¡bia-Malta. si la dc¡imitac¡ó¡ no se

prcyectaba fuera de aquellos espac¡os marinos en Ios qüe las costas dc los Estados inte¡esados sc

hac¡an frcnt€, no erao en alención a este último principio. sino al propósito de quc la dslimilil-
ción no pud¡€ra af€ctaa a zo¡as sobrc las que pudieran enitir pretersio¡€s tcrccros Estados.
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embargo, la sentencia no se atiene estrictamente al principio de la proyección
frontal, porqu€ para definir la delimitación en el sector occidental debia asumi¡

necesariamente la proyección radial de las costas de SPM. Por otro lado, hay un

sector oriental en el que la linea concede un enclave de l2 millas a SPM, sin que

el tribunal justifique por qué aquí la solución debía diferir de la retenida para el

seclor occidental (71 ).

Las contradicciones internas que es posible descubrir en la argumenta-
ción de la sentencia son el motivo esencial aducido por eljuez P. Weil pa¡a emitir
su voto disidente, ante "la imposibilidad de identificar a lo largo del razonamien-
to judicial los principios y reglas que podrian servir como base juridica de la

delirnitación decidida" (72).

LOS CzuTERIOS PARA EVALUAR LA EQUIDAD DEL RESULTADO:FACTORES
ECONOMICOS Y PROPORCTONALIDAD.

Una vez decidida Ia delimitación, el Tribunal orocedió a un doble examen de

la equidad del resultado. Los criterios de valoración utilizados en primer lugar
provenían de factores de tipo económico, y después del principio de p¡opor-
cionalidad 173).

7l- La curiosa figura descrita por la linea de delimitación ha despertado un movimiento d€
desconc¡erto, seguido de consideracioncs criticas dc diferentes órdenes. Entrc las cr¡ticas- aunqus
no unánimes si muy gen€rales en est€ punto, se detaca que 1a parte meridional det coffedor t¡enc
como efecto cl atribuir a firancia espacios marinos quc no habfa reivindicado. No es la primcra
vez que esto succde, lanbión la dclim¡tación del Golfo dcl Mainc, por scntcncia dcl TIJ dc 12 dc
Octubre de I984, conocia similares consecüenci¡s en cl sector in¡cial. Dn definiti!a el problema
se reconduce A la cuestión- quc no puede ser aborclada aqu¡- dc sl las rclvinclicaciones máximas de
las partes definen el matco denlro del cuaf debe mov€rse el órgano judicial.

72- S€gún elju€z P WElt, las solucioncs propueslas para cada uno de los sectores. oas¡oa
''la primera cn un principio de '-no superposición" deformado (Op. Dis: par 2-8. 20,28), y la
segunda en u0 pscudo- principio de "proyccción frontal dc las coslas" (Op. Dis_ par 8-19.20.28)
no respondían compl€tamenle a los principios invocados lln ausencia de principios €qurrauvos
válidos lo único quc rcstaba, scgún el jucz WÉlL, era considcrar quc el resultado era equ¡tativo,
porque así se lo parec¡ó a la mayoría dcl tribunal (Op. Dis. pa¡. 27) Por csta razón la sentencia
arbitral suponfa para este juez ün "retroceso" en relac¡ón con cl enfoquc normalivo quc los
principios €quitativos habiaÍ corncnzado a recibir cn la sentcncia l,ibi¿-M¡¡ta.

73-S.ntencia l0 de juflio de 1992. par. 92-93. 60-6]. El Tribunal hac€ suyos los pronun-
ciamientos de la sentencia Libia Malta (par 58 y óót. para e\presar su propio parecer sobre el
principio de proporcionalidad y sus posiblcs funciones en la delimitac¡ón.
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Dentro de las consideraciones de tipo económico, el Tribunal analizó por
separado los recursos pesqueros y los recursos minerales.

- Las circunstancias rekrentes a los recursos pesqueros.

En relación con los primeros, el importante lugar que habÍan ocupado en

los alegatos de las Partes, orales y escritos, evidenciaba que el acceso y control
de los recursos pesqueros tenla un carácter central en el litigio. Los argumentos,
por ambos lados, giran en torno a la situación de fuerte dependencia económica
de las localidades costeras y a la necesidad de proteger sus intereses legítimos.
No obstante, las mismas Partes habían señalado la primacía de las consideracio-

nes geográficas, y el Tribunal concluyó:

"(...) Ies critéres régissant la délimitation doivent étre recherchés

d 'abord dans les faits géographiques. (.-.) Le Tribunal reconnait en

particulier qu'il n'été pas prié de répartir les ressources sur la base des

besoins ou d'autres facteurs économiques, et qu'il n'a pas non plus

été autoris d le faire. En conséquence, la dépendance économique et

les besoins n'ont pas été pris en considé¡ation dans le processus de

délimitation exposé ci-dessus"(74).

Tras descartar categóricamente la pertinencia de este tipo d€ factores econo-

micos, el Tribunal realizó una serie de consideraciones, que matizaban poderosa-

mente su anter¡or afirmación. AsÍ, en primer Iugar estimó que no podía ignorar
aquellos argumentos de las Panes referentes al polencial impacto de la deli-
mitación sobre el bienestar económico de la población afectada y asumió su

obligación de cerciorase de que la solución alcanzad¿ no era radicalmente con-

traria a Ia equidad. Tras constatar que la repercusión de la delimitación en las

prácticas pesqueras de las Partes era prácticamente nula, ya que sus respectivos

?4- Sentencia l0 dejunio de 1992, par. E3. El juez WEIL propone la noción de 'equidad

espacial" (Op. Dis. par 30-33) como condensación del intento jurisprudencial de remediar la

vaguedad de los princip¡os equitativos, noción que hace converger todos los fac¡ores y principros
pert¡nentes eo uno solo: €¡ de ls distancia razonable de Ia llnea de delimitación respecto de la
costa. El dcrecho de la deliñitación marina- en concreto €l probl€ma de la relevancia de factorcs
eco¡ómicos y socioeconómicos, de las considcraciones politicas y d€ sEgur¡dad- se vcrla sintpli-
ficado en ¡a medida en quc resp€tando csc criterio de la d¡stancia quedaria garantizada la iatisfac-
ción d€ los legltimos intereses estatales de cualquier orden. En definitiva. el concepto. aunquc
sug€¡ente, sc r€duce a una "€quidistancia que no osa dccir su nombr€", €n clara oposición a los

numerosos pronuncia¡¡icntos jud¡cialcs sobrc cste punto.
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derechos de pesca estaban definidos por el Acuerdo de 1972, que permanecia

íntegro ( 75), pudo concluir:

"Dans ces coñditíons, la solutíon que le Tríbunal a adoptée en se fondaht sur les

faits géographiques, sur des crit¿r¿s équilables et sur les pñncipes du droit n'aura

assuréñent pas de répercussioni catastrophíques pour l'xne ou I'qütre Partie "(76)

No deja de ser un tanto heterodoxo o, por lo menos, ajeno a lablave en que

se desenvuelve la operación de deliniitación, el hecho de qué él tribunal baya

considerado que el Acuerdo de 1972- instrumento convencional bilateral, y por

lo tanto susceptible de modificaciÓn - garantiza que los derechos e inte¡eses de

las Partes no se verán perjudicados- al menos en dimensiones catastróficas- por

la operación de delimitación, llamada a tener un carácter definitivo.

En realidad, cabria preguntarse s¡ r€almente ex iste diferencia entre admitir

la relevancia de determinados factores económicos como criter¡o para evalual a

posteriori la equidad de Ia linea de delimitación y admitirlos directamente entre

los factores determinantes de Ia delimitación. En relación con el recurso a los

factores económicos en el examen de la equidad del resultado por parte de la Sala

del TIJ en el asunto del Golfo del Maine, el Proi TREVES (Francia), afirmó:

"¡nd¿pendammenl de l'ordre ul¡lís¿ dahs I'arg mentat¡on, les considérat¡otls

dff¿rentes aux ressources des différentes zones mañtítnes en cause, et, partaht' ¿ l él¿ment

cenltal de ces institlltions jurídiques, ont une importance cerlaíne dans t a¡sonnement de

la Chonbre."(77)

En efecto, para que la fase de "valoración" a posteriori tenga sentido hay

que admitir que cuando la línea examinada aparezca inequitativa desde el punto

de vista de los efectos económicos, éstos se convertirían en criterios rectores

75- Sentenc;a, par. 85-87. Desarrollando más las repercuciones de la delimitación, el

Tribural subrayó que los dercchos dc pesca que las Partes se reconocian en régimen de recipro_

cidad, en virtud del Acuerdo de 2? de marzo de 1972, l¿mbi¿n se apl¡caban a las zonas de pesca

co¡cemidás por la dclimitació0. Por lo ta¡to. la decisión del Tribunal no incidía sensiblemente

sobre los intereses pesqueros de las Partes, qu€ postulabaD la continuidad en la cooperación y

reciproc¡dad de derechos, de conforñidad con el Acu€rdo de 1972.

76- Sontencia, par.87.

77- Plaidoirics, 7 agosio 1991. Prof. TREVUS, p. 713.
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qu€ permit¡rlan- o d€berían permitir €n pwa lógica- modificar la línea de delimita-
ción a la que se habfa llegado por otras vias. En caso contrario, distinguir esa

segunda etapa sería un ar¡ificio carente de sentido. Ciertamente, es poco proba-

ble que una línea para cuya construcción se ha recurrido a aquellos principios y

métodos considerados como más idóneos para alcanzar un resultado equitatiyo,
se revele contraria a la equidad. De hecho, hasta el momento no ha sido necesa-

ria ninguna rectificación pero este dato admite interpretaciones div€rgentes: se

puede pensar que los datos económicos hayan sido acomodados para respaldar

el resultado alcanzado o, por el contrario, considerar que los factores económi-
cos hayan sido tenidos en cuenta desde el principio, aunque sin admitirlo abierta-

mente {78).

- Las circunstancias rclqtivas a los recursos minerales

La dimensión económica del litigio recibió acabada consideración con aque-

llos párrafos dedicados a los intereses de las Partes en los potenciales recutsos

minerales de la zona. Las Partes habian otorgado permisos de exploración y

explotación, simultáneamente, peto ante sus protestas reciprocas decidie¡on

suspender toda actividad prospectiva, en espera del resultado de la decisión

arbitral- El Tribunal se limitó a señalar, lacónicamente, que en tales circunstan-

cias no había motiyos para considerar que los recursos minerales pudieran in-

fluir de alguna manera en la delimitación (79).

El análisis de las argumentaciones de las Partes demuestla su esfuerzo por

anclar las conside¡aciones de tipo económico en algún principio o institución
jurídica relevante a los efectos de la delimitación. Aparentemente, ninguna argu-

mentación de este tipo hizo mella en el Tribunal. Para éste, dar cabida a cualquier

consideración de tipo económico en el proceso de delimitación equivalía a per-

mitir que ei trazado de ia linea respondiera a consideraciones relativas al reparto

?8- Para WEIL "era evidente" que el '[-U, en 1969 habia tenido pres€nte los recürsos

ñincú{€s Dresumibleme$te existentes en cl Mar del No(e e. igualmente, quc los recuisos pesquetos

hablan desempeñado un papel fundamental para Sala en el Asunto del Maine, que asi lo habia

reconocido parcialmente. En s€nt¡do contrar¡o. BRAVINDER-CIOYLE. P The Enery¡n8.
Lega! Principtes and Eq/it.tble Ct¡terío Co'ernins the Delinitation ol lrlatit¡'ne Boündürc\
B¿tween S¡o¡es", 19 Ocean Developnent and lntetnational ¿dr'. 1988, pp 17l'221

?9- S€ntencia, pa¡. E9. Tampoco los recursos mincrales podían ver rccol¡ocido ningún

ef¿cto como consecue¡cia del Relevé des Conclusions . A pesar dc las abundantes ref¿rencias

de las pütes a este documento, para el Tribunal no desp¡egaba ningún efocto En primer lugar
po¡qu€ c¡recia de fucrza vinculante, €n segundo lug¡r porque refiriúndose sÓlo a la platalbrnla

continental no €ra pertinente para una delimilación únicá.
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de recursos (80). En resumen, el Tribunal arbitral confinó la operatividad de los

factores económicos a la verificación ex post de la ausencia de repercusiones

catastróficas de una delimitación obtenida a partir de otros factores, sigui€ndo

fielmente la pauta marcada por la Sala en el Asunto del Golfo del Maine (81).

El juez WEIL, en su opinión disidente, se sumó a la decísión arbitral sobre

este punto:

"Sans doule esl-il acquís que le tracé d'une déliñitation marilime

ne peut étre dícté par le souci de pqrtager les ressources (...). Toute
qutre solution conduirail d affecter la délinitation d'une grave
precarité: Ia conneíssance des ressources peul évoluer, et telle
ressource aujourd'hui précieuse peut cesser d'etre économiquement

valoble demaín, et v¡ce rersa. Bref, la frontíére est ld oü elle est el les

ressources sonl ld oú elles sont. " 62).

Ahora bien, este mismo juez subrayaba a continuación que, aunque el

emplazamiento de la frontera sea una cuestión independiente de la existencia de

recursos, las consideraciones económicas y socioecofiómicas no pueden ser

completamente excluidas del "balance de las equidades" porque la exploración y

explotación de los recursos naturales "se hallan en la tnisma raiz de los concep-

tos de plataforma continental" (83)

80- Sentencia. Dar. 83.

8l- La sotución, sin suscribir por completo la tesis de ¡inguna de las Part€s, fue más

favorab¡c a Canadá- o por lo menos fue recibida por esta Parte con más mueslras de entusiasmo-
Francia recibía cnúc una cuafa y una qu¡nta parte de lo que reclamaba: 2.537 millas cuadradas

{12.400 km2) de las 13.703 que reclamaba más a¡lá del mar te.ritorial de 12 mil,as. Por olro
lado. una de las zonas recibidas cornprcndc las aguas de mayor profundidad det canal lau¡eo¡ino.
que no co¡tien€ prácticamente ning{¡n recurso pesquero. También la Op Di! de wLlL lo valora
€n este sentido: Dans les c¡rconstances de l'affaire I ulttibulion de la qüasi'tolalit¿ du banc de
Saint -Prcrre d lo Frunce n aurat senblé toul aussi inéquilable. danc contraire au droil. qü?

ne semble üéquttable I'attñbution de Ia qua:¡aotalilé du banc au Cunadá" (par 37\.

82- Sentencia l0-junio-1992, Op. Dis.WElL, par. 34.

83. Ib¡dem La Op Dis del juez WEIL resulla surhamente interesanle desde diversos punos
de vista. En rclación con los factores económicos, WEIL afi.rna, inicialmenle, que son irr€le-
vanl€s en la delimicaciófl €n la ñedida cn que no güardan conexión algun¿ con cl tltuto iurídicD
del Estado sobre los espacios marinos adyacentes. Para WEIL Ia base del rítulo jurídico €s €l
principio de dist¿ncia, lo que le lleva ha defender que toda delimitación d€b€ pártir de la linea dc
equidistancia, corregida si las circúnstancias concurrenl€s lo exigieran. Por est€ mot;vo, e¡

reconoc¡miento dc una cierta relevancia. muy matizada. a los factor€s económicos, aparecc
como una "concesión" en razón de su caráctea nuclear para las ¡ocion€s de f,lataforma co¡t¡nen-
tal. zona €conóm¡ca €xclusiva. ctc.
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Se ha acusado al tribunal de perseguir ,,una justicia transaccional,' en la
que la equidad sería fruto de satisfacer por igual los intereses de las partes, pero
una sentencia coherente con dicho objetivo debiera haber dividido el Banco de
Saint-Pierre de manera equitativa entre ambas Partes, asegurando, por un lado,
los iútereses de Canadá en materia de cont¡ol de las vías de navegación hacia el
Golfo de San Lorenzo, pero también reconoc¡endo a Francia- incluso haciendo
abstracción de consideraciones económicas- "un territorio marítimo digno de
ese nombre". (84)

- La Proporcionalidad

Lajurisprudencia es unánime en que la delimitación no consiste en la asig-
nación de espacios marinos a cada Parte en proporción a sus r€spectivas longi-
tudes de costa, y la presente sentencia arbitral se mantiene dentro de la misma
línea. El Tribunal arbitral, citando la sentencia Libia-Malta (85), describe dos
posibles usos de la proporcionalidad. Una marcada disparidad en la longitud de
las costas de las Partes puede ser, en primer lugar, una circunstancia que concu,
rre junto con todas las demás circunstancias pertinentes en Ia determinac¡on de
la línea. Pero también puede servir, y ésta es la segunda posibilidad, como resr a
postetiori para zsegurar que la línea no genera una ¡elación desproporcionada
entre las superficies ma¡inas a[ibuidas y las longitudes costeras. El TlJ, en la
sentencia mencionada, descanó el recurso al primer uso de la proporción (pág.
45), pero sí se sirvió de dicho principi o como test a posteriori (par.92-93)

En el plano de las afirmaciones de principio la sentencia adoptó ura posru-
ra totalmente onodoxa rechazando que la proporcionalidad pudiera ser un prin-
cipio rector en la delimitación, su ralio dec ídendi. Sit embargo es difícil evitar la
impresión de que la sentencia abordó la delimitación en clave de proporcron
entre las costas por el modo en que recurrió a ella como test a poster¡or¡ de la

84- Senrencia lo-junio- 1991, Op. Dis. WEIL, par 37. En €src mismo senrido, RUIZ
FABRI, ÍL S¡¡ l¡1 délimilation des espaces mañtimes entrc le Canada et Ia 

'tunce 
, P\evxc

Générale dc Droit Inter¡ational Public, 1992/3, p. 105; LA FAYETTE, L. De 'The awud ik rhe
C.lnada-France Maúliñe Broun.lar)i ,4rbit/a!ion'. The International Journal of 1\,f¡rine and
Coastal Law. vol. 8, N" I, 1993, p.p. 103; MARSTON. C. St- Pieüe-M¡quelon urhitration
Canada-France mar¡line delimitation aynrd". Ma¡ine Pol¡cy, vol l?, N" 3 1993.

85- CIJ. Rec. 1985, par. 58 y ó6. Senrencia lo-junio-1992. par. 92-93.
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equidad del resultado, cuantificando las proporciones entre las lineas costeras

respectivas y las superficies marinas atribuidas

La confianza depositada en la noción de proporcionalidad se justifica en la

medida en que esta noción materializa y racionaliza, de algún modo, la Primacía

de las circunstancias geográficas- No obstante, su utilización genera una impor-

tante dosis de incertidumbre; en primer lugar, en cuanto a la manera en que es

efectivamente usada, porque aunque se rechace teóricamente que la proporc¡o-

nalidad pueda interveni¡ como criterio o principio independiente de atribución

de una determinada superficie, en la práctica se puede llegar a resultados simila-

¡es por otras vías (86).

CONCLUSIONES

Como ya se ha señalado, la presente decisión arbitral posee un carácter

eminentemente pragmático, con pronunciamientos poco suceptibles de genera-

lización. En cualquiér caso. entre las cuestiones que la lectura de la sentencia

suscita, nos hari parecido especialmente dignas de mención las siguientes:

I - En primer Iugar, la actual sentencia confirma el ocaso de las considera-

ciones geológicas, descartando definitivamente su relevancia a efectos de deli-

mitación (87).

2- La presente sentencia arbitral- como todas las decisiones judiciales an-

tes que ella- afirma situarse en la misma línea de lajurisprudencia anterior. pcse

a lo cual, las posibilidades de predecir- o incluso de avanzar de modo aproxima
tivo- el resultado final siguen siendo escasas si no nulas.

86- Ll juez WLIL, realjza una tucrte critica dcl recurso a esla noción en su oponión
disidente (Vid. senlenc¡a arbitral l0-junio-1992, Op Dis WEIL. par 23 Sobr€ su carácter rncier-
to. SCOVAZZI. T, L'iflaire ¿e la délimitat¡on eles espuces maritines entte le Canadr et kr
France exagérer, mesurer ou nécessi¡er?'Espaces ct Ressources Maritimes, 1992, N" 6. p 7)).
Otros autores parecen aceptarla con mcnos rcscrvas como una noc;ón ncutra y út;i: BOWEI l,
D.W. The Canacla'France Atbitrut¡on Cancern¡ng the Delint¡ation of lhe Mo¡tine Areas oJ

SI. Ptefte et Miguelon'. Estu.lios en ltonenaje al prof. D. Manuel Diez de felasco, 199f, p
135 G¡ANELLI. A., La delinitazione di aree naitine attorno ad isale nella sentenza u.bitrule
tra Frdncia e Canadd", Rivista di Diritto Internazionale. 1992, N" 3, p. 691.

87- Sentenc¡a arbit¡ai l0 junio-1992, par. 47. -tras un d€clive proSresivo, cuyos inicios 5c

descrubren cn la propia sentencie pionera- la sentencia del TIJ de l9é9. en los Asuntos dc la
Plateforma Conlincnral del Mar del Norte' la sentcncia- tamhién pronunciada por el I'lJ. en el

asunto de la delinitación dc la Plataforma contin€ntal €ntr€ t-ibia y Malta, cn ¡985, afirmó de
nrarera conlundentc-aunquc inlrodujera 

^lgú!\ 
c'J\'.uG la ¡rrelevancia juridica ,J€ las consid€ra-

ciones gcológicas en maleria dc delimtación marina.
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Es cierto que el cúmulo de decis¡onesjudiciales en materia d€ delimitación
marina permite desprender un conjunto de principios equitativos, pero su signi-
f¡cado es tan g€neral que [a solución finalmente alcanzada debe mucho a la
aportación del juez. En definitiva, no parece tealista esperar una mayor
previsibilidad de los resultados en el estadio actual de desarrollo del derecho de
Ias delimiiaciones marinas. El marco normativo es tan amplio, que las soluciones
téoricamente posibles son ilimitadas.

3- En conexión con la cuestión anterior, una posible causa para explicar la
incapacidad de las instancias judiciales a la hora de clatificar y definir los ele-
mentos integrantes delderecho de la delimitación, podría radicar en el carácter
poco concluyente de la práctica estatal. Los artículos de la Convención de

Montego Bay pen¡nentes en materia de delimitación, art. 74 y 83, son suficiente-
mente expresivos de la ausencia de consenso estatal €n cuanto a criterios y
métodos precisos.

La presente controversia también ha puesto de manifiesto de modo espe-
cialmente nitido la variabilidad de las tesis estatales en cuanto a los principios y
métodos de delimitación propugnados, en función de sus intereses también va-
riables. Los Estados Partes en un proceso no se hallan vinculados por sus estra-
tegias procesales previas, pero tal vez sea contra¡io a la equidad que un Estado
pr€tenda asegurarse la máxima satisfacclon de sus intereses, aún a costa de

fundamentar sus reivindicaciones en casos sucesivos acudiendo a principios y
méfodos diferentes y aún contradictorios (88). ..

4- En cuanto a los factores económicos, la sentencia ,actual reproduce
fielmente la actitud de decisiones anterioies, incluidas las ambil$edades. En

88- Tal vez por esta razón, l¿ jur¡sprud€ncia se ha negado dq
conferi¡ un significado cualquier¿ a la práct¡ca est¡tel en este ámbito. es significalivo €l
cmpeño d€ la Memoria Frances¡ por circunscribir sus tesis s tst€ caso, en
posib¡lidad dc qüe dichos principios y métodos lc fuemn aplicados en otr¡s

a prtduir la

"F..*r*:.h.
pen-

ditntes, en sn perjuicio: "Avec le prononc¿ ¿e la tentence, tanl déInit¡w qu'
Parries, le parechévemenl de la delinitation moritim. sera acquis | .)

¡nrmanenl ¿ü carocte.e particulier dz chaque d.¿litnitatiorl
marinos enhc Canadá y Franci& MF. par. 49).

E9- Sentencia ¡¡b¡tral lo-junio-1992, nar 83.

I l9



PILAR POZO SERRANO

embargo experimentó luego el mismo "escrúpulo" que había llevado a la Sala de

TIJ, en el Asunto del Golfo del Maine (90), a asegurarse de que la delimitaciÓn no

entrañaba repercusiones económicas catastróficas (91). Con todo, hay que se-

ñalar que el peso de los factores económicos en la presente sentencia es bastan-

te inferior al que recibieron en el Asunto del Golfo del Maine; no sÓlo aparecen

efectiva y estrictamente confinados a la fase de evaluación de la equidad del

resultado, sino que incluso en esta segunda etapa la principal garantía d€ la

equidad "eco-nómica" del resultado (el Acuerdo €n materia de pesca de 27 -

marzo- 1972) es exlcrior a la delimitación (92)

5- Por último, cabrla destacar la trascendencia de la relación entre las cos-

tas de las Partes, calificada en el presente caso por el Tribun¿l como una relación

de adyacencia laterat. El Tribunal ha tratado la apertura costera hacia el sur de

SPM como una pequeña fachada costera enclavada en el litoral de Terranova, es

decir, como una situación similar ¿r¡lrqtis mutsndis alade Mónaco y Francia o,

en menor medida, Gambia y Senegal. De hecho, la criticada solución del "corre-
dor" en el sector sur ofrece un cierto paralelismo con determinadas delimitacio-
nes convencionales (93) y puede ser un modelo interesanle para la delimitación
que debe intervenir entre El Salvador, Honduras y Nicaragua tras la sentencia de

Ia Sala del TlJ. de I I de septiembre de l992, sobre la controversia de delimitación
marltima, terr€stre e insular €ntre El Salvador y Honduras (con intervención de

Nicaragua).

90- CU. Rec, 1984, par. 217.

9l- S€n¡eDcia ¿rbitral l0- junio-1992, par. t4.

92. Es de destac¡¡ cl ca¡nbio de orientacióq que pucdc suponcr la sentencia del TIJ dc l4
dc junio de 1993, en el ¡sunto dc la delim¡taci6h ma¡tima €n €l área entre Grocnlandia y Jan

Mayen, quc conficre por prim€r¡ ygz un valor deterhinanlc del irszado de un sectot de la
fiort.ra, a las consid€racio¡cs r€l¿cioldd¿s con el acc$o a los ¡.cursos pcsquc¡os de la región.

93- Es el caso citado de Fra¡cie y Mónrco, ln el Acuerdo dc d€limitación ma¡i¡la, de 22 de

agoslo de 19t5, o trnbién el Acuerdo de delimidión marina dels de Diciembre dc l97t entre
vcnczucla y Holsrda (Antillas).
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GRAFICO DE LA LINEA DE DELIMITACION DEL ACUERDO DE 1972

........ Linea de delimitación del acuerdo de 1972.

Lines reivindicadas Por Francia

-) 

Línea de equidistancia cofregida (para la de-

limitación de una plataforma continental amplia)

Línea de estricta equidistancia.

Linea de delimitación reivindicada por Canadá

Enclave de l2 millas.

¡ DE C^¡O
ARETON

Liñic d. lá ¡"!r d. loo ú'll¡s 4t C¡\U.ti- 
_ - _

Delimitación decidida por el Tribunal arbitral
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I-A POLITICA EXTERIOR ARGENTINA FRENTE A LOS CAMBIOS
EN EL SISTEMA INTERNACIONAL GLOBAL

Lic. Silvía Gat eglioa

StiMARto: l. caracteristicas del orden emergente. 2. Modelos de sali-

da de la crisis para los periféricos. 3. l,a P.E.A. frente al

orden emergente.

I . CARACTERISTICAS DEL ORDEN EMERGENTE

Desde 1989 hablamos de una nueva era en el Sistema Internacional Global:

la Postguerra Fría. como un nuevo orden o un orden en transición.

La primcra p¡cgunta scrÍa entonces: ¿Cuáles soil los "cotlcs curr cl pasa-

do" que nos ayudan a identihcar qué hay de nuevo cn el orden emergcnle?.

Seguidamente, deberíamos identificar: ¿Cómo afectan dichos cambios a la peri-

feria?. Y, por último, A¡gentina es un país periférico, ¿ Cuáles son sus singulari-
dades?.

Cuando hatrlamos de "cortes con el pasado" ¡n mente tenemos a la Guerra

Fria. ¿,Qué hay de " nuevo en el nuevo orden"?:

'Licenciadá en Cicncias PolÍt¡c¡s
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- La desaparición de las superporencias. Como dijo Henry Kissinger, en el

"El Sistema Internacional de los 90", el mundo de los '90 será el mundo de varias

grandes potencias.

Pasamos de un sistema bipolar en lo estratégico-militar a la muhilqterali-
zación de la intervención armada (a|¡n no instituc ionalizada). ¿Qué es esto?

lntervienen todos los países centrales consensu adamente con una división de

funciones: EE.UU. aporta armas y tropas (más armas que tropas) y los otros

financian. Como sucedié en el Golfo, primer conflicto armado de la postguerra

liia.

Adernás hay diseminación nuclear, prolife¡ación nuclear. Lo nuclear ha es-

capado del control de los paises centrales, y aún más, ha escapado del control
de los estados.

Pasamos, ett lo económico, de un sistema unipolar hegemonizado por
EE.UU. a un sistema multípolar. Hay tres grandes centros de poder económico
que todavia no se sabe si podrán manejar en forma cooperada el dilema liberali-
zación del comercio mundial y proteccionismo. Por consiguiente, aún no sabe-
mos si se conformarán t¡es bloques geoeconómicos o simplemente se manifesta-
rán como tres centros de poder económico capitalistas rivales. Esto es, si este S.l.
se polarizará o noj como dice Roberto Rusell. Si habrá o no "guerra fria
intracapitalista".

- Junto con la desintegracion de una de las super (proceso de "centrifuga-
ción de la URSS" en términos de Atilio Borón) se produjo la desaparición del
enemigo, que desaparece en tanto estado nacional corporizado como el "enemi-
go" durante toda una era. Pero como, además. Io necesita el nuevo orden pa¡a

construir su propia identidad, buscamcs al potencial cnemigo y asi apareccn los
tres probables escenarios del conflicto en postguerra fria: l) la rivalidad por
mercados en el capüalisno centrql (los "problemas entre los ricos", para Eric
Hobsbwan); 2) el resurgimiento de los nqcionalísmos. Las xenofobias. ( Los
conflictos que tienen que ver "con la historia y el recuerdo" según Gaddis, los
problemas entre "los ricos y los pobres en el mundo rico" según Hobsbwan); 3)
el resurgimíento de! Islamismo, frente a la universalización de lo occjdental.

Que, entiende Gaddis, actúa como una fuerza profundamente integradora en la
región pero es una fuerza de fragmentación a nivel Sistema Global.

- La guerra en la Cumbre, se ha vuelto más improbable, Porgue -hay una
"comunidad de poder" (Ruscll) erlre " los que cuentan". No hay conflicto ideo-
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lógico ni geopolítico entre ellos. Pero, además, comparten valores: son todas
democracias capitalistas y tienen una misma idea de cómo se hace la política.
Hay mayor "homogeneidad sistémica", como dice Rusell siguiendo a Arón; -
porque las democracias capitalistas o, si se prefiere, los ,.1iberalismos democráti-
cos" (Num) no se hacen la guerra entre sl;- porque en la democracia la gente se

opone a que sus hijos vayan a la guerra;- porque sigue actuando el disuasivo
nuclear; - porque el antagonismo del Sur frente al Norte ha disminuido, aunque
no la marginalidad. La brecha es aún mayor pero ha desaparecido el discurso
confrontatiyo. Frente a estos argumentos sostenidos por los que podríamos
llamar "optimistas" respecto del mantenimiento de la paz en la postguerra fría,
están los "pesimistas" que advierten;- en este S.l. no bay un hegemónico. lJay
"vacancia hegemónica" (Borón). Niagún qctor estado nqcional reúne los requr
s¡tos para ser el hegemónico del S. L: dirección política e ideológica, capac¡dad
militar y superioridad económica (Gramsci). Incluso se duda que alguno de Ios
poderes €me¡gentes tenga "vocación hegemónica", independientemenre oe que
"no es el hegemónico del S.l. Global quien quiere sino quien puede" y va¡ a si
debe reunir requisitos quien pretenda hacerse cargo del sisterna.

Estos autores, muchos de ellos inscriptos en el "realismo" como enfbquc
teórico de los problemas internacionales, aunque también cstá, por ejemplo,
loseph Nye, uno de los formuladores del enfoque interdependista, dicen ade-
más: - este es un orden en transic¡ón y, como tal, naturalmente inestable; -es un
S.1. sin "qmenaza" pero con más " riesgct" por el tema de la prolféración clel
ermamento y la tecnolo¡1ia nuc lear y m¡.1,/isrica, -pero. además, E t. Uti. se está
retirando del mundo y esto importa un riesgo. La presencia militar norteamerica,
na- durante mucho tiempo actuó como un disuasivo.

- En el orden emergente el estado-nacional aparece como un actor diij!ni-
nuido. en favor de entidades politicas o societales mayores o menores, en favor
d€ proyectos supranacionales o de grupo. tribales s¡ se quiere. l_a econonria
globalizada también atenta contra el estado nacional como comunidad de desti-
no. La suerte de los diferentes secto¡es sociales variará en función del dina¡nis-
mo de la actividad que Ios contenga y de la permeabilidad del capitalismo cenfra I

para integrarfos. Adenás el concepto y lot contenidos de la soberanta en fun-
ción del derecho/deber de injerencia gue los países centrales han conenzado a

¡nstitucionaliza¡ en función de salvar intereses que son de la soc¡edad giobal.
(Aldea Global).

- Estc cs r-tn S.l. cruzado por dos procesos:
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-la desaparicíón del conflicto ideológico o, mejor, su redefrntcíon,

-la economía globalizada, proceso que integ¡a sectores y regiones y mar-

gina a otros en el N. y en el Sur. Así, mienÍas Galbraith registra €l proceso de

"mundialización de la pobreza" a que ha dado lugar la economía globalizada, en

los países centrales se ha empezado a hablar de las "sociedades de los 2/3"
(Borón) para referirse a los procesos de polarización social a que darán lugar las

reconvenciones industriales en el Norte y Lipietz nos habla de EE.UU. como de

un pais cada día más periférico, con los problemas sociales de la periferia y algo

de eso denunció el estallido de Los Angeles.

- La nqluraleza de la competencia ha vqriado. Hoy el nombre del juego es

ser más competitivos, aumentar la participación en el mercado internacional y,

como consecuencia, ascender en la estratificación. El paradigma del estado

comercialista (Rosecrance). Enfoque interdependentista. Hoy asistimos a una

multipolaridad económica que se desligó de la necesidad del paraguas de pro-

tección militar de EE.UU.

- Un S.L en el que se redefine el concepto de Poder nacional. Hablamos de

poder no en tanto posesión de recursos sino en tanto "control sob¡e los resulta-

dos". En tanto es un S.l. que se condice con el paradigma comercialista. cl enfo-

que interd€pendentista es el que mejor se adapta, que propone un Modelo de

análisis de estructura de poder por áreas temáticas y de regímenes internacrona-

les. No ya el clásico Modelo de estructura de poder a nivel global que ensayaba

el realismo.

Pero, además, y aquí está el tema de la competencia entre los diferentes
capitalismos para saber cual prevalecerá, no está claro qué comb¡nación de re-

cursos específicos coüst¡tuyen la nejor base de poder err utl coDtcxtu dctcrrri-
nado. Además está el poder en tanto capacidad fungible: definida corno la capa-

cidad de trasladar recursos de poder de un área temática a otra. Hoy el concepto
de Poder es más dinámico: tenemos tanto poder como capacidad de convertir el

poder potencial en poder real podemos exhibir.

-En un sistema internacional en el que se regislra una atenuación del nivel
de.intagonismo no sólo en el clivaje E/O, que obviamente obedece a la
"centrifugación" de URSS y a la desaparición de los "socialismos realmente
cxistcntcs". s¡no lambién en la relación N/5.

Algunos cientistas sociales dicen; "Cuánto nos acordaremos de 1os" "70".
cuando:
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- La década de los foros multilaterales del Sur y las peticiones al Norte;

- EINorte €staba en recesión. el Sur siguió creciendo. Como consecuencia,

fue la década en la que se acercó la brecha entre unos y otros;

- L,a década en la que se debatia sobre la viabilidad de los modelos naciona-

les. cer¡ados de desarrollo industrialista;

- había paradigma altemativo.

En los '90 no hay nide lejos el discurso y el espíritu confrontativo de los

'70. Se habla del Poder de Imlin de los centros (Rusell) que actúan via
ejemplaridad. Se 1os trata de imitar.

Los países periféricos con alguna chanc€ tratan de resultar atractivos, dc

coquetear con los polos.

La gran pregunta es ¿por qué?

Por un lado es obvio que la desaparición del comunismo deja a la periteria

sin paradigma alternativo. Esto es, el paradigma occidental no es hoy cuestiona-

do porque como bien dicen Lópe/Díaz Pérez " el socialismo realmente existente

no resulta atractivo para los países no desarrollados a raiz de su fracaso en

articular la democ¡atización dc sus estructuras politicas con reformas económr-

cas que garanticen un rápido proceso de acumulación".

Pero, además, ¿Qué ha hecho que hoy en lugar de controlar se trate de

atraer al capital extranjero? Ls economía globolizado y la reletancia de lo
tecnológico aplicado a la producción ha hecho que progresívamenle los ptti-
ses períféricos fueran perdiendo imporlancia .omo mercados. La competencia

hoy se da por calidad del producto y no por precio. Las poblaciones de los

países periféricos tienen bajo poder adquisitivo. La producción "sofisticada"

requiere mercados de altos ingresos. Pero, además, una de las caracteríslicas de

la producción en los países centrales hoy es la velocidad en la innovación de los

productos, sobre todo en la presentación de Ios productos según las señales

que parten de los consumidores, por lo tanto. éstos deben tene¡ la capacidad de

motorizar la innovación en los productos. La población en los países periféricos

tienen bajo poder adquisitivo, no son "consumidores sofisticados", no tienen

las habilidades que los modernos sistemas de producción automatizados requie-

ren, ya que en los países centrales hay excedente de mano de obra no calificada.

Muy crudamente un autor define a los periféicos como demasiados pobres
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para servir como mercado y demas¡ado atra;ados como para sefvir como fuerza
de trabajo. (Castells).

Por último, los paÍses periféricos han perdido importancia como abas-
tecedo¡es dc materias a pa¡tir de: - cada vez se utilizan menos en el proceso
productivo: - sustituidas por descubrimientos en el Norte (petróleo del Mar del
Norte); o por - reciclaje de materias primas (caso del aluminio) o porque - apare-
cen sustitutos.

Como consecuencia de todo lo anterior, a Ios períféricos nos pasó lo peor.
ser írreleyanles o poco menos.

2. MODELOS DE SALIDA DE LA CRISIS PARA t,OS PERIFÉRICOS.

Al no existir paradigma altenativo. el debate queda circunscripto a sólo
dos modelos de salida de la crisis: inserción o desvinculación de los países
periféricos de la economía mundial- Esto es, inserción o marginación.

Los que están por insertarse y para tal argumentan en favor de una apertu_
ra irrestricta a ias corrientes de come¡cio e inversión internacionaics, suelen
sostener que €n un mundo que marcha a la estructuración de bloques comercia_
les cerrados, quedarse afuera es perder. En consecuencia, a la pregunta de con
quien insertarnos responden estructurando un alineamiento tras el país
hegemónico sobre la región (en nuestro caso, EE.UU.). La consigna es.,huir tle
la irrelevancia" a través del acceso a algún circuito marginal del capitalismo
central, ya sea en forma individual o buscar posicionarnos mejor, se¡ más atrac_
tivos a t¡avés de una estrategia de tipo subregional, como Mercosur.

La consigna es "no irse de la historia,', aún a costa d€ una mayor polarización
social y de una pérdida, abandono o ¡edefinición de la identidad naciona¡. Se
acepta que la incorporación a un hipotético nuevo patrón de la econonlia mun_
dial supondrá la profundización del p¡oceso de pérdida de capacidad regulaloria
de los estados nacionales.

El objetivo: Ilegar a un modelo de crecimiento liderado por las exportacio_
nes. Algunos pregonan una vuelta a las exportaciones primarias más algunos
"commodities" sean de manufacturas o de servicios (Chile); otros sostienen que
la exportación de manufacturas constituye el eje de la insercíón interndctonat
¡üadecusdd dirigída por los intereses particulqres (y coyunturales) de los
grupos dominqntes locqles asocíados con las corporaciones internactonqles.
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Se piensa que algunos países periféricos (una minoría) podrían enganchar-
se en una posible división internacional del trabajo. No ingresarían plenamente:
algunos sectores o regiones de cada país serían funcionales al mismo y los
restantes resultarían marginales.

El aparato productivo del país periférico inserto en la economía mundial
quedaría fiagmentado: I) un sector industrial no competitivo; 2) un sector de
subsistenciat y 3) un nuevo bloque enganchado al sistema mundial, no sólo
constituido por actividades primarias, sino incorporando también algunas ramas
industriales. No más un sector industrial internacionalmente no competitivo )
uno primario competitivo, caracteristicos de la vieja relación centro-periferia.
Encontramos ahora un bloque heterogéneo de actividades primarias y de algu-
nas actividades induslriales inserto en el mercado mundial y otro bloque, tam-
bién heterogéneo, de carácter marginal.

Por supuesto, los efectos en la periltria de esta búsqueda de inserción en
la economía globalizada no son idénticos, dependiendo dc Ia forma cómo se ha
operado esa búsqueda de inserción: - con un Estado totalmente presidentc o
tratando de organizar el asistencialismo, de construir una malla de protección y
contención social al mismo tiempo de los "marginales" viejos y nuevos, produc-
to de la mayor polarización social. Dependiendo también de las condiciones
preexistentes al mornento de aplicar el programa de ajuste y reconversión. De las

"condiciones preeexistentes" respecto de la cuestión social y respecto de la
profundidad y dirección que habían alcanzado los procesos industrializadores
anteriores. ( Así dice bien Carlos Pérez Llana que cuanlo más exageraron en un
perfil industrial para el mercado interno, más es lo que ahora tienen que des-
mantelar. Ejemplo inve¡so: N lPS. En forma un tanto irónica, puede decirse: quie-
nes estaban mejor, peor se encuentran posicionados para esta nueva realidad.
Asi, por ej. Lipi€tz ve el caso de Argentina como el de un país "en vias de
desindustrialización". industrializado que se desindustrializa (lo compara con el

caso de G.B. entre los países centrales).

La opción alt€mativa es plantear Ia necesidad de la desvinculación de la
economía mundial. En tal caso, como sostienen López/Díaz Pérez deberá atende¡se

a:

- la cuestión del proyecto politico- social que respalde una acción de ese

tipo. Es necesaria una acumulación de fuerzas que dcberian resistir presiones
(nacionales como externas) de tal magnitud comparable a la acumulación de

fuerzas necesa¡ia nara llevar adelante la alternativa socialista.
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-Habría que preguntarse, además, por la posibilidad de fundar un regimcn
de acumulación establ€ basado sobre los mercados domésticos.

- La desvinculación debería producirsc probablemente no sólo en el campo

de lo económico sino que deberia extenderse al marco de lo cultural y a las
comunicaciones para evitar los "el'ectos demostración" de la riqueza

Presupone una determinada voluntad (hoy bastante dudosa) de los esta-
dos nacionales y sus respectivas clases empresariales por llevar adelante un
esquema de este tipo.

Por último, estarían las propuestas intermedias, que sugieren una cornbina-
ción entre una mejor vinculación internacional y la creación de un espacio autó-
nomo. El vector: nüevas t€cnologías. Se apostaria a la posibilidad de adaptar
tecnologias, a Ia "creatividad endógena" de los paises periféricos.

3 . LA POLITICA EXTERIOR ARGENTINA FRENTE AL ORDEN EMERGENTE

No vamos a hacer historia, pero no pueden dejar de llamar la atención
algunos hechos de la P.E. del Gobierno Menem:

- Que un canciller argentino diga: "Queremos tener relac¡ones camales"
con los EE.UU. después de habff sido Argentina la mayor opositora a las inicia_
tivas de Washington en el continente ( Recuérdese la IIt Reunión Interamericana
de Río en enero de 1942) y después de haber elegido el populismo a EE.UU. como
símbolo de la antítesis de lo nacional ("Braden o perón") no es poca cosa.

El actual presidente argentino ha hecho gala de una excelente ¡elación
personal con el ex-presidente Bush y ha sido, a su vez, el primer presidente
latinoa¡nericano recibido por la Administración Clinton. El Embajador Todmann
es condecorado al dejar sus funciones con la más alta orden (libertador San
Martín) y muy cómodamente se lo llama el Virrey en medios gubernarrvos por
sus ce¡canías e influencias en el gobierno.

Sin duda el alineamiento tras EE.UU. es ta principal definición de la p.E.A.
actual. Un alineamiento que importó aceptar la posición de EE.UU. en temas
sensibles; Ej. tecnología nucleary misilística. Desmantelamiento provecto Cón-
dor lL

- En segundo lugar, el actual alineamiento es acompañado con una mani_
fiesta voluntad porparte del gobierno argentrno de particrpar más en eL mundo y
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hace¡lo al lado de Ios países centrales ayudando a Iegitimar, convalidando, ini-
ciativas de éstos, Ej.- M ulrilateralizac ión de la intervención armada en caso de

conflicto. Argentina ha participado con efectivos militares (Golfo-Yugoslavia)

buscando de paso (o justificando esa panicipación) acceder a una profesiona-

lización gratuita para sus FF.AA.

Es decir que nuestro país que se había mantenido neutral hasta demasiado

tarde en las dos guerras mundiales, es el acompañante seguro, confiable, de

EE.UU. en sus empresas bélicas, buscando además que esa participación sc

convierta en una de las nuevas hipótesis de conflicto de nuestro sector militar.

De aislada a la búsqueda de una legitimidad externamente conseguida para

todo el proyecto político, lo que es perfectamente coherente con la aspiración de

dicho proyeclo de hacer ent¡ar al pais algún o algunos circuitos marginales del

capitalismo central.

¿Cuál es Ia lectura (implicita o explícita) de los cambios operados en e1 S.l.

Global qu€ sustentan este diseño de P.E. ? Digamos, de paso, que la P.E. del Gob.

Menem emerge como paradigmática entre las politicas exteriores de los aspi-

rantes latinoamericanos a ser soportados por el capitalismo cent¡al.

Para la P.E.A. actual el diagnóstico pasa básicamente por:

-En un mundo estructurado en base a polos quedarse aislado es perder.

(Está implícito que se deriva de la existencia de los tres centros de poder econó-

mico la conformación de tres bloques comerciales cuasicerrados). Debemos "huir

de la irrelevancia" en la que ha caído la periferia sin cualificación estratégica,

accediendo a algún circuito marginal del capitalismo central. aún a costa de una

mayor polarización social y de una pérdida, abandono o redefinición de la idcn-

tidad nacjonal, a riesgo de convertirnos en "marginales insanables" lipo algu-

nos paises del Africa Subsahariana si no lo logramos.

En términos del Canciller Guido Di Tella, Argentina debe Qvenirse ¿ sus

"opcíones limitades ".

- Nuestras economías deben ajustarse y hacerse gobernables para conver-

ti¡se en economías con las que los centros pueden tratar.

- La relativa declinación del hegenónico I EE UU ) es irrelevanle tt, en

lodo caso, funcional al ínterés argentino. Irrelevante porque pase lo que pase

en la cumbre, de lejos EE.UU. seguirá siendo por mucho tiempo el país central

más importante para Argentina.
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Para los formuladores de la politica exterior argentina actual, en estos mo-
mentos EE.UU. es más importante pa¡a Amé¡ica Latina que ésta para los EE.UU.
tiene más poder para yincular cuestiones (Brady-Cóndor II); tiene más poder por
el lado del consenso (Poder de Imán de los centros (Roberto Russell), esto es, el
consent¡niento respecto de EE.UU. es más grande. por el cont¡ario el comercio,
con América Latina es menos significativo que antes, respecto del comercio
global no¡teamericano y la región ha perdido, desaparecida la competencia
geopolítica con URSS, la ¡elativa importancia estratégica que tuvo para EE.UU.
en Ia Guerra Fria. Hoy el interés norteamericano en términos estratégraos no va
más allá de la "zona de los marines", y si va más allá, es sólo para alguna incur_
sión esporádica o no tanto, en zonas de América del Sur afectadas por el comple_
jo droga-guerrilla.

Esta visión se completa con la idea de que:

- Para los otros polos (en el caso de América Latina, Japón y CE), sus
prioridades están muy lejos de América Latina.

La visión alternatiya sost¡ene que EE.IJU. necesita a América Lqtina.
Aquí aparece como supuesto la aceptación de Ia decadencia de EE.lJu. y su
cadavez menor gravitación a nivel S¡stema Internacionel Global. Se ha dicho:
estructuramos un alineamiento acrítico t¡as un país declinante y, para colmo de
males, io hacemos en un escenario muitilale¡al, en un,.orden,,o si se prefie¡e un
"desorden" en el que sobresale la..vacancia hegemónica,,(Atilio Boión) y el no
conflicto ideológico ni geopolítico entre Ios país€s centrales, situacion que pa_
rece más apropiada a relaciones múltiples, relaciones importantes !-on vanos
actores de similares jerarquías, en el marco de canales múltiples; perdiendo
p¡otagonismo la presencia del gobernante politico en favor de una tarea Dor
parte de los estados continua y silenciosa en favo¡ de desbloquear y alentar,
favorecer relaciones multicanales por pane de los actores p¡iva¡os.

Esta Iectura observa a EE.I II I. inserto en Ia disyuntiva entre segu ir utilizan_
do a Amé¡ica Latina como proveedora de capitales o aornornarauio potencial
hacia el cual canalizar su producción industrial. A EE.UU. no le alcanza con el
me¡cado de América del Norte. Su declinante competitividad económica la lleva_
rá a necesitar de mercados menos extgentes, por caso, el latinoamericano.

También se ha dicho que este alineamiento comp¡omete nuestra dignidad
como nación pero además condiciona externamente la revisión del proyecto po-
lítico que sejuzga inaceptable en cuanto polarizador social, y porque favorece el
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arribo a un estado inerme, sin medios, con cada vez menor capacidad de regula-

ción (privatizaciones mediante) proceso que faYorec€ la anomia social, el "sálve-

se quien Pueda".

¿Cuál debería ser la P.E.A. a partir del contexto intemacional descripto en I .

y 2.? La pregunta es dificil de responder. No hay certidumbres al respecto y,

además, compromete en extremo al analista.

Hay, como siempre, un planteo desde lo ético y otro desde lo político,

entendido como el ámbito de lo posible.

En principio podrÍa preguntarse respecto de si un proyecto político

éticamente inadmisible puede ser justificado en razón de ar€iumentos del tipo:

"es lo único que nos queda para no irnos de la historia" (aunque en el discurso

oficial se plantee que "Vamos al Primer Mundo"). Del lado opuesto, podria

relativizarse el valor de las criticas al proyecto cuando no están acompaiiadas

por la formulación de un proyecto altemativo coherente y posible.

Se discute, además, si puede sostenerse la autonomía de la política exterior

como un área de formulación de políticas independiente, o si su papelse limita a

ser más o menos funcional al proyecto político global y en tal caso el planteo

desde lo ético debe remitir forzosamente a aqué1.

Parece claro que este diseño de P.E. pretende dar sostén exte¡no al proyec-

to cuando los efectos sociales del ajuste y la reconversiÓn lojaqueen Pers¡gue

una Iegitimidad externamente conseguida.

En cualquier caso podría esperarse que la P.E.A. - se profesionalice cada

vez más y como consecuencia evite los cambios abruptos en los que histórica-

mente ha incurrido, para salir, después de un largo e inevitable periodo de

maduración de la condición de "país adolescente", en tanto "imprevisible" y

afecto a los protagonismos desmesurados.

Que no descuide que éste es un S.l. multipolal y como tal no parece el más

adecuado para alineamientos ac¡íticos, no parece el más adecuado para que casi

toda la P.E.A. tenga que ver con la relación bilateral con EE UU. Lo rnejor: cana-

tes múltiples, perfil comercialista: nuestra diplomacia debe vender' Nuestra aper-

tura al comercio internacional y nuestra pretendida inserción en la economia

globalizada debe servirnos para vender más de los que compramos, revirtiendo

nuestra inveterada tendencia de salir a comprar' Si no logramos un perfil
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exportador ex¡toso difícilmente logremos Ia inserción en algún circuito marginal
del capiralismo central a la que aspiramos.

Pero, además, la P.E.A. no puede olvidar nuest¡a condición de ,,periféricos".

Periféricos por subdesarrollados y periféricos por geográficamente alejados de
Ios cent¡os. Nuestras ventajas comparativas de antaño (mate¡ias primas, clima
templado) ya no son tates. Sólo una ventaja comperitiva parece no haber perdido
su ¡elevancia en el mundo actual: recursos humanos. Debemos saber usarla
como una variable blanda de poder.

En todo caso, el debate no puede prescindir de una premisa que le escuché
enuncia¡ a Carlos Escudé, quien diera sustento teórico con su formulación del
"realismo periférico" a la Política Exterior Argentina actual, y que, por su realis_
mo, deja pasmado a quien la escucha: .,pase lo que pas€ entre los que cuenun,
entre los grandes poderes de esta época, EE.UU. seguirá siendo por mucho
tiempo el país central más imporrante para Argenlina. el pais de fuya buena
voluntad dependemos externamente para casi todo,'¿Nos atrevemos, de todos
modos, a formular una inserción externa alternatiya?
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Glad),s Lechini**

SUMARIOT I -Cambios operados en el Sistema Intemacional. 2- Las
currículas de relaciones internacionales en los umbrales del
siglo XXI. a) La enseñanza de las Relaciones lnternaciona-
les en la Universidad Nacional de Rosario: algunas consi-
deraciones. b) Los Seminarios. c) Problemas de orden prácti-
co. 3- Principales problemas con los que se han enfrentado
los programas de relacioncs internacionales en América
Latina. ,l- Algunas consideraciones finales.

Los actores internacionales encaran, en los años noventa, un mundo r]ue-
vo y diferente. Las transformaciones globales de los últimos tres años han sido

*l)ircctora dc¡ Departamento de Relaciones Internac¡onales, Profesora Adjunta dc RR.II
y Política Inter¡acional Latinoamc¡¡cana de la facultad d€ C¡cncia Politica y RR.ll. de la
U.N.Rosa¡io. Bccaria de |terfeccionamienlo de¡ CONICEI'

**Profesor¡ Tiaular de Relacion€s l¡llernacio¡ales cn la Facultad dc Ciencia Politica v
RR ff de la tJ N.Rosario. Inrcstieador¿r d€l CONIC8T
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impactantes y han generado cierto desconcierto en el ámbito académico. Desde
inicio de Ia década de los sesenta la idea de cambio habita en la mente de los
internacionalistas que, de alguna u otra manera, presagiaban la c¡isis del o¡den
d€ post-guerra pero, a pesar de ello. nadie anticipó la notable magnitud y veloci-
dad que dichos cambios tomarían sob¡e ñnales de siglo; y nadie puede estar
seguro todavía de cuales serán sus efectos a nivel mundial y sobre la región
latinoamericana en particular . (l )

El interrogante que surge ante este panOrama es por qué la sabiduria con-
vencional en materia de Relaciones Intemacionales asi como los analistas y
gobernantes inspirados en ella no pudieron vislumbrar estos cambios oon mayor
certeza o, en última instancia, por qué se equivocaron al analizar la posible evo_
lución de algunas de las cuestiones que caracterizaron la arena internactonal
desde los setenta.

Quizá la ¡espuesta se encuentre en la manera en que esos cambios fueron
entendidos o, en ot¡as palabras, en las teorías y conceptos utilizados como
prismas para comprender el devenir intemacional. Es probable, entonces, que
los conceptos en los que se basó el análisis de las Relaciones Internacionales no
nos permitieran comprender los factores económicos, sociales, étnicos, religio-
sos, culturales, etc. que se encuentran detrás de los acontecimientos inte¡nacro_
nales propios de nuestra época.

Por tal motivo, creemos con Tomassini que ,,pata captar y comprende¡
cualquier cambio radical en la realidad histórica, social e internacional es nece_

_ 
(') Flnt¡e los autores que se preocuparon por ¡os cambios opcrados en el sistema ¡ntemacio_

nal.a p¿rt¡r de los '70 y t¡ab¡iaron este lcna desde una perspcct¡va teórica se destacan KEOTIANE
Robert. NYJoseph. " P over and lnte rdepende nce. Ílortd potitics in Transilion .: 

Litü e Brown
a¡d Company, Boston. 1977.

Con anterioridad a la publicación de esta obra las opiniones y l¿s politicas imp¡cmenradas
por tfur\Ry KISSINCER basadas en ¡a idea de qu€ el ñundo era mu¡ü;olar. al mcnos des,Je un punto
de vista polít¡co y económico, constituveron un aporte desdc el faradigma realista Dentro de
esta misma corriente teórica Ceorga KENNAN, analizó con considciable aBt€lación cuálespodrían ser las causas dc la caída dc¡ sislema comunista soviético (uno de los principales
acontec¡mlentos que caract€rizan el háns¡to hacia r¡n nuevo orden intetnacional), aunque no
pudo precisaa cuando se p¡oducilan. para est€ (ema ver su obra ,Las Fuentes de ta Conducta
So\,iética y otros Escr¡ros", Irad Cristi¡a plNA, GEL, Buenos Aires, t991. Es ¡mportante hacer
notar que la versión original de estos cscritos cs dc lgil9.
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sario revisar los instrumentos cognitivos, las categorías epistemológicas, a la

luz de las cuales esos fenómenos han sido entendidos en el pasado". (2)

En estas notas, en las que no se plasma un intento de teorización sino un

aporte qu€ creemos útil para mejorar los "mapas cognitjvos" de la disciplina que

nos ocupa, pretendemos analizar cuáles deberían ser los principales ejes de una

currícula de Relaciones Internacionales en el marco de la postguerra fría.

Para ello hemos tomado como base nuestra experiencia como docentes de

grado e investigadoras de Relaciones Internacionales en la Facultad de Ciencia

Política y Relaciones lntemacionales de la Universidad Nacional de Rosaflo.

Partimos de la idea que el desarrollo exitoso y la enseñanza de una discipli
na dependen tanto de cuesti,.¡nes de forma como de sustancia. Por tanto, en este

Íabajo no haremos sólo referencia a ios contenidos que deberian figurar en una

currícufa sino, también a cuesliones prácticas y mat€riales que faciiiten su

implementación.

En primer lugar presentamos algunas co¡sideraciones en torno a los cam-

bios que caracterizan el presente orden internacional. En segundo lugar, trata-

mos de encontrar una manera adecuada para abordarlo académicament€. Para

ello identificamos las principales temáticas que deberían estudiarse en la disci-
plina de las Relaciones Internacionales, los temas ausentes en la curricular de

nuestra facultad así como la necesidad propia de cualquier actividad univ€rsita-
ria de actualizar contenidos. Por otra parte señalamos los elem€ntos de ense-

ñanza aprendizaje que hay que tener en cuenta para cumplir con el objetivo de

adecuación cur¡icular así como cuestiones materiaies qüe resultan imprescindi-

bles para su implementación. Claro está que ésta es un presentación general que

se enriqueceria con los aportes puntuales que podrían sumar los docentes a

cargo dc las distintas asignaturas.

Finalmente, corresponde aclarar que las ideas que proponemos para ac-

tualizar Ia currícula de Relaciones Internacionales en una etapa de kansición

hacia un nuevo orden internacional están en estrecha coDexión con un determi-

a) TOMASSÍNI- Luciano. "¿a Polítíco ¡nkrnacional etr ui nundo Porlmodemo , Docu-

mento dt Trabajo No 10, Informe Anual sobre cl Sistema Intcmacional y Amé¡ica Latina' RIA[-.

Asunción 1991, pág. 17. Este informe fue publ¡cado Posleriormente por GEL con el mismo

nombrc
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nado perfil p¡ofesional. Partimos del supuesto que la obtención del título de
Licenciado en Relaciones Inte¡nacionales debe permitir al egresado la compren-
sión y el análisis de las relaciones inte¡nacionales en su conjunto, que lo habilite
para generar en el pr€sente o en el futuro esfuerzos de teorización. Asimismo,
deberá contar con la capacidad para efectuar propuestas o alfemativas para la
acción politica en el ámbito de los asuntos externos de nuestros país y con la
posibilidad de ingresar a dive¡sos ámbitos laborales como el Sewicio Exterio¡ de
la Nación, ¡a docencia, la investigación y el asesoramiento.

CAMBIOS OPEMDOS EN EL SISTEMA INTERNACIONAL

Los cambios en el orden mundial son el p¡oducto de las presiones acumu-
ladas sobre el orden mundial preexistente. La Iógica del cambio es una lógica de
largo plazo que involucra a veces cambios rápidos e inesperados, a menüdo
progresos lentos y dificiles, y en ocasiones retrocesos parciales e intentos por
reconstituir el orden en vías de disolución. Las continuidades ceden sradual-
mente y en forma er¡ática a las presiones por los cambios (r)

Si bien la caida del muro de Berlín simboliza el fin de la Guena Fría y con ello
el fin de la biporalidad y Ia disputa ideológica, en el escenario internacional de
los '90 se observan dos tipos de cambio. Aquél que se venia produciendo desde
la década de los '70' cambio del modelo clásico a los tableros de la interdependen-
cia- con el ascenso de nuevos acto¡es y nuevos temas- principalmente económi-
cos- en la ag€nda internacional y que reaparece, profundizado, en esta última
década del siglo y los cambios producto del colapso del sitema soviético- impli_
cando cambios en un aclor principal del sistema- que afectaron la dinámica y las
reglas de juego internacionales.

En cuanlo a los actores estatales se ha incrementado su número, no ya por
el proceso de descolonización (década del sesenta y setenta) sino como con_
secuencia del colapso de la TJRSS y el bloque oriental (proceso de
desovietazación) lo que t¡ajo aparejado un mayor activismo intemacional de los
países que integraban este último. por otra parte, si bien no se ha incremenlaoo

cr MUÑOZ, Heraldtr, Rejlexiones sobre et orden mundial y América lattna,,, .n ta ob:¿
EUltAl.. "Za vulnerab¡l¡dod exte¡na de Anértca Lat¡ha I Europa". CEL. Büenos Aires, 1985.
págs 5l y 52
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el número de organ ismos intern acionales gubern amentales, pareciera qu€ el rol
de algunos colectivos estataies se ha motorizado, con especial referencia a la
participación de ONU en situaciones de crisis-guerra del Golfo y guerra civil
somali pudiendo incluso hablars€ de un nuevo de¡echo de ingerencia que pare-

ciera contar con el aval de un importante número de estados miembros.

El predominio de los temas económicos en la agenda internacional y un
mayor consenso en cuanto a Ia aplicación de un modelo de econo¡nía libe¡al
traen aparejado el creciente ¡ol de actores no estatales. Pero cada vez se hace

más dificultoso aprehender la dinámica de los actores privados tanto nacionales

como internacionales. Por ello, a Desar del reconocimiento académico sobre su

existencia y poder de influencia, asi como de su capacidad para ejercer control
sobre los resultados, son escasos los frabajos a ellos dedicados sj los compara-
mos con los actores estatales.

Aún cuando con el fin de la Guerra Fr(a se esperaba que los conflicros
armados desaparecieran incrementándose los conflictos comerciales, ese opti-
mismo respecto a la desaparición del uso de la fuerza no se vio reflejado en la
realidad tnr.

Han resurgido viejos conflictos inter e intra estatales que demuestran que

el tablero estratégico diplomático coexiste con el modelo comercialista. Conti-
núa la posibiiidad del conflicto violento y el uso de la fuerza; pero también hay

muchos sistemas funcionales en el dom¡nio no estratégico y no es fácil producir

utr inventario de el]os. Za unidad del sislemq inlernecionaL contiene na

asombrosa ddérenciac ión.

En cuanto a las modificaciones a n ivel global podemos añrmar que estamos

en un período de transformaciones profundas del sistema internacional que nos

permite hablar, s¡n temor a equivocarnos, sobre la llegada de un orden de post-

guerra fría pero que, a su vez, nos plantea serias dudas en torno a su conforma-

ción definitiva.

(r) En esle senl¡do nos parccc muy gráfica la metáfora util;zada por GADDIS para explicar
cl resurSim¡ento de los antagonismos étnicos e¡r la Europa postguera fria 'Cua¡do los gl¿ciares

invaden un continente no solamente bor¡an su topografia, sino que a tÍavés del pcso del bi€lo
acumulado pres¡onan la superficie hasta lo más profundo del plancta Los relrocesos de los
glaciarcs haccn que vi€jos r¿sgos del paisaje vuclvan a aparccer, pudiendo presentar cambios tr
no". GADDfS John t,ewis. 'Toward the post cold vo¡¿d" in Foreign Affai.s, Ncw York, spring

1991, vo¡. 70, numb€r 2, pagc i02-122
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A pesar de ello, existen ciertos rasgos empiricos en la descripción del

actual orden internacional que cuentan con un importante nivel de consenso

dentro de la comunidad académica. Entre ellos se destacan desde \Jna óptica

polítice la crisis de los socialismos reales y de los modelos conservadores a

ultranza, una creciente adhesión al sistema democrático y al respeto por los

derechos humanos, una crisis del multilatc¡alismo dc los actores del Sur (No

alineados, Grupo de los 77) como estrategia para lograr una mejor inserción ¡'
una vuelta al multilateralismo tradicional (ONU) que refleja un acuerdo entre las

naciones para mantener la seguridad colectiva y castigar a los agresores.

Por otra partc, desde una perspecliva económicq se producen una serie

de cambios que, en ocasiones, parecen contradeci¡se entre sí pero que, hasta el

presente, coexisten en el marco del llamado nuevo orden, como ser la tendencia

hacia economias populares de mercado, la conformación de bloques comerciales,
las dificultades para destrabar las políticas proteccionistas de las economias

cenúales y el reemplazo del criterio de ventajas comparativas por el de ventajas
comp€titivas. Estas tendencias operan en el marco de Ia llamada "Te¡cera Revo-
lución Industrial", caracterizada por la incorporación de nuevas tecnologías que

han modificado e1 patrón de desarrollo, fomentando Ios procesos de relocalización
(hacia los paises periféricos) y reconversión industrial (en las economías cent¡a-
ies) y generando una nueva división internacional del trabajo.

Desde la perspectiva estratégico- mil¡lar podemos marcar el abandono de

la disputa Este-Oeste tal como Ia conocimos en la Guerra Fria y la consecuente
necesidad de red¡scutir las nuevas nociones de seguridad en función de Ias

actuales percepciones de amenazas. En este sentido, es importante remarcar que
en el "tablero estratégico-diplomático"(5)aparecen nuevos y preocupa te\ ejes
de la arquitectura en Ia que sustenta la seguridad de la postguerra fria. El renacer
de los nacionalismos ha generado que las actitudcs secesionistas de diyersos
grupos étnicos se conviertan en un hecho cotidiano y que las guerras civiles
ocupen crecientes espacios, no sólo en las regiones periféricas, sino también en
los paises centrales. El terrorismo, el narcotráfico y sus transitorias conjugaciones
a través de lo que se ha dado en llamar narcotefforismo, presentan una gran
cuota de inseguridad en los paises que sufren estos flagelos hasta el punto dc
¡legar a poner en peligro la estabilidad de los sistemas politicos v¡gentes.

(j) Tomamos csta expresión de (IIOII,MANN, Stanley, Orden Mund¡at o PrimdcLa t.d
pohtica ¿.xtetiot No¡teameticana desde I Cuerra Íria". Gel. Buenos Airés. 1988.
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Además, se produjo la aparición de un fenómeno preocupante a nivel de la

agenda global que involucra no sólo a Ia incorporación de nuevos lemas, sino

también a la nec.esidad de encontrar ¡espuestas conjuntas a problemas universa-

les con las diflcultades que esto implica. En este sentido podríamos afirmar que

el SIDA, el calentamiento ter¡áqueo, el deterioro de la capa de ozono, etc.. no

serán resueltos sino en el marco de una acción generalizada que, a su vez, com-

prometa política y económicamente a los Estados más poderosos en pos de su

solución.

Todo esto se desarrolla en el marco de un creciente multilateralismo en el

que se destacan tres grandes centros de pode¡ (Estados Unidos. Japón y Euro-
pa) que compiten por la defensa de sus intereses politicos, económicos y de

seguridad en función de obtener una mejor posición en el esquema de liderazgo
comDar¡loo.

LAS CURRICUT,AS DE RELACfONALES INTERNACIONALES EN LOS
UMBRALES DEL S1GLO XXI.

Antes de avanzar algunas ideas en torno a los temas que debe incluir una

currícula de Relaciones Internacionales en la actualidad consideramos oertinen-

te realizar una diferencia entre ios cu¡sos de grado y de postgrado.

El impacto y velocidad de los cambios operados a nivel del sistema interna-

cional trajo aparejado un impetu por los estudios de temas actuales en desmedro
de aquéllos que, a la luz de la postguerra fría, aparecen como antiguos o desactuali-

zados. Si bien dicho ímpetu es positivo creemos que es aplicable en su plenitud
en los cursos de post-grado pero tenemos algunas reservas para el nivef de

grado que, a nuestro entender. debc apuntar a una formación integral del alum-
no, que lo introduzca en el área de las relaciones internacionales con un buen

basamento teórico e histórico (vinculado a la erolucron y caracterrzación del

sistema internacional).

Creemos, entonces, que el estudio de las Relaciones lnternacionales a ni-
vcl de grado debe sustentarse en una base previa (como ser un ciclo básico)

compartida con otras disciplinas. En este sentido, consideramos que lafilosofia
t6i, la teoría polític¡t, la economíq. Ia historia, la sociología 1, la metodología

(6) Esta mater¡a, que estuvo pr€sente en anlcriores plancs de estudio. no fuc incluida por el
plar cjabo'ádo en la U.N R. cn ls84 Pensamos quc csta exclus¡6n vaen desmcdro d€ una sólida
tormació[ ácadémica. A pesar dc los cambios operados cn la evolución del conoc¡miento y cl
desanollo de l¿ ciencia alnl v¡lc aou€lla idea quc ubica a la l'ilrsofla como madre dc todas las crencras.
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hacen a la formación del internacionalista y enriquecen su capacidad teórica y
comprensión empirica de contenidos, para analizar larcalidad nacional e interna-
cional tan interconectadas en el presente.

En la etapa de especialización propiamente dicha y ante las modificaciones
del orden internacional sugerimos que debe existir un núcleo indispensable, o de

mínima, estructurado sobre los síguientes ejes: leoría de las relqc¡ones interna-
cionales, sistema inlernacional contemporáneo. relaciones económícas inler-
nacionales, relaciones internacionqles Iatinoamer ic anqs y análisis y
formulución de la política exterior. En función de estos ejes principales se

puede realizar una subdivisión de cada uno de ellos en distintas materias y,
además, se lo deb€ria complementar- como ocurre en nuestra currícula- co¡ e/
aporle históríco y jurídico.

A) LA ENSEÑANZA DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES EN LA
UNIVERSIDAD NACIONAL DE ROSARIO: ALGUNAS
CONSIDERACIONES.

Los ejes temáticos nombrados en el punto anterior forman parte del plan de

estudios de la licenciatura en Relaciones Intemacionales vigonte desde 1984,
que contempla la especrfcidad de la disciplina.

El mismo está estructu¡ado en un ciclo ó¿isico de tres años donde se inclu-
yen un conjunto de mate¡ias que versan sobre contenidos de teoría política,
sociología, metodologia, economía, derecho, historia, a las que se suman, a tra-
vés de dos mate¡ias, una introducción a los principales contenidos de las Rela-
ciones Internacionales contemporáneas y a Ia historia de l¿ R.R.LI. En este as-
pecto, creemos necesario opinar respecto a la actual correlatividad de las mis-
mas. Historia de las R.R.I.L debería preceder a R.R.I.I. y no como optalrva, srno
como obligatoria(7). Esta ubicacién que demandamos para Historia de la R.R. f.l.
no se vincula con los cambios en el sistema internacional, sino que se inscribe
en una concepción epistemológica qu€ entiende a la historia como un marco
previo al estudio de situaciones present€s.

r¡ Si bie¡ las materias optarivas garantizan la flexibilidad de una currlcula, qurzas csre
mod€lo pueda ser más efectivo para los esludios de postgrado. tjn un ¡ivel de grado la coherencla
en el desarro¡lo del plan de e$tudios está garantizada, en la mayoría de los casos, a Lravés dc un
adecuado sistema de obl¡gatoriedad y corrclatividades
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El ciclo de especialización que comprende los dos últimos aios de Ia carre-
ra- glra en torno a cuatro ejes temáticos, algunos de los cuales tiene un correlato
directo con el básico:

*eje teóúco- político que comprende: Teo¡ia de ias R.R.l.l., Politica lnter-
nacional, Polilica lnternacional Latinoamericana y Polilica Internacional Argen-
tinal3), Sistemas Políticos Comparados y Análisis del Sistema Internacional;
todas ellas cuentan con el antecedente de Relaciones lnternacionales en el Ciclo
Básico;

*eje económico que abarca: Economía Int€rnacional y Comercio Exterior;

*eje jurídico que incluye: Derecho tnternacional Público, Derecho Diplo-
mático y Consular y Organismos lnternacionales(e);

*eje h¡stór¡co que está representado en la term inalidad por Historia de las
Relaciones Internacionales Latinoamericana y Argentina y en el Básico por His-
toria de las Relaciones Inte¡nacionales.

A estos contenidos se le agregan los cursos de idic¡ma extranjeros (se
requiere el conocimiento de dos idiomas uno a cuatro niveles y el otro en dos) y
dos seminarios. El correspondiente al cuarto año es abierto, pudiendo versar
sobre temas actuales y especificos de las Relaciones Internacionales contempo-
ráneas; en tanto el correspondiente al último año es fijo pues desarrolla siempre
temáticas vincufadas a la Inlegrac¡ón y Cooperación Ldtinoamer¡canattat.

{'r C¡eernos que la denominació¡ co.recta es Pol¡tica Exterior Argent¡na tanto por Ia
lógica gradual hacia la espcc ial izacióri quc cstablecc cl propio plan dc estudios, como por los
objetivos y conlen¡dos dc la asignalura.

t') [sta asignatura que t.¡diciona¡m€ntc es estudiada desd€ 1a pcrspectiva dcl Dcrecho
Inte¡nscio¿al, es decj¡, cn Í¡nción de ¡¿ cs¡¡uctu¡a ju¡idica dc lal i¿sl¡¡ucjoncs estaf¡rcs rr¡erna-
cionales, debe incorporar eleme¡tos polir¡cos que la vincrlen con las formas y proced¡mientos de
la ¡egociación inter¡racional, para acompasar el nuevo ro¡ de alBunas organizaciones-parlicular-
mente ¡a qú€ ha se¡vido de modelo, Ias Nac;ol€s Unidas- en el mundo dc la postguena frla En
este sentido es una materia que debe.ia pertenecer tanlo al eje polilico como al juridico

(1") Este Seminario a parti de 1992 ha pucsto cspecial énfasis en ej estudio del MERCOSTJR
habida cucnta de la importancia d€ esle lema €n la politica cxtcrior argcntina

lor otra parte, en una situación similar a Organismos Inlernacionales, esre seminarl{)
forña partc de dos ejcs. cn este caso el politico y cl económico
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Dados los profundos cambios ocurridos en el sistema internacional nues-
tra cu¡¡ícula debería ajustarse en dos aspectos: incorporar algunas temáticas
nuevas y modrficar en algunos casos puntuales Ia relación optativa obligdto-
rta.

En el primer caso hemos realizado avances pata la coordinación y actualiza-
ción de contenidos cntre los programas de las distintas materias pero, de ahora
en mís, ésla deberá ser una tqrea permanente y paralela a los cambicts que se
van operando en el sistema internacionql. Vinculado a la dinámica propia del
actual sistena internacional sería fructífero que en cada una de las materias se
profundizaran los enfoques "intermésticos", es decir, el proceso de
retroalimentación que se produce entre los asuntos domésticos y los interna-
cionales, que se ha incrementado en forma paralela al proceso de globalización.

El Derechc¡ Intern.tcional Público, disciplina de larga tradición en las Re_
laciones lntetnacionales, también está recibiendo el impacto de los cambios. La
complejización de la agenda mundial trae consigo la necesidad de incorporar
nuevos temas y reactüalizar ot¡os desde una ópticajuridica tales como: el dere-
cho ambiental, el de¡echo económico internacional, los distinlos aspecros y
variantes del de¡echo de la integración y el derecho de injerencia entre otros.
Esto no implica dejar de lado el tratamiento de los temas básicos del Derecho
Internacional, sino que sugerimos que estas nuevas cuestiones sean tratadas a
través de semina¡ios y conferencias de actualización.

Por otra parte creemos que algunas materias de nuestro plan de estudios,
en su momento adecuadamente ubicadas como optativas, deben modificar esta
condición en función de las prioridades que las nuevas tendencias internaciona-
les nos van señalando. Un ejemplo claro es la asignatura Coz erc¡o Exter¡or. La
creciente importancia otorgada a las variables comerciales tanto por los gobier-
nos como por el sector empresarial, la consolidación de las economías exportado-
ras, e incluso, la elaboración de modelos de desarrollo basados en el mercado
externo y su penetración a través del logro de ventajas competitivas hacen de
€sta asrgnatura un elemento relevante para la fo¡mación del estudiante, asi como
también un complemento de olra materia obligatoria cual es Economia lntema_
cional.

En cuanto a los temas ausentes se destaca la negociación internacional
tanto política, económica como comercial. Esta cueslión, de larga tradición di_
plomática y de creciente y impo¡tancia académica en la actualidad, debe ser
incorporada a la currícula y tratada con un perfil práctico importante. La astsren-
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cia de nuevos y más diversificados actores interactuando en múltiples juegos
plasman una telaraña de conexiones, agrupamientos y estructuración de grupos

estatales y no estatales que ejercen distintas formas de presión en pos de sus

intereses, contribuyendo a una mayor desagregación de la política mundial. En

este sentido, es que la negociación internacional se convierte en una herrami€n-
ta importantísjma para defender intereses en j uego y dirimir conflictos. Además,
una adecuada preparación en el manejo de los procedimientos y la dinámica de la

negociación brindará una herramienta ad hoc que incrementará los márgenes de

inserción laboral. Mientras esta modificación no se opere a nivel curricular po-

dría ser paliada con la organización de semina¡ios tal como lo planteamos en el

siguiente punto.

B)LOS SEMINARIOS

Si entendemos elespacio académico de seminario como un ámbito propicio
para el estudio, análisis y discusión de temas puntualcs, donde los alumnos

pueden llevar adelante una investigación (aunque sea preliminar) y que como

resultado del mismo avancen en la producción escrita, estaremos de acuerdo en

que dicho espacio es de gran utilidad para complementar todos aquellos conte-

nidos-puntuales, actuales y a veces coyunturales- que las materias troncales no

incluyen.

En €st€ sentido, creemos que el Seminario I (en el caso panicular de nues-

tra currícula) debe ocuparse de cues¡iones actualísimas de Ias Relaciones lnter-

nacionales. A modo de ejemplo:

* si lo pensamos desde la perspectiva de la agenda internacional debería

incluir temas como el Grupo de los Siete (G7), conflictos específicos como la

crisis Yugoslava, negociaciones internacionales específicas como el caso del

restablecimiento de la democracia en Haití asi como nuevos temas de la agenda

global; a saber NAFTA, nacionalismo, medio ambiente, etc.

*y si lo pensamos desde la perspectiva de la polltica exterior arg€ntina

deberia apuntar a complementar los aspectos genelales que contempla la materia

con ese nombre a través del abordaje de temas pun¡uales de la agenda de política

exterior, como ser la participación argentina en todos los grupos internacionales

institucionalizados de reciente creación: CA tRNS, G 15, G24 o MERCOSUR' ne-

gociaciones específicas de la Cancillería argentina como las vinculadas al

d€smantelamiento del N{isil Cóndor II o las desarrolladas en tomo a una nueva

lev de Datentes etc.
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Este tipo de seminarios para que sea verdaderamente enriquecedor requie-

re del aoorte de diferentes cátedras vinculadas a la temática a desarrollar en el

mismo y permite aprovechar las actividades de investigación radicadas en Ia
Universidad Nacional de Rosario y, especialmente, en la Facultad de Ciencia
Política y Relaciones Internacionales.

C) PROBLEMAS DE ORDEN PRACTICO,

Como la c¡isis de la universidad estatal se ha extendido también a las ói-
bliaLecas )' centros de documentación, la búsqueda de material bibliográfico se

hace diflcultosa y los alumnos pierden el incentivo propio de cualquier estu-

diante universitario a la vez que carecen del material de estud¡o indispensable.
Este problema ha intentado paliarse con el aporte que las cátedras hacen de
fotocopias de los capítulos más importantes de textos básicos. Sin embargo esto
ha generado dos problemas: por una parte, los alumnos parcializan sus lecturas
desconociendo el contexto global de las ot¡ras así como la línea general de pensa-

miento de los autores y, por la otra, no desarrollan la capacidad de búsqueda
bibliográfica refugiándose permanentemente en el docente, situación que, en el
largo plazo. te¡mina condicionándolo. ya que depende de las preferencias bi-
bliográflcas de los profesores o de los materiales que éstos poseen. Otro proble-
ma que hemos detectado y que se refleja en la p¡áctica son las d{icultades
metodológicas que tienen los alumnos para aplicar los instrumentos primarios
para llevar adelante una investigación así como serios pro blemas para explicitar
sus ¡deas por escrito, cuestiones que se evidencian tanto en los seminarios
como en e¡ dea¡¡¡ollo de algunos trabajos prácricos especificos. Esto liene dos
consecuencias importantes: ante esta djficultad cl alumno se expresa a través de
las palabras del autor negándose en aigunas ocasiones Ia oportunidad denun-
ciar sus propias ideas tanto desde una perspectiva feó¡icas como empírica, si-
tuación que se agudiza por Ia falta de lectura. En esta realidad se suslenran
algunos criticos, lamentablemenle no tan equivocados, quienes señalan que los
egresados (de la mayoria de las carreras universitarias) salen al ámbito laboral v
no son capaces de formalizar una exposición.

Por ello creemos que este es un tema que hay que tener en cuenta y
contextnafiza¡lo adecuadamente. Por una parte qs irnportante garctnt¡zar une
adecuada conjugacítin entre Ieoría y prác¡ica en las materías del árect
metodológíca. Como afi¡ma Borsotti la metodologia. que está entre la teoría y la
técnica- es un hacer y por lo tanto no se enseña, sino que se aprende haciendo
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(rr). En este sentido un trabajo práctico o un seninario no es una actividad que el
alumno debe realizar cuando le sobra tiernpo y que el docentc debe evaluar con
excesiva flexibilidad. Muy por el contrario, esto es quizás una de las áreas que
más debemos reforzar en un mundo donde la idea de Investigación y Desarrollo
y su aporte al avance tecnológico se han convertido en sinónimos de noder v
bienestar.

PRINCIPALES PROBLEMAS CON LOS QUE SE HAN ENFRENTADO LOS
PROGRAMAS DE RELACIONES INTERNACIONALES EN AMÉRICA LATINA

De acuerdo a Tomassini las mayores dificultades que han enfrentado los
planes de estudio en esta disciplina giran en torno a su heterogeneidad y si¡s
dicotomías. Este autor señala cinco casos donde la dicotomía surge claramente
y que le parecen contraproducentes para el avance de la disciplina. A saber:

* la desvinculación que se da entre las instituciones en las que se instruye
al personal que ingresa a la carrera diplomática y los programas universirarios -
o paralelos- que existen en el campo de las Relaciones Intemacionales;

* la conyivencia de cursos de grado y postgrado que, a diferencia de lo que
ocurre en otras disciplinas, han crecido en forma independiente sin que exista
una secuencia lógica €ntre los mismos, ha provocado que Ias instituciones que
brindan programas de grado no tengan su continuidad en el nivel cuaternario y
que los postgrado nazcan con pies de barro ya que! en numerosas ocasiones, en

el pais o en la región, no existen programas de grado con la consiguiente falta de

integrac¡ón entre ellos;

totra cuestión, " sin duda la más grave, que se ha corregido e¡ parte pero
no se ha superado, radica en la coexistencia de prograrnas realesjunto a otros de

papel, que sólo tienen el nombre pero no la sustancia que hoy deben poseer los
estudios internacionales, ya sea por la escasez, la calidad o la obsolescencia de

los el€mentos con oue cuentan":

(lr) Estas ideas fueron tomadas del Prograna de 'Metodologíd de la Inrtestigacióh" del
profesor Carlos BORSOTTL EI mismo lue presenlado en el curso de postgrado en Ciencias
Sociales de FLACSO- Programa Bueros Aires en 19E9.
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* algunos programas pierden de yistas los contenidos globales de la disci-
plina po¡ fortalecer los intereses del país o de la región donde se imparten; un

adecuado equilibrio entre ambos es la altemativa que aparece como más adecua-

da;

t las dificultades para superar la " heterogeneidad en los cursos o conteni-
dos de los programas respectiyos, esto es, en su currlcula"(r1).

Si bien compartimos en líneas general, las críticas de Tomassini, alpensar-
las específicamente desde nuestro ámbito académico creemos pertinente realizar
dos acotaciones: el cuerpo docente es consciente de estos problemas y, por Io
lanto, ha realizado esfuerzos por corregirlos enfrentándose a numerosas limi-
taciones propias de las universidades estatales en Argentina,

Consecuentemente podemos afi rmar que:

' Desde Rosario se ha intentado permanentemenle mantene¡ una vincula-
ción con el Servicio Exterior de la Nación, que no siempre fue fructifera debido
en gran parte a la dinámica burocrática de la Cancillería o aljuego de fuerzas
políticas imperante en ese ministe¡io durante los diferentes gobiernos. A pesar
de estos altibajos nuestros egresados no se han enconúado con grandes difi-
culta- des para ingresar a la carrera diplomática.

* En función de los análisis de currícula y de las experiencias de graduados
y docentes de nuestra Facultad, se ha detectado que algunos estudios de
postgrado presentan un menor nivel de complejidad teórica y práctica que la
requerida para nuestros €studios de grado.

*Tener un buen cuerpo docente implica - además de trabajo y yocación-
contar con los recursos económicos suficientes como para poder realizar cursos
de perfeccionamiento, viajes de estudios, actualización bibliográfica y publica-
ciones. Lamentablemente, las universidades estatales también se encuentran
limitadas presupuestariamente para dar respuestas a estos requerimientos do-
cenles.

*Es cierto que aparecen dificultades para coordinar los equipos docentes
por diversas razones. Pero lo más problemático es que ante la crisis de la univer-
sidad estatal los docentes cada vez tienen menos posibilidad de dedicarse a su
actividad académica y no se genera un ámbito de discusión que es absoluta-
mente necesaric tener para enfrentar los cambios que se están produciendo.

(¡rrTomamos estas ¡deas de TOMASSINI, Luciano, op. cit.. pá8s 28? a 301.
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ALGLINAS CONSIDERACIONES FINALES

Nuestra intención fue iniciar una reflexión orientada a abrir un debate en

torno a la actualización de las curriculas de Relaciones Intemacionales frente a
los cambios que se están operando con €l fin de la Guerra Ftia, tomando como
punto de partida €l análisis del plan de estudios vigente para la Licenciatura en

Relaciones lnternacionales de la U.N.R.

Una consideración que pretendemos remarcar es que este trabajo constitu-
y€ una primera aproximación al tema por varios motivos.

En primer lugar, los cambios- como señalárarnos al inicio- se sitúan entre lo
gradual y Io abrupto, por tanto, estamos ante un orden internacionai en transi-
ción cuya evolución puede deparar sorpresa basta al más avezado analista. Es,

entonces. el triunfo de la ambigüedad. En consecuencia, si la actualización
curricular siempre fue necesaria, ahora se convierte en una tarea difícil, impres-
cindible y permanente.

En segundo lugar, estamos convencidas de que una tarea como la quc
estamos iniciando seria mucho más enriquecedora si fuera el r€sultado de la
producción y discusión tanto de los docentes y/o investigadores de nusstra
Facultad como de todos los académicos y analistas de Relaciones lnternaciona-
les de nuestro país. Por tanto, esperamos que se realicen avancen significativos
en esa dirección y se inicie un proc€so que tienda a aglutinarnos en pos a un
objetivo concreto: lograr y consolidar con un óptimo nivel de "performance" los

estudios internacionales en nuestro Dais.
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EL REGIMEN ruRIDICO PARA RECURSOS PESQUEROS QUE
ATRAVIESAN LA ZONA DE 2OO MILLAS MARINAS:

PROBLEMA QU F, REQUIERE SOLUCIÓN INTERNACTONAL

Ellen Hey+

I.INTRODUCCION

Con la extensién de lajurisdicción de estados costeros hasta las 200 millas
marinas el problema del manejo de los recursos pesqueros en alta mar no se
resolvió. Surgieron varios problemas, relativos a la inte¡pretación tradicional,
del principio de la libertad de pesca, y especialmente el libre acceso.J ú¡.rmamen_

.Profesora en Derecho Intcrnacional publico. Un¡versidad Erasr¡us, Rotterdam, paises
Bajos.

llos párrafos 17.41 hast^ 17.73 de Agenda 2l adoplada por la Confcrencia de las Nac¡o_
nes Unidas sobre cl Medio Amb¡ente y Dcsarrollo (UNCED), Río dc Jane¡ro, Junio. 1992. p¡ra
los documentos adoptados por esta confcrcncia ver Doo A/CONF l5¡/26 (Vols. I-V), 12 Agofo
1992; Udited Nations Secretariar, Division for Occan Affairs and the Law of the Sea-/Ollice fbr
Legaf Affairs, The Law ol the Sea, The Regine Jor H¡gh Seas F¡she es Stutu: and prcsDects.
1992; B. Appelbaum, "7he Straddling Stocl Problen: The Northwest Atlantic Stn)non.
Inlerrational Lew, snd Optiohslor Coasta! State Action", in Soons (ed.), Inplementat¡on ol the
Lav of the Sea Con"ention thrcugh lntemational Institutions, t,aw of the S€a ¡nslitute. lgg0.
pp. 282-311, Thomas 

^. 
Clingan. "Mar Prc:enciaf /ühe presentiat Sea: Deia yu L| O!r.l

Again? - A Response to Francisco Orrego Vicuña ,21 Ocean llaelopment and Internot¡onat
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te esta interpretación deja a la discreción del estado'?de bandera la asignación y

conse¡vación de los recursos pesqueros en alta mar. En este aficulo discutiré
aspectos jurídicos de los problemas que han surgido con el manejo de la pesca

para los "straddling stocks" (recursos pesqueros que se encuentran a ambos

lados del límite de 200 millas marltimas) y, del relatado problema, del manejo de la
pesca para especies de alta mar. La Convención de las Naciones Unidas del
Derecho del Marr (Convención de Jamaica) contiene regimenes para el manejo

de estos recursos pesqueros, específicamente en el articulo ó3 (2) y los articulos
I l6 hasta I 19. Aunque Ia Convención de Jamaica no ha ent¡ado en vigor, hay
consenso que los mencionados artículos son pertinentes en la determinación de

los derechos y obligaciones de estados relativos a los "straddling stocks".a

Hoy dia vemos esmdos costeros que perciben que sus derechos sobre
recursos pesqueros en su zona económica exclusiva5 son perjudicados por bu-
ques de otra nácionalidad que están pescando en alta mar. Igualmente vemos
estados que perciben que su derecho a participar en la pesca en alta mar se¡ia
perjudicado por estados costeros que proponen la extensión de los de¡echos del
estado costero a demás de las 200 millas marinas.6 También vemos que, en su

presente ejecución, el principio de la libertad de pesca no ofrece un régimen
adecuado para el manejo de los "straddling stocks".7

-i,lles;., 
pp 9l-97; chrisropher C. Joyner and per€r N. De cota, Chitc s p¡esent¡al sea

Proposal: Implications for Shaddling Slocks ¡n the lnternational I-aw of Fisheries', 24 O¿¿a,
Dewlopment and International Laú' 1993, pp. 99'l2l; Barbara Kw¡atkowska. The High Seas
Fisheries Regiñe: A Point ol No Retwn",I lnternational Journal ol Marine and Coastal Law
1993. pp. 327-258. Francisco Orrego Vicuña, "Towa¡ds an Effective Managcmenr ol H¡gh Seas
Fisher¡es and the Settlement of the Pending ¡ssues of thc Law of the Sea" 24 Ocean Deyelopñenl
and Intetnat¡onal ¿¿w 1993, pp 8l-92.

r En este a¡liculo, la palabra "estado" lanbién se reficre a la Comunidad Europca.

121 Intema¡ional Legal Mateñals 1982, p. 1261.

' Para Ia relcvancia de estos aticulos ver: Rainer Lagoni, "Pfinciples App¡¡cable to I-iving
Resources Occurring Both Wilhin and W¡thout the Exclusivc Economic Zone or in Zoncs of
Ovcr¡apping Claims" , lnternatiohal Law Association. 1992; FAO. "Legal lssucs Concerning
High Sea Fishing", Technical Consultat¡on on High Seas Fir¡iag, Roma 7-15 Septiembre 1992.
Doc.FI/HSt/TC/92l8. Junio I 992.

'Cuanlo aficulo hace referencia a la zona exclusiva económica esto incluye la zona de
pesca de 200 m¡llas maririmas.

6 Ver .tüprd nota L

1 FAQ, Supra nota 4, par. 63. El pá¡rafo 6J hace refcrencia a ciertos elem€ntos del
derecho internacional de la pesca qu€ requieren aclaración, esbs incluyen la interpretación y
aplicación de los a iculos 6l(2) y I16.
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Sin embargo el problema del manejo de la pesca en alta mar, incluso el
probfema de ios recursos pesqueros que se €ncuentrafi a la vez en la zona de
j urisdicción del estado costero y el alta mar no es nuevo. En 1934 Dagget, en la
Reyista Americana de Derecho Internacional, analizó este problema.s A pesar
de Ias amon€staciones de Dagget, que la extensión de lajurisdicción del estado
coste¡o no resolvería los problemas, fue aceplado que los paises costcros exten-
dían su jurisdicción de 3 hasta l2 millas ma¡inas. Como prueva la abundante
literatura, especialmente en los años '70 y en la primera mitad de los años '80,
esta extensión no solucionó el problema del manejo de Ia pesca en alta mar,
incluso el de Ios "straddling stocks"., El resultado fue la extensión de lajurisdic-
ción del estado costero a 200 millas marinas. En resumen: una historia de proble-
mas sobre la asignación y conservación de "straddling stocks,', y los otr.os
¡ecursos pesqueros de alta mar, los cuales se trata¡on de resolver por medio de la
extensión de lajurisdicción del cstado costero. Que estos p¡oblemas no se resol-
vieron con la ultima extensión de jurisdicción de) estado costero es confirmado
por las múltiples conferencias, declaraciones y publicaciones sobre ellos.ro

Una vez más vemos que ciertos estados proponen la extensión de lajuris_
dicción del estado costero con el objetivo de obtener un mejor manejo de la
pesca en zonas que en este momento pertenecen a la alta mar. Esta solución
¡esultaría en el desplazamiento del problema de los "straddling stocks,'a Iugares
más lejanos del estado costero y en concentrar el problema de la pesca en atla
ma¡ a una región más pequeña. La aceptación de estas propuestas seria una
invitación para la próxima extensión de lajurisdicción del estado costero y últi-
mamente la división de los mares entre los estados costeros. Tal solución. en mi
opinión, sería poco práctica y en contravención del reconocimiento que hay
problemas que envuelven a la comunidad internacional en su totalidad v oue no

3 A.P. Daggct, 'The Regulation of Ma¡¡time fisherics by Trcaty,',28 Amer¡can Journal
of Inte ational Law 1934, pp. 693-7 t7 .

'Albert W. KoeÍs, Internotional Regulat¡on ol Marine F¡sheñes, A Studl of Regional
Fisheties Organizatia"r, 1973; l,€wis M. Alexandcr. ..The Ocean Encjosur€ Movemcnt:
Inventory and Pcrspcctive".20 San Diego Lav Re|ie\, 1983, pp. 561-594; S.N. Nandan,..The
Exclusive Economic Zo¡ei A llisto.¡cal Pcrspective". Essayt ¡n Memorr- of Jeah Carraz, The
Latr ol the,Sea, lAO, 1987, pp. l7l-t88 T. Scovazzi. "Exptaini¡s Exctusive Fisheries
JuftsdiLtion . I Mo.ine lotiq 1c85. pp l2O-l2r

'uy.t Supra notas I,4; Deola¡ación dc Cancún. en €l Anexo2de FAO, Fishe es Report
No J84 Supplemcnt, FILP/R484(Suppl..). 1992, p.70,la Corferencia dc tas Naciones tjnidas
sobre 'straddling stocls v especies altamentc migratorias. Por mas información ver lrtd
párratb 5.
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se pucden resolver por medio de Ia extensión territor¡al dc la jurisdicción de

ciertos cstados. Estc rcconocimiento se sstá desarrollando en la política y el

derecho internacional relativo al ¡ledio ambiente \' el uso dc rccursos naturales.

Para alcanz,ar el dcsarrollo sostenible de ios rccursos dc pcsca tambien se nece-

sitan soluciones intcrnacionales.

Quizás más importante, )a extens¡ón de lajurisdicción del estado costero ha
dcmostrado oo ga¡antizar la protccc¡ón dc los inte¡eses de la con un idad interna-
cional en la conscrvación r, óptima utilización de Ios recursos de pesca.Lr Ade
más. si lalurisdicción del estado costero se extendiera más allá de Ias 200 nillas
marinas los problemas de ejecución se aumentarían por paises individuales (arn-
bos. desarrollados y en-desarroilo). I

Alcanzar cldcsarrollo sostenible dc los recursos de pesca requicrc. cn rnr

opinión. un esluerzo intc¡nacional. En csencia este esf'uerzo debería csraorecel
un sistema de cooperación intcrnacional y regional que requicrc que se tomün
medidas de asignación y conscrvación que sean obligatorios para todos los
cstados que participan en la pcsca de un "straddling stock" en aita mar. Úlrirna-
mente deberia ser posiblc cxcluir dc la pesca a estados de bandera quc no cstén
dispuestos a cooperar de buena fc hacia la asignación y la conservación del
recurso. Hste esfuerzo internacional se inició en Ias Naciones Unidas esle vera-
no, en la Conferencia sob¡e "Straddling F ish Stocks and Highly Migrator,v Fish
Stocks" (Conferencia de Pesca de las Naciones Unidas).rl

La Conlérencia de Pesca de las Naciones Unidas rcpresenta una opurtuni
dad para cvitar una nueva extensión de Ia jurisdicción del estado costero. en
este caso a r¡ás de las 200 millas marinas Alcanzar este objctivo rcquerrrra que

I (;ünter Handl. "Environnrenral Sccuritv and Global Changc The Challengc 10
lntcrnational Law". I yeotbaok al lntemüt¡onül Enyronnentul 1-¿r,. pp. I ll

' Agend¡ 21, .!'rp¡¿ nora l, para 17 76; R R Chu¡ch 11. tishcries in rhr Fü.opcaD
(bmmuniD:SuslaiDabl€ Developme¡rt or Sus!ained ñlisrna¡ragementt-. Alastair ('oupcr and
l-ldgar Cold lels ). Ihe irlat¡ne LNtra nrcnt and Sustdtnahb Dewlop¡nent L.t\t potio and
S.¡¿,.¿, l99j. tt l,10,ll?t Douglas N1. Johnsior. Is Coastal Stalc Ftshcrv Nlanage'nent
Succ.ss of No1?'. 22 O(aan De|elonrcnt an¿ I ternationüt l.¿11 t9l. pp. 199, 208

'PJ Dcrha . Ihc Irnp¡cmentation and Inl¡rcemcnt ot Fisheries Legistarron-. ceir
Ulfstein. lr.dcr Andresen and Robin Churchill (c¿s). The Regulútttn.\ ol Fisher¡es t.egu!
Econontc anLl Socrctl .,1yc./r, Cc¡uncil of trurope. 198?. pt 71"8t

,r Ver ./,t¡2 pánar¡ 5
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los estados de bandera reconozcan los legítimos intereses del estado costero en
los "straddling stocks". Un reconocimiento que fue inciuido en los articulos
63(2) y I l6 de la Convención de Jamaica. pero que en este caso no fue acompa-
ñado por obligaciones concretas. El resultado fue que el conflicto ent¡e clettos
estados costeros, como Argentina y Canadá, los cuales propusíeron la exten-
sión de lajurisdicción del estado costero además de las 200 millas ma¡inas en los
años '80 y po¡ ejemplo, Ia Comunidad Europea, la cual tiene interés en el ámbito
en alta mar de varios "straddling stocks,,, no fue resuelto por la Convención d€
Jamaica.'5 La historia nos indica que últimamente el precio que pagarán los esta_
dos de bande¡a, si no reconocen los legítimos intereses de los estados costeros.
será la extensión dejurisdicción del estado coste¡o. Un desarrollo que probable_
mente tendrá repercusiones no solamente para el manejo de la pesca, sino tam_
bién pa¡a otras actividades en la zona en cuesiión, como son Ia navegación y la
explotación de otros recursos natu¡ales.r6

Mi objetivo con este articulo es el de analizar el régimen juridico para la
pesca de los "straddling stocks" y las sotuciones que han sido propuestas en la
Conferencia de Pesca de ias Naciones Unidas. En primer lugar, t¡ataré las dos
consideraciones principales del de¡echo de la pesca: la asignación y la conser^
vación. En segundo lugar, discutiré problemas que han surgido con el actual
régimen jurldico para los "st¡addling stocks,'. Después someteré proposrcrones
que, en mi opinión, podrían ¡esolver estos probl€mas. Finalmente, analizaré las
proposiciones qúe se están considerando en Ia Conferencia de pesca de las
Naciones Unidas. En este párrafo examinaré de qué manera est¿s soluciones
proponen ¡esolver los problemas que han surgido del régimen de los ,,straddling

stocks" contenido en la Convención de Jamaica.

Las proposiciones que haré en este articulo no son nuevas. Dagget en
I 934¡7 y Koers en 1973, en su libro sobre ia reglamentación internacional de la
pesca marina,rs sacaron conclusiones similares. Además la FAO en discu¡sos

rt Appclbaum, Supra nota I, pp 282-183

16 Barbara K.w¡a*owska, "Creeping Jur¡sd¡ction Beyond 200 Mit€s in Liqhr ofrhe 1982
Law ofthe Sea Conv€nt¡on and Stato Fractice". 22 Ocean Devetopnent and hlernational Law
1991, pp. 153-187, esp. pp. 174,176.

r? Dagget, Sr.rpra nota 8.

13 Koers. .SuD¡a nota 9
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preparados para la Consulta Técnica sobre la Pesca en Alta Mar, que se celebró

en Roma del 7 hasta el l5 de septiembre de 1992, sometió similares proposicio-

nes.''

2. ASIGNACIÓN Y CONSERVACIÓN

Los dos temas centrales del de¡echo internacional de la pesca son la asig-

nación del recurso - quién recibe qué cantidad dc pesca - y la conservación - qué

limitaciones impanemos a la pesca hoy para asegurar que podamos pescar maña-
na -. Aunque es adecuado separar estos dos temas para el análisis, en la práctica
los dos temas están íntimamente ¡elacionados. Esto es porque si se pone en

vigor una rigurosa política de conservación habrá menos recurso para distribuir
entre los pescadores del presente y, probablemente, más entre los pescadores

del futuro. Además, se ha demostrado que es difícil y sumamente costoso iograr
la conservación de recursos de pesca sin asignarlos.r0 Esto es especialmente en

situaciones donde hay gran intensidad de pesca. Efectivamente, ei tema de la
asignación se dirige a la distribución en corto plazo y el tema de la conservación
se dirige a la distribución en largo plazo.

En cuanto al manejo de los "straddling stocks" también hay un enlace
íntimo entre el tema de la asignación y el tema de la conservación. Si por ejemplo
se efectúa una rigurosa politica de conservación en la región de alta mar en
cuestión, es bien posible que habrá mas recurso pesquero disponible en la zona
económica exclusiva y vice versa. Estos efectos hacen que la materia de los
"straddling stocks" es de un orden político altamente sensitivo. En fin, se trata
de qué estado recibirá los beneficios de recursos pesqueros que se encuentran
en alta mar, pero en los cuales el estado costero tiene ciertos derechos que han
sido reconocidos por la comunidad internacional, por e.jemplo en los articulos 63
(2) y I l6 de la Conyención de Jamarca.

r'lspecia¡ñente los documenlos FAO, Srpra nota 4 y FAO. "lnternal¡onal Fisheries
Bodies: Considerations for High Seas Manag€menl". Technical Consultation an High Sea Ftshing,
Roma, 7 l5 S€ptiembre. 1992, Doc. Irl/llsF/92l6, Mayo 1992

lu Francis T. Chtisly lr, Alternat¡\'e Atrungeñents lot Mutine Fisheries: An Oyeryie*.
Resources f;or ¡he Future, Inc., 1973, esp. pp. l6-19; Koers, Supru, nota 9, pp 63-69;'.Limited
Enlry", Capítulo 2, ceir U¡fsrein et al.(eds.), ^f"p¡¿ nora ll. pp.86-137.
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I. ASIGNACIÓN

Con la extensión de lajurisdicción del estado costero a 200 millas marinas
ia asignación de los recursos pesqueros se alteró en favor del estado coste¡o.
Los estados costeros son los que poseen títulos para recibir los beneficios de la
pesca en su zona económica exclusiva. Estos beneficios se pueden materializa¡
por medio de la pesca por buques del estado coslero o po¡ medio de derechos de
lice¡cia u otros beneficios pagados por estados extranjeros. El estado costero
es ei que está autorizado a asignar los recu¡sos de pesca en la zoua econamtca
exclusiva.2l

En lo que quedó de la alta mar la libertad de pesca se mantuvo., Esto
significa que el que logra capturar Ios peces recibe los beneficios. La asignación
se realiza a base de captura o a base de acuerdos voluntarios entre estados de
bandera. Estos acuerdos tienen un elemento voluntario porque el derecho inter_
nacronal no obliga a un estado de bandera aplicar medidas para el manejo de la
pesca a sus barcos si este estado no ha aprobado las medidas en cuestión.rr La
pregunta que necesita contestación es cómo, con el aumento de la pesca, ef'ec_
tuar una equitativa y efectiva distribución de los ¡ecursos en alta ma¡. Como
demostraré más adelante las obligaciones contenidas en la Convención de Ja-
maica no están suficicntemente desarroliadas para contestar esta pregunta.

En cuanto a la asignación de los "straddling stocks" surgió un conflicto
entre la juisdicción del estado costero y el régimen de la libertad de pesca. La
pregunta que se debe contestar es ¿quién tiene la autoridad de distribujr estos
recursos? Como demostraré mas adelante también en este caso las obl¡gacrones
contenidas en la Convención de Jamaica requieren desarrollo.

2, CONSERVACION

Con la extensión de lajurisdicción del estado costero a 200 millas marrnas
tambiin se efectuó un camt'¡io en ia entidad responsable para ia conservación del
recurso pesquero. En lo que era alta mar y vino a ser zona económica exclusiva.

ArliLulo ó2. Con\eo(ión de Jamaic¿

} Articulo 87(l)(e). Convención de Jamaica.

:r Appelbaum, Supra nota l, p 304: Koers, Supra nota 9. pp. t24,125.
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la responsabilidad para la conservación se trasladó de estados de bandera a

estados costeros.za Estos últimos tienen la responsabilidad de asegurar que los

recu¡sos de pesca en su zona económica exclusiva sean preservados para los

pesqueros de mañana y para futuras generaciones. Aunque el estado costero,

en principio, tiene a su disposición los instrumentos para asegurar la conserva-

ción del recurso pesquero en la zona económica exclusiva, como mencioné an-

tes, se ha demostrado que la extensión de jurisdicción del estado costero no es

garantía para que un adecuado régimen de conservación sea ejecutado.'?5

En lo que queda de la alta mar la conseryación es responsabilidad de los
estados de bandera y, en caso que haya varios estados que participan en la
pesca, se efectúa a base de acuerdos que tienen un elemento voluntario.'?6 La
pregunta que requie¡e contestación en este caso es cómo se puede asegurar la
conservación de los recursos pesqueros en alta mar. Aunque la Convención de
Jamaica contesta esta pregunta, ias pertinentes obligaciones requieren desarro-
llo adicional para su efectiva implementación.

En cuanto a la conservación de los "straddling stocks" su¡ge el conflicto
entre la jurisdicción del estado cost€ro y la libertad de pesca en aha mar. La
pregunta que ¡equiere contestación en este caso es quién tiene la auloridad de

decidir acerca del ¡égimen de conservación aplicable a estos recursos. También
en este caso la Convención de Jamaica contesta la pregunta, pero igualmente las
peninentes obligaciones requieren desarrollo adicional para su efectiva
implementación.

En resumen, el problema que afronta la comunidad internacional es cómo
elaborar un régimen para la pesca en alta mar, incluso los "straddling stocks"
que efectúe una equitativa distribución de los recursos pesqueros hoy y maña-
na y tome €n cuenta los derechos del eslado costero en la zona económica
exclusiya. Como concluyó la FAO, es esencial que los mecanismos adoptados
sean aceptables para los estados costeros y para los estados de bandera y que
sean percibidos como siendo equitativos pala ambas partes.2l

:'Aticulo 61. Convencton de Jamaica.

" Sup t tora 12.

ró 

^rticulos 
I t7 y I ¡8. Converción de jamaica Por el elemento voluntario que tlenc esle

lipo de coopgtación .r'er S¡.¡pl¿r nota 23.

rl FAO, "lnternational l'isheries Bodies: Considorations for High Seas Managemena,.
Techn¡cal Consullation on HiBh Seas ¡¡,triag, Rom¡ 7-15 Septicmbre 1992, Doc.FI/ SF/TC/
9218, Mayo 1992, para 60.
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3. LA CONryENCIÓN DE JAMAICA

Los regimenes de Pesca contenidos en la Convención de Jamaica para la

zona económica exclusiva y la alta mar encuentran su base en dos sostenes El
primer sostén es el interés en obtener los máximos beneficios del recurso que

tienen el estado costero y el estado de bandera, respectivamente en la zona

económica exclusiva y la alta mar. El segundo sostén es ei interés que tiene la

comunidad internacional en la conservación y la óptima utilización del recu¡-

s o.2r

Como vimos con lo anterior, en la zona económica exclusiva el estado costero

obtiene beneficios de la pesca por medio de sus buques que pescan el recurso o

por medio de la autorización a buques ajenos a participar en la pesca a cambio de

derechos de licencia u otros beneficios. En alta mar los beneficios de la pesca se

obtienen por medio de la participación en la pesca. El ot¡o sostén, la protección

de ios intereses de la comunidad internacional en conse¡vacióny óptima uliliza-
ción del ¡ecurso. no tiene a su disposición inslrumentos que sean igualmente

efectivos. En la zona económica exclusiva es el estado costero quien tiene la

obligación de asegurar la protección de estos intereses y en la alta mar el eslado

de bandera. Esto significa que ambos estados, el estado costero y el estado de

bandera, se pueden ver confrontados con un conflicto de intereses: por un lado

obtener por sí mismo el máximo posible de beneficios hoy y por otro lado asegu-

rar la conservación y la óptima utilización del recurso para )as generaciones del

pres€nte y del futuro. La noción de desarrollo sostenible de rccursos naturales,

aceptada por la comunidad internacional, implica que se necesitan desarroiiar
mecanismos que asegu¡en la conservación y óptima utilización del recurso de

De sca.

I, STRADDLING STOCKS

En cuanto a los "straddling stocks" el articulo 63 (2) de la Convención dc

Jamaica señata el régimenjuridico aplicable." El párrafo 2 del articulo 63 tiene

aplicación solamenta a la zona de alta mar donde se encuentra el "straddling

stock" y no a la zona de jurisdicción def estado costero dondc se encuentra ia

1* Lllen Hey, The Ret¡ne lor the Frplo¡tat¡an ofTtotsboundtlry Mari112 ] ¡.the, tes 1l¿sDure!.
| 989. DD. 4S-51 .

:' 1¡id. DD. 53 -5?.
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misma población. El párrafo da al €stado costero el derecho de participar en las

decisiones tomadas acerca de la conservación del recurso en la zona de alta mar.

Normalmente, en alta mar, los estados tienen el derecho de participar en estas

decisiones a base del hecho que están participando en la pesca en alta mar. El
derecho del estado costero, a base del articulo ó3 (2), no depende de su pafiici-
pación en la pesca €n alta mar. Su derecho a participar en estas decisiones en-
cuentra su base en los derechos de pesca que tiene el estado costero en su zona
económica exclusiva. En efecto este articulo permite una limitada extensión fun-
cional de la jurisdícción del cstado costero en cuanto a la conservación. La
extensión dejurisdicción del estado costero es limitada porque las decisiones de

conservación no son tonladas por el estado coste¡o solo sino por el estado
costero en cooperación con los estados de bandera que pescan en la zona de

altamar.

El articulo 63(2) requiere que el estado costero y los estados que están
pescando el recurso en alta mar traten de acordar medidas para la conservación
del recurso en la zona de alta ma¡. Esta obligación generalmente es comprendida
como una obligación de esfuerzo y no de resultado.ro Lo que significa que si los
estados en cuestión han t¡atado, de buena fe, de negociar un acuerdo y esto no
se logró la obligación del articulo 63(2) ha sido cumplida. En la situación donde
Ias negociaciones son inconclusas y medidas de conservación no son adopta-
das, la pregunta surge cuál es el régimen de conservación aplicable al "straddling
stock" en Ia zona de alta mar. El articulo 63(2) no responde directamente a esta
pregunta. Varias interpretaciones han sido presentadas: una de ellas propone
que las medidas de conservación que el estado costero prepone sean indirecta-
mente o directamefte aplicablesrr otra, a base del articulo J l6(b), propone que
los estados de bandera deben tomar en cuenta los inter€ses del estado costero
durante sus actividades de pesca.r'?Ninguna de €stas proposiciones, en la prac-
tica de la pcsca es satisfactoria. La primera rcsu lta en la extensión de la jurisdic-
ción del estado costero y la segunda no protege los derechos del estado costero.
Esta situación, en parte, es el resultado de que la obligación de cooperar para

tomar medidas de conservación no fue explicitado en el arriculo 63(2) y de que el
articulo ó3(2) no requiere la asignación del recursq entre los participantes €n la

r{rt.agoni,.Srp¡¿r nora 4, p. 2l; Kw¡atkowsk¿. Jiprd nota ló, p. 169

'i Appe lbaum, ,S¡./p¡, nola I, pp. 302-303, Orrego Vicuña. Jrpr'¿¡ nota I, p. 88.

t¿ Lagoni, S¡rp¡d flota ,1, pp. lt-21.
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pesca. Estas obligaciones no fueron incluidas en la Convención de Jamaica por-
que la mayoría de los estados percibia que estos eran contrarios a la libe¡tad de

pesca y especialmente al libre acceso. Mas adelante demostra¡é que estas obli-
gaciones están implicadas en el articulo 63(2).

2. LA PESCA EN ALTA MAR

El régimen aplicable a la pesca en alta mar se encuentra en los artículos I l6
hasta I l9 de la Convención de Jamaica.I El elemento mas impo ante de cstos

a¡tículos es la libertad de pesca. Esto significa que todos los estados tienen el

derecho, por buques de su nacionalidad, de pescar en alta mar. Tradicionalmente
este derecho estaba asociado con la libertad de acceso. la cual era limitada sola-
mente po¡ Ia obligación de respetar el derecho de la libertad de pesca de otros

estados. La Convención de Jamaica altera esta tradición y añade dos otras con-
diciones. Estas dos cqndiciones son: l) la obligación de asegurar la conserva-
ción del recu¡so de pesca, si es necesario en cooperación con otros estados de

bandera; y 2) la obligación de respetar los de¡echos del estado costero. Es inr-
portante destacar que esta ultima condición, en cuanto a los "straddling stocks"
está elaborada solamente en el articulo 63(2) de la Convención de Jamaica.r¡

El régimen de pesca de alta mar requiere que cada estado de bandera totne
las medidas necesarias para la conservación de los recursos de pesca en alta

mar.rt En el caso que más de un estado esté participando en la pesca en una

determinada región o en la pesca de la misma especie, los cstados de bandera

tienen la obligación de cooperar en cuanto a la conservación y el manejo dc los

recursos. Otra vez vemos, en el articulo I 18. que la obligación es. en prrncipro-

una de esfuerzo. cn cstc caso de entrar en negociaciones con el objetivo de

Lo¡na¡ mcdidas ncccsarias para la conservación. El objetivo de estas medidas, a

base del articulo I19, es mantener las poblaciones del recurso de pesca alnivel
que pueda producir el rendimiento zrixin ¡lm sostenible ("max¡mun susta¡ndble
yield") . En este caso surge la pregunta cuales son las medidas de conscrYac ion
que se aplican si las negociaciones no tienen éxito. La Convención de Jamaica

no responde esta pregunta. Además surge la pregunta como efectuar la asigna-

rr Hey, ,lapra nota 28, pp. 50-51.

1' Para olros 1ipo5 dc rccursos pcsqu€ros es{a condic¡i)n €sLá elaborada cn los anícuios 64
(cspccies altamente mig¡ato¡ias), ó5 (mamiGros ac$áticos). arl;culo ó6 (poblaciones anadrdna\)
y a(iculo 67 (cspccies catadromas). Por nlas información vcr llcy. Sr¡rra 

'rota 
28. pp ,5?-70
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ción equitativa del recurso. La Convención de Jamaica tampoco resuelve esta

cuestión. En cuanto al alta mar, la Convención de Jamaica no se dirige directa-

mente al problema de la asignación de los recursos de pesca ni a la situación

donde no se han tomado medidas de conservación porque la mayoría de los

estados percibieron tales obligaciones como siendo contrarias al principio de la

libertad de pesca.

Mi conclusión después de haber examinado los pertinentes artículos de la

Convención de Jamaica es que éslos no contienen las salvaguardias necesarlas

para asegurar el uso sostenible de los recursos pesqueros de la alta mar, incluso

los "straddling stocks". Igualmente, y esto es importante, la Convención de

Jamaica no impide el desarrollo de soluciones a estos problemas. La extensiÓn

de lajurisdicción del estado costero, en mi opinión, no es una solución adecua-

da. Lo que se debería desarrollar es un régimen que mantenga el derecho de

acceso a los recursos de pesca de alta mar para todos los estados pero, que a la

vez frje las condiciones que la Convención de Jamaica impone a este derecho.

4, PROPOSICIONES PARA FIJARLAS CONDICIONESQUE IMPONE LA
CONVENCIÓN DE JAMAICAA LA LIBERTAD DE PESCA EN CUANTO A
LOS "STRADDLING STOCKS"

Como he discutido en otra ocasión,r6 en mi opinión, el artículo 63(2) indi-
rectamente establece una obligación de cooperar. Esto porque el artículo 63(2)

contiene una obligación de debida diligencia ("due diligence") para los estados

de bandera en favor del estado costero. La obligación de debida diligencia a su

vez implica que si los objetivos de la obligación (en caso del articulo 63(2) la

curservación del r ecurso pesquero) no se pueden realizar sin cooperación entre

los estados en cuestión, hay obligación de cooperar y no solamente una obliga-

ción de conducir negociaciones en buena fe. Como se ha demostrado la conser-

vación de los "straddling stocks" no se puede realizar s¡n cooperación entre

todos los estados que están participando en la pesca. Además, el articulo 63(2)

tiene como punto de partida que la pesca en alta rnar tendrá un efecto sobre los

der€chos que tiene cl estado costero en los "straddling stocks". Lo que. en mi

'5 Articulo I l?, Contcn(ión de Jamaic¿

rd lley, Srp¡d not¡ 28, P. 81.
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opinión, significa que, en el caso donde no se ha logrado tomar decisiones para

el manejo del "straddling stock" es a cargo del estado de bandera probar que sus

actividades de pesca no tienen efectos negativos sobre los derechos e intereses

del estado costero. Si este cargo no se cumple a satisfacciÓn del estado costero,

y últimamente ante un órgano para el ajuste de conflictos y si el estado dc

bandera aun rechaza cooperación, el órgano para el ajuste de conflictos deberia

tener la posibilidad de negar al estado de bandera en cuestión el acceso a la

pesca por el "straddling stock". Estos principios deberían ser incorporados en

mecanismos regionales para el manejo de ios "straddling stocks", con el objeti-

vo de proteger el legitimo interés que tiene el estado costero en estas especies

Además de lo anterior, la esencia de los mecanismos que se deberian desa-

rrollar para el manejo de la pesca de los "straddling stocks" debería ser la si-

guiente: l) estos mecanismos deberían dirigirse a la asignación y la co¡rserva-

ción de los recursos de pesca;2) los mecanismos deberían resulta¡ en decisio-

nes que sean oblig¿torias para todos los estados que pa¡ticipan en ta pesca el el

ámbito de alta mar de un "straddling stock"; y 3) en el caso que estados de

bandera y el estado costero, no logren ponerse de acuerdo sobre las medidas

necesarias, el recurso a un tercer órgano debería ser obligatorio. Además, últi-
mamente estos mecanismos deberían excluir de la pesca a estados de bande¡a

que no esián dispuestos a cooperar de buena f-e hacia la efectiYa asignación 1' la

conservación del recurso. Este tipo de mecanismo se debería desarrollar espe-

cialmente al nivel regional. De esta manera se podrían lograr las condiciones qur.'

intpone la Convención dc Jamaica al derecho de todos los esfados a participar en

la pesca de alta mar.

Estas proposicioncs, aunque no prescritas por la Convención de Jamaica,

están en conformidad con el régimen de pesca contenido en esta Convcnción, i
están implicadas por los ob]etivos de los artículos 63 y | 1 6 hasta I 19. En priner
lugar, se ha demostrado que la conservación de los recursos de pesca, en casos

de gran intensidad de pesca, no se puede realizar sin asignar el recurso entre los

que participan en la pesca.r? En segundo Jugar, las decisio¡rcs tomadas no scrian

efectivas si no son aplicables a todos los participantes en la pesca en cues-

tión.13 Las dos primeras proposiciones así no son mas quc una manera cfectiva

rr Srp/¿ nota 20.

'* Srrpra nota 23
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para realizar la obligación en cuanto a la conservación contenida en la Conven-

ción de Jamaica.

La implementación de la tercera proposición tambiéo facilitaria laconserva-

ción del recurso. Esto porque ella establecería un mecanismo que aseguraria que

medidas de asignación y conservación son adoptadas e implementadas. Ade-

más este mecanismo resulta¡ía en que el interés que liene la comunidad Interna-

cional en la conservación y la óptima utilización de los recursos de pesca reciban

protección. Quiero aclarar que con Ia referencia a un tercer órgano, no me €stoy

refiriendo solamente a un órgano Para el ajuste de conflictos, sino en primer

plazo a órganos técnicos, especializados en materia de pesca. Estos órganos

podrían hacer misiones de investigación ("fact finding") y conciliación. Como

Sand ha demostrado, este tipo de órgano ha sido efectivo en la prevención de

conflictos en cuanto a la protección del medio-ambiente.r' Si los esfue¡zos de u¡
tercer órgano técnico no resultan en la resolución del problema, como último

remedio, recurso a un órgano para el ajuste de conflictos (corte o arbitraje/

internacional o regional) debería ser obligatorio, a demanda de uno de los esta-

dos envuetto en el conflicto. Últimamente el remedio de la negación del derecho

de acceso a la pesca de alta mar debería estar a disposición de este tipo de

órgano.

5. LA CONFERENCIA DE PESCA DE LASNACIONES TJNIDAS

La primera sesión de Ia Conferencia de Pesca de las Naciones Unidas se

celebró en Nueva York desde el l2 hasta el 30 dcjulio de I993. En €sta Conferen-

cia se discutió el régimen para el manejo de los "straddling stocks" y especies

altamente migratorias. El resultado de la cont'erencia es un texto d€ negociación

del presidente de la Conferencia, el l)r. Nandan.a0 Flste texto fue preparado por el

presidente a base de las discusiones durante la primera sesión v iuncionará
como base para futuras negoc¡aciones. l,a próxima sesión de la Conferencia

probablemente tendrá lugar en la primavera de 1994.

1r Pet€r Sand, Lessans Leaned in Global Enviranncntal Goternance,l990, pp. Jl-34

¡r'Negotiating Tcxt, ¡reparcd hy the Chairmen, {lnited Natior's Conlercnr:e o¡ S¡roddl'¡g
Fish Srocks und Highll, Misrutory lith Stocks. Nucva York 12-30 Julb 1991, Doc A/Conil6.1/
13. 19 Julio 1993 (Texto dc ncgociación). Lstc 1exlo está reproducido en23 Env¡tanDrcntat
Policv and Lav 1993. pp. 281-287. Por mas información rc. "Thc l'irs! Sl€ps lo a CoDyention

on Fish Stocks? . 23 Ew¡rcnnental Po¡¡cr an¿ La* 1991. pp. 238-210.
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El texto de negociación trata los reglmenes para la pesca de "straddling
stocks" y especies altamente migratorias en su totalidad y consta de once capi-
tulos y dos anexos. Los capítulos tratan lo siguiente: I ) La naturaleza de medidas
para la conservación y el manejo de la pesca que deben ser establecidas median-
te cooperación; 2) mecanismos para cooperación internacional; 3) órganos re,
gionales u otros arreglos para el manejo de la pesca; 4) la responsabilidad del
€stado de bandera; 5) conformación y ejecución de medidas para la conserva-
ción y el manejo de la pesca en alta mar; 6) estados de puerto; ?) estados no-
participantes en un órgano u otro arÍeglo sub-regional o regional; 8) ajuste dc
conflictos; 9) compatibilidad y coherencia entre medidas nacionales e rnteÍna-
cionales para la conservación de la misma población; l0) requerimientos espe-
ciales de estados en desarrollo; y I I ) revis ión de la imp lem entac ión de las ned i-
das para la conservación y el manejo. Los anexos tratan: 1) los mínimos datos
requeridos para la conservación y el manejo d€ los "straddl¡ng stocks" y las
especies ahamente migratorias; y 2) arbitraje. El texto de negociación no destaca
entre el régimen para la pesca de los "straddling stocks" y para la pesca dc
especies altamente migratorias, lodos los párrafos son aplicables a ambos tipos
de pesca. El texto indica que es igualmente aplicable a estados y a la Comunidad
Europea.ar El statusjuridico que tendrá el texto ñnal no esta explicitado, la Con-
ferencia decidió primeramente tratar los aspectos substantivos y después la
forma.a'z No obstante esta decisión hay que admitir que el texto de negociación
tr€ne aspectos que solamente se podrían efectuar por medio de una convellcion.
Un ejemplo son las párrafos que tratan el ajuste de confiictos.

En lo que sigue me concentraré en analizar cómo el texto de negociacron
propone solucionar los problemas que han surgido con el presente régimen dc
pesca para los "straddling stocks". En concreto analizaré los siguientes temasl
la obligación de cooperar y la forma de cooperación; la extensión material de¡
régimen; la extensión geográfica del rég¡men; la extensión personal del regimen;
v la función de terceros órcanos.

{r Ver nota I dcl rexto de negociación.

t: Argcn¡ina, Canadá, Chile, Islandia y Nueva Z€landia someticron a la Contcre¡oia un
proyecto de convención, Draft Convenl¡on on th€ Conscrvation and Management of Straddling
Irish Slocks orf the tligh Seas, Un¡ted Na!¡ons Conlercnce on Srrcdrlling Ftlh Stocks and ll¡shr:
l4igratory F¡sh.tro.,{r. NJcya Yor[, l2-30 Julio 199i. Doc. A,/aon i/l ó4,iL. I I, 14 Jülio l¡).]1.
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I. LAOBLIGACIóN DE COOPERARY LA FORMA DECOOPERACIÓN

La obligación de cooperar está explicitada en el texto de negociación en

términos obligatorios. El párrafo 4 estipula que:

"Coastal States and States fishing on the high seas sáal/ cooperale fo

ensure long-term sustainability of straddling fish stocks and highly migratory

fish stocks on the high seas" (énfasis por la autora).

Esto significa que la obligación de esfuerzo contenida en el articulo 63(2)

de la Convención de Jamaica seria transformada en una obligación de coopera-

ción y que la obligación de cooperación ya no se necesita¡ía derivar de manera

indirecta, por medio de la obligación de debida diligencia.

Los párrafos 6 y 14 también contienen referencia a la obligación de coope-

rar, en estos casos a la forma de cooperación. En estos párrafos vemos una falta

de términos obligatorios. Ambos párrafos indican una preferencia por coopera-

ción mediante organizaciones u otros arreglos institucionalizados pero no pres-

criben esta forma de cooperación. El párrafo 6 estipula que:

"Coastal States and States fishing on the high seas sftal/, in accordance

with the Conventio\ pursue cooperot¡on in relation to straddling fish stocks

and highly migratory fish stocks bilaterally and/or multilatcrally through regio-
na1 fisheries management organ¡zations or consultative arrangements taking into

account the specific charact€ristics ofthe region and subregion. Consultations

shall be initiated on the request of any interested State" (énfasis por la autora).

El pánafo l4 estipula lo siguiente:

"Where no subregional or regional fisheries management organization
or arrangen'lent exists to establish conservat¡on and management measu¡es for
particular straddl¡ng fish stock(s) or highly migratory fish stock(s), States .!¡.rrl¿/
entet into agreements or arrangements to ensure effective conservation and

management of the stock(s) in question" (énfasis por la autora).

Si el objetiyo hubiese sido de incluir términos obligatorios las palabras

"shall pursue coop€ration" y "should enter" deberian s€r substituidos respecti-

vamente por"shall cooperate" y "shallentei'. No obstante lo anterior. elpárrafo
9 aclara que si hay un organización ¡egional o sub-r€gional con competencia
para la conservación y el manejo de "straddling stocks" los estados de bandera
y el estado costero.
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"... shall giye effect to their duty to cooperate by participating en the

work ofthat regional organization or arrangement, ..." (énfasis por la autora).

En cuanto los estados que podrán ser miembros de una organización de

pesca el párrafo I0 aclara que cada estado que tiene un interés en la(s)
población(es) en cuestión podrá participar en tal organización.

En eljuzgamiento del texto de negociación en cuanto a la forma de coope-
ración requerida, también es importante tomar en cuenta que el texto de negocia-
ción hace ¡eferencia a los resultados que deberla tener Ia cooperación. Los pá-

rrafos 4, 5, 15, I 8 y 20 contienen detalladas reglas acerca de las medidas y otros
asuntos acerca de los cuales los estados tendrán que cooperar. Estas reglas
tratan Ia asignación y conservación del recurso pero también. por ejemplo, los

efectos para el medio ambiente, los requerimientos de estados en desarrollo, Ia

cooperación cientÍfica, el inte¡cambio de información, ejecución y el ajuste de

conflictos. Parece imposible satisfacer estas obligaciones sin cooperac¡ón
institucionalizada.

Lo anterior significa que el texto de negociación explicita que hay obliga-
ción de cooperar, y no solamcnte una obligación de conducir negociaciones de

buena fe. Aunque la forma en la cual se efectuará Ia cooperación no está prescri-
ta en el texto de negociación, el texto indica una preferencia por la cooperación
institucionalizada. Además, el hecho que los resultados de ia cooperación están

explicitados en el texto resultaría en una mayor aclaración del tipo de rdgimen
que se deberia establecer para el manejo de los "straddling stock". Fisto signifi-
caría un avance importante comparado al articulo 63(2) de la Convención de

Jamaica. Este articulo se refiere a la obligación de cooperar de mancra indifecta )-.

aunque también indica una preferencia por formas de cooperación instilucion¿-
lizadas, no estipula las medidas ni los asuntos accrca de las cuales se debcria
cooperar.

2 LA EXTEASIÓ,\ MATERIAL DEL RÉGIMEN PROTUESTO

El objetivo de la coopcración requerida por el texto de negociación cs dc

promover la óptima utilización y asegurar la sostenibilidad de las poblaciones. El

texto de negociación aclara que para obtener estc objetivo se pueden tomar

medidas para la asignación y la conservación dei recurso pesquero, el texto no

prescribe la asignación del recurso. El párrafo 4(b), por e.iemplo, est¡pula que los

estados adoptarán
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"... conse¡vation and management measures which mdy include, ¡nfer

a/¡a: (i) total allowable catches and quotas; ( ii) limits to fishing effort; ..." (énf'a-

sis por la autora).

Igualmente el párrafo l8(a) estipula que los estados se pondrán de acuerdo

"... as appropriate, on allocations ofquota and effort limits;" (énfasis

por Ia autora).

Por un lado, comparado con la Convención de Jamaica, estas obligaciones
significan un avance significativo. Esto es porque aclaran que la asignación del

los "straddling stocks" en su ámbito de alta mar no es contrario a la libe¡tad de

pesca. Por otro lado, estas obligaciones podrían ser aclaradas si fuese explicitado
que, en situaciones de gran intensidad de pesca cs necesario asignar el recurso.
Asi seria aclarado el significado del término "as appropriate" en el párrafo l8(a).
La p¡esente formulación del párrafo l8(a) deja bastante discreción a los estados

en cuestión.

En cuanto a la conservación del recu¡so €s interesant€ qu€, además de
tradicionales métodos de conservación como lo son limit€s de tamaño. restric-
ciones en cuanto a las artes de pesca usadas y zonas y tiempos de veda.or el

concepto de la precaución ("precautionary approach")1r está incorporado en el
texto de negociación. El párrafo 5 estipula que:

"ln orde¡ to protect the environment and the Iivíng marine resources,
the precautionary approach shall be applied widely by States to fisheries
management and exploitation,..."

Los siguientes sub-párrafos indican cómo se debería aplicar este concepto
a la pesca y proveen, entrc otros. que:

"The absence of adequate scientific infbrmation shali not be used as

the reason fbr failing to take strict measures to protect the resourcc;".'

{r Párafo 4(b), texto de negociac¡ón.

" Por mas inlbrmación sobrc €l conc€pto de precaución vcr: David Frecstonc, "Thc
Precaut;onary Pri¡ciple . R R Chrrchill and D¿vid Frecslonc (u|s l. lnternational lav and
Clobal Clinate Change. l99l pp. 2l-39; Ell€n tlcy, "Thc Prccautiona¡y Concepr in tnr€rnationat
F)nvifonmcntal Policy and La$,: Institutionalizing Caution", 4 Georyetoyn lntenaton.tl
Dnvircnnental Law Reyiex¡ 1992. pp 303-318

{' Pé¡rafo 5(b), texto de negociac¡ón.
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"Use of the precautionary approach shall include all appropriate
techniques, wher€ necessary, the application of moratoria;"{6

Esto significaria el reconocimiento, para lo menos para los "straddling
stocks" y las especies altamente migratorias, que la pesca, como otras activida-
des puede tener efectos negativos para el eco-sistema del mar y que la reglarnen-
tación de la p€sca no debe¡ía tener como único objetivo la conservación de los

recursos con valor económico. Además, así se extiende a la pesca el reconoci-
miento que la información cientifica no siempre presenta uoa adecuada base

para la reglamentación de act¡vidades humanas en el medio ambiente.

3, LA EXTENSIÓN GEOCRÁFICA DEL RÉCINíEN PROPUESTO

La extensión geográfica del régimen para los "straddling stocks", a base

del párrafo 4 se extendería solamente a la zona de alta ma¡.4? Aunque los párrafos
47 y 48 previenen que el estado costero y estados de bandera tienen la obliga-
ción de establecer medidas que sean compatibles, coherentes y coordinadas
para la conservación y el manejo de los "straddliog stocks" en su totalidad, Ios
párrafos 49 hasta 5l aclaran que, del punto de vistajuridico, habrá dos regime-
nes uno en el ámbito dejurisdicción nacional y otro €n el ámbito de alta mar. No
obstante esta constatación, €stos párrafos establecen la necesidad de estable-
cer un enlace entre los dos regímenes. Así el párrafo 49 aclara los objetivos que

tendrá que tenet el régimen en alta mar para proteger los legitimos intereses del

estado costero.as El párrafo 50 requiere que, si se han lomado decisiones más

severas para la conservación y el manejo del recüso en el ámbito de alta mar. el

estado costero aplicará, a bas€ voluntaria, medidas igualmente efectivas. En el

'" Párrafo 5(c). tcxto de negociación.

¡7 Para €l texlo del párrafo 4 ver sección 5.1. .t¡rpl¿r

¡r Los objetivos expresados en el párrafo 49 son ¡os siguic¡les: ascgurar quc las merli<las
tomada5 no lransfieran una desproporcionada ca¡ga p¡¡a efectuaa la conservación a Ios cslados
costeros; asegura¡ quc las medidas tomadas no resulten en daños desproporcionales para los
recursos dentro dc la zona de jurisdicción del estado costero; as€gurar que las medidas tomadas
para el ámbito de alta mar ño sean menot sevcros qúe las medidas lomadas para las zonas de
jurisdicción nacional en cuanto a la misma población; y que al lomar Íiedidas para el ámbiio dc
alta nrar sc loma¡án c¡r cuenta los intereses del estado coslero, las medidas propuestas por el
cstado costero, la rolativa dependencia de los estadoi costcros y otros eslados de la pesca en

cuo$ión, el impacto de la pesca en alia mar sob¡e lo: recursos cn 1a ¿ona de jürisdlccióñ del estado

costero y l¡5 parlicularidades de la región
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mismo espíritu, el párrafo 5l estipula que, si estados de bandera y estados

costeros no han logrado concordar en las medidas necesarias, a base provisio-

nal y voluntaria, los estados de bandera aplicarán medidas para la conservación

y el manejo de Ia pesca en el ámbito de alta mar que sean igualmente efectivas

que las medidas que se están aplicando en Ia zona de jurisdicción nacional

Aunque estos párrafos mantienen una división entre el régimen juridico para los

dos ámbitos de un "straddling s tock" y deian a los estados una gran discreción'

por lo menos aclaran no solamente que hay necesidad de coordinación sino

también los objetivos q|¡e tendrá que tener esta coordinación.

4. LA EXTENSIÓN PERSONAL DEL RÉGIMEN PROPI.JESTO

El texto de negociación aclara que las decisiones tomadas mediante la co'

operación de estados costeros y estados de bandera deberían ser aplicadas por

todos los participantes en la pesca en la zona de alta mar, incluso los estados de

bandera que no han participado en las negociaciones. Esto por medio de, por

ejemplo, los párrafos 12 y 35 los cuales respectivamente estipulan que:

"Only those States that participate in the work of a regional fisheries
managem€nl organization or aÍangement, or that othe¡wise cooperate with the

appficable conservation and management measures. should have access to the

regulatcd fishery."

"Vessels flying the flag of a State not cooperating with a competent
regional fisheries organization or arrangement sl?oald not fish contrary to the

terms of the conservation and management re gime established by that
organ ization or arrangement and a non-party sy'roald not issue a licence or pcrm it
to its vessels allowing fishing within the resulatorv area."

Estos párrafbs como el párrafb I3,{e establecen un enlacc íntimo entre el

acceso a la pesca y la obligación de cooperar. No obstante tenemos que hjar que

ninguno de estos párrafos niega en términos obligatorios el derecho al acceso a

la pesca de un "slraddling stock" en su ámbito de alta mar al estadq de bandera
que no coopera.

i'El páÍafo ¡3 estipula qsej

"Ner, members of a regional fisher¡es managemcnl organization or partics 10 an
arrargemenl shqll gene,"dit be eDtitl€d to accrue bcnefits €n exchangc lbr thc obligations thcy
ur'dertake. This shall ¡n.lud. €quiialli. alloc¡ti(r) úi DarticiDal('ry ritsbti ..."
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Por un lado, lo dicho significa que, desde el punto de vistajurídico, el texto
de negociación no niega en términos obligatorios el derecho de acceso a esta-

dos de bandera que no cooperan con estados costeros en la conservación y el

manejo de los "straddling stocks". Por otro lado, el texto formula de manera
bastante clara la presunción que el barco que esté pescando y que tiene la
bande¡a de urt estado que no participa en la cooperación está afectando de

manera negativa los derechos y intereses de otros estados, y especialmente los
derechos e intereses del estado costero. Además, varios otros párrafos en el

texto tien€n como objetivo asegurar la prevención de la participación en la pesca

de estados de bandera que no cooperan en atener la conservación y el manejo de

las "straddling stocks". Algunos ejenplos de tales párrafos son los siguientes.
El párrafo 18(i) el cual estipula que los estados que paficipen en organizaciones
regionales u otros arreglos para el manejo de la pesca

"shall ... (i) Agree on measures to deter non-parties from undermining
the effectiveness of conservation and management measures established by the
organization or arrangement in a manner consistent with international law";50

El párrafo 22, el crtal contiene Ias responsabilidades de los estados de

bandera y requiere que el estado de bandera aplique las medidas para la conser-
vación y el manejo de la pesca tomadas por organizaciones internac ionales. Ill
pfurcfo 22 también explioita la manera en la cual los estados de bandera tienen
que cumplir con esta obligación. Los estados de bandera, por ejemplo, deberian
adoptar legislación que prohiba la pesca en alta mar sin licencia, deberían
ímplementar las cuotas y otras medidas de control tomadas por órganos sub-

regionales o regionales, y deberian mant€ner registros dc sus barcos de pesca.

Varios párrafos del texto dc negociación se refieren a mecanismos de insp<cr ion

quc dcbcrían ser adoptados por las organrzrciones sub regicn¡lcs o rccionalc:;
y con las cualcs debe cooperar el estado de bandera.! Adcmás, los párrafbs 30 a
32 que dan a estados que han establecido un registro de barcos que están auto-
rizados a pescar en la región, el poder de investigar, y en ciertos casos dctener.

barcos que no están registrados. Por ultimo, son important€s las obligaciones
del estado de puerto contenidos en los párrafos 33 y 34. E,stos párrafos dan al

estado de puerto el poder de investiga¡, y en ciertas c¡rcunstancias, detener

barcos de pesca que han entrado a su puerto.

5r Ver úmbién el párratb 38 que tiene un texto similar

'r Fjcmplo: \on lo\ tarr.rlu\ 221h1 " :q
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En conclusión el texto de negociación aclara que los estados de bandera

deberían aplicar Ias medidas tomadas por organizaciones sub-regionales o re-

gionales y da a los estados costeros ciertas posibilidades para aplicar estas

medidas pero no niega explícitamente el derecho al acceso a la pesca a los esta-

dos de bandera que no cumplen con esta obligación. El efecto de estas previsio-

nes seria que cada barco que esté pescando y que lleve la bandera de un estado

que no participa en la cooperacíón está pescando en contra de lo acordado.
Seria a cargo del estado de bandera probar que éste no es el caso. Esto seria un

avance importante en comparación a lo contenido en la Convención de Jamaica.
Sin embargo es importante enfatizar que el éxito de este tipo de régimen depen-
de, en gran parte, de la efectividad de terceros órganos.

5. LA FTNCTÓN DE TERCEROS ÓRGANOS

El texto de negociación reñere a órganos técnicos y a órganos para el
ajuste de conflictos. En cuanto a órganos técnicos para la prevención de conflic-
tos "referencia" es la palabra apropiada, porque el párrafo 4l no hace más que
decir que conflictos de un orden técnico serán referidos a un panel de €xpertos
ad hoc. Es en esle ámbito, en mi opinión, que el texto de negociación se deberia
reforzar. El procedimiento de consulta contenida e¡, -v.g.-, el protocolo de
Montreal podrla I'uncionar como ejemplo.!,

En cuanto al ajuste de conflictos el texto tiene detalladas previsiones. po-

sitivo es que estos párrafos prevén el ajuste obligatorio frente a la dcmanda de
una de las partes €n el conflicto si estos participan en una organización que ha
adoptado este tipo de procedimientotr y que el procedimiento contenido en el
Anexo 2, si es usado,'n que puede ser efectivo. Negativo es que estos párrafos
no hacen obligatorio el recurso a procedimientos para el ajuste de conflictos
para estados que no participan en ios órganos regionales o sub-regionales; su

" An€xo lll. d€l lnformc de la Segunda Confercncia d€ partidos en cl protocolo dc
Montreal (Report of the Sccond Mceting of the parties to the Montreal protocol on Substanccs
thal Depletc the Ozone Layer), Junio 29, 1990 UNEP/OZI pro.2/l, e¡ | yea¡book of ln¡ernauonat
I:nvircnmental Zaw 1990. o. 591

r¡ Pá¡rafos 43 y 44, rexto de n€gociación.

r¡ Vcr P€¡er Sand, Supra nota 39, p. 30 dondc comenta sobre 16 limitada disDosición d€
€stados para usar proccdimicntos juridicos para cl ajustc dc conflictos en e¡ caso dcl derecho
rclatado al mcdio ambicnte. Flsto también ha sido el c¿lo cn cl ámbito det derecho iñtemacional
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participación es voluntaria.5' Esto significa que lo que, ya s€ podrÍa hacer en

organizaciones regionales o sub-regionales - adoptar medidas para el ajuste de

conflictos - aho¡a se ha explicitado.

Además el texto de negociación, en el párrafo 40, prescribe que si los esta-

dos partes en un conflicto son paÍes de la Conv€nción de Jamaica los procedi-

mientos para el ajuste de conflictos de esta convención serán aplicables Esto

significaría que las procedimientos para el ajuste de conflictos contenidos en 1a

Convención de Jamaica se extenderían a conflíctos ¡elativos a una futura con-

vención sobre la pesca, si esta fuese adoptada.

6.CONCLUSIONES

El texto de negociacién, si es adoptado en la forma de una convención,

representaría un significativo desarrollo de las obligaciones contenidas en la

Convención de Jamaica en cuanto al régimen jurídico para los "straddling stocks".

EI texto aclara que el estado costero y estados de bandera tienen obligación de

cooperar acerca de este tipo de recurso pesqüero. Además, la explicitacion de

ios objetivos que tendría que t€ner esta cooperación significa un gran avance,

especialmente la aclaración que asignar el recurso no es contrario a la libertad de

pesca. También es importante que el estado costero tendria ciertas posibiiidades

para aplicar las medidas tomadas a barcos que IIeven la bandera de estados que

no han panicipado en la cooperación.

El punto mas deficiente del texto de negociación es la limitada función de

terceros órganos, especialmente aquellos para la prevención d€ conflictos. Otra

deficiencia del texto es que en última instancia no obliga a estados no partici-
pantes en la cooperación dc someterse a procedimientos obligatorios para el

ajuste de conflictos.

En la evaluación del texto de negociación hay que tomar en cuenta que su

contenido no se ha acordado por los estados ya que no es texto negociado sino

texto de negociación. Igualmente hay que tomar en cuenta que el statusjurídico
del documento final aun no se ha discutido. Hay un enlace Íntimo entre estos

dos aspectos. Si se decidiera que el texto final sea una convención, probable-

mente habrá mas presión para debilitar el contenido del texto. Igualmente si el

texto tuviera el caráct€r de recomendación habria menos presión para debilitar
su contenido.

tt Párr¿fo 45. fexto de ncgociación.
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En mi opinión un texto con carácter de recomendación no podría resolver
los problemas relativos al régimen para los "straddling stocks". En tal caso, Ia
historia nos indica que los estados costeros extenderían su jurisdicción. Esto,
como indiqué más arriba resultaría en otros problemas y no protegerla el interés
que tiene la comunidad internacional en el uso sostenible de los recursos
pesqueros de alta mar, incluso los "straddling siocks". Para asegurar el uso

sostenible de los "straddling stocks" se necesita soluciones de "hard law" am-

bos en cuanfo a la forma y en cuanto al contenido.ró El texto de negociación, si

fuese adoptado en forma de convención, en gran parte proveería estas solucio-
nes.

" Por una análisis de 'hard law" y "soft law" en cuanto a la foma y cl cootenido vcr: C.M.
Chinkin. "Thc Challrngc of Soft Law: f)evelopmeñt and Change in lnternational Law". lt
Intemíttional and Coñpararive Law QuañerU 1989, pp. E50 866. pp. 851-852; Pierre-Marie
Dupuy, 'Sof! I-aw an the Int€rnalional Law of thc Environmefll". 12 Michigan Joürnal 4
Intetnatioaal ¿aB 1991, pp 420-4:]5. pp 428-43¡
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LOS PACTOS INTERNACÍONALES INCORPOMDOS A LA
CONSTITUCIÓN NACIONAL

Graciela R. Salas*

Desde tiempo inmemorial, el hombre se vio obligado a librar arduas batallas

en pos del reconocimiento, del ejercicio de derechos del que es tifula¡ po¡ sü

mera condición humana.

Ya en la Carta Magna inglesa, en la Constitución de Filadelña y en la Revo-

lución Francesa aparecen enumetaciones de ciertos derechos de los ciudada-

nos, entre las que sobresale la Declaración de los Derechos del Hombre y del

Ciudadano.

Todos estos instrumentos fueron, sin duda alguna, antecedentes valiosisi-

mos que inspiraron todo el proceso de independencia de las antiguas colonjar
españolas en América, entre ellas la República Argcntina, de ahí que muchcs de

ellos hayan quedado plasmados en la primera Parte de la Constitución Nacional,

cuyas declaraciones, derechos y garantías no han sido modificados por al Cot¡-

vención Constituyente de 1994.

Sin embargo, esa enumeración está compuesta casi prioritariamente por los

llamados derechos civ¡les y políticos,llamados de primera generación, pues son

aquéllos por los cuales el individuo ha luchado desde tiempo inmemorial y que

lDra. cn D€rccho y Prol Adjunta dc Derecho Inlemacional Público. ljnivetsidad Nacio'
n¡l de Córdoba.
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reclama del Estado un non facere (ej. artículos I 4 y 2 0 C.N.), es dec ir, el respeto

y la existencia de las garantias necesarias en protección de esos derechos (ej.

articulo 18).

Con posterioridad, especialmente con la reforma de 1957, se incorporaron

ciertos derechos como los reconocidos por el art. l4 bis de nuest¡a carta magna

que, ya en nuestros días y luego de la valiosa tarea desarrollada por muchos

organismos internacionales como la OIT, integran los llamados de segunda ge-

neración, es decir, I os derechos económícos, sociales y culturales, que reclaman

del Estado un facere, una conducta positiva, la promoción de mecanismos ten-

dientes a proporcionar sistemas de seguridad social, el acceso a una vivienda
digna, sistemas sanitarios.

Más modernamente, se ha ¡econocido la existencia de otros derechos que

integran la llamada tercera generación, llamados de vocación comunitaria. que

no sólo implican el reconocimiento de un derecho sino que comprometen en la

relación tanto al Estado, cuando a la comunidad en general, entte ellos el dere-

cho a la paz. el derecho al medio ambiente sano, incorporado en el nuevo articulo
4l de nuestra Constitución Nacional.

Debemos remarcar que en varios de los instrumentos que anaiizaremos a

aontinuación, se inicia el tratamiento de una problemática determinada con un

concepto o una serie de conceptos que tiene por objeto definir términos concre-

tos, de los cuales se deriva todo el articulado posteriof.

También corresponde dejar aclarado, que todos los procedimientos a los

que haremos referencia, y que se cumplen en el seno de los respectivos comités,

creados por cada uno de los instrumentos internacionales a los quc se refiere el

incisc::, del articulo 75, deben integrar el informe anual del respcctivo Comité

que debe presentarsc al Consejo Económico y Social y a la Asamblea General en

su reunión ordinaria.

Finalmente, dcsearía acota¡ que Ios instrumentos que veremos a contlnua-

ción, son sólo algunos de los que a nivel internacional protegen los derechos

del hombre, y que respaldan al individuo frente a ia fuerza del Estado, que es

quien conforme a derecho, es el único titular en el uso de esa fuerza, por lo que

estas normas son de aplicación en una situación juridica de paz, mient¡as que

durante el desarrollo d€ un conflicto, sca de carácte¡ civil o internacional, estos

mismos derechos y otros esp€cíficos, son protcgidos por el llamado "derecho de

Cinebra", que respalda los derechos individuales frente a la guerra.
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LA PRIMERA ETAPA

Como decíamos anteriormente, esta evolución ha sido fruto de un avance

del Derecho Internacional de protecciÓn de los derechos humanos, a partir de la

existencia de organizaciones internacionales como las Naciones Unidas, con su

ant€cedente en la Sociedad de las Naciones y la propuesta americana encabeza-

dapor la Organización de Estados Americanos desde 1948.

Es así que, luego de la firma de la Carta de San Francisco, la que cita entre

los propósitos que la animan, precisamente al desarrollo y al estímulo del respe-

to a los derechos humanos (afículo l, inciso 3), se hizo necesaria la enunciac ión

de esos derecbos, para proceder luego a un desarrollo de los mismos por partc

de toda la comunidad internaciona.

Una primera etapa se inició con la Declqración Universql de los Derechos

del Honbre (diciembre de 1948), precedida en tiempo por Ia Declaración Ameri-

cana de Derechos y Deberes del Hombre, con la que sin dudas tiene importantes

coincidencias, pero no será objeto de análisis en esta parte del trabajo.

Esta Declaración tiene un valorjurídico relativo, como suelen reconocerlo

los más importantesjuristas, pero ha adquirido suma importancia como norma de

derecho consuetudinario, lo que Ia ha colocado en la base de todo el sistema de

protección de los derechos humanos a nivel mundial.

Bajo la apariencia de una simple enumeración de derechos. este instrumcn-

to estaba abtiendo un verdadero abanico de convencioncs y protocolos, de

cuya validez ya nadie duda y que fue creando una ve¡dadera red en la que lo.s

Estados Parte, están intentando un mejoramiento de la condición de vida del

individuo.

Sin pretender ser exhaustivos cn esta larga lista dc dcrcchos reconocrdos 1,

cuya protección se intenta, deseamos destacar, que cn la actualidad la mjsma ha

merecido una profundización y una extensión impensada seguramente cn aquc-

lla primera etapa.

Entre los artículos I y 2 l, Ia Declaración enumera afgunos de fos llamados

derechr¡s civiles y a partir del artículo 22, hace lo propio con algunos de los

derechos politicos.

En los dos primeros artícu¡os corr€spondientes a la primera part€, reconoce

la exist€ncia de aquellos viejos y no por ellos menos actuales principros cunsa-

grados por la Revoiución Francesa: l¡bertad, igualdad y fratemidad, e incorp{,ia-
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dos a nuestra Constituc ión en dispos iciones como los articu los 15 a 2l . AgJega
el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud y la servidumbre, que adquie-
ren características tan dramáticas en la actualidad; la interdicción de todo tipo
de torturas, la detención y el desl¡erro arbitrariol el derecho a la defensa en
juicio, al respeto de la vida privada, derechos todos el'los réspaldados por el

artículo l8 de nuestra Carta Magna; ei derecho de asilo, tan caro a nu€stros
países de América Latina y cuyos llderes politicos han debido hacer tan frecuen-
te uso de esta institución en protección de su propia vida, el derecho de entrar y

salir de un país incluyendo el propio, derecho ya consagrado por nu€stro artícu-
lo 14.

Merece un párrafo aparte, el derecho a una nacionalidad, a no ser privado
arbitrariamente de ella y a cambiarla. El vínculo de la nacionalidad une a un

individuo con un Estado determinado, pero ese vínculo no tiene sólo un valor
como derecho, sino que abarca la protección que el mismo brinda al individuo, y
tal es su import€ncia que en la actualidad gran parte de la doctrina considera que

la protección diplomática que deriva precisamente de la nacionalidad, constiru-
ye un derecho de la persona humana, en relación al país cuya nacionalidad

detenta y no ya un derecho del Estado de otorgar o no esa protección.

Dos derechos reconocidos a continuac¡ón. se encuentran ind isolu blemente
unidos entre sí: por un Lado el derecho a constituir una familia. ejerciéndolo
libremente y en un pie de igualdad hombres y mujeres, y por otro el derecho a la

propiedad.

En la Constituc ión de lafamilia, lacomunidad internacional hadebido adop-

tar esta posición en una permanente lucha contra prácticas, en muchos casos

ancestrales. en la cuales el matrimonio se acordaba entfe personas y por razones

ajenas a los cónyuges, violentando así la voluntad de los mismos, y la igualdad
juridica o la no discriminación. A su vez, el ejercicio del derecho de propiedad ha

merecido el reconocimiento de su dos posibilidades: por una parte Ia propiedad

individual, base del sistema económico occidental, y por la otra. la propiedad

colectiva, sistema en el cual se enrolan comunidades milenarias como algunos
pueblos aborígenes de América y también países con sistemasjuridicos diferen-
tes, como los integrantes de la ex Unión Soviética, Cuba, o sistemas mixtos.

Como v€remos, en ocasión de ocuparnos de los derechos económ¡cos, soc¡aJes

y culturales, la propiedad de la vivienda familiar, se relaciona no sólo con ei

ejercicio de un derecho sino con otros como el derecho a la salud o el sentido dc

seguridad que !a misma proporciona.
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En un pequeño paréntesis, debemos recordar que €ste sistema de protec-

ción de los derechos de las personas, ha sido fruto de extensas discusiones

entre Esfados que pertenecen a distintos sistemas jur idicos, sociales' culturales

y aún religiosos.

Concluyendo con la primera etapa de esta Declaración. se enuncian dere-

chos que relacionan al individuo con la actividad politica, tales la libertad de

pensamiento, de expresión, de asociación y a participar en actividades politicas.

A partir del articulo 22, enumera los derechos considerados de segunda

generación, es decir, económicos, sociales y culturales, entre los que menc iona

el derecho a la seguridad social, a trabajar y a elegir libremente su trabajo' al

descanso y vacaciones pagas. a un nivel de vida adecuado, a la educación. ,1

participar de la vida cultu¡al, de todo lo que nos ocuparemos más adelante.

Finaliza esta Declaración, reconociendo qüe toda persona tiene deberes

respecto a la comunidad, dado que sólo en ella, puede desarrollar Iibre y plena-

mente su personalidad. Este reconocimiento tuvo su antecedente, sin lugar a

dudas en la Decla¡acidn Americana del mismo año.

A modo de ejemplo, recordemos que fue precisamente en esa época que en

nuestro país se reconoció la igualdad de derechos politicos, al reconocer a la

mujer eJ derecho a votar, aunque la igualdadjuridica continuaría con serias limi-
taciones. hasta mucho tiempo después.

LA SEGUNDA ETAPA

Como era de suponer, la mera enunciación de una lista de derechos, eta

necesariamente insuficiente para lograr ese respeto de los dercchos humattos

invocado, como uno de los propósitos dc la organización mundial. De ahi que se

hiciera imprescindible. su posterior desarrollo en sendos pactos quc vieron lit

luzen 1966: porunladoel Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, )
por otro lado el Pacto Internacional de Derechos Económicos. Socialcs v Cultu-

rales, a los que se incorporó nuesÍo país en el año 1986, y que fucron incluldos

en la nómina d€l articulo 75, inc¡so 22, incorporado con la reciente rcforma cons-

titucional.

Ambos instrumentos internacionales, inician la tarea con dos articulos si-

milares, que reconocen por un lado, el derecho de libre determinación de los

pueblos que incluye, el derecho de elegir librcmente su condición polirica. eco
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nómica, social y cultural, como asi también el reconocimiento de la soberania

sobre los recursos natu¡ales. Po¡ otro lado los Estados Parte, se comprometen a

respetar y garantizar a todas las personas qu€ se encuen(ren en su territorio y

sujetos a su jurisdicción, todos los derechos reconocidos en cada uno de los
pactos.

Como una consideración final. antes de iniciar el análisis de cada uno de

los instrumentos recogidos en el inciso 22, del artículo 75 de la Constitución
Nacional. debemos recordar qu€ los derechos enumerados en los mismos, sólo

constituyen el nivel minimo a ser respetado por los Estados Parte, y que los

mismos pueden reconocer, consagrar y prot€ger aquellos derechos que vayan

más allá de los establecido en estos instrumentos intemaciona)es.

Asimismo, como regla general es necesario agregar que el funcionam iento,

en la práctica, de todos estos sistemas se realiza dent¡o de las responsabilidades

confiadas por la Carta de las Naciones Unidas al Consejo Económico y Social,

órgano interno que ha adquirido gran importancia, junto a la d'isminución de

funciones del Conseio de Administración Fiduciaria.

PACTO DE DERECI tOS CIVILES Y POLITICOS

Como un simbolo del sistema que se cstaba asi delineando, a renglón se-

guido los Estados Parte, s€ comprometen a garantizar a hombres y mujeres la

igualdad en el goce de los derechos civiles y políticos enumerados en el Pacto

(articulo 3). En este articulo quedó planteado el problema, de la igualdad j uridica

de la mujer, problemática quc sería r€tomada tiempo desPués, por la Convencion

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. de la

qlle noq oclrlaremos más adelant€, y dc la igualdad ante la just¡c¡a reconocido

por el art. l4 de esta convención. En este punto, es necesario ¡emarca¡ lo dis-

puesto por el inciso 23 del artículo 75, introducido por la reciente reforma cons-

titucional.

Junto a este de¡echo considerado fundamental, el Pacto reserva un impor-

tante artículo, al caso de lo que nosotros conocemos como estado de sitio, y que

tan a menudo ha significado la suspensión de garantías por un tiempo tan pfo-

longado, que su interrupción era precisamente lo excepcional, por un uso

indiscriminado del articulo 23 de la Constitución Nacional. En estc punto, sobre

ta base de la no discriminación por motivos de raza, sexo, color, idioma' religión

u origcn social, se rest.inge la posibilidad de suspcnsión de las garantias que
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protejan los derechos a la vida, prohibición de las torturas, la esclavitud, la

prisión por deudas, el reconocimiento del principio de zrl/um crinen nulla pena

sine /ege, de la subj etividad jurídica y de la libertad de pensamiento, conciencia

y religión. Como una reflexión aparte, d€bemos reconocer que la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José de Cos-

ta Rica en su a ículo 27, profundiza aún más en la prohibic ión de la su spe n sión

de garantías, incluyendo, €nt¡e otras al hábeas corpru.

Otro de los derechos reconocidos es el derecho a la vida, y veremos que la

Convención sobre los Derechos del Niño fija como comienzo en la vigencia de

ese derecho el nacimiento, mientras que la legislación argentina, lo hace en el

momento de la concepción en el seno materno. En est€ mismo tema, el segundo

inciso del an. 6 que nos ocupa, se refiere a la pena de muerte, tratando de limitar
los casos en que la misma podría imponerse. Al respecto, cabe destaca¡ que la

Convención Americana en su artículo 6 es mucho más estricta.

Un derecho sumamente importante es el derecho a la integridad física.

respaldado por !a prohibición de torturas y penas o ¿ratos crueles, inhumalos o

degradantes, que posteriormente seria objeto de una convención específica, dc

la que nos ocuparemos con posterioridad.

La prohibición de la esclavitud y de la servidumbre que se agregan ¿ con-

tinuación, tiene por objeto la lucha contra ciertas prácticas en los sistemas labo

rales ya denunciados por la OIT, pero que €n la actualidad. abarca y profundiza
su contenido, especialmente en la actividad agricola o minera, con Ios trabajado-
res migrantes o ilegales. A ellos se agrega el derecho a la libertad y seguridad
personales y a un trato humano en caso de detención, ya reconocidos por nucs

tro arl. 18, de la Constitución Nacional.

En cuanto a la relación entre un Estado y los €xtranjeros que se encuentten
en su territorio, luego de reconocer la libertad de circulación. limita las causale:;

de expulsión de los mismos del terr¡torio nacional, a la imposición de esa pena

por una decisión adoptada conforme a la ley, asegurando también, la igualdad

ante la justicia tanto a los extranjeros, cuanto a los nacionales def Estado cn

cu€stión. Estos derechos están reconocidos, entte otros, por los articuios l4 y
20 de nuestra Calta Magna.

Cerrarían la parte correspondiente a los derechos civiles o individualcs. cl
respeto a la intim¡dad, alal)bertad de expresión, a la reunión y a 1a asociacion, a

la constitución de una familia, al no¡nbre, a la nacionalidacl y el dcr,:cho,Je pr',-'-
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tección de los niños, los que serian desa¡¡ollados posteriormente por otros ins-

trumentos internacionales, algunos de los cuales serán objeto de análisis más

adelante.

Entre los derechos políticos, sin que éstos puedan ser separados de los

precedentes más con fines didácticos, podemos cita¡ los derechos de los ciuda-

danos a participar de la vida politica de su país y los derechos de las minorias,

los que deben ser destacados, pero sin dejar de lado el reconocimiento y el

respaldo que significan Ios arlicuios anteriores.

Para supervisar el cumplimiento de los derecbos reconocidos por este Pac-

to, fue creado un Comité de Derechos Humanos, compu€sto por dieciocho mtem-

bros, elegidos por Ios Estados Parte por cuatro años, entre personas que detenten

su nacionalidad y seleccionados por sus cualidades personales, con un equili-

brio regional. Este Comité tiene por objeto analizar los inforrnes remitidos por los

Estados Parte, relacionados con los derechos reconocidos por el Pacto y sobre

el progreso que hayan realizado en el cumplimiento de los mismos. Los Estados

Parte podrán reconoce¡ en cualquier momento la competencia del mismo, para

recibir y examinar las comunicaciones de un Estado Parte contra otro Estado

Parte. alegando el incumplimiento de las obligaciones que el Pacto le impone.

A modo de sintesis de la actividad quc habrá de cumplir este Comité en

este caso, podemos decir que se inicia un proceso confidencial entre ambas

partes y el órgano del Pacto, en el que el Comité ofrece sus buenos oficios en la

solución de esa sítuación, Si ello no se logra en los térm inos del artículo 4l , con

el consentimiento de ambas partes, puede designar una Comisión Especial de

Concitiación y si ésta no logra tampoco una solución. lo comunica al Comité

(articulo 42).

Finalmente. el artículo 50 incluyc a todas las partes integrantes de un Esta-

do en la aplicacíón de este Pacto, teniendo en cuenta las divisiones internas

originadas por el sistema politico adoptado por cada Estado, como en el caso de

los organizados bajo la forma federal.

Por su parte. el Primer Protocolo Facultqt¡vo de este Pacto, agrega nor-

mas de procedimíento en la aplicación del mismo. Debemos decir ademas. que en

1989 se firmó un Segundo Protocolo destinado a abolir la pena de muerte, el que

no quedó incluido en la nómina proporcionada por el articulo 75, inciso 22, de ia

Constitución.
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EL PACTO DE DERECHOS ECONóMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Como quedó dicho más arriba, este Pacto. Parte de presupuestos comunes

con el Pacto d€ Derechos Civiles y Políticos, incluyendo el reconocimiento del

derecho a la libre determinación de los pueblos, la soberanía sobre los recu¡sos

naturales, el compromiso de los Estados miembros de adoptar las medidas nece-

sarias para asegurar la plena efectividad de los derechos reconocidos, y la igual-

dad entre hombres y mujetes.

Sin embargo, en el siguiente artículo (artículo 4), reconoce la posibilidad de

existencia de ciertas limitaciones a través de la ley, siempre que sean compatibles

con la natutaleza de esos derechos en una sociedad democrática.

El derecho al trabajo y la libertad en la elección del mismo, constituyen el

punto de partida de la serie de derechos enumerados a continuación, no ya en el

ejercicio individual, sino con el sentido social que hemos remarcado, complelán-

dolos con el de asociación en sindicatos, el de protección a la familia, a un nivel

de vida adecuado, a Ia salud, a la educación, a participar de la vida cultural y a

beneficiarse de los progresos cienl¡ficos.

El de¡echo a un nivel de vida adecuado, merece un tratamiento específico

que es motivo de estudios muy importantes, puesto quc incluye medidas de

protección de la familia, la alimentación, el vestido y )a vivienda adecuados

como así también la distribución equitativa de alimentos, con un verdadero sen-

tido social. Destaca la tarea realizada en relación a la vivienda, a los sistemas de

acceso y de privación de la misma, dado que ella significa no sólo un techo sobrc

la cabeza, sino Ia sede de la familia, el lugar físico sobre el que se ejerct el

derecho a la vida privada. a la salud y el sentido de seguridad especialmente paro

los niños. En cuanto a la privación dc la vivicnda. dcbcmos rctnarcar quc sc

relaciona con el ejercicio dei derecho de propiedad, de ahi que nueslra C(,ns¿itu-

ción sólo considere la privación de la propiedad por razones de utilidad pública.
en las condiciones establecidas por la ley, agregá¡dose posteriormente la pro-

tección de la vivienda única o el bien de familia. Actualmente se rechaza, pt¡r'

esas mismas razones, la privación de la vivienda como anexo a una pena relacio-
nada con un delito, pues esa acción impone sanciones a la familia del delincucn-
te y la priva del ejercicio de un derecho que le pertencce como grupo humano. A

pesar de ello, a diario la prensa da cuen¡a de la destrucción lisa y llana, o ia
clausu¡a definitiva de viviendas ocupadas por familiares de personas quc han

com€tido delitos graves.
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LA CONVENCIÓN DENACIONES LINIDAS CONTRA LA TORTURA Y OTROS
TRATOS OPENAS CRUELES. INHUMANOS O DEGRADANTES

Este inslrumento continúa con la profundi-zación de la tarea emprendida a

parti¡ de 1945, partiendo, como quedó dicho más ariba, de una definición de la

tortura en el artículo I , inciso l, a la que nos remitimos en honor a la brevedad, y

de Ia que se desprende que la expresión "tortura", incluye a todo acto voluntario
de una persona que inflija a otra, dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos
o mentales, ejercidos por un funcionario público o quien ejerza funciones de tal.
Acto seguido, los Estados Parte asumen la obligación de adoptar las medidas

necesarias, para impedir hechos de ese tipo que se pudieran producir en su

ter¡itorio, llegando inclusive, a proteger a aquellas personas que se encontrarían

en condiciones de ser extraditadas, expulsadas hacia un país en el que corren
riesgo de sufrir eslos tratos.

En este punto, cabe hacer hincapié en el ejercicio de lajurisdicción del

Estado Parte, en relación a los delitos de este tipo, ya que pueden quedarle

sometidos aquellos acaecidos en su territorio, cuando el presunto delincuente

sea nacional de ese Estado, o cuando ta víctima detente su nacionalidad y cl

Estado Parte asi lo considere conveniente. Esta última posibilidad es bastante

riesgosa para la soberanía nacional, sobre todo en casos de doble nacionalidad.

Si en el tenitorio de un Estado Parte se encuentra una persona sospechada

de haber cometido este tipo de delitos, la misma debe ser detenida y extra-ditada

de ser posible o sometida a juicio, en ambos casos, previa recepción de las

pruebas ¡espectivas por parte del Estado requiriente d€ la extradición, y por

ende no es considerado un delito político que podría dar lugar al asilo.

En csta Convcnción como ei muchas otras, se reser!a un apartadu cspe

cial a la necesidad de la educació¡, y la infbrmación sobre la prohibición de la

tortura en la formación del personal enca¡gado de la aplicación de la lcy. También

aparece reservado el derecho a indemnización que le corresponde a ¡a victima de

estas prácticas, sin perjuicio de la aplicación de la legislación nacional en medi-

da que se más beneficiosa para ella

En respaldo del cumplimiento de estos derechos, se creó un Comité contra

Ia Tortura compuesto por diez expertos, en las mismas condiciones que en el

Pacto anterior, obligándose los Estados Parte a proporcionar los informes perió-

dicos y aqucllos que le sean solicitados.
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En virtud del artículo 2l de la Convención, las partes podrán reconocer la

competencia del Comité para recibir y examjnal Ias conunicaciones en que un

Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cümple con las obligaciones esta-

blecidas en la misma, En est€ caso' en el plazo de fres meses de presentada la

notificación, eI Estado destinatario remitirá al denunciante las eXplicacioneS que

considere pertinent€s. Si no se logta una solución satisfactoria para ambas par-

tes, cl Comité ejercerá sus buenos oficios a pedido de cualquiera de tas partes Si

en un plazo de seis meses contados desde Ia primera comunicación no se arribó

a una solución acorde con Ias pretensiones de Ias Partes, el Comité podrá dcsig-

nar una Comisión Especial de Conciliación' y si ésta tampoco arriba a una solu-

ción en un plazo de doce meses' lo comunica at Comité y éste' a traYés del

Consejo Económico y Social a la Asamtrlea General'

También puede darse la actuación del Comité cuando ha recibido una de-

nuncia de un particular o a nombre de éste contra un Estado Parte que haya

aceptado esta posibilidad, comenzando así un procedimiento confidencial' con-

cluyendo el mismo con una comunicación del Comité a ambas partes surgiendo

una solución.

Es de d€stacar que existen requisitos formales para toda prcsentación de

un pa icular contra un Estado: ésta no debe ser anónima, debe ser prescntada

por escrito, que la cuestión no esté siendo ni haya sido objeto de otro procedi-

miento de invesiigación o solución internaciona¡, y que hayan sido agotado'i

todos los recursos inte¡nos o se haya incurrido en retardo o denegación de

justicia.

CONVENCIÓN PARA LAPREVENCION Y LA SANCION DEL DELI I'O DE

CDNOCIDfO

Esta Convención comienza con la conformación de que este delito constr-

tuye un delito de derecho internacional tanto en tiempo de paz como en trempo

de guelra, sea ésta ciYil o int€rnacional.

A renglón seguido define qué actos que tienen por objeta la destrucción

total o parcial de un grupo nacional, étnico, racial o religioso' conforman a cste

delito: la matanza de miembros de grupo, lesión grave a la integridad fisica o

mental de los miembros del grupo. sometimiento intencional del grupo a condr-

ciones de existencia que hayan de acarrea¡ su destrucción física o total o parcial,

medidas destinadas a impedir fos nacimientos dentro del grupo y el trasiada por
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fuerza de niños de un grupo a otro. Agrega a continuación que también serán

castigados la asociación para cometer genocidio, la insti-gación directa o públi-
ca a cometer este delito, la tentativa y la complicidad en el genocidio.

En este caso se hace extensiva la comisión de este delito desde las autori-
dades y funcionarios hasta los particulares, profundizando así la protección que

debe contener su correlato en el derecho interno.

Los Estados Parte se comprometen asimismo a ajustar su sistemajurídico
confo¡me a las pautas establecidas por esta Convención, como así también a

conceder la extradición conforme a su legislación y a los tratados vigentes, ya
qu€ €ste delito es un delito común, no politico, y por lo tanto no puede ser
objeto de asilo.

LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA ELIMINACIÓN DETODAS
LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN MCIAL

Esta Convención firmada en la ciudad de Nueva York en el año 1966. al
igual que en los otros casos ya señalados, comienza con la definición de lo que

se considera "discriminación racial" en el art. I, al que nos remitimos en honor a

la brevedad, dejando a salvo a continuación los casos en que se distingue ent¡e
ciudadanos y no ciudadanos y a las disposicioncs que cada Partc adopt€ en

materia de nacionalidad, ciudadanía y naturalización.

Cada Estado se compromete a no incurrir en actos de este tipo, a no fomen-

tar, defender o apoyar actos de esa naturaleza, a tomar medidas efectivas para

adaptar el sistema nacional a esta Conyención, a fomentar las organizaciones 5

movimientos nlultirraciales integracionistas y a adoptar todas las medidas que

sean necesarias en tal sentido, incluycndo la adopción dc los tipos pcnalc3

respectivos, ia prohibición de organizaciones y la propaganda que at€nten con-

tra este instrumento, como asl también a garantizar eI ejercicio del derecho a la

igualdad ante la Ley, sin distinción de raza. color, origen nacional o étnico, el

derecho a la seguridad personal, ios derechos politicos y los derechos civiles.

Al igual que en los otros documentos analizados anteriormente, se creó un

Comité para la Eliminación de la Discrim¡nación Racial, conlpuesto por dieciocho

miembros elegidos por los Estados Parle por el té¡mino de cuatro años y confor-
me a sus calidades personales, el quc tiene por función recibir los informes de

los miembros acerca de los progresos realizados internamente en cumplimiento
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de Io pactado, el que puede desarrollar futtciones simila¡es al Comité contra la

Tortura, es decir recibiendo denuncias de Estado contra Estado y de particulares

contra Estado, con proc€dimientos similares

LA CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORM AS DE

DISCRIMINACION CONTM LA MUJER

Firmada también en la ciudad de Nueva York pero en el año 1979' entró cn

vigor en 1984, y comienza con una definición de lo que se considera "discrlmina-

ción contra la muje¡" (artículo I ) a la que nos remilimos en hono¡ a la brevedad.

agregando a renglón seguido el compromiso de los Estados Parte de consagrar

elprincipio de la igualdad del hombre y de la mujer, adoptar las medidas necesa-

rias que ptohiban toda discriminacíón contra ia mujer, establ€cer ia protección

jurídica de sus derechos, adoptar las medidas necesarias para asegurar el pleno

desarrollo y adelanto de la mujer para asegurarle el ejercicio de sus derechos y a

acelerar la adopción de medidas tendientes a asegurar la igualdad "de fqcto''
entre el hombre y la mujer, las que cesarán en cuanto sea alcanzado ese objetivo.

También coloca el acento en la necesidad de modificar los patrones socio-cultu-

rales de hombres y mujeres, incluyendo la educación familiar y la supresión de la

trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.

En su segunda pafie se ocupa específicam€nte de Ia obligación que asu-

men las Partes de asegurar a la mujer la igualdad de condiciones y el ejercicio de

los derechos politicos incluyendo la oportunidad de representar a su país c

igualdad de derechos para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad' m ien-

tras que la tercera se refiere a la obligación de los Estados en relación a la

educación en condiciones de igualdad, en cuanto a la orientacióll en mater,a de

capacitación prolesiorral, la iguaklarl en la t-rl-¡lcle iú¡t de bcc¿s, la iilipol|ali.ia üú

la educación perman€nte, la educación fisica, la reducción dc la tasa d€ dcsel-

ción en la educación femenina, concluyendo con el acceso al nlatcrial infbrlnati-

En este sentido cabe reafirmar la intportancia dc a información para la tnujer.

no sólo en ejercicio del de¡echo a la educación que nos ocupa' sino porque' en

virtud de sus funciones familiares se encuent¡an en juego sus derechos indivi-

duales, pero también la salud, la educación, la seguridad de los miembros de su

eruno familiar.
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En el área social es de destacar la eliminación de la discriminación en la
esfera del trabajo, reconociendo la Iibertad de trabajo y a elegir libremente la
tarea a desarrollar, igual remuneración por iguales funciones, a la seguridad y
salud en las condiciones de trabajo, a la seguridad social, la discriminación por

matrimonio o maternidad, la protección contra el despido por motivos de emba-
razo, los servicios sociales y la protección durante el embarazo, acceso a servi-
cios de ateoción médica.

Un párrafo aparte merece el aÍículo l4 relativo a los problemas especiales

a que hace frente la mujer rural por su función en la supervivencia de la familia.

Los organismos especializados de Naciones Unidas y O.E.A. dan cuenta

de la situación de la mujer campesina que a menudo, por la situación económica
que le toca vivir a los países subdesanollados, suele ser el sostén de su familia
haciéndose cargo de la explotacién agrícola abandonada por el marido en la
búsqueda de un salario en los centros urbanos, quedando a cargo del cuidado y
subsistencia de los niños, de los ancianos y enfermos de la familia, con sistemas

de trabajo muy rudimentarios, la colocan en el límite de sus posibilidades, con un

rendimiento por debajo del nivel de subsistencia desde el punto de vista econó-

mico y condicionando cada vez más el medio ambiente que se va degradando y

le va redituando un menor beneficio.

Es sabido que muchas mujeres de comunidades con este tipo de situacio-

nes tíenden a agruparse para resolver sus problemas. de ahí que esta Conven-

ción obligue a los Estados Parte a eliminar toda discriminación contra Ia mujer en

esta situación, reconociéndole la posibilidad de participar en la elaboración y

ejecución de los planes de desarrollo, a acceder a los sistemas sanitarios y bene-

ficiarse de la seguridad social, a la educación, a los c¡éditos y préstamos agrico-

las, en fin, a gozar de condiciones de vida adecuadas, especialmente en lo refe-

rido a la vivienda, la electricidad, el agua potable, el fiansporte y las cornun¡ca-

c iones.

En materia de capacidad civil, debe reconocérseles la igualdad, especial-

menle el deresho a contraer matrimonio libremente, en las responsabílidades

durante y en caso de disolución del matrimonio a ejercer la patria potostad en

forma compartida, a decidir soble el número de hijos y el intervalo entre los
nacimientos de los mismos, a elegir su profesión y su apellido, y finalmente
igualdad en materia de propiedad, sea en su adquisición o en su administración.
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Recordemos que fue muy recientemente que la República Argentina elimi'
nó algunas de las desigualdades exist€ntes en mat€ria de derecho de familia, al

reconocer la patria potestad compartida por ambos cónyug€s.

Como en el caso de los otros instrumen¡os estudiados, esta Convención

creó un Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer. com -

puesto por veintitrés expertos elegidos por los Estados Parte de entre ciudada-

nos de su nacionalidad, por sus condiciones personales, por cuatro años y con

un equilibrio regional. Asumen también las Partes la obligación de remitir infor-

mes cada cuatro años. informando este Comité a la Asamblea General de las

Naciones Unidas a través del Corsejo Económico y Social.

LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DELNÑO

Este último instrumento incorporado por el articulo 75 inciso 22 de Ia Cons-

titución Nacional, fue firmado en Nueva York en 1989 y a él se incorporó nuestro

pais mas reclentemente.

En su articulo I define al niño como "todo ser humano menor de dieciocho

años de edad, salvo que, en virtud de la ley que ie sea aplicable, haya alcanzado

antcs la mayoría de edad". Por su parte, en su primer informe la República Argen-

tina amplía ese concepto, considerando niño a "todo ser hunrano desde la con-
cepción hasta los dieciocho años de edad".

Los Estados Parte deben resDetar los derechos enunciados en la Conven-
ción partiendo de la igualdad de todos los niños sujetos a su jurisdicción, te-
niendo en cuenta siempre el interés superior del niño. a cuyos efectos deberá

adoptar todas las medidas necesarias para dar efectividad a los derechos reco-
nocidos por la misma.

En lo relativo a la enumeración de sus derechos. comienza con el derecho

intrínseco a la vida, obligando a los Estados a garantizar la supervivencia y el

desarroiio del niño, Por otra parte, éste deb€ ser ¡nscrip¡o inmed¡atamente de

ocurrido su nacimiento, en ejercicio del derecho al nombre, a la fa¡nilia. a la
nacionalidad que surgen ya de la Declaración Universal de 1984. Ese derecho a

la familia incluye el de ver a sus padres. debiéndosele permitir también la salida

del paÍs en cumplimiento del mismo, pero con un cuidado muy especial en la
lucha contra los traslados y la retención ilicitos de los niños en e! extrarúero.

Agrega también el derecho a la libertad de expresión, a la información, a la liber-
tad de perlsan)ierlto, conciencia y religión, del qLre halárr uso en prirrrer luuar sus
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padres, el derecho a la vida privada, sin d iscrim inac iones por pertenecer a mino-
rías. Remarca asimismo la protección del niño cont¡a los malos tratos o abuso
sexual, Ia pornografía, o el uso ilicito de estupefacientes, a cuyos efectos debe-
rán instrumentarse sistemas de protección que incluyan los pequeños hogares
de guarda, la adopción nacional o internacional como orro medio de cuidar al
niño, siemp¡e que sean autorizadas por las autoridades competentes, como así
también leyes laborales que limiten las condicion€s de trabajo de los nirios.

Merecen consideraciones especiales los casos de los niños refugiados y
de los discapacitados, a quienes se les debe proteger en la medida de sus nece-
sidades.

En el tema salud los Estados Parte reconocen el derecho del niño al más
alto nivel posible de salud y deben adoptar las medidas apropiadas para reducir
la mortalidad infantil proveyendo asistencia médica tanto al niño como pre y
post parto a la madre, aboliendo las prácticas tradicionales, reconociéndole tam-
bién el derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental,
espiritual. moral y social.

En el área educativa los miembros le reconocen el derecho a la educación.
y recordemos que en el sistema interamericano no sólo es un derecho sino tam-
bién una obligación. La educación primaria debe ser obligatoria, y abrirse a ro-
dos los niveles superiores fomentando la asistencia regular a las escuelas y la
reducción de las tasas de deserción escolar.

La educación deberá estar encaminada a desarrollar la personalidad y Ias

capacidades del niño, a inculcarle el respeto a los de¡echos humanos, a los
padres, al medio ambiente, a asumir una vida responsable en una sociedad libre,
todo ello como quedó dicho, sin discriminaciones a las mino¡ías étnicas. Otro
derecho expresamente enumerado es el derecho al descanso. al juego y a las

actividades recreativas propias de su edad.

En el caso de menores delincuentes, la Convención prohibc expresamente

la aplicación de la pena de muerte o de prisión perpetua no excarcelable para

aquellos que hubieren cometido delitos pasibles de tal pena antes de cumplir los

dieciocho años, protegiéndolos de la detención ilegal o arbitraria y obligando a

las partes a tratarlos humanamente, debiendo estar separado de {os aduitos y
con un acceso rápido a la asistencia adecuada, con el objetivo de que so garan-

tice su derecho a defensa en juicio, a que su causa sea dirimida sin demora, con
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un tratamiento acorde a su condición, y con la fijación de edades mínimas antes

de la cual se presumirá que no tiene capacidad para infringir la leyes penales'

En tiempos de guerra los niños tienen derecho a que se respeten las nor-

mas del derecho internacional humanitario y a que no se obligue a participar

directamente de las hostilidades a los menores de quince años

En este caso se creó un comité de los Derechos dei Niño, compuesto por

diez expertos elegidos por cuatro años por los Estados Parte y según sus condi-

ciones personales, el que recibirá los informes que le remitan cada cinco años' en

cuyo examen podrán participar los organismos especializados de las Naciones

Unidas y a su vez podrá formular sugerencias y recomendaciones generales a

los miembros, basadas en la información recibida, y puede, asimismo, solicitar a

la Asamblea General que pida al Secretario General estudios sob¡e cuestiones

concretas ¡elativas a los derechos del niño.

LOS PROCEDIMIENTOS

Los instrum€ntos que acabamos de sintefiza¡, y que individualmente mere-

cen un estudio mucho más profundo que el ¡ealizado en este breve comentarto,

contienen mecanismos de protección que podemos clasificar en no contencio-

sos y cuasi contenclosos.

Entre los mecanism os no contenciosos podemos citar a uno de los inclui-

dos en el pacto de Derechos Civiles y Políricos y en el Pacto de Derechos Econó-

micos, Sociales y Culturales.

Mientras que entre los cuasi conlenciosos, a su vez los podemos dividir en

los procedimientos entre Estddos, que surgen de la Convención sobre la Elimi-
nació¡ de todas las Formas de Disc¡iminación Racial, el Pacto lnternacional de

Derechos Civiles y Polí1icos y la Convención conffa la Tortula, en cuyo caso el

procedimiento consta de las tres partes apuntadas: a) la denuncia que aparece

en el primer Protocolo Facultativo y que extiende este accionar a los pueblos

coloniales; b) los buenos oficios del comité respectivo; c) la posibilidad de la

designación de una Comisión Especial de Conciliación También pueden recibir-

se las comunicaciores por parte de personas individuales, tal como surge de la

Convención sobre I aEliminación de todas las Formas de Discriminación Racial,

el primer Protocolo Facultativo al Pacto de Derechos Civiles y Politicos y en la

Convención contra la Tortura.
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En cuanto a las formalidades de procedimiento debemos precisar los si-
guientes requisitos: a) admisión: la presentación debe¡á ser escrita, no anónima,
puede ser de ü¡a persona o de un grupo de personas, debe ser compatible con el
respectivo Pacto, no debe tramitarse otro recurso internacional al mismo tiempo
y a su vez deben habe¡se agotado los recu¡sos internos del Estado en cuestión
o haberse incurrido en retardo o denegación de justicia; b) deben determinarse
con cla¡idad los hechos y Ia calificación jurídica; c) la opinión del Comité (que
será confidencial entre Ias partes) debe reunir las formalidades de un fallo pero
sin fuerza legal; d) la publicidad del procedimiento queda a criterio del Comité.

Como una tercera vía podemos señala¡ a las comunicaciones entre órga-
nos internos de las Naciones Unidas, que surgen de Ia Convsnción sobre t¿t

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y de la Conver¡ción
sobre la Represión y el Castigo del Crimen del Apartheid, instrumento éste no
incorporado por Ia reciente refbrma constitucional.

A MODO DE CONCLUSIÓN

Este trabajo no es sino una ajustadísima sintesis de los instrumentos que.

según los constituyentes y algunos de los constitucionalistas más ca¡acte¡iza-
dos de nuestro país, integran una nueva calegoria que se ubican entre la Cons-
titución Nacional y las leyes nacionales conforme a lo establecido por el articulo
3 l, no reformado. A esa nueya cat€goría se la llama la de los "tratados constitu-
cionales", pues tal parece que habria más de una categoría, teniendo en cuenta

la enumeración planteada por el artículo 75 inciso 22 y lo estabJecido por el

referido a ¡os tratados de integración en los que haya una Íansferencia de com-
petencias en favot de organtzaciones supranacionales, como así también en los

restantes tratados.

Hemos omitido el tratamiento de los instrumentos correspondient€s al sis-

tema interamericano por no haber sido tema perteneciente al sistema de Nacio-
nes Unidas, reservado a nuestra responsabilidad.

De todos modos el problema está lejos de ser resuelto, merecerá un estudio
mucho más profundo y seguramente generará acalorados debates.
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NAL INCORPORADOS A LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

Zlate Drnas de Clément*

La CN en el segundo párrafo del inciso 22 del art. 75, relativo a las

atribuciones del Congreso, enuncia documentos internacionales con jerarquía

constitucional. Se lrata de un dispositivo abierto en tanto el párafo tercero del
mismo inciso y artlculo permite que oÍos tratados sobre derechos humanos
alcancen ese rango siempre que, luego de aprobados por el Congreso, cuenten
con el voto de las dos terceras partes de la totalidad de miembros de cada Cáma-

ra(r). No podemos dejar de observar que de los documentos internacionales

enunciados sólo dos pertenecen al ámbito regional americano: la Decla¡ación

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana de

Derechos Humanos, Bien hace la CN en citar en primer lugar a los documentos

*Dra cn Derccho v Ciencias Sociales. Proi Adjunto de D€recho In¡er¡acio¡al Público.
(Jniversidad Nacional de Córdoba.

(l) Llama la atención la cxp¡csión "luego de sct aprobados por el Congreso, /¿qr¡¿¡r-
/án...", ya qt e apa¡ec€n dos instancias: una de aprobación y otra cn la que. para obtcn€r rango

constitucioral, debe alca¡zar las dos terceras pa es de los volos de Ia tolalidad de los miembros
d€ cada Cár¡ara. De conformidad a la letra, ya que el texto sólo usa el futuro para la s€gunda
instancia. nada obsta¡ia a que tratados internacionales ya ratiñcados. fueran nuevamente some-
fidos ai Coflgreso a fin de segu¡ el p.occso necesario p¿¡a alcanzat cl rango consli¿ucion¿l. E,lo
sería r¡zonable ya que hay documentos internacionales de enormc relevancia, que bicn merecen

esa jerarqüia (r'g.: La Convenc¡ón sobre la Esclavitud on el ámbito intenacio¡a¡ universal; la
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la'lortura, €n el rcgional).
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americanos, no sólo porque Ia Declaración Americana de Derechos y Deberes
del Hombre precede en ei tiempo a la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos(2)sino porque reivindica nuestra condición de americanos y señala un im-
portante cambio en la posición argentina(r).

El "derecbo americano" se estructura hoy con particularidades propias
en torno a la Carta de la OEA(a), la que hace referencia a los derechos esenciales

del hombre(5) pero no los enum€ra ni define. Los Estados americanos han desa-
rrollado esle aspecto a través de documentos separados, entre los cuales se

encuentran la Declaración Americana de Derechos Humanos v la Convención
Americana de De¡echos Humanos.

La inclusión de la nómina de instrumentos internacionales conjerarquía
constitucional atrae polémicas y críticas por variadas razones. llntre ellas:

(2) La Dec¡aración Americana de Derechos y Dcbcres del llombrc f¡e aprobada en ¡a
Novena Conferenci¡ ldlernacional Americana. en Bogotá, e¡ 28 de abril de 1948 (Res. XXX). La
Declaración Universal de los Derechos del llombre fue adoDtada Dor ls AG dc NU el l0 de
dicicmbrc de 1948 {Rcs. 2¡7 A lll).

(3) Argcntina en reiteradas oportunidades negó fuerza obligatoria a Ia deolaración Ameri-
cana de Der€chos y Deberes dcl Honrbr€. Así al responder anlc la Comi$ión Intcramericana de

L)erechos l{umanos respccto dc los casos 10.288, l0ll0, 10.436. 10496. 10.631 } 10.?71 (3

d€ marzo de 1993) obj€tó la adfiisibil¡dad dc las peticiones negando valor vinculant¿ a la
Dcclaración Americana, considerando qu€. si bien cristalizaba hoy de¡€cho consuetudinario. no
creaba para el Estado obligáciones espe.íficas de ¡ipo proccsal, corespondiendo sólo al Lstado
argentino y a sus jueces determinar si podía csperarse razonablemente quc los peticionantcs
enaablaran una dcmanda düranle el Gobierno milit¡u.

En lo que hac€ a la Co¡lvención Americana de Derechos Hümanos, en oportunidad de

discutirse cn cl seno dc la OEA si cfa necesaria la suscripción de la Corrvenció¡ después de haberse
adoptado la Res. 2200 (XXI) de la A(; de NU (Pacto Internac;onal d€ Derechos [cunomilos,
Soc¡ales y Cultura¡es y Paclo Internacional de Der€chos Civiles y Políticos). sólo dos Estados,
Brasil y 

^rg€ntina, 
se pronunc¡aron en oo¡tra de seguir ocupándose dc ¡a Co¡vención America-

na, en ta¡to ya había una regulación de carácter unilersal

(,1) Carra de Bogotá de 1948 (ratificada por la RA por Decreto-Ley 328 del 14 de enero
de 1956, publicada en el BO del 2 de febrero del mismo año. sin reservas), reformada por cl
I,rotocolo dc Buenos Aires dc 196? (ratifrcado por la R^ por Ley 17.281 del 12 de mayo de

196?, publicado en el BO el 23 de malo del mismo año) y por el Prorocolo de Cartage¡a de

lndias dc 1988, aprobado por l-cy 23.ól? publicada €n el BO e¡ | de noviembre de 1988).

(5) La Carta rcformada por cl Protocolo de Buenos Aires hace referencia a los derechos
humanos en ef párr. 3 del Preámbulo y cn los artículos 3j, 16, 43,41.51, l12 y 150 El
Protocolo dc Cartagcna de Indias lo hace cn el pá¡f.4 del P.eámbulo y en los artículos 3K, ló,
14, 48, 52, lll y 150.
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- incluir docutnentos que no son tratados, como es el caso de la Decla'

ración Americana de Derechos y Deberes del Hombre emanada de un acto de la

IX Conferencia lnternacional Ame¡icana. carente Per Je de valor v inculante en el

ámbito intemacional. Esta circunstancia se ve agravada por el agregado: "en las

condiciones de su vigencia", que abre paso a discusiones en torno al Yalor

adquirido del documento por vía del derecho consuetudinario, la jurisprudencia

u otra fuente de derecho internacional;tu)

- hablar de "denuncia" en relación a todos los instrumentos internacio-

nales citados en el párr. 2 del inc. 22 del art.75, cuando tal circunstancia es

imposible cn el caso de las Dec)araciones por no constituir tratados;

- privilegiar ciertos documentos internacionales universales sobre otros

del mismo carácter o regionales americanosl')

- hablar de documenlos con jeraryuíq conslitllcional cuando a r€ngién

seguido se los subordina a los derechos y garantías reconocidos en la Primera

Pane de la Constitución, la que ha permanecido sin reforma. (A más de que )a

palabra "complementarias" nítidamente refleja esa subordinación. Obsérvese

que el término tiene otra connotación en los documentos intemacionales).

Los Convencionales Conslituyentes han buscado "adecuar los textos

constitucionales a la nueva realidad internacional" y "reasegurar la dignidad de

Ia vida humana"(3). Han tomado en consideración los antecedentes constitucio-

nales de varios paises latinoamericanos como así también los de Espada y Portu-

gal. Es reducidísima la cantidad de Estados que menciona instrumentos interna-

cÍonales obligatorios en el ámbito intemo y aún menos ios que conceden a esos

documentos jerarquia constituc ionalte).

(6) Itde infta.

(7) Tal cl caso de la Convención Interamericana sobre Concesión dc los Derechos Políti-
cos a la Mujer y la Convenció¡ Interanrerica¡a sobre Concesión de los Derechos Civiles a la
mujer (ambas adoptadas en Bogolá el 2 de mayo de 1948). Esfas Convenciones cuentan con 22

y l9 ratificaciones o adhesiones respectivamcnle A.¡gcnlina raliñcó ambas con fecha l2 de

setiembrc de 1957.'lambién es el caso dc la Convención Interamericana pam Prevenir y Sanc¡o-

nar la Tortura (Cartagcna de lndias, 1985), en vigor desdc el l8 de febr€ro d€ 1987. ratificada por

Argentina el l8 de noviembre de 1988.

(8) HIT]l1RS, J, C y otros "Jerarquia de los Trataclos sabre las Derechos Ilumanos:

Funddmentos de Ia Refo¡na de 1991" enEl Derccho. Buenos Aircs. 3l dc octubre dc 1994, p L

(9) EI ar!. ,1ó de la Constitución do N¡caraeua (1987) otorga rango conslilucional a los

derechos consacrados cn Ia Declarac¡ón tjniversal, l¡ Declaración Americana, los Pacfos de la
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Cabe analizar el alcance que tiene el denominado "rango constitucio-
nal". ¿Ac¿sojerarquia igual a la de la Constitución? Sin lugar a dudas en caso de
colusión entre instrumentos inte¡nacionales con rango constitucional y Ia Cons-
titución y planteado el caso ante un juez estatal las disposiciones internaciona-
les cederían ante las constitucionales. No obstante cabría la posibilidad de ex-
cepción. Haba, cifrando a Piza reiata el curioso caso de una sentencia de la Corte
Suprema de Justicia de Costa Rica que hace prevalecer el Derecho lnternacional
por sobre lo dispuesto en la Constitución(r0). Este no serÍa el caso de la Argen-
tina, en tanto, tal como ya lo mencioná¡amos, los instrumentos internacionales a

pesar de su rango nominal se subordinan a los derechos y garantías reconoci-
dos en Ia Primera Pa e de Ia Constitución y los complementan. No obstante
Hitters, en el primer párrafo de la página ocho del mencionado artículo expresa:
"en caso de una eventual contraposición con la Carta Suprema primará -en prin-
cipio- ésta, teniendo en cuenta -como lo adelantamos- que su art. 2? permanece

enhiesto- No obstante esta pauta general, nada empecerá, que en ei caso pani-
cular, efjuez, como inlérprete final, les dé prevalencia a los tratados, en tanlo y

ONU y la Convención Americana. La Constituc¡ón de¡ Perú (D¡sposiciones Cenerales I 'lransi-
torias/XVl) establecc: "Se ratiñca constiluc¡o¡a¡mentc, en lodas sus cláusulas, el Pacto Inrerna-
cional de Derechos Civiles y Polfticos a5i como el Protoco¡o Faculta(ivo del Pacto lnrcrnac¡ona¡
de Dcrechos Civiles y Politicos de la NU. Se ratifica ¡gualmente, la Convcnción Amcricana sob¡e
Der€chos llümanos de San José de Cost¿ Rica. incluycndo sus aris.45 y 62, referidos a la
competencia dc la Comis¡ón Interamcricana de Dcrechos Humanos y de la Corte Interamcrican¿
de Derechos Humanos". La Constilución de Guaterhala (1985) dispoDe la primacia dc ¡os kata.
dos sobre derechos humanos en cl ordcn interno (art. 46). La Constitución dc Costa Rica (art 7)
est;rblccc que "los tratados públicos, Ios conveDios ¡niernacionalcs y los concordatos debidamen-
!e aprobados por la Asamblea Le8islativa, tcndrán desdc su promulgación o desde e¡ dfa quc cllos
designcn, autoridad superior a las leyes". l-a Conslitución de Co¡omb¡a (1991.) €xpresa qu€ "los
tratados y convc¡ios inlemacionalcs ralifiaados po¡ el Congreso. que rcconocen dcrcchos huma-
nos ) quc prohiben su llmitación en los es¡ados de €xcrpción. prevaleccn en el orden intcrno.
Los dercchos y dcbcr€s con5ag¡ados cn csta Carta se interpretará[ de conformidad con ¡os
tratados internacionales sobrs derechos humanos ratificados por Colombia'. El art. 10.6 de ¡a
Co slitució¡ española de 1978, cstablece que "¡as normas relativas a los derechos fundamen¡ates
y las l¡berradcs que la Constitución reconoce se interprctariin de conformidad con l¿ l)eclaración
Universai de Dercchos Hum¿¡os y los tratados y acuerdos int€macionales sobre la m¡sma mate-
ria ralilicados por España". El art. 17 de la Constitución de Potuga¡ de 1976, dispone quc los
"prcceptos constitucionales y Iegales r€lalivos a los derechos lundamcntales dcben ser inrerp¡É-
tados e inlegrados en a¡nonia con la Dcclaración Univcrsal dc los D€rechos llumano\" En ssios
dos últimos casos la Declaración liene rol ¡nterp.etativo y no ha sido erigida como norma en sí
mismE como cs el caso de nüest¡o pais.

(0) HABA, E.P., Tratsdo Bás¡co de Derechos Hunaño:. |'omo I, San José de Costa Rica.
1986. D.445.
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en cuanto, ello sea más ventajoso para el ser humano, ante una eventual Preten-

sión del Eslado de restringir sus derechos" (Toda la Protección internacional se

ha construido en torno a esa hipótesis, caso contrario resuita¡ía innecesaria).

Etlo nos lleva a cuestionarnos sobre la ierarquización normatiYa conforme la

reforma de 1994, tarea que seguramente necesitará de un largo tiempo para su

definición1").

DECLARACION AMERICANA DE DERECHOS Y DEBERES DEL HOM BRE

La lJeclaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, a dife-

rencia de la Declaración Universal de Derechos flumanos, que ha nacido en el

ámbito de NU, no surgió en el marco de la OEA ya que fue aprobada por la lX
Conferencia Internacional Americana, la mism¡ que adoptó la Carta de la OEA.

Llamamos la atención sobre su denominación por dos razones: a) por

ocuparse no sólo de derechos sino de deberes; b) por hablar de "derechos del

hombre" y no de "derechos humanos", como más tarde se generalizaria en la

lengua hispana{''?).

(ll) Prina [ac¡e, de conforñidad con lo estabiecido cn los ar{s. 27,31,43 y 75, la nucva

je¡arqula normativa seria:

I) Constitució¡ Nacional (2o pán. tr'c. 22, art 75)

2) Instrume¡tos intcrnacionales con icrarquia constitucional (párr.2 y 3 del inc 22,
dcl arr. 75); l-as Deciaracione:t no podrían ser denunciadas ni podrían incorporarse nu€vas

conlbrme al oárr 3" dcl inc 22. del a¡t 75.

3) tratados intemacionales {distin(os a los cnunciados en cl pár. 2 y 3 dcl in..22, dcl

art. 75) t los conco.da¡os {on lá San¡a s€de

En lo que hace a los tratados de inlegraoión, el inciso 24 dcl art.75, no señalá su

jerarquía pcro si lo hacc cn relación a las "normas dictadas cn su consecuencia" a las que otorga
jerarquía superior a las leyos Eslas normas podrían surgit dcl ámbito interno o de los enres

suoranacionalcs EIlo carece de ra¿onabilidad. Dcbió decirse normas de o¡ganizacioncs
supraeslatales . Además si tenemos en cucnta que ¡os tratados de inleg¡ación constituyen Dcre-

cho comunitario primario (Derecho lnternacional) i, e¡ cambio, las no.rnas _'dictadás eo 4on'
secucncia'. Derecho comunitario secundario (Derecho dcrivado dcl ,¡nlernacional), siendo estas

últimas dependientes dc las primeras, deberiamos conclui¡ que los lratados de inlegraciÓn posccn

uh rango d¡ferente al de los d€más tratados: son sup€riorts a las normas a las qu€ la Constr¡uc¡ón

tes rcconoce jcrarquía superior a la de las leyes No obs¡antc no tienen rango oonstit(¡cional

Pero. €n el hipotético caso dc qoe se delegaran tod¡s las compclcncias y jrrisdicción a una

o¡ganización sup¡acs{atal. irdudabier¡enlc habria desaparecido ol Eslado v la Conslitución Fls

decir, los lralados de ¡ntcgrac¡ón lcDdrlan potencialmcnle rango suprcconslitucional L^ .¡-
cunstancia supuesta es improbable p€ro no imposible, si se toma en cons,deración el texlo en si,
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Pasados cuarenta y seis años de su adopcién se ha planteado en distin-
tos li,Inbitos la cueslión de su valor jurídico actual. Si bien en el momento de su

adopción se constituyó como documento no vinculante, ¡esultaría difícil soste-

ner hoy que carece de fuerza obligatoria a la luz de la Carta de la OEA, el Est¿tuto

de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. la Convención Americana
de Derechos Humanos y los fallos de la Corte Intera-mericana de Derechos Hu-
manos.

Conforme a la Carta de Ia OEA (art. 5l y I l2 del Protocolo de Buenos
Aires y 52 y I I I del Protocolo de Carfagena de Indias), la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos es un órgano principal de la OEA, siendo su función
primordial promover Ia observancia y Ia defensa de los derechos humqnos y
seryir como órgano consulfívo para la Organízació¿. A su vez el art. l5 del
Pfotocolo de Buenos Ai¡es dispuso que "mientras no entre en vigor la conven-
ción interame¡icana de Derechos Humanos "la Comisión Interamericana de De¡e-
chos Humanos" "velará por la observancia de tales derecbos". Algunos
internacionalistas han visto en ello una incorporación indi¡ecta de Ia Declara-
ción a la Carta de la OEA{r3). A ello se agrega que, conforme el art. I del Estatuto
de la Comisión Interame¡icana de Derechos Homanos, por dcrecbos humanos se

entienden "los derechos consagrados en la Declaración". Debe tenerse en cuen-
ta que la Comisión es órgano de la OEA y al mismo ti€mpo órgano de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, razón por la cual su Estatuto hace refe-

ya que no se ha €stablecido n¡nguna limitacióo a ia dclegación de competencias. (El resguardo del
orden democrático y los dercchos humanos también puede ser observado por la organización
supraeslala¡). Disl¡nlo as el caso, por ejempb. de la Constituc¡ón de Ill Salvado¡ de 1983, cuyo
artículo 146 si pone límites a la dclcgación de compclencias: que no se a¡tere la forma dc
gobierno, qDe no s€ menoscabe la sobe¡ania, enlrc o|ros

4) Normas dictadas en consecuenc¡a a los tralados de integración aprobados por el
Congteso.

5) Leyes Nacionales.

Vide DE LA GUARDIA, E. EI nuero te o Constituc¡onal )) los Tratadas, En El Derecho,
Bucnos Aires,3l de octubre de 1994, p. 3 y 4.

(12) La designaoión de "derechos humanos" provie¡e de la traducc¡ón directa del inglós
"huttan rigths" que confunde los derechos intríns€cos al hombre con los que emana¡r de ó1. No
suoede lo mismo en las lenguas ftancesa \"droit de I'honme " y no "dfo¡t ¿ümd¡n"), al€mana
(Recht der Menschen o Menschenrecht y no nenschliche Recht),.toata (prura coyijelra ) no
Uudska pra\)a)...

(13) Tal e¡ caso de BUERGENTHAL (Cl NIKKEN, P "La Protección In@nac¡onat de
los Derechos Humanos - Su desdrrollo Prcgres¡yo", Madrid, 1987. p. 288).
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rencia a ambas situaciones. Así el art. 1 8 es común a las dos, en tanto el l9 se

aplica a los Estados Partes en la Convención y el 20 a los Estados Miembros de

la OEA. El ar¡¡culo 20 d¡spon€ que, "en relación a los Estados Miembros de la

Organización que no son partes en la Convención Americana sobre Derechos

llumanos, la Comisión tendrá además de las atribuciones señaladas en el articu-

lo 18, las siguientes: a) prestar particular atención a la tarea de la observancia de

los derechos humanos mencionados en los artículos 1,2,3,4, 18, 25 y 26 de la

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre...".

Por su parte la Convención Americana de Derechos Humanos, en su an.

29 expresa que ningún dispositivo de la Convención puede ser interpretado en el

sentido de excluir o limitdr el efecto que puedan producir la Declqración
Americdnq de Derechos Humqnos v otros dctos internacionales de la misma

naturaleza.

Asimismo la Corte lnteramericana de Derechos Humanos en su Opinión
Consultiva l0/89def l4dejuliodel989,relativaalalnterpreracíónclelaDecla-
rac¡ón Americana de Derechos )' Deberes del Hombre en el narco del ar!. 61 de

a Conyención Americana de Derechos Humanos, ha opinado en fallo unánime
que "Puede considerarse que, ct menera de interprelac¡ón aulorizada, lc¡s

Estados Míembros han entendido que Ia Declaración contiene y define aque-

llos derechos humenos esenciqles a los que lq Cqrtq se refiere, de manera que

no se puede interpretqr I aplicar la Cartq de la Organización en mater¡a de

derechos humqnos, sín ¡nlegrar las norma.\ pertinenles de ella con lqs corr¿s-
pondientes disposiciones de la Declaración como resulta de la prticticq segui-
da por los órganos de la OEA " (párrafo 4r('4r.Elp rrafo 37 expresa que: " /a
Corte considerq necesctr¡o precisar .lue no es a la luz de lo que en 1948 se

eslimó que era el volor y lu signifcación de lq Declaración Americqne como la
cuestión de stqlus jurídico debe ser analizada, síno que es preciso determinar-
lo en el momento aclual, dnte lo que es hoy el s¡stem.t inter-americano, habidd
consideración de la evolución experímenlada desde la adopción de la Decle-
ración".

(14) El m¡sno fallo en el párr 42 ha señalado que I-a Asamblea General dc la O¡ganiza-

ción ha reconocido además. reilerádamente- que la Declaración Americana es una fu€¡te de

obligaciones intemacionales para los Eslados Miembros de la OLA Por cj cn la Res. 31,+ (Vll-
0l11\ del22 de junio de I977. encomendó a la Comisión lnteramericana la elaboracrón cle un

estudio en el que consigne la obligación de cumplir Ios compromisos adquiridos en la Dgclaración
Americana de Derechos y Dcberes del l{ombr€. En la Rcs 370 (VIll-0/?8) del I dc julio de 1978.

se refirió a los compromisos inlemacional€s" de "respetar los derechos del hombrc reconocidos
por la Declaración. .'
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En los Considerandos de la Resolución XXX de ta IX Confe¡encia ln-
ternacional Americana, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del

Hombre, expresa: "en repetidas ocasiones, Ios Estedos .lmericanos han reco-

nocido que los derechos esenciales del hombre no nqcen del hecho de ser

nacionql de determínqdo Estado sino que lienen como fundamenÍo l¡¡s atrtbu-
tos de Ia persona humana" . Esta altrmac ión es reiterada en el párr. 2 del Preám-

bulo de la Convención Ame¡icana sobre l)erechos Humanos debilitando el pro-
nunciamiento al agr€gar: "razón por Ia cual justrfican una proleccíón interna-
cic¡nel, de naturalezq convencional coadyuvqnte o complementarid de la que

ofrece el derecho interno de los Estados americ.tnos" . La referencia a la natura-
feza convencional desdibuja el concepto de obligaciones erga onnes que se

atribuye a Ios derechos fundamenlales del hombre en la Declaración America-
na(r 5).

La Decla¡ación consta de un Preámbulo y de 38 articulos, divididos en

dos capítulos, el Primero relativo a Derechos (art. I al 28) y el segundo referido a
Deberes (art. 29 a 38).

Tal como ya lo me ncionáramos, la misma Convención Americana sobre

Derechos Humanos jerarquiza cieftos a ículos al disponer en el art. 20 que la

Comisión debe prestar especial atencjón a la tarea de la observancia de los

derechos humanos mencionados en los articulos I (derecho a la vida, a la liber-
tad y a la seguridad de la persona humana),2 (derecho de igualdad ante la ley sin

discriminaciones),3 (derecho a la libertad religiosa y de culto), 4 (derecho a la

libertad de investigación, opinión, expresión y difusión del pensamiento por

cualquier medio), I 8 (derecho a lajusticia: posibilidad de ocurri¡ ante los tribuna-

les, disponer de un proceso sencillo y üreve por el cual lajusticia lo ampare ante

la violación de Ios derechos fundamentales consagrados constiiucionalmente),
25 (derecho de protección contra la detención arbitraria y trato inhumano duran-

te la privación de la Iibe¡tad. El segundo párrafo del artículo expresa que natlíe

puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de cardcler nelamente

civil), 26 (derecho a un proceso ¡egular, a ser oido en forma imparcial y pública,

a ser juzgado por tribunal establecido de acuerdo con leyes preexistentes y que

no se le impongan penas crueles, infamantes o inusitadas).

(15) Las obligaciones etga omnes,lon ¡as que pose€ un Estado para con Ia comunidad en

su conjunto a diferencia de las obligaciones pa¡a con otro Estado. Debe tenerse presente qua no

roda obligación erya onner posee carác¡cr dc lus cogens (relación dc géngro o especie).
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Los artículos l2 y 31 son complementarios en tanto el primero consagra

el derecho de toda persona a Ia educación (gratuita por lo menos en su ciclo
primario) en tanto, el segundo invierte la situación imponiendo al beneficiario ei

deber de adquirir al menos la instrucción primaria. (Algo similar sucede con los

articulos 14 y 37 que consagran el derecho y el deber d€ trabajar). En el artículo

12, resulta también destacable el párrafo tercero que expresa. "el derecho a la
educación comprende el de igualdad de oportunidades en todos los cqsos de

acuerdo con lqs dotes naturales, los méritos y el deseo de aprotechar los

recursos que puedan proporcionar la comunidad y el Estado".

CON\ENCIÓN AMEzuCANA SOBRE DERECHOS DEL HOMBRE

La Convención Americana sobre los Derechos del Hombre, es fruto de

la Conferencia Intemacional Especializada celebrada entre el 7 y el 22 de uoviem-

bre de l9ó9. en Costa Rica. De los veinticinco Estados que la susc¡ibieron en

1969, hoy sólo uno lro la ha ratificado: Estados Unidos de N. A. Entró en vigor en

1978. cuando se depositó en la Secretaria General de la Organización el undécirno

documento de ratificación (art. 74). Nuestro país aprobó la Convención por Ley
23.054 del 1 de marzo de I 984 y la promulgó el l9 de marzo del mismo año. El
instrumento de ratificación es de fecha l4 de agosto de 1984. La Declaración se

efectúa con reserva y declaraciones interpretativas pero también consignando
en los "considerandos" que el "acfo se inletprelará en concordancia con los

principios y cldusulas de la Conslilución Nqcional yigente o con los que
resuharen de las reformas hechas en virtud de ellas". Barberis entiende que la
expresión "constituye una reserva respecto de aquellas disposiciones del Pacto

de San José que se oponen a Ia Constitución"{r6). Surgiria así el problcma dc
interpretar el alcance de esta "¡eserva" en vinculacién con la expresión "en las

condiciones de su vigencia" que contiene el párrafo I del inciso 22 del artículo
25 de la CN. La Convención no sólo estaría subordinada a la Primera Parte de la

Constitución sino también a la Segunda.

La Convención consta de un Preárnbulo y de 82 articulos divididos en

tres Partes: l) Deberes de los Eslados y Derechos Protegidos; 2) Medios de

Protección y 3) Disposiciones generales y transitorias.

(ló) ¡IARBIRIS, J., La Coñretción de yiena soírc Deftcho de los Tratados y Id Consti
¡ución Argentina, ei Pru¿entia Juris, XVII - XVIll. Buenos Aircs. diciembrc dc 1985 - abril de

1986- D. 184.
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La Primerq Pa e consta de 5 capítulos. El primero enumera los debeles

de los Estados. El art. I contempla el compromiso de los Estados de respetar los
derechos y libertades ¡econocidos en la Convención y a garanttzar su libre y
pleno ejercicio. El art.2 enuncia el compromiso de los Estados de adoptar las

disposiciones de d€recho interno necesarias para hacer efectivos los derechos y
libertades que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legales o de

otro carácter. Gros Espiell, en su condición de Juez de la Corte Interam€ricana de

Derechos Humanos, en Opinión Separada en OC ?/8ó del 29 de agosto de I987.
Exigibilidad del Derecho de Reeti,ficación o Respuesta (art. I4.l.l y 1. 1y2.1
Convención Americqna sobre Derechos Humanot expresó en el párrafo sexto de

fa misma que es evidente que el a¡t. 2 de la Conven ción " inpone el deber a los
Estados de adoptar las medidas requeridas para hacer efectívos los derechos
y libertades reconocidos por la Convencit¡n. El ser de estos derechos no está

condicionado a Ia eÍistencia de normas perlinentes en el derecho inferno de

los Estados Pqrtes. Pero estos Est.tdos se hallan obligados a adoptar las medi-

das legales o de otro carócler, si no ex¡stieran ya, paro hacer efectivos tales

derechos y libertqdes. Se tralq de una obligación adicion.ll, que se sumq d la
inpuesta por el artícula l' de Ld Convencíón dirigida q hacer nás determíns-
do ¡- cierto el respelo de los derechos y libertades". Más adelante añade: El
artículo 2 de lq Convención, qparcce en el proceso de elaboración de este

instrumento en su última etapa, ya que no se halla en los proyectos iniciqles ni
en Ia elaboración fnal por la Comisión Inleramericanq de Derechos Huma-
nos... Cuando se propuso su inclusión se eclaró que su ún¡co sentido era cla-
rificar y precisdr, hqciendo más determinante, inmediatq y direcla la exigen

cie de tal obligación, pero sin que ello sígnrJique qlterar o desconocer el
deber esencial que resulto del artículo primerd' .

El Capítulo Segundo aba¡ca los an. 3 y 25 y enuncia los derechos civiles
y potíticos de [a persona humana. Debido a ciertas contingencias algunos artí-
culos tuvieron mayor tratamiento en la opinión pública de nuestro pais. Entre
esos articulos se encuentran el l4 y el ló. El anículo l4 consagra el derecho de

rectificación o respuesta que posee toda persona afectada por informaciones

inexactas o agraviantes(r?r emitidas en su perjuicio a través de medios de difu-
sión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general. Derecho

(l?) Il texto inglés del art. 14, dicet jñaccu&te or oliensile statenentr or ideas. La
palabra "idcas" no aparece en los tex¡os en español, f¡ancés ni portugués.

202



ANUARIO ARGENTINO DE DEREC]IO INTERNACIONAL

que se eje¡ce en las condiciones que establezca Ia ley y que no exime de ot¡as

responsabilidades legales al responsable La Corte en Opinión Consultiva OC 7r'

86 (citada precedentemente), entiende que "la tesis de que la frase en las

condiciones que eslablezca la ley", ulilizada en el sr!icalo 11 1 \olamenle

faculraría q los Est(ldos Partes q crear por ley el derecho de recli'ficación o

respuesla, sin obligaciones a Sdrctntizarlo míenlr¿ts su ordenamiento juríJrc't

ínterno no Io regule, no se compadece ni con el senlido cortiente de lor t¿r'ni-

nos empleados ni con el conterto de la ConvencíQn" (pánafo 23) A su vez el

Juez Piza Escalante en Opinión Separada señala: "el derecho de rectiJicación o

respuesta es tal que nada ímpide respetarlo y garuntizarlo' vuLga decír apli-

carlo o ampararlo aún 4falla de /ey reglamentaria, medianre simples clilerios

d¿ razonabildad.." lPdrrafo 18).

El artículo l6 consagra la libertad de asociación con fines ideológicos,

religiosos, politicos, económicos, laborales, sociales, culturaies, deporfivos o

de cualquier otra índole. El ejercicio el derecho sólo puede estar sujeto a restric-

ciones de ley necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad

nacionai o del orden público o para proteger la salud o )a moral pública o los

derechos y libertades de los demás. No impide la imposición de restricciones

legales y aún la privación del ejercicio del derecho a rniembros de las fue¡zas

armadas y de la policia. Todos los párrafos se refieren al derecho de asociación

y no aparece referencia alguna a la obligación de asociarse. De ahi que tuvo gran

resonancia la actuación de la Comisión lntera-mericana de Derechos Humanos

en el caso de Stephen Schmidt, a quien la Corte Suprema de Justicia de Closta

Rica habia condenado por ejercicio ilegal de la profesión al no esfar colegiado

t.a def'ensa y la opinión pública acusaron a la Comisión de mantener el monopo-

lio sobre el tema y no querer derivarlo a la Corte('3). Esta última accedió al trata-

miento del asunto a taíz de la solicitud de opinión consultiva formulada por

Costa Rica(rer. La cuestión se planteó sobre la interpretación de los art. l3 y 29'

y no sobre el 14, no obstante, este último no pudo ser obviado totalmente Así la

Corte en la Opinión Consultiva OC 5/85 del l3 de noviembre de 1985, Ia
Colegiación Obligatoria de Per¡od¡stas (art. l3 y 29 de lo Convención Ame-

(18) Sc arguia que la Comisión cstaba ¡ntegrad¡ por dclegados provenientcs de países en los

que habia colegiación ob'igator¡a

(19) Se pondcró la actitud de Costa Rica' la quc no oblantc haber salido victortosa en el

proced;mien¡o aD¡e la Comisión. solicitó la opinión de la Cortc
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ricana de Derechos Humano.s, en el párrafb ó8 exprcsa: " que Ia organización de
profesiones en general, en colegios profesionales, no es per se contrarid a la
Convención sino que constifuye un medio de regulación y control de la.fe
pública y la élica a trmés de la .lctuación de los colegas...,' A su vez, el Juez
Nieto Navia, en Opinión Separada expresa en el párr. 7 de lamisma..,,cabe pre-
guntarse si Ios entes públicos con estluctura qsociativa, !lámense asoctucto-
nes, corporaciones o colegios, violan el cqrácter voluntario conlenido en la
asociación. Habrá que responder que la norma imperativa de derecho público
que obliga q los indíviduos (t (lsociarse en colegios profesíonales es válida y
no puede considerarse per se yiolaÍoriq de lq libertad de asociación cuando
tales coleg¡os cumplen fnes estrícfqmente públicos, lrascendentes dl interés
privado, es decir cuandtt reciben del Estado una delegación que éste podría
cutnplb direclamenle pero que delega porque considera que ésa es la forma
mds ídónea paru cumplir el fin propuesto. Tales colegios no pueden conside-
rarse que sean de oquellas asociaciones a lus que se re.fiere el articulo I6 de la
Convención".

El Capitulo tercero sólo contiene un artículo, €l 26, relativo a los com-
promisos de los Estados Partes a adoptar providencias para lograr la efectividad
de los derechos que se derivan de no¡mas económicas, sociales. de educación,
ciencia y cultura. Ha sido completado por el Protocolo Adicional a la Conven-
ción en Materia de Derechos Económicos Sociales y Cultur¿les de 1988, el que a
la fecha sólo ha sido ratificado po¡ lres Estados signatarios: Ecuador, Panamá y
Surinam.

La Parle Segunda se refiere a los medios de protección y abarca del an.
33 al 73. El art. 33, establece que son competentes para conocer de los asuntos
relacionados con el cumplimiento de los compromisos adquiridos por los Esta-
dos Partes en esta Convención: a) la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos y b) la Corte Interamericana de Dcrechos Humanos.

Algunos publicistas han entend¡do que la Comisión más que proteger
los derechos humanos tiene la facultad de congelarlos y constituye una velda-
dera ffaba procesal, habiéndose most¡ado, a veces, sensible a los intereses de
los Estados Paíes. Ven en la Corte una figura deco¡ativa que ha tenido pocas
oportunidades para pronunciarse sobre asuntos realmente conflictivos. Consi-
deran que su función es meramente político-simbólica, carente de yalor científi-
co o tuitivo(2o).

(20) rlAtsA, E P., Trstado Búsico.. . p.408 y subsig.

204



ANUARIO ARGEN'I]NO D' DERECIIO INTERNACIONAI-

Efectivamente, la Comisión, se mueve con más soltura que la Corte en

tanto el art. 6l de la Convención dispone:

L"Sólo los EsrQdos Partes 1'la ('omitIón trcnen dercchÚ d someter un

caso a la clecisión de La Corte

2. 'Para que la Corte pueda conocer de cualquier cQso, es necesQrio

que sean qgotados los procedimientos Previslos en los arfs 18 a 50

Quienes critican la objetividad y efectividad en materia de protecclÓn

de derechos humanos de la Comisión entienden que el art 6l, torna inofensivo

el art. ó2.3 que establece:

"L.I Corte /iene competencill pQra conocer de cualquier cqso rel¿lit'tt

ct la interpret(ición y aplicación de las disposícíones de esla Convención quc

le sea somelido, siempre que los Estados Pqrtes en el caso hayan recunocdo o

reconozcen dicha competencia, ora por declaración especial' comt¡ se mdicu

en los incisos anleriores, ora por contención especial"

Esto se agravaria por la circunstancia de que los mi€mbros de a Comí-

sión son elegidos por la Asamblea General de la OEA de una Iista de candidatos

propuestos por los 8oáierl¡oj tle los Estados Mienbros de la Organrzacrón'

siendo cubiertas las vacantes por el Consejo Permanente de la OEA (artículo

36. I )(tr). De ahi que, como la Com isión es órgano de la OEA (y de la Convención'

como ya lo señaláramos), generalmente en su composición está presente un

delegado de nacionalidad estadounidense' no obstante ser EE.UU', el único

Estado signatario de la Convención qu€ aún no la ha ratificado Adquiere

relevancia la composición cuando se toma en cuenta que la OEA está constltui-

da por 35 Es¡aclos Miembros en tanto que la Convención Americana de Dere-

chos Humanos tiene 24 Estados Partes, de los cuales sólo l5 han aceptado la

competencia de la Co¡te(").

El mismo Juez Piza Escalante, en voto razonado en la Resolución del 13

de noviembre de 198 t en el Cas¿, l'tuiana Gallardo y t¡tras, N" G l0l /8 I , expre-

(21) I-os jueces dc la Cortc son elegidos en lotacitln secfeta' por mayoria absoluta de

votos;e los Esiados Pa¡tes en Ia Cohrención eo Aramblea Gcneral de IaOEA' dc una lisla de

candidatos propuestos por osos mismos Estados (art 5l) [-as vacantcs se cubrcn por la Asam-

bl€a Ceneral.

(22) Argent¡na, Cotombia, Costa Ric¿. Chile. Ecuador' Gualemala- Hondüras Nicaragua'

Panamá, Paraguay, Peri¡, Sulinam, Tr¡n¡dad y Tobago. Urt¡guay y Venezuela
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só "...los Estados Anericanos no quisieron qceptar el establec¡m¡ento de un
sistemq jurisdiccional expedito y efcaz, sino que lo me.l¡atizaron interponi¿n-
dole la criba de la Comisión a trayés de una verdadera carrere de obstáculos,
que, casi siempre, deyiene en insuperable, en el largo y penoso camino que de
por sí están forzadcs a r¿correr los derechos Júndamentales (le lu persona
humana" .

No obstante estas críticas, la Corte, en vatias oportunidades ha asumi-
do un rol más decisivo frente a la Comisión. Por cjemplo, en el Caso Fa¡rcn
Garbí y Solís Corrales -Excepciones Prelimínares- Sentencia del 20 de junio
de l9ST,laCorte,enelpárrafo33,haseñaladoque: " dntes de entrar a cons ¡de-
rar coda unq de les excepciones, Ia Corte debe precisrtt el ambito de Ia jur¡s
dicción que posee con respecto ctl presente caso. Le Comisión sostuvo en la
audiencia que, como la Corte no es un tribunal de apelación respecto de lo
actuado por elLa, tiene ana jurisdícción litn¡tada qte le inpide reyis.ir todo
cuanto ,\e refiere al cumplimiento de los rcqaisitos de adnisión de una petí-
ción dirigida a la Comisión, o de las normas procesales aplicables a las dis-
tinl.ts etapas que deben cumplirse en el tramite de un caso ante elle..." En el
párrafo 34 Agrega'. "...Los términos amplios en que está redqctade la Conven-
ción indícan que la Corte ejerce una jurisdicción plena sobre todas l.)s cues-
Ííones relatfias al caso... "

Asimismo en el "Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio
de l988, en el párrafo 163, la Co¡te expresa: " La Comis ión no señaló de nanera
expresa Ia violación de I art. l.l de la Convención, peroellonr¡ ¡npide quesea
aplicado por esta Corte, debido a que dicho preceplo const¡tq)e el lundauen-
to genérico de la prolec:ción de los derechc.¡s reconocidos por la Contención ¡
porque sería aplicable, de todos modos, en y¡rtud de un pri,ncipío gener<zl de

derecho, iura novit curie, del cual se ha valido reiteradame te la jurispruden-
cia internacional en el sentido de que eljuzgador posee la facaltad e inclasive
el deber de aplicor las disposiciones jurídicas pert¡nentes en unq cqusa, qún

cuundo las parles no las ínvoquen expresamente-.. "

Resulla interesante la reforma introducida por el Protocolo II a la Conven-
ción para la Protección de los Derechos delHombre y de las Libertades Funda-
meÍtales (Roma, 1950), la que, a fin de refo¡zar la eficacia de la protección de los
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derecbos y libertades previstas en el documento, reemplaza a la Comisión y al

Tribunal Europeo de Derechos del Hombre por una nueva Corte Permanente(:rl.

América, que ha sido pionera en la preocupación por la protección de los dere-

chos del hombre a nivel regional, tal vez deba seguir similar camino.

(23) Consejo de ErroFa. Iistrasbürgo. ll d€ mayo de 199,{ Confor¡¡e cl art.27.1 del
Protocolo, para el examcn de los asunlos ll€vados anlc ella, la Cortc scsiona en Comités de tres
jueces, en Salas de siet€ jueces y en una (';ran Sala de diecisiclejueces.
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LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN EL ORDENAMIENTO
JUzuDICO ARGENTINO. CONSIDERACIONES SOBRE LA RE-

FORMA CONSTITUCIONAL.

Dr. Ernesto.l. Rey Caro*

l.INTRODUCCION

La reciente reforma constitucional ha tenido una significativa trascenden-

cia en el campo de lajerarquia legal de los tratados o acuerdos internacionales,

aunque,justo es destacarlo, la j urisprudencia de la Corfe Suprema de Justicia de

la Nación había desbrozado el camino en los dos últimos años en relación a

algunos aspectos de esta singular temática que tanto ha preocupado a

int€rnacionalistas y constitucionalistas cada vez que se insinuaba la posibilidad

de que se modificara la Cafta Magna,

Aquella preocupación era legitima por cuanto, por una parte, Ios procesos

de integración en el continente americano que comenzaron a instrumenta¡se

desde los primeros años de la década del 60, en los cuales la R€pública Argenti-

na formó parte, hacían prever que habria de llegar el momento en que seria

necesario la creació[ de órganos supranacionales cuyo füncionamiento podría

debilitarse o simplemente quedar inhibido frente a una Constitución que, adop-

tada en una época en que era imposible preveer la delegación de competencias a

determinados órganos extra estatales, no contenía cláusulas en las que podia

apoyarse esta transferencia de Potestades.

aDf. en Derecho y Ciencies Sociales. Prol Tilular de Derecho lnlcrnacional Público Univcrsi_

dad Nacional y trniversidad Católica dc Córdoba
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Más aún, el concepto de soberanÍa estatal que dominó toda la filosofía
político-constitucional dsl siglo XlX, condujo a la adopción en América Latina
de textos constitucionales que difícilmente pudie-ron dar cabida a interpretacio-

nes extensivas, cuando no entraban en abierta contradicción u oposición con

los modelos institucionales que exigían los procesos de integración.

Aquella concepción, que también impregnó a los constituyentes de 1853 y
1860, hacía muy dificultosa Ia armonización de sus normas tanto con los tratados

o acuerdos que institucionalizan los procesos de integración (derecho primario),
como con la normatividad emanada de los órganos en los que debía recaer la

conducción y ejecución de los proce-sos (derecho secundario o derivado).

En suma, era muy difícil compatibilizar la dinámica que impone la vigencia

de un auténtico 'derecho comunitario"., con las cláusulas de nueslra Carta

Magna. La situación se tomaba crítica ante la necesidad de establecer un nuevo

marco institucional en el ámbito del MERCoSLJR.

La experiencia europea había sido pródiga en relación a las alternativas que

ofrecieron los procesos de adaptación constitucional, tanto en lo que incumbia

a los Estado originarios de la actual Unión Europea, como a los que se fueron

incorporando a ésta, sin perjuicio de las situaciones que deben afrontar los

Estados que se preparan para ingresar en los próximos años a esta singular

empresa integra-cionista. Esta experiencia muest¡a una multiplicidad de solucio-

nes\',.

En el continente americano fueron varios los países que frente al aYance y
profundización de los procesos de integracién, o por previsión, introdujeron
modificaciones a sus carlas magnas(').

(l) Cf. Drcil des Coñmunautes Europ¿ennes . sous la direction de W.S. GANSHOF VAN DIIR
MEERSCH, Bruxelles, 1969, pp.4l-?9: MANGAS MARTiN, A,raceti De.echo Comunitario
Europeo y Derccho Español , Mad¡ió, 1987, pp.45-120; LUOIS, Jean-victor "El or.lenam¡ento
jurídico coñtn¡lario . Brus€las, 1980, pp. 94-107. obras estas que" entre otras. ircluyen €stu_

dios de De.echo Constitucional Compa¡ado y una abundante bibliogratia.

(2) Cons¡ituciones de Colombia (art. 150, inc. l6)i Costa Rica (a't. l2l,inc 4); Ll Salvado¡( art.

144); Guatem¡la( arts. 150 ) !?l); Horiduras (arl. l8); P¡ragüa) ( a¡1.13?)t Peú (arts. l0l y

106), entre otras
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Por otra parte, y aunque nuestros tribunales judiciales abordaron las lela-

ciones entre €l derecho interno y el delecho intemacional desde diferentes án-

gulos a partir de la década del 40 especialmente, es conocida la preocupación

que generó en gran parte de los especialistas, la jurisprudencia sustentada por la

Corte Suprema a partir del caso "MartínyCía S-A c/ '4dministración Generql

de Puertos", reiterada en litigios posteriores Pese a qu€ la interpretación del art

3l de la Constitución ya había dividido a los publicistas con anterio¡idad a la

resolución ¡ecaida en €sta causa, no cabe duda que el criterio sentado por el más

Alto T¡ibunal constituyó un precedente en sumo cuestionable y que habría de

entrar en f¡anca cont¡adic€ión con la Convención de Vie¡a de 1969 sobre el

Derecho de los Tratados, instrumento este que la República Argentina ratificara

en 1972 y que entrara en vigor en 1980. Si bien es cierto que, como se señalata.

aquella cuestio-nable interpretación de la Carta Magna fue abandonada en épo-

ca reciente por Ia Cone Suprema, no puede ponerse en t€la de juicio ei acierto de

los constituyentes de 1994 al dar una solución que pusiera punto final a la

cuestión de la jerarquia constitucional de los tratados, ello sin perjuicio de las

omisiones en que incurrieron y de los múltiples interro-gantes que se han abier-

to €n relación a la interprelación de las cláusulas pertinentes.

A la problemática de los tratados o acuerdos internacionales en general,

habria de agregarse a partir de la década pasada oportunidad en que el país se

incorporó a dife¡entes regímenes de protección de los derechos humanos, la

cuestión d€ la jerarquía constitucional de tales instrumentos y por ende de los

derechos all i preservados, materia esta que aunque abordada desde una óptica

muy limitada en algunas ¡eformas constitucionales provinciales de reciente

data(r). ha constituido una de las innovaciones más audaces de cuantas se han

introducido en la Constitución, pese a que, como podrá observarse al examinar

los textos respectivos, surgen igualmente un sinúme¡o de interogantes cuyas

respuestas seguramente darán lugar a interesantísimos debates doctrinarios.

Vinculada también con la cuestión de los tratados internacionales, la refor-

ma constitucional no ha soslayado la competencia de las provincias en esta

materia, y los textos correspondientes tampoco están exentos de críticas y Ya-

cíos. Como es de prever, originarán muchas controversias.

(3) Tal es el caso de las Constituc¡ones de Có.doba, San Juan y sar¡ Luis (Cf fRiAs. Pedro J v

onos 'Lo$ nuevas consl¡luciones prorinct4l¿s , Bs.As,1989, pag 2ó.
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Sin perjuicio de la estrecha iDterdependencia que existe entre Ias dive¡sas
cuestiones r€lacionadas, las caracteristicas de cada una de ellas exige un examen
particularizado. Razones metodológicas aconsejan comenzar con el status colls_
t¡tucional de los t¡atados y otros instrumentos de igual categoría, en gcneral.

2, LOS TRATADOS IN'I'ERNACÍ ONALES EN LA CONSTITUCIÓN NACIONAL

Al respecto, podrían distinguirse varias etapas. La primera, comprende el
periodo que se extiende desde la sanción de la Constitución hasta el año 1963.
Du¡ante este lapso no se llegó a plantear por Ia Corte Suprema la cuestión de
rango constitucional de los tratados s tricto sensu. Más aún, solo tardjamente se
debatió en el campo doctrinario esta problemática, sin perjuicio de que se lo
hiciera dentro de un marco amplio que comprendia tanto el alcance del art. 3l rle
Ia Constitución como de los arts. 27 y 100 de la Carta Magna. Estos tres arrrculos
constituyeron el trípode sobre el que los estudiosos centraron las discusiones
sob¡e el status de los tratados internacionales, aunque fueron los dos primeros
los más relevantes.

El art. 27, que no ha experimentado modificaciones habida cuenta de las
limitaciones que afrontaron los constituyentes(a), prescribe que el gobierno fe-
deral tiene la obligación de afianza¡ las relaciones de paz y comercio con los
Estados extranjeros "por medio de tratddos que estén de confornidad con los
principios de derechos público establecidos en estq Constituciór". Este dis-
positivo estableció un límite a las facultades de conducción de las relaciones
exteriores conferidas a los poderes públicos, facultades que están subordinadas
a la ley fundamental y obliga a que las normas y otros aclos estatales y privados
se acomoden a ella(5). Se ha señ¿lado que la verdadera voluntad de Ios constitu-
yentes de 1853 fue que los tratados se cumpiieran escrupulosamente en la medi-
da que s€ ajustaran a aquellas limitaciones, lo que constituyó una de las piedras
angulares del "proyect() n.1cíondl " y encontró concreción doctrinal en Albe¡diLó).

(4) l,a ley 24309 dc declaración de necesidad de ¡a reforma constitucional, excluyó la primera
Itartc de la Cala Magna. que se componía de un Capítulo Unico.

(5) Ct LINARES QU|NTANA, S.y. lratudo de Ia Cienciü rlet D¿rccho Coüstituc¡onat .
Bs As.,l95l, Iomo 2, pp. 363-175i BIDARI CAMPOS, Germán Tratado Elenentat de Dere
cha Conlf¡tuciona! Argentino , tss-As., 1993. Iomo I, pp. 135-11ó; DKMEKDJIAN, M.A.
''Trutado de Derccho Const¡tuciona¡ , Bs.As.,t994, Tomo II, pp. 145 y ss.,etc.

(ó) Cf PUIC. Jnaí Catlos " Derccho de la Comun¡dad tnternac¡onal", Bs. As. '1974, p. tl2
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Desde otra óptica, se ha añrmado que el art 27 coloca a los tratados dentro

del control jurisdiccional al que están sometidos los otros actos estatales, pu-

diendo, en consecuencia, llegarse a la impugna-ción de inconstitucionalidad de

un tratado cuyo contenido violara aquellos principios que la Constituclón ga-

rantiza. Este cuestionamiento no afectaría la vigencia del tratado en el orden

intemacional, sin perjuicio de la responsabilidfad del Estado por la inobservancia

del tratado(7).

Como ya recordáramos,la "/órmula argenlina de arbitraie", explicitada

por la delegación argentina en ta Segunda Conferencia de la Paz de La Haya' de

1907. encontraba fundam€nto en el precepto constitucional referido' y según

aquélla debían excluirse de los tratados de arbitraje obligatorio todas aquellas

cuestiones que afectaran los principios constitucionales de cada país{3)

Ha existido una coincidencia bastante generalizada en derredor de que el

al.t. 27 permite sostener la preminencia de la Constitución sobr€ los tratados, por

lo que si éstos aunque hayan sido aprobados por el Congreso y ratificados por

el Poder Eje-cutivo,violaran cláusulas de la Ca a Magna, podrian no aplicarse

en el ámbito interno, señalándose que admitir lo contrario, implicaría introducir

un procedimiento de modificación de la Constitución no previsto expresamente,

que se opondría al carácter rígido que caracteriza a nuestra constitución(e)'

Paradójicamente, esta última peculiaridad parecería ha sid o dejada de lado

por los convencionales de 1994.

Es conveniente destacar que en su momento, la Corte Suprema limitó la

vigencia del principio general de la supremacía de la Constitución sob¡e los

(7) Ct VANOSSI, Jorce Régiñen Corlst¡htcional de los liatados", Bs As.1969. p' 37

(8) Cf. fos Tratatdos Inlernacionales y Ia Constirución Nacional Reletiones para ltna Iutura
rcfoma', .1Re!ista Notarial, No. 91, La PI¿¿a, 198-5, p 694 Tal fórnrula de a'bjtr¡Jc sc

inspiró en alSunas observaciones realizadas en el Scnado dc la Nación al examiñar €l l ratado

Ge;eral dc Arbitraje suscripto con ltalia en 1898, que indr¡jeron a la modif¡cación del art. I' por

cl cual l¿s partes sc obligaban a someler a' arbitraje las conlroversias de cualquier naturaleza que

Dor cualquicr causa surgielan entre ellas, en cuanto no afcctaran "los principios findamentales

dc la Corstilr¡ciór de uto u olro país".

(9) Cf. BDART CAMpos, Cerma¡. op cit, pp l82 y ss
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tratados a las épocas de paz, pudiendo estos lrltimos cobrar un rango superior
en caso de guerra(ru), d¡ctum éste que fuera objeto de algunas críticas(rr).

No obstante, hubo quienes cuestionaron aquell¿ inte¡pretacion "rígida"
del art.2'l de la Constitución. En efecto, recu¡riendo al ya citado proyecto de

Alberdi y rastreando ei p¡ecepto constitucional en co¡sideración, P¡l¡g sostenía
que no toda Ia constitución era j erárqu icam ente superior y que cabía admitir la
posibilidad de su reforma por Ia vía convencional, siempre que no se vulneraran
ias declaraciones, derechos y garantías de su parte progra-mática, y que si los
canstituyentes de 1853 no hubieran admitido esta posibilidad. habrían impuesto
una Iimitación mucho más amplia a la facultad presidencial de concertar tratados
y no solo la de respetar los "principios de derecho pló1ico' contenidos en la
Constituc ión(r?).

(10) Caso "Merk Química Argentina c/ Cobierno de la Nación",CSJN, I allos 2ll 162-221.
"Conviene tencr presente -afirrna la Corte- que las corrientes doctrinarins que paulatinamen(e
vienen r€sltucturando el d€rccho ¡nlcrnacional, chocan cnlre sí, respecto de ¡a primacía de esta
gra¡ rama del derecho público universal sobre el derecho conslitucional interno, choquc que

enrola a las naciones y aún mismo a su d€recho público interno en cl grupo $o$isla o dcl
inlemacional¡smo puro que reclama esa primacía, o en el grupo dualista o del paralelismo jurjdjco
en que al desdoblarse los sisternas jurídicos mantiene e¡ lrl orden intcmo la supremacía de la
Consti((ción local. En cuanto o Ia Repúbliaa A¡gentina ] en un aspecto dc grneralizacjón de

principios, el orden interno se regula norma¡menle por las disposiciones conslituc¡onal€s que ha
adoptado y, por tanto, manteniéndose en estado de paz, oi¡rgún tratado podria serl€ opuesto si no

esturiese "en conformidad con los principios de derecho público establecidos cn csta
Constilución"(a¡t. 27). É:s decir, pues, quc en tanlo se frale de mantcner la paz o allanzar cl

cor¡crcio con las potencias exlranj€ras, la República se conduce denlro de las orientacioncs de la
teoria dualista Pero en r:uanb se penltra en el derecho dc l¡ gueti¿ er¡ causa propia -elentualidad
no inch¡ida y cxtraña por tanto a las feglas del arl. 27- la cuestión 5e aparta de aquellos pr¡ncip¡oi
gene¡ales y co¡oca a ¡a R€pública y a 5u gobierno polilico en ¡rance de cumplir los tratados
intetndcionales con todo el rigorismo de que puedan cstar animadol'.

(l I ) SeCún LINARDS QUINTAN*A, la Senlcnc¡a era pasible dc una selera critica "en cuaDto
consagra el inacepl¡ble principio de que la supremacia de la Constitución sobre 1os tratado\
internacionales únicamente rige en {iempo de pa2. y que en caso de la guerra en cau5a propia
dejaría de aplica¡se el fundamenlal principio esfablecido en cl a ículo 22 de la Conslilución,
pudicndo prevalecer entonces un tratado sobre la Conslitución. [-a doct¡ina así seniada lrae
aparejada lógicañente la consecu€nc¡a, que dc modo alguno rcsll¡la posibie acoptar, dc que cl
sisi€ma constitucional aagenlino sólo está destinado a regir durant€ la paz, dejando de funciona¡
cuando el pais está en guerra en causa frropia..."(Ct op. cit.. p. 367). vide tarnbión VANOSSI,lorge.
op. cit..p.200 y Teoría Constitlcion¿l. Bs As..l9?6, Tomo 11. p 228

(12) Op. cil, p. 144 Destaca esta autor que c! Congreso ha aprobado tratados que tambié¡
han sido ratilicados por cl Poder Ejcculivo. qüe importaban una Íeforma en la Conslitución en

su parte orgánica, oomo cra el caso del Pacto de la Sociedad de las Naciones,en su momento. y 1a

Caria de las Nac¡ones U¡idas. q e afectaban varias cláusulas constituc¡onales.
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Durante este primer periodo, el más alto tribunal del país tuvo opo¡tunidad

de pronunciarse sobre la cuestión del cumplimiento de los tratados cuando to-

davia no habían entrado en vigor en el orden internacional, cuestión esta que

adquiere mucho mayor relevancia en la actualidad, ante la eventualidad de que

conforme a las refonnas introducidas recientemente, los jueces estén llamados

con mayor frecuencia a aplicar tratados inte¡nacionales, como se verá más ade-

lante.

Al respecto, el leading ca.re fue la catsa "Pedro N Ferreyra c/ Noción

Argenl¡na" , en Ia que la Corte Suprema sostendrja que la vígencia interna de un

tratado debe coincidir con su entrada en vigor en el orden internacional, des-

echando la tesis de que bastaba la aprobación legislativa y posterior ratificación

de un acuerdo para que pudiera ser aplicado por losjueces nacionales He aquí

la ral¡o del pronunciamiento:

"Que sí bien los tratados con l''s naciones extrunjeras requieren aPro-

bacíón leg¡slativa pdra tener en el país ttaktr de leyes (urt. 67.inc 19, de lu

Constitucíón Nacional.) y esta aprobación no se puede expresar de olro mane-

ro que mediante una ley, no d.ebe confund¡rse a esta últímq con el tratado. Este

adqniere val idez .iur íd¡ca en virtud de la ley aprobator¡q, pero rut por ellct deia

de tener el cdrócler de un estatuto legal autónomo cuya interpretac¡ón depen'

de de su propio texto , naluroleza, con independencia de la ley aprobatoriu. Y

por eso lo concerniente ql comienzo de su v¡genc¡q no está cttndicionado por

esla últimq sino en cuqnto no ha podido tenerlq anles de la aprobacíón legis-

lativd. Pero uno es el objeto sobre el que recae l.! obl¡Satoried.td de la ley

dprobatoriq y olro el objeto del lrqtqdo. Que la ley es obligatoria desde el día

de su publicación o desde el día que ella delerminq (art. 2 del Código Civil)
sólo quiere decir que desde esa fecha queda la Nación legalmente obligada a

cumplir el compromíso contraído. Pero a cumplirlo del modo que lo contrajo:

en el caso de los tratados como el que aquí se consider\, que contíenen com-

promisos recíprocos, es decír que, cono se dijo precedentemente, Ia causq de

los que contrae cadq paríe está en que la ofra conlrae otros equivalentes, el
cumpl¡miento a que la Nación queda obligtttla en virtud de la ratificacrón

legislatfua tratqnle, esto es, c! que esla última Íormalice su propta obligac¡ón

correlaliva, porque sin ello el compromíso de Ia primera cqrecería de razón de

ser'\tt).

I l3) CSJN. Fallos,202:353
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Sin perjuicio de las criticas que pudieron efectua¡se al fallo de la Corte al
haber utilizado fa expresión " ratificación legislativu", qüe no refleja el verdade-
ro procedimiento constitucional, y que en los t¡atados bilate¡ales, Ia ratificación
de ellos no marca necesa¡iamente el momento de su entrada en vigor, sino el
canje de instrumentos de ratificación, si las partes no han ¡tado otro momenlo.
no cabe duda que el pronunciamiento de la Corte enmendó €n su mom€nto una
incorrecta interpretación del tribunal inferior, realizando una adecuada diferen-
ciación entre Ia ley aprobatoria del tratado y el t¡atado mismo.

Una segunda etapa, se inició con la doctrina sustentada por la Corte Supre-
ma en fa causa "Martín y Cia. S.A. c/ Adminístración General de Puertos". El
fallo de noviembre de 1963, entre sus múltiples fundamentos sostendria:

''Que corresponde establecer que ni el qrt. 3l ni el 100, Constítución
Nacional, atribuyen prelación o superíoridod a los tratados con las potencias
extrdnieras respecto de las leyes tálidanente dictadas por el Cctngreso de la
Nación. Anbos -leyes y tratqdos- son ¡gualmente cctlifcados como " ley supre-
ma de la Nación", v no existe fundamento normqt¡yo para acordar prioridad
de rango a ninguno.

Que esto conclusión es tambíén Ia adoptada por la doctrina y lajurispru-
dencia norteamerícona, con /undamento igualnenle en un texto análogo al
del <trt. 3l de lct Constituc¡ón nacíonal, le "supreuacy clause" de la Cohstitu-
ción de los Estados Unidos, a saber, lu cláusula segunda del art. ll[...J.

Que se sigue de lo dicho que rige respecto de embas cl(lses de normas, cn
cuanlo integrantes del ordenaniento jurídico interno de Ic! República, el prin-
cipio con arreglo al cual las posteriores derogan a las anleriores. En su expre
sión clás¡ca. "leges posteriores priores contrariqs abrogant", ha sido tam.
bién admitido como consecuencia necesaría de la igualdad jerárquica señala-
da, por la doctrina y la jurisprudencia nolleamer¡cana, antes recc¡rdt¿da.

Que corresponde todavía señalar que el derecho internqcional, con b.tr;e

en ld distinción entre tratqdos en cuanto conyeníos entre d¡st¡ntas polencicts !-
como normqs del ordenamiento juridico nacional ¡nterno, remite también la
solución , en este segundo aspecto, a la organización constitucional respecti-
va[...J. A Io que dehe añadirce gue la posible cuestión de orden internacíonal
subsistenle es ajena, como plincíp¡o, a la jurisdicción de los tribunales de

¡ustíc¡a internos. Y depende de circunsÍencias atinentes a la conduccíón de las
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relaciones exteriores de la Nación, suietcls a reclamo por las altas partes con-

traÍantes, a cuyo respecto no cahe decisión por eslq Coúe[ ]"rttl

El dictun de la Corte, cuyos fundamentos serían r€iterados en 1 968('5),mo-

tivaría encontradas opiniones, en particular sobre la interpretación del art. 3l de

la Carta Magna.

El enunciado de este dispositivo, sostendría Bidart Campos, que establece

la prelación del derecho federal mencionando primero la Constitución, luego las

leyes y en tercer término los tratados, no es suficiente para fundar una supuesta

supremacía de la ley sobre ios lratados, ni siquiera su paridad de rango ya que de

dicho precepto sólo se desprende en primer lugar, la suprehacia del derecho

fede¡al en bloque sobre el provincial y la supremacia de la Constitución sobre

todo orden iurídico derivado, tanto federal como provincial. Examinando la natu-

raleza del acto contractual, destaca la vigencia en reiación a éste de¡ principio

pacta sunl servanda, que imPide a los contratantes la introducciÓn de modifica-

ciones e¡ forma unilateral, careciendo los Estados de competencias para dictar

normas inlernas contrarias al tratado.Lo imporlant€ es, afirma, que en el orden

interno no prevalezca la ley nacional posterior opuesta aftratado anterior ) que

el control constitucional permita invalidar una ley que asl lo pretendiera(r6).

Con otros argumentos, los fundamentos de los fallos serían criticados por

Goldschm¡dt, quien polemizaría en torno a Ia tendencia del sistema argentino -

monista o dualisia-, materia esta que tanto llamaría la atención de la doctrina

argentina cuando comenzara a ser tratada desde un punto de yista científico la

cuestión de las ¡elaciones entre el derecho intelno y el der€cho intemacional.

Es¡e reconocido jurista, sostendria que si en el sistema argentino se hubiera

adoptado el dualismo, que exige la transformac¡ón del tratado en ley para que

tuviera eficacia en el derecho interno, se justificaría que la ley transformadora

tuviera la misma jerarquia que cualquier otra, pero la práctica argentina no había

consagrado tal ley ttansfotmadora ya qlue no debia confundirse con la ley que

pudiera ser necesaria para darle carácter operativo a un tratado incomplelo. Acep-

tada esta premisa, el hatado rige en el derecho argentino como tal y resulta

(14) CSJN. Fallos, 257:99.

(j5) CSJN. Fallos,2?l:? (Esso S.A. Petrolera Argentina c/ Gobierno Nac¡onal'

(16, Cf. Crítico a dos aspectos tle Ia sentencia de la Corte'. en La Ley, Bs As,lomo
tll. o.374,
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contrario a normas fundamentales que un acuerdo multilateral pudiera ser dero-
gado por un acto unilateral. EIlo constituitía simplemente un incumplimiento,
salvo el caso en que las panes pudieran válidamente ¡esoiver un contrato por
declaraciones unilate¡ales('r).

También se sostuvo en una critica algo poste¡ior al fallo de ia Corte, que
ésta al adm itir que una ley posterior modificara un tratado internacional, se halla-
ba en abierta contradicción con lo dispuesto por el art. 27 de la Convención de
Viena sobre el Derecho de los Tratados(rB).

Pese a reconocer que estas objeciones a la doctrina de la Corte eran lícitas
desde un punto de vista monista. Vanossi sostendría que la solución del Alto
Tribunal, se había fundado en los principios con stitucion ales, que no eran
mon istas(re).

En verdad, al margen de las discrepancias en torno a la solución que había
adoptado la Constitución Nacional -monista o dualista-, surgía con claridad que
el criterio de Ia Corte era anacrónico para la época y estaba en abierta cont¡adic-
ción con los principios univers¿lmente reconocidos en el régimen intemacional
de los tratados, en particular ei del "pacta sunt servanda" y el que incorporaría
expresamente en el a¡t. 2? la Convención de Viena de l9ó9, p¡incipios estos hoy,
de derecho internacional general(r0).

Pasarian casi treinta años hasta que la Corte Suprema, modificara aquella
discutida inlerpretación de lajera¡quía constitucional de los tratados internacio-
nales.

Se inició una tercera etapa, que implicó tomar una direccién jurisprudencial
acorde con la evolución de las ¡elaciones internacionales y que, como lo antici-
páramos, permitió un significativo avance en el esclarecimiento d9 esta temática,
anticipándose a la nueva solución conslitucional.

(17) Cf. 'D¿ nuevo: Derccho lnternacional y Derecho lhterno ', en El Derecho, IJs.As..
Tomo 21, p.423

(18) Cf. PUIG.Juan Carlos. dp. cr., p. I43.

(19, Cf El rég¡üek constituctonal de los trutados"...,p.207

(20) Cf R,{MELLA,PabI) A. La Cohvención .le ,'iena sobre el Derecho de los liatadai y
Ia (:onsliluc¡ón Nacional -e¡ 'El R¿g¡nen Consl¡lucional Argentir¿ " ( obra colectiva),
Mendoza,l9?7, pp 96-9?, Tn DE l-A GIJARDIA y DELPECII El Derccho de los'h.ttador t,
la Convención d¿ riena de /9ó9", Rs. As., 1970, p. 286
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En efecto, en la caus^ " Ekmekr:ljían, Miguel Angel c/ Sofoích Gerardo y
o¡ros", el Tribunal sostendria:

" Que un tratado internqcional constítucionalmente celebrado, inclu-
yendo su ratrficacíón inlernacional, es orgánicamente federal, pues el Poder

Ejecutit'o conclu\,e y firma tralados (arl. 86, inc. I4,Constitución Nacional),

el Congreso Nacional los desecha o aprueba mecliante leyes federales (art. 67,

ínc. I9 Const¡tución Nacional) y el Poder Ejecutivo Nacion.tl ratirtca los tra-
tados aprobados por ley, emiliendo un aclo federal de autorídad nacionql. Lq

derogación de un fralado inte/ndcional por una le¡' /st Congreso violenla la
distribución de competencias impuesta por la m¡sma Constitución Nacional,
porque mediante una ley se podría derogar el aclo complejo federel de lq
celebración de un tratodo. Conslituiría un avance inconstitucional del Poder
Legislat¡vo Nacional sobre atribuciones del Poder Ejecutivo Nacionst, que es

quien conduce , exclusiva y excluyentemente, lqs relaciones exteriores de la
Nqción (art. 86, inc. l4 Conslifucíón Nacionall."

"Que la Convención de Vienq sobre el derecho de los trotctdos - aproba-
da por ley 19.865, ratificada por el Poder Ejecutivo Nacional el 5 de dicíem-

bre de 1972 y en vigor desde el 27 de enero de 1980- confiere primacía al
derecho internac¡onal conyencional sobre el derecho interno. Ahora esta prio-
ridad de rango integra el ordenamiento jurídico argentino. La Conyención es

un lrotado internac¡onal, conslitucionalmente válido, que asigna prioridad a
los trdtados internacionales frente a lq ley interna en el ámbito del derecho
ínterno, eslo es, un reconocímienlo de la Uimacía del derecho internqcional
por el propio derecho interno. "

"Esla convencíón hct qlterqdo la sítueción del ordenamiento jurídico
argentino conlemplada en los precedentes de Fqllos: 2 57 :99 y 2 7 I :7, pues ya
no es exacta lq propos¡ción jurídica según lq cual " no existe fundamento
normativo para acordar prioridad" al tratado frente a la ¡ey. Tal fundamento
normatfuo radicq en el art. 27 de la Convención de Viena, según el cual "Llna
Parle no podrá inyocsr las disposiciones de su derecho interúo como jushrtca-
ción tlel incumplimiento de un tralado".

"Que la necesaría aplícación del art.27 de la Convención de Víenq

impone a los órganos del Estado qrgentino asignar primacía al qatadc,' ante
un eventual conflicto con cualquier norma intetna contrctria o con Ia omisión
de dictar disposiciones que, en sus efecfos, equivalgan al incumplimíento del
tratado internacionql en los términos del c¡tqdo art. 27."
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" Lo expuesto en los considerandos precedentes rcsuhq qcorde cctn las
etigencías de cooperacíón, armonizac¡ón e integr6ción intern.tcionale; que

la República Argentina reconoce, !- prcNíene Ia eventual responsabilidad del
Estado por los actos de sus órgahos internos, cuestión a la que no es ajena Ia
jurisdicción de esta Corte en cuqnto pueda constitucionalmen¡e evítarla. En
este sentido, el Tribunal debe velar porque las relacionales exteriores de la
Nación no resuhen alectades a causa de qclos u omisiones t¡riundas del dere-
cho argentino que, de producir qquel efeclo, hacen cuestión federal trescen-

denle. "l2t).

Tal doctrina sería reiterada y explicitada en su aicance en otras causas. El
Alto Tribunal. en "Fibracq Constructora S.C.A. c/ Comisíón Técnica Mixtct de

Salto Grande", reafirmaria el principio de la primacía de los t¡atados f¡ente a

cualquier norma intema contraria, ante un eventual confltclo, " unavez asegura-

dos los principios de derecho público conslitucionales "t22t.

Se advierte que la Co¡te fundamenta el dictum partictlarmente en un cam-

bio de situación que se habria producido en relación a la existente cuando se

produjeron los pronunciamientos de 1963 y posteriores. Al haber rafificado la
República Argentina Ia Convención de Viena de 1969 y habiendo ésta entrado en

vigor, ya no sería exacta la proposición de que no existía fundamento no¡mativo
para acordar prioridad al tratado frente a la ley. El art. 27 de este instrumento
conyencional se constituyó en el meollo y sobre su vigencia se apoyó todo el

andamiaje argumental. La Corte eludió un pfonunciamiento sobre los alcances

del art. 3l de la Constitución Nacional, en derredor del cual giró toda Ia argumen-

tación quc sustenló el fallo en la causa "Mdrtín y Cia. S.A. c/ Administracíón
General de Puertos".

Por otra parte y contrariamente a lo afirmado en esta causa en el senlido de

que la posible cucstión de orden internacional subsistente (responsabilidad in-
ternacional) era ajena en principio a lajurisdicción de los tribunales dejusticia
internos, la Corte sostendria ahora que la responsabilidad del Estado por los

actos de sus órganos internos, era una cuestión qüe le atañia, en cuanto pudiera

constitucionalmente evitarse(2r).

(21) CSJN. Senlencia del 7 de julio de 1992.

(22) CSJN, Sentcncia dcl 7 de julio de 1993. Cf. ta¡¡bién "li¡gelin. Ragnar c/ Poder Fiecutivo

Nacio¡al s/ juicio de conocir¡iento" , Rcsolución del 22 de diciemb¡e de 1993.

(23) Ct RAMELLA.I'ablo A. 'Derecho Constluc¡onal", Bs. As., 1982, p. 230.
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Cabe destacar que con posterioridad a la vigencia de las reformas constitu-

cionales, la Corte Suprema resolvió, reiterando lajurisprudencia examinada, un

caso que guarda alguna semejanza con el resuelto en 1963.

En la causa "Calés La Virginia S.A. s/ Apelación (por denegar:ión de

pet¡c¡ón)", el Alto Tribu¡al sostendría nuevamente la primacía de los tratados

frente a las leyes nacionales que se les opusieran. pero en esta ocasión haría una

interpretación del art. 3l de la Constitución. Recordaría que el art.2? de la Con-

vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados "¡npone a los órganos del

Estado argenlino -una t'ez resguardados los principios de derecho público
constitucionales- asegurar prímacía q los tatados ante un conll¡cto con una

normd inlerna contrario pues eslct prioridad de rungo integro el orden juridí-
co argentino y es ínvocable con suslenlo en el art. 3l de la Carta Magna,

bqstdríq para rechazar el agravio del Fisco Nacional'vtt.

La Corte Suprema no recurrió a la norma constitucional actual (art. 75,inc.

22) para resolver la cuestión de fondo, y, aunqüe no se haya efectuado una

mención expresa de la motivación, el voto del Ministro Antonio Boggiano seña-

la: "Dado que al diclqrse esta sentencia se halla en vígencia la reforma cons-

titucional sancionada el pasado 22 de agosto, convíene aclarar que. no obs-

tanle, el caso está regidct por el lexto anterior a dicha reforma, en razón del
momento de los hechos relevanles de la liti,s'\1,. El su opinión no podía apli-
carse las nuevas normas constitucionales a una situación fáctica anterior.
contituyendo un pronunciamiento contrario a la aplicación retroactiva de las

¡eformas-

Pese a ello, la sentencia al ratificar la vigencia del principio en virtud del

cual las facultades que delegue el legislador debian ejercerse de conformidad
con los convenios internacionales vigentes. recurre al nuevo texto constitucio-

(24) CSJN, Sent€ncia dcl 13 dc octubre de 1994. Afirma la Corle Suprema en este fallo: "
Ahora bicn, según lo expresado. cl legislador no tiene atribución para modiñcar un tratado por

una lcy y si bien podria d¡ctar una ley que prescribiese disposiciones contrar¡as a un tra¡ado o quc

hiciese inrposible su cumplimien(o,ese acto del órgano legislativo cornpo¡t¿ri¿¡ una transg¡esión

al principio dc la jerarqula de las normas (art. 31 de la Constitución Nac;onal) y seria un acto

constitucionalmcnte inválido. llabida cuenta de que cl legislador no puedc deleBar una facultad
que no tieÍe, desde el punlo de visla de la legitimidad d€ una delegación si€mprc cstá prcscntc -
lo diga la norma delegante en fo¡ma expresa o no- esa directiva d€ que n¡ uoa ley ni otra norma
de nnEo int¿rjor puede vjdat Dn lralado interDaciotlal"

(25\ Ibiden
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naI: "Que lo ante or no signrfca que es irrclevante discutir el alcance de la
limitoción conten¡da en el art. 665 del Código Aduanero pues es un prtncipio
implicito que todas las facultades que delega el legislador deberán ejercerse
"respelando los convenios internacionales yigente;-". Visto desde otro ópfica,
la participación del Congreso en el acto complejofederal que culmina con la
qprobación y ratifceción de un lratado (att. 75, inc¡so 22; art. 99, inciso I I
de la Ley Fundamental), comporfa siempre la existencia de una directiva polí-
lica gue quedq incorporada en todo acto de delegación y en el ejercicio de la

facultad delegalq.' 'a6t.

La Corte en este fallo, como se señalara, invoca expresamente el art. 31 de

la Constitución para fundamentar la prioridad de rango constitucional de los
tratados sobre las leyes nacionales, aunque no abunda en consideracrones.

Por el contrario. sí se encuentra una interesantísima doctrina en el voto del
Ministro Boggiano. Refiriéndose a la sentencia de la Sala ll de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal - que motivó el
recurso-, que sostuvo sobre Ia base del art. 3l de la Constitución Nacional que

los tratados poseían igualjerarquía normativa que las leyes nacionales y que por
lo tanto el pais podría modificar unilateralmente los tratados internacionales de

los que fuera parte, mediant€ una ley del Congreso, y a la anterior doctrina de la
Corte, afirma: "prie si bien es c¡erto que la solución del probleme de le releción
entre el derecho interno qrgenlino y los lratados inlernacionales lem¡te q Ia
organi:ación constitucional del país[...], no lo es que del enunciado del ctrtí
culo 3l de lq Consfituc¡ón Nacionql se siga que un tatado puedq ser deroga-
do por una ley posteríor, pues los tratados no son leges en el sentitlo del
adag¡o latino" . Luego de recordar palabras de John Jay en relación al art. Vl de

Ia Constitución de los Estados Unidos, que constituye el antecedente directo
de I art. 3 I dc la Constitución argentin a, señala Bo ggiano:. " Que a di/brencia de

lo que ocurre en oÚas constilltciones más modernas, la Argentina no ha re-
suelto explícitamenle lo atinenle al emplazamiento de los trqtqdos infernac¡o-
nales en el ordenamiento juríd¡co, limilándose a declarer, en el artículo 3l
que, junto con lo Conslitucíón y las leyes de la Nación, consl¡turen la Ley

Suprema de la Nacién. Sin embargo, lanto el lenguaje empleado por el constt-
tuyente como el mecanismo diseñado para Ia celebración ¿e ¡ot trata¿os, per-
miten sostener Ia; artrmac¡crnes transcriptas ut suprd. Así, anle la ausencia de

(261 lbden
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una indicación expresa en contrario, es razonable atribuir al lérmino "trata'

do", mencionsdo en los arlículos 27; 3l: 67 inciso 19; 86 incíso l4 y 100, su

signifcado habitual y profundo, recordado en la lrase de Jay, que excluye -en

principío- la posibilidad de que una de las parles lo derogue o revoque

t¿nilqteralmenle s¡n que ello constiluyq un incumplimiento del mismo"\11).

Más adelante, indagando sobre el significado atribuido por los constitu-

yentes provinciales y nacionales de 1860 al art. 3 I y en particular examinando

expresiones del diputado Mármol, concluye afirmando: "En este sentido, los

convencionales fueron más lejos que las expresiones vertidqs por el diPulado

Mórmol, puesto que parecería que enlend¡eron necesario preservar la suerte

de los compromisos internacionales incluso de un eventual cambio en la Ley

Suprcma de la Nación. Mós (tllá del acierlo de esle último críterio, lo cierto es

que demuestra claramenle el rango superior qtribuido a los tra¡ados sobre las

leyes del Congreso. "\2s).

3. LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN LA CONSTITUCION

REFORMADA

La última etapa corresponde a lajerarqufa otorgad¿ a los tratados interna-

cionales en el actual art. 75 de Ia Constitución Nacional, referido a las facultades

del Congreso. El prímer páÍafo del inciso 22, consigna la de "Aprobar o des'

echar lratados concluidos con las demás naciones y con las organizuc¡ones

internac ionales, y los concorclotos con lq Sqnta Sede", agregando que "lo.r

tratados y concordatos tienen jerarquía superíor a las leyes".

Como ya lo destacáramos, el acierto de los constituyentes es innegable. L,a

clara solución constitucional evitará en el fuluro que una cuestión tan trascen-

dente como la de la jerarquia de los tratados y acuerdos internacionales deje de

depender de üna interpretación judicial. La experiencia ha sido más que

aleccionadora, y así lo propusimos hace algunos años('?e),

(2'l t lbiden

(28\ Ibiden

(29) Ci 'Ios tratados inlemaciorales I la Consliluciótl Nacioúal-..',op ctl , pp 702'?031

también ' ¿d integración latinoamericana y ls rcfonna de la Constitución' (€n coauhría con

R¡cardo HARO y Alb€rto ZARZA MENSAQUS), Boletín de la Facuhad d€ Derecho y Ciencias

Soci¡¡es de la ilniversidad Nacionai de Córdobq Año XXxlX, Agosto'diciemnre 1975. pp l6¡-ift
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No obstante el acierto también puesto de manifiesto en la nueva ¡edacción
de la primera parte de este párrafo al incluir los tratados con las organizaciones
internacionales -situación esta que es obvio no pudi€ron prever los constitu-
yentes de 1853 y 1860-, que acomoda la facultad otofgada al Congreso a la
evolución experimentada en la comunidad internacional en el presente siglo,
creemos que fundándose igualmente en esta realidad inte¡nacional contemporá-
nea, hubiera sido más adecuado haber agregado "otros entes interndcionales " .

Es bien conocido el hecho de que Ia dinámica de las relaciones internacionales
está signada por la participación en la vida internacional no solo de los Estados
y las organizaciones internacionales, sino también de otros entes a los cualcs se

les reconoce subjetividad internacional, algunos de larga existencia ya como la

Soberana Orden de Malta o la Cruz Roja lnternacional ( más precisamente e¡

Comité), y ot¡os surgidos en razón de realidades y circunstancias más recientes.

como los movimientos de libe¡ación nacional.

Es cierto que con anterioridad a esta reforma se había producido una adap-

tación de hecho del viejo texto constitucional, habida cuenta que éste no cons-

tituyó un impedimento para que s€ suscribíeran acuerdos con las organizacio-
nes internacionales, con la Soberana Orden de Malta o con la Organización de

Liberación Palestina -v.g. -, pero abordada la reforma, hubiera sido oportuna una

redacción más acorde con Ia nueva dimensión de las relaciones internacionales.

Puede observa¡se que en cuanto a las facultades para celebrar y concluir
tratados o acuerdos internacionales en general, se han mantenido Ias del Con-

greso para aprobarlos o desecharlos, y las del Presidente de Ia Nación -art. 99,

inc. 1l- la de concluir y frrmar "tratados, concorddtos y olras negoctacbnes

requeridas, paru el mantenim¡enlo de buenas relaciones con las orq¡anizacn-

nes ¡nlernac¡onales y las nec¡ones extranJeras. .

Consideramos correcta la exclusión de la ca-suística quc contenía el ante-

rior inciso l4 del art. 86 de la Carta Magnaco), que se ajustó a las materias objeto

de regulación habitual €n la época de la sanción de la Constitución, pero que han

sido superadas cuantitativamente con la evolución de las rclaciones internacio-

nales, no siendo adecuada una enunc¡ación taxaliva, que por omisiones pudiera

(30) 'Concluye y lirma lrarados dc paz. de comercio, de navegación, de alianza, de limites v
d€ n€utralidad, concordatos J, otras negociac¡ones requeridas para cl manlenimie¡lto de buenas

relaciones con las potencias extranjeras. Í:rib€ sus Miristros y arími(e sus Cónsuits .
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dar lugar a dudas en el futuro. No obstante, sería extensible al inc. ll del art- 99 las

críticas que efectuáramos en relación a Ia que, en nuestra opinión, constituyó

una defectuosa redacción de la primera pafte de I iíc.22 del vrt.'7 5 .

Cabe obs€rvar también otra omisión, que ya se diera en el anterior texto

constitucional. Nada se ha establecido en relación a la denuncia de los tratados

en general. Sólo se ha efectuado una regulación expresa de la denuncia de algu-

nos tratados sobre derechos humanos y de los tratados a que se refie¡e el inc 24

del art. 75. Quedó nuevamente sin contemplar una cuestión que preocupo a los

publicistas y en relación a la cual, la práctica. no siempre uniforme, habia origina-

do opiniones contradictorias.

Una interpretación fundada en la mecánica de denuncia de los tratados

referidos, que como se verá en su momento, exige determinadas mayorias en

cada Cámara del Congreso, permitiría sostener que excluidos estas especies de

acuerdos, para los otros correspondería al Poder Ejecutivo la facultad de denun-

ciarlos previa aprobación del Congreso, con las mayorías exigidas para la apro-

bación de lps tratados en general. Esta solución surge como la más coherente

con los principios que informan el proceso de celebración y conclusión de los

tratados en la Carta Magna.

En la tista de omisiones, también aparece la cuestión de los acuerdos en

forma simplificada, Los acuerdos ejecütivos o e.xectf¡ve agreements - la doctri-
na recurre a diferentes denominac iones-, han adquirido gran importancia en las

relaciones y negociaciones internacionales de nuestros días, reúnen formas muy

variadas, y generalmente en su celebración se omiten algunas de las etapas que

se obse¡van en los tratados llamados "solemnes" t1\). La imoortancia de las

materias reguladas por estos a-cuerdos, no necesariamente constituyen el fun-
damento de la adopción de tales formas. Cuestiones de gran gravitación en la

vida politica, económica o social de los Estados han sido regladas por esta via
convenc ion all'r), y no cabe duda que esta práctica ha impor¡ado un apartamien

(ll) Cf. REMIRO BRO1ONS, /\f.tonio Derecha lntemacional Público. Derech!' ¿e los
l'ratados", M^órló, 198?. pp. 69 70. "Asi, junto a un modelo cxtenso, complejo ,v solemne -dicc

el jur¡sl¿ esp¿ñol- apatec€, It disl¡nfas versio¡es, un modelo abrcriado dE celcbrasión de lrata-
dos, sobrc todo eÍ las relaciones bilaterales. en los que {:n un solo acto, como si dc un hombre-

música s€ Íalara. s¡rve a la cucrda, a la Dercusión. al vicnto. En esle sentido es qu( L,'n ltl;\
provccho puede ulilizarse la expresió¡ de acucrdo cn tbr a simplilicada, cLryo núnero h^

disparado con la acelerac¡ón y diversilicación sustancial dc las relacioncs inlernacionalcs'.

(32) Cil OPPENHEII\,.ll.A. "TrLltúdo de Derecho I le acioial Públi.o . P¡¿.-lo¡rro l.
Vol. ll. D. 491
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to de las normas que los constituyentes han establecido en relación a las facul-
tades de los poderes €jecutivo y legislativo en materia de celebración, aproba-

ción y rechazo de los tratados internacionales. El treaty-making-power presi-
dencial ha superado las previsiones constitucionales en gran parte de los Esta-

dos, incluyendo nuest¡o país, en €l que a paftir de 1930, se desarrollé una ten-
dencia que prescindió de la aprobación del Congreso en relación a cierta clase

de convenios(r1).

Aunque calificada como práctica perniciosa por algunos publicista5trrl,

los acuerdos ejecutivos se han constituído en los últimos tiempos en un proce-

dimiento ágil de regulación de las más variadas cuestiones, y en su divulgación
quizá haya incidido la demora que generalmente debe €xperimentar la aproba-

ción de los acuerdos por los órganos legislativos, que en más de una ocasión

determina que ellos pierdan toda eficacia o actualidad.

Por esta razón, es que tiene explicación aquella tendencia manifestada en

muchas de las modernas constituciones que han previsto una aprobación auto-

mática de los tratados cuando haya pasado cierto tiempo sin que el poder legis-

lativo haya ejercido sus iacultades constitucionales. Se concilia¡ia así la necesi-

dad del ejercicio del control legislativo con la celeridad que impone la dinámica

de las negociaciones inte¡estatales(rr). l"amentablemente, se ha dejado pasar

esta nueva oportunidad sin haber ni siquiera discutido la cuestión.

Se ha destacado ¡a gran cantidad de t¡atados ejecutivos celebrados por

nuest¡o país y la variedad de materias, como asistencia militar, cooperación téc-

nica, comercio y pagos, financieros, sanidad animal, servicio militar y algunos de

contenido politicolr6). Según Barberis, la cancilleria argentina ha seguido en

gene¡al la práctica de celebrar acuerdos en forma simplificada cuando no están

refe¡idos a materias que estaban indicadas en el art. 67 de la Constitución Nacio-

(33) Ct PODESIÁ COSTA, L. Derccho lhtenacionul Púbttco , Bs As. 1955. T. t, p
314.

(34) Cf GONZÁL|:Z CALDERÓN, Docttinu Const¡tucional", Bs. As., 1928. pp. 39ó-401.

(35) Ct VANOSSl,Jorge R 'Mginen Constitucional ¿e lo: Tratados' ,pp l5ó-158: nucs-

tro trabajo /,or tratados ¡nternacionriles y Ia Constituc¡ón Nacional ,p. 102

(16) Ci SEVE DE GASTÓN, Alhctto Los tatados ejecutivos de la Reptlblica Arsentina',
Bs. As, 1970, P. ,r7 y ss
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nal. Cuando se trataba de otros temas los convenios eran por regla general'

sometidos a la aprobación del Congresoi").

Se ha observado también que los acuerdos en forma simplificada encontra-

ban fundamento en elant€rior Art 86,inc. l4 de la Co¡stitución Nacion al 'actual

Art. 99. inc. I I -, en cuanto se reconocia la facultad del Poder Ej€cutivo de con-

cluir y firmar tratad os" y otras negociaciones para el mantenímiento de buenas

relacíones..-", aunque estos acuerdos estarían limitados a las competenclas que

se atribuyeron al Poder Ejecutivo, o sea a las materias que pueden regularse por

dec¡eto, ya que lo contrario implicaría la asunción por el Presidente de faculta-

d€s estrictamente legislativas, afectando el principio republicano de la división

de poderes(]e).

La verdad es que no siempre se han acatado estas limitaciones constituclo-

nales y era una cuestión que como se señaló' debió ser abo¡dada(re) Así lo han

hechos algunas constituciones latinoamericanas(40).

Cabe observar que a pesar de la jerarquización de los tratados y acuerdos

contemplados en esta primera Parte del inc. 22 del arf 75 de la Carta Magna'

otorgándole un rango superior a las leyes nacionales, en modo alguno se ha

alterado la superioridad de la Constitución sobre ellos. cuestión esta que excc(le

losIÍmitesdeestasreflexionesyquehamerecidolaatencióndeladoctrina(l1)¡-a
situación de algunos tratados sob¡e derechos humanos, merece consideración

apane.

No pasa desapercibida la inclusión de los tratados entre los instrumentos

que consagren derechos y garantías cuya lesión, alteración o amenaza. puedYn

(37) CL ta Connención de rieni sobre el Derecho de los Trutado\ 
' 

Ia ('akst¡tuctui1

Argenfina . en Prud€nlia Juris". dicicmhre i985- abril 1986, p ló9

(38) Cf. PtJlG,Jüan Catlos, op c¡l., p. 148

(39) R^M[LLA. proponía la inclusión dc una clár¡sut¡ que oonsagrar¿ la ]alide/ dc lo5

trat;dos eiccutivos con la sola firma dc los represcntante dcl Poder ljecutivo' dcbiendo scf

enviados al Congreso y si no eran rechazados €n ün ti€mpo ¿ete¡tÍinado. sc Jos co¡'s'derara

definiúvamente aprobados (Cf F't L)eretho Intemac¡onal Íeú|e a ta relonnu conslitut:ional '

l,a Ley. Aio t,l, No. 165,31 de agosto dc 1987. p 2)

(40) Constituc¡on de llonduras (art 2l); P€rú (arl I04)'

(41) Cf B^RBFR|S. Julio. op.i/, pp l79 1 s{

221



ERNESTO J. REY CARO

dar lugar a la acción de amparo, de conformidad con el primer párrafo del art. 43
de la Constitución(a'z).

Según de la Guardia, el o¡den de enumeración de los instrumentos -Consti-
tución, tratados, leyes- no es casual, sino sustancial y se adecua a lajerarquización
de los tratados efectuada en el art. 'l5, inc.22\at).

Cabe acota¡ que aquella supremacia ya habia quedado a salvo cuando la
Corte Suprema modificó su jurisprudencia reconociendo la supremacía de los
tratados sobre las l€yes nacionales. En el reciente fallo recaído en lz causa "Ca-

fés La Virginiq S.A.s/ Apelación", en el voto del Ministro Boggiano, se ¡atifica
plenamente est€ postulado: "Que la necesaria aplicación del articulo 27 de lq
Convención de Viena impone a los órganos del Estado qrgent¡no dar pr¡ori-
dad a un tratqdo anle un eventual conflicto con unq nolmq inÍelnq contrqria
que equivalga a su ¡ncunplinienlo[...]. Sin perjuicio, clqro estd, de la supre-
macía consl¡tucional, asegurada, en general, por su tipologíq rígida (art 30
Constilución Nacional) y respeclo de los tatados por el art. 27 de la Consti-
tución Nacional [...]. Principios cuyo resguardo tqmbién se hallaría asegura-
do por Ia propíq Convención de Viena, en cuqnto establece en su altículo 16
l(r nulidad de un tratado celebrado por un pais en violación manifiesta de una
norma de importancia fundamenlal de su derecho inlerno[...] Tanbiénelarti-
culo 53 de la Convención tulelq de un modo mediato dichos principios al
eslablecer la nulidad de todo lrqtado que se oponga a una norma imperct¡va
de derecho internacional general (ius cogens), aclarando que se enl¡ende por
tal aquellcr que es aceplada y reconocida por la comunidqd internacional de

estados en su conjunto como normq que no admile acuerdo en contrario. Ella
es así, en razón de la suslancial coincidencia entre los valores y derechos

U eteg¡dos pot lrts nurn¿s .le ius cugenes y po, t1 esb.! Cd d lrldgna"taa\.

(42) "Toda pcrsona puede inlcrponcr acción expedita y rápida de amparo, s¡eñpre quc no
exista otro n€dio judicial más idóneo. co¡tra todo acio u omisión de auloridades púb¡icas o de

particulares. que en forma actual o ¡nmincnle Iesion€, testrinja, alt€re o amenace. co¡ arbilrarie-
dad o ilegalidad manifiesta- dcrechos y garantías reconocidos por csta Constituci(in. lrn tratado o
una ley. En c¡ caso. cljü92 podrá declarar la inconlitucionalidad de la norm¿ cn que se funde e¡

¿cto u omisión lesiva".

(43\ Cf. El nuevo rexto constilucional ) los traÍados". en El Derecho, No.8613,3l de

octubre de 1994. p 2

(44) CSJN, scntc¡cia c¡tada.
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3 . I LOS TMTADOS SOBRE DERECHOS HUMANOS

Uno de los aspectos más novedosos de la reforma constitucional ha sido,

sin hesitación, la incorporación con'Jerarquía constitucional", de declaraciones

y tratados sobre esta materia.

Prescribe al respecto el nuevo Iexto:

"La Declaracíón Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la

Declaración Uníversal de Derechos Humanos: lq Convencíón Amer¡cana so-

bre Derechos Humanos: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So'

ciales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polítrcos t tu

Protocolo Facultativo; la Convencíón sobre lQ Prevención y la Sancíón del

Delito de Genocidio: la Convención lnternac¡onql sc.¡bre la Elimínución de

todas las Formas de Discriminación Rqcial; la Convenc¡ón sobre la Elimina-

ción de todqs las Formas de Discrimínación contrq la Muier; la Convención

contra lqTorturay otros Trqtos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradqnles; la

Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones <le su vigencn

tienen jerurquía consl¡tucionql, no derogan arliculo alguno de la primera
parte de esta Constitución y deben entenderse comPlemenlqrios de los dere-

chos y garantias por ella reconocidos. Sólo poclrán ser denunciados, en su

caso, por el Poder Ejccutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras

partes de lq totalidqd de los míembros de cqda Cámara.

Los demás trutados y convenc¡ones sobre derechos humanos, luego de ser

aprobados por el Congreso, requerirón del voto de las tlos terceras partes de

lq totalidad de los níembros de cada Cómara para gozar de lajerarquiu .ont-
titucional"

El texto constitucional incluye una enum€ración taxativa de instrL¡¡nentos

de desigual natura leza jurídica. El)o surge de la incorporación de la Declaración

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y de la Declaración Universal dc

Derechos Humanos por una parte, y de algunos tratados y convencioncs por la

otra. Son bien conocidas las diferencias que Ia doctrina jusinternacionalista

señala entre ambas categorías de instrumentos los que, sin duda, t¡enen tambrén

un valor juridico-internacional diferente(4!).

(,15) Cf. nucstro trabajo ¿a competencia legis!¡tt¡va de I(' llsaú1blea (;encrul J¿ tus

Nactones Unida: Eleclo:t Jurídicos de las resoluciones . 
^nuario 

Ilispano-l-uso_Atrcricano dt
Derecho Interna¡iiona¡.Madrid. i979. v(t. 5. Dp. llt-t'li v la b¡hliograÍÍa alií citnda
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Pese a ello, nada obsta para que una constitución -en este caso la nuestra-
le otorgue una determinadajerarquia, prescindiendo del valorjurídico que ellos
posean en el campo de las obligaciones internacionales. Ello sin perjuicio de la
compatibilidad de los derechos y garantías alli consagrados con la primera pafte
de la Constitución, como reza el texto en examen.

Hasta aquí, no pareciera que pudieran señalarse anacronismos. No obs-
tante, surgen cie¡tas dudas en la interpretación de la última frase del párrafo
segundo del inc. 22 del art. 75. En efecto, según esta parte del texto, sólo pued€n

ser "denunciados" (el subrayado me pertenece), en su caso, por el Poder Ejecu-
tivo Nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los
m iemb¡os de cada Cámara. La expresión " en su caso " , parec iera que recepta la

diferencia entre las declaraciones y los tratados, dado que sólo estos últimos
pueden ser denunciados. De allí que una interpretación estricta, permitiría sos-

tener que las declaraciones incorporadas tienen carácter definitivo y sólo po-

drán excluirse o modificarse por el procedimiento ordinario de enmiendas a la

Constitución, habida cuenta que únicamente los tratados o convenciones po-

drían se¡ denunciados.

De Ia misma forma, al establecei el nuevo texto que " los demós tratqdos y
convenciones sobre derechos humanos " luego de ser aprobados por el Congre-

so, necesitan del yoto de las dos terceras panes de la totalidad de los miembros

de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional, se infiere que ya no
podrían incorporarse otras "decldraciores o textos de igual naturaleza, sino
por el procedimiento general u ordinario de enmiendas constitucionales.

Este mismo texto, interp¡etado litera¡mente con-duciría a sostener que Ios

tratados y convenciones sobre derechos humanos que ya han sido aprobados

por el Congreso pero que no han sido incluídos expresamente en Ia enumeracidn
referida, no podria otorgárseles "jerarquia constituc ional " . Sólo alcanzaría el

procedimiento previsto en el último párrafo del inciso 22 a los tmtados o conven-

ciones que se aprueben en el futu¡o. Tenemos serias dudas sobre si tal ha sido

realmente la voluntad del constituyente y pensamos que se trata de una defec-

tuosa redacción que podria conducir a tan particular interpretación. Unicamente

se afianzaría esta interpretación si se partiera del supuesto de que los constitu-
yentes efectuaron un prolijo examen de todos los tratados y convenciones so-

bre derechos humanos que habían sido aprobados y en vigor para el pais a la
fecha de la reforma, y que después de ese exhaustivo análisis se hubiera arriba-

do a fa conclusión de que solamente merec¡an ei otorgamienlo de "¡erarquia
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constitucional" los tratados y convenciones expresamente enumerados en el

inciso 22. Sin embargo, no creemos que éste haya sido el procedimiento seguido.

Prescindiendo de la cuestión del número de los instrumentos, si son

ocho,nueve o diez, materia esta sobre la que hay discrepancias(4ó), resulta difícil
encontrar una referencia a las pautas que se han seguido para la selección de los

tratados a los cuales se Ies ba conferido "jerarquía constitucional ". Parecería

que ha primado un criterio puramente ci¡cuns-tancial, o tal vez politico y que se

ha prescindido de consideraciones cieniíficas.

Nos preguntamos, asimismo, ¿qué sentido tiene la incorporación del Pro-

tocolo Facultativo al Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que es un instrumen-

to que establece únicamente en mecanismo internacional de control de cumpli-

mi€nto de las obligaciones def Pacto, a la lista de instrumentos con "jerarquía

constituc¡onal" ?. Cabe aclarar que no necesariamente debe entenderse que el

Protocolo forma un todo con el Pacto. Asimismo, ¿qué puede agregar en relación

a su vigencia como instrumento internacional, esta j€rarqu izac ión ?.

lgualmente nos preguntamos, ¿qué sucedería con las reformas o enmien-

das que pudieran introducirse en los tratados o convenios expresamente men-
cionados en el texto constitucional? Una vez aprobados y ratificados según el
procedimiento constitucional ordinario, ¿tendrian yajerarquía constitucional ?.

Conviene destacar que el último párrafo del inc.22 únicamcnte habla de los
"demás tratados y convenciones sobre derechos humanos", razón por ia cual no
cabría aplicar este p¡ocedimiento a las "enmiendas" introducidas a aquellos
tralados.

Parece claro que la facultad reconocida al Congreso de introducir tratados
y convenciones sobre derechos humano,s en la Constitución. como así tambie¡
de excluir estos instrumentos de la misma, ha consagrado una forma inédita de

.modificación de la Carta Magna, la que habría dejado de ser "r/gida" conro lo

sostuviera la doctrina clásica, para receptar una modalidad bastante generaliza-

da en las constituciones más recientes.

El segundo.párrafo del inciso 22; otorga j€rarqu¡a constitucional a los ins-

(46) Ct DE LA GUARDIA, Erneslo 'El nue,to teflo constitucional y los tratados .. p.2.
IIKMIIKDJIAN, Miguel Angcl Los ttutados intetnacionales en la reforha canstituc¡onal , cñ
Pensamicnto Jur¡dico. Centro de lstudiantes de Derecho de la universidad Católira Argeirrioa,
Año l. No. l. ocrubrc de 1994, p. L
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parece indicar que se refiere a la vigencia intemacional, es decir, en primer lugar,
si se encuentra en vigor, y luego, en las condiciones en que esos insttumentos

se encuentran en vigor para nuGstro pais. Es conocida la circunstancia de que en

el sistema de los tratados internacionales, existe instituciones como las de las
" reseryas " , qve según la Convenc ión de Viena de I 969, se trata de " unq decla-
ración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denomin(lción, hechQ

por un Estado al frmar, ratíJicqr, dceptqr o aprobar un tralado o al adherírse

a é1, con objeto de excluír o modiJicar los efectos juridicos de ciertas disposi-
ciones del trqtado en su qplicación a ese Eslado". Sin perjuicio de las discre-
pancias en cuanlo a si las declaraciones interpretativas pueden tener el carácter

de rese¡yas stricto sensu - o sea si existen las "reseryas inter-preÍativüs " -,

cuestión esta bastante controvertidal¿7), la práctica internacional registra
numerosisimos an-tecedentes en relación a declaraciones o "reservas de dere-

cros " que los Estados efectúan al momento de aprobar, ratifica¡ o adherirse a un

ttatado - con alguna frecuencia vinculadas a cuestiones territoriales pendientes-

. cuyos efectos son bastantes imprecisos.

Merece destacars€ que todos los tratados y convenciones enumerados en

el inc. 22 están ya en vigor, y que varios de ellos registran reservas y declaracio-

nes("), cuyos efectos juridicos, en algunos casos. es difícil determinar con cla-

ridadlo"l.

(4?) Ct REMIRO BROTONS, Antonio: ¿)p cit., pp.210-213

{48) En la Convención para la Prcvc¡ción y Sanción del Delito de Cenocidio, se efectuaron

las siguientes reseryas: Al Anículo 9, en €l senlido de quc : 'El Gobier¡o Argenlino sc reserva el

defecho d€ no somcter al procedimicnto indicado en €stc artículo cualqui€r controve¡sia dir€cta

o indirectam€nte vinculada a los tcrritor¡os mencio(ados cn la reserva que formula al articlllo
12" y ñl ArtícNlo 12, en el senlido que "Si otra Parlc contratantc exlendiera la aplicación de

la Convención a terr¡orios que pe erccen a la soberanía de la República 
^rgentina. 

tal cxttn-
sión en nsd¿ afec(a¡á los derechos de €sla úllima". A la Convención Amcr¡cana sobre Dercchos

llúmanos, se efecauó la siguieñte rcse¡va al afíct¡lo 2l:"E! Gobierno argcntino establecc que no

quedarán sujc(as a rcvisión de u¡] Tribunal intemacional cuestiones inhere¡tes a la política
económica del Gob¡erno [ampoco cons;d€rará revisable lo qüe los fiibunales nacionales deter-

minen como causas de "utilidad pública" e interés social", ni lo qüc éstos entiendan por "i¡dem-
n¡zación justa". Se elecluó igualmente las siguientes f)eclaraciones Interpretativas: 'El aftículo
5. inciso 3, d€be interpretarse en el sentido que la pena no puedc tras€ende¡ ditectamenle de la
persona del delincuente, eslo es. no cabrán sanciones penales v¡cariantes. EI a¡ticulo 7, inciso 7,

"debo int€rprctarse en el s€ntido que Ia prohibición ds la "det€nc¡ón por dcudas" no compofa
vedar al Estado ¡a posibilidad de supeditar la imposición de penas a la condición de que ciertas

deudas no sean satisfechas. cuando Ia pena no se imponga por el incumplimicnto mismo de la

deuda sino por un hccho penalm€ntc ilícito anter¡or ¡ndepcndiente". Ll Artículo l0 dcbc

iitcrpret¡usc €n el sentido de que el "errcr jud¡cial" sea efablccido por un Tribuna¡ Nacional " A
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El hecho de que no exista en el pais un mecanismo que permita conocer si

las reservas han sido aceptadas o no por las otras partes contratantes, y €n su

caso, en qué condiciones se encuentran en vigor los tratados, puede en el futuro

traer serias dificultades a los tribunales nacionales encargados de aplicar la

Carta Magna. Resulta obvio que los otros tratados o convenciones a los cuales

podría asignár-sele jerarquía constitucional de conformidad con el último párra-

fo del inciso 22, deberán estar en vigor para que puedan ser aplicables.

No escapa al observador, que una de las cuestiones más interesantes, y

que constituye el meollo del apartado segundo del inciso 22, es esclarecer el

alcance de la asignación de "jerarquía constitucional" alos instrumentos, y la

prevención de que no derogan las disposiciones de la primera parte de la Cons-

titución, y que deben entenderse complementarios de los derechos y garantÍas

por ella reconocidos. Surgen tambien en este aspecto numerosos interrogantes,

en particular, ¿cuál es la verdade¡a situación constitucional de tales instrumen-

la Convención sobre Eliminación de Todas Ias Formas de Discrimi¡ación cotlra l¡ Muier. \e

cfecluó esta rese¡va: 'El Gobierno Argentino manifi€sta que no se considera obligado por cl

Darrafo I del artlculo 29 de la Convención sobre la eliminaciÓn de todas las formas de discrimi'
nación conlra la mJjer". Al Paclo dc Der€chos Civiles y Politicos y de su Protocolo FacullatiYo.

se efectuó esta reservai "Ll Gobierno Argentino maniñesta quc la aplicación del apartado

segundo dcl artículo l5 dcl Paclo Internacional dc Der€chos C¡vi¡cs y Politicos. deb€rá cstar

sujeta al pri¡cip¡o establecido en el alículo l8 de nucstra Constitución" St agrcgó una rcscrva

de derechos: "La República Argentina r€chaza la extensión dc la ¿plicacióÍ del Paclo Intcrnacio-

nal dc Dcrecho C¡viles y Politicos y su Protocolo facultativo, adoptados por la Asanlbl€a

General de las Naciones Unidas el l6 de dicicmbre d€ 1966. a las Islas jt4alviñas, CeorSias dcl sür

\ Sand$ich del Sur. que fi¡e notific¡d¡ por cl Reino tlnido dc (;r3n Bretar'la c lrlanda del Nort'j 3l

Secrelario (ien€ral de las Nacion€s tjnidas el 20 de mayo dc 1976 y rcafirma sus derrd¡os {,c

soboranía sobrc los mencionados archipiéla8os quc forman parte de su territorio n¡cional l ¡
Asamblca Gencral ¿c las Nac¡oncs tJnidas ha adoptado Rcsoluciones 2065(XX). 3160(XXVIII)
)1149. 1719. 18112,3916 y 1u21 en las quc sc reconoce la exist€ncia de una disputa de ''(rbcrania
referida a la crcstión dc las Istas Malvinas y se urge a la República Argcnlina y al Reino Unido dc

Gran BrEtaña c Irtanda del Nortc a mantcncr ncgociaciones a lin de encontrar lo anres frosiblc
una solución pacifica y defin¡liva de la disputa, co¡ ¡nlerposición de los buenos olicio\ dcl

Secrcla.¡o Ccneül de lai Nac¡ones Unid¿s, quien deberá informar a la Asamblca Gc¡cral acerca

de los proBresos realizados". lgual reserva de dereehos se efcctüó en rclación al Paclo Inlenracio-

nal de De.echos Económicos, Sociates y Culturales ljD cuanto a la Convención contra la Iortu-

ra. otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradanles. se for¡tuló únicamente lir dcclara_

c¡ón de reconocimicnto de l¡ compe¡encia del Comilé para ¡ecibir comunicacio¡et

(49) Cf BARBER|S,lulio. op rn P 184

233



ERNESTO J. REY CARO

tos?t ¿éstos están en plena igualdad con el resto de las disposiciones pertinen-

tes d€ la Constitución?; ¿qué relación existe entre e¡los y los arts. 27,3O y 3l de

la Caña Magna?; ¿qué alcance tiene la expresión "deben entenderse comple-

mentqrios" '!, elc.

Estos y muchos otros interrogantes s€guramente proporcionarán a los es-

tudiosos y a los tribunales un abundante material para tratar de desent¡añar la

ve¡dadera intención del constituyente. Ya algunas publicaciones anticipan las

discrepancias que seguramente surgirán

Asi, se ha sostenido qtre "La Convención de 1991, al darles a los pactos

enunciqdos en el texto jerdrq ía constitucíonal. no ha violentado el arlículo

3l de Ia misma, ya que las normas que ingtesaron por esa v[a, si bienforman

un todo con Ia Const¡lución, son "complementarias ". Ello signrfica, que en

caso de una eventual contraposición con Ia Carta Suprema primará - en prin-

cipío- ésta, ten¡endo en (uenlq. -como lo adelqntáramos- que su artículo 27

permanece enhiesto. No obstante, esta pauta general, nada empeceró, que en

el caso particular, el juez, como intérPrete fnal, le de preva-lenc ia a los trata'
dos, en tanto y en cuanlo, ello sea más ventajoso para el ser humuno, ante una

eventual prctensíón del Estado de restr¡gir sus derechos"\ta).

Resulta llamativa esta tesis que admite la posibilidad de que los jueces

puedan en un caso panicular, otorgar primacía a tales tratados sobre la Consritu-

ción. ¿Significa acaso esta postura echar pol tierra con todo el andamiaje en que

la doctrina y la jurisprudencia sustentó tradicionalmente la supremacía de la

Constitución?

Para otros, la incorporación expresa de ciertos tratados sobre derechos

humanos, no ticnc ninguna ventaja práctica y hubiera sido suficientc incorporar

una cláusula estableciendo simplemente que dichos tratados tendrían jerarquía

superiot a las leyes, para que no pudieran ser derogados Por éstas{'').

(50) Ct III1TERS, Juan Cartos: MAR'IINLZ. Oscar José y TEMPFIS]A, Gr¡illcrmo "./¿¡¿¡'

quía de Los tratadú sobre detechos huda os. I'undaaenlos .Ie la rclorma de 1991 . ea Ll
Derecho, No. 8613, 3l de octubte de 1994. pp 7-8.

(5t) Ct EKMEKDJIAN, Miguel Angel 'Los tratados interñacionales en Ia Reíoma Consti-

tucional"..., pp. 3-4.
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3.2 LOS TRATADOS SOBRE INTEGMCION

Ellos han merecido una consid€ración €special en el inciso 24 del art ?5

Constituye también una de las inovaciones trascendentes de la reciente reforma'

reclamada desde que se tomó conciencia de los pasos que deberían darse para la

profundización de los proyectos inte grac ion istas '

Reza el texto, que corresponde al Congreso:

"Aprobar lratados de integrución que deleguen competencias y iur¡sdic'

cíón a organízaciones supraestalales en condicíones de reciprocidad e iguttl'

dacl, ! que respeten el orden democrótico y los derechos humanos Las norntas

dictqdas en su consecuenct(1 lienen jerarquíq superior a las leyes

La aprobación de eslos frqtados con Estados de Lotinoqmérica requcrtru

la nayoria absolutq de lq total¡dad de los miembros de cadq Cómata En el

caso de los trqtados con otros Estados, el Congreso de lq Nación con la

navt)ríd absoluta de los mienbros presentes de cada Cámzro, declarará la

conveníencia de la aprobacíón del tratqdo y sólo podra ser aprobado con el

voto de la mayoría qbsolutq de Iq totalidad de los miembros de cqdq Cd¡narl

despues de cíento veínte días del acto declarativo'

Le denuncia de los lratados referidos a este ¡nciso' exigiró la previtt

aprobación de la mayoria absoluta de la turulidud de los ¡tti¿nthrot Je '¿J't
Cámera."

La imDortancia de esta cláusula constitucional radica por una parte, en la

expresa previsión de la delegación de competencias, jurisdicción o poderes a

órganos supranacionales a través de tratados que igualmente tendrán unaJerar-

quía superior a las le¡'es de conformidad con el principio genera) consagrado cn

ci in". i:. pri-er" partc y, pcr la otra, en el otorgamie!1to de la misma.]erarquía al

derccho "secundario". es decir al emanado de los organos creados por los acucr-

dos "marco".

Cabe acotar qu€ habría sido conveniente incluir expresamente la facultad

del Poder Ejecutivo de firmar estos acuerdos' en €l Art 99'

Compartiendo la opinión de gran parte de la doctrina argentina' sost!\ i-

mos siemDre la necesidad de adoptar esta solución constitucional' y nos pro-

nunciamos también en favor de que la delegación de competencias o poderes

debia efectuarse en condiciones de reciprocidad e igualdad(lr)

(52) Cf lo¡ lrata.los ¡nternadohal¿s y la (-onsl¡tución Nacionai ' p i03
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Aunque resulta plausible la exigencia del respeto del orden democrático y

de los derechos humanos, requisitos estos que pueden y deben ser valorados

en el momento de la aprobación del tratado respectivo, no queda muy en claro si

tales prcsupuestos deberán exigirse duTante toda la vigencia de los tratados y,

en su caso, a quién corresponderá Ia constatación y valoración -v.g -, del respe-

to de los derechos humanos.

Igualmente, no deja de ofrecer dificultades, establecer la ¡azón de ser del

plazo de ciento veinte días que debe mediar entre la "declarución de convenien-

cia" de la aprobación de un tratado de integración con Estados no latinoameri-

canos y el acto de aprobáción propiamente dicho, y las diferentes mayorias

parlamentarias exigidas.

Algunos argumentos para fundamentar aquel p¡ocedimiento, se centran en

fa necesidad de establecer un "período de reflexión" para discusión y debate

sobre la conveniencia del acu€rdo Sin embargo, no pareciera ser muy convin-

cente, habida cuenta que todo tratado de integración o de otra naturaleza merece

una evaluación , que en el orden legislativo se satisface con el procedimiento

normal que precede a su aprobaciÓn.

La última parte del inc- 24, establece la necesidad de una mayoría absoluta

de los miembros de cada Cámara, para la denuncia de los tratados sobre integra-

ción. Como ya lo señaláramos, no se reguló el procedimiento de denuncia dc los

tratados en general, pero sí el de esta clase de ratados y de los mencionados en

el apartado segundo del inc. 22, que sólo podrán ser denunciados por el Poder

Ejecr,rtivo, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los

miembros de cada Cámara.

Estas difer€ntes mayorías para la denuticia de eslas dos catcSorías dc

tratados, como las exigidas para la aprobación de Ios tratados de integracion I
para el otorgamiento de jerarquía constitucional a tratados sobre derechos hu-

manos (tercer párrafo, inc.22), constituyen otros aspectos novedosos de las

reforma" inlroducidas en esta matcria

Resumiendo, en relación al procedimiento para la aprobación de los trata-

dos, se ha consagrado uno para los tratados en general y para los tratados sobre

derechos humanos sin jerarquía constitucional; otro para los tratados sobre

derechos humanos a los cuales se Ies asigne dicha jerarquíai y un tercer proce-

d¡miento para los lratados de inlegrac¡on.
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Al margen de esta clasificación que podria efectuarse de los tratados en

función de las pautas señaladas -aprobación y denuncia-, surge claramente una

nueva jerarquización constitucional de los tratados que' Por un lado colocan a

todos ellos, incluído el derecho derivado de órganos supranacionales por enci-

ma de las leyes y, por el otro a los tratados enunciados en el pátrafo segundo del

inc.22 y a los tratados sobre derechos humanos a los cuales en el futuro se les

otorgue jerarquía constitucional en una situación de superioridad de rango en

relación a los otros tratados sobre de¡echos humanos, de integración, tratados

en general y concordatos. Asimismo, el derecho derivado o secundario estaría

en inferioridad jerárquica con los tratados de integración' dado que todo aqu€l

derecho o normatividad debe adecuarse a los objetivos y principios consagra-

dos por éstos.

4. LAS FACULTADES DE LAS PROVINCTAS PARA CELEBRARTRATADOS

En el anterior t€xto constitucional sóto existian dos normas sobre esta

materia, aunque referidos a los 'qcuerdos interiurisd¡ccionales inlernos" Fl

artículo 107. entr€ las facultades de las provincias, reconoció la de "celebrar

tratados parcíales para fines de administación de iust¡cíd, de intereses eca'

nómicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del Congreso fede-

La interpretación y alcance de este dispositivo y del siguiente originó una

abundante doctrina{') y la cuestión retomaria actualidad ante la predisposiciun

de las provincias, muy generalizada en los últimos años, de celebrar acuerdos

internacionales sobre materias que presuntamente no estaban incluidas dentlo

de las competencias leservadas por éstas y, lo que parecia agravar la sltuaclon.

tales convenios no llegabarr a conociluie[to del N{inistcrio dc Rclaciones Exte

riores ni del Congreso.

153) Ct FRIAS, Pedro J . Las Provinc¡as,la Nacirjnv el Mundo". er' C'radcrno dellcderalismo

lnstituío dcl Irederalismo, Acad.mia Nacional de Dcrecho y Cicncias Sociales dc Córd'rba' llllv'
1990, pp. l3-23; d€l mismo aulor 'Fdc ltades Lle las Pnvinc¡sr en tute!"¡a d¿ tr4t¡1¿t)s

¡nterju;i'sdiccionoles" en La l,cy Córdoba, Año I' octubre dc l984 pp l 109-l I lS cnlre olros

trabájos. Tanrbién la reci€ntc y muy compiefa obr¡ dc Horacio Danicl PION'iBO T¿o'la

Genirat y Derecho de los Tratatlos tnlerjur¡s-diccionQlet lnternos su desentotviü¡enta en i¿

¿stnri!;a institltcional dryenttna , Bs As . 1994' cn particular pp l l5 y ss'
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El artículo 107 por su parte, vedaba a las provinc ias la potestad de celebrar

tratados de carácter político. En este aspecfo, ambas normas han subsistido en

la reforma, en los actuales artículos 125 y 126.

La innovación importante se encuentra en el nuevo art. 124, que faculta a

las provincias "paro celebrar convenios internqcionales en tanto no sean in-

compatíbles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades
delegadas al Gobierno Federal o el crédito público de la Nqción, con conoci-
miento del Congreso Nacionql", agregando que "la ciudad de Buenos Aires
tendrá el régimen que se estqblezca a tal efecto".

Se desprende del texto que se establecen tres l¡mitaciones al treaty makíng

power de Ias provincias. Sin perjuicio de Ia vaguedad de la redacción, no es

dudoso que el ejercicio de las potestades conferidas a las provincias, segura-

mente traerá muchas dificu ltades, más aún cuando sólo se exige el " conoc imien-

to del Congreso Nacional". De haberse adoptado soluciones seguidas por

algunos estados federales que exigen la "aprobación" del órgano legislativo,
posiblemente el riesgo de conflictos disminuiria considerablemente.

Llama la atención que el dispositivo mencionado haya utilizado la expre-

sión "conyenios" en vez de "tratados ". Aunque ambos términos tlenen un

alcanc€ equivalente en el Derecho internacional aon-yencional, surge la duda si

ex profeso se ha introducido una diferenciación que pudiera dar lugar a una

interpretación restrictiva de las facultades provinciales. Se trata de una cuestión
que sobrepasa los objetivos de estas reflexiones.

Por otra parte, nada se ha especificado en cuanto al régimen que tendrá Ia

ciudad de Buenos Aires, por lo que cabe preguntarse si aquellas limitaciones
constitucionales también afectarán a la misma. Nada hubiera obstado para que

se efectuara una regulación más exhaustiya y minuciosa.

Hemos intentado en breves líneas, efectuar un som€ro examen de las refor-
mas introducidas recientemente en la Constitución Nacional en mat€ria de trata-
dos internacionales. Somos concientes de haber abordado superficialmente al-
gunas cuesliones y de haber planteado muchos interrogantes, ofreciendo muy
limitadas respuestas. Ello obedece, por una parte, a que h€mos creído que deben

ser los constitucionalistas en particular, y por supuesto los jueces, quienes

deberán indagar y tratar de aventar tantas dudas y, por ctra parte, que el conoci-
miento de las actas de los debates, seguramente proporcionarán invalorables
ele¡nentos de iuicio.
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La refo¡ma constitucional en este aspecto, ha estado signada por muchos

aciertos, pero también ha sido acompañada de imprecisiones e imptevisioles
que dificultarán [a aplicación de los nuevos preceptos y plantearán problemas

de compatibilización con otras normas de la Carta Magna.

No obstanfe, de algo estamos s€guros y es que se ha abierto un amplio

campo para la investigación que podrá ser usufructuado por los estudiosos.
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LEGISLACTON

CONVENIOS TNTERNACIONALES APROBADOS POR LA REPL'BLICA

ARGENTINA- PERIODO I.VIII-92 AL 3GIV-94

Sistematización a cargo de José Alejandro Consigli y Diego Nicolás Kabbas

fNDtCE: l- Derechos Humanos- 2- Organizaciones y Asociaciones

Internacionales y Regionales- 3- D€¡echo Aér€o y Es¡rac¡al.

Derecho Laboraly Social- 5- Derecho Humanitario-6- Dere-

cho Marítimo -7- Prevención y Represión del Tráfico de Es-

tupefacientes-8-Comercio F'iscal-9- Integración- l0-Derecho

Fiscal Pesca- I 2-Turismo- l3-Medio Ambiente- I 4-Comu-

nicaciones y Transporte- I 5-Derccho lnternacional- l6- Sa-

nidad- I 7-Energia y Mater¡ales Nucleares- I 8-Derecho

Diplomáticoy Consular- I 9-Extradición-20-Cooperación Cul-

tural, Cientifica, Técnica, EconÓmica, Financiera, lndustrial

y Comercial-2 I -Paz y Amistad-22-Derecho lnternacional

Penal.
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I. DERECHOS HUMANOS

2. ORGAMZACIONES Y ASOCIACIONES INTERNACIONALES Y REGIONALES

Ley 24.186- Aprobación del acuerdo suscripto con la Organización Internacio-
nal de Policia Criminal (lnterpol) relativo a la sede de una oficina
subregional para América del Sur.

Sanción:09. 12. 92: Promulgación. 29-12-92:8.Q. 1 1-01-93.

Ley 24.203- Aprobación del acuerdo para Ia creación del Mercado Común Ci-
nematográfico Latinoamericano, suscripto en Caracas el I I de

noviembre de 1989.

Sanción: l9-05-93; Promulgación I l-06-93; B.O. 23-06-93.

Ley24.2l4- Aprobación del convenio para el establecimie¡to del Comité Re-
gional para la salud animal (CORESA) sucripto el 4 de abril de l99l
en Viña del Mar.

Sanción: I 9-05-93; Promulgación I I -06-93; B.O.: 25-06-93

Ley24.220- Aprobación de la enmienda relativa a ia entrada en vigencia del art.
6 ( I ) del estatuto del Instituto lnternacional para la Unificación del
Derecho Privado (UNIDROIT) suscripro en Roma el 12 de diciem_
bre de 1989.

Sanción: l6-06-93; Promulgación:26-07-93; B.O.: 30-07-93

Lcy21.2i1- Aprobación dcl acuerdo suscripto en ilfontevideo par.a Ia creacióri
dei lnstituto Interamericano para la Investigación del Cambio
Clobal.

Sanción:03-l 1-93;Promulgacióndehecho: I l-26-93; 8.0. I I -30_93

Ley 24.31l- Aprobación del protocolo de reforma a la Carta de la Organización
de los Estados Americanos o "protocolo de Washington"

Sanción: 23-02-94; Promulgación: l 6-03-94; B.O.: 21-04-94,



Ley 24.3'12-

Ley 24.158-

Ley 24.210-

Ley 24.237-

Ley24.266-

Ley 24.264-

Ley 24.285-

ANUARIO ARGEN'I'INO DE DERLCHO TNTERNACIONAL

Aprobación del convenio sucripto con el Banco lnternacional de

Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial) sobr€ el estableci-

miento de una misión residente en Buenos Aires.

Sanción: 23-02-94; Promulgación: tó-03-93; B.O. B.O.: 21-03-94

3. DERECHO AERONAUTICO Y ESPACIAL

Aprobación del Convenio sobre el registro de objetos lanzados al

espacio ultrateÍestre, adoPtado en Nueva York el l4 de enero de

1975.

Sanción: l0-09-92; homulgación: 2ó-10-92; B.O: 02-l 1-92.

Aprobación del protocolo relativo a una enmienda del Convenio

sobre Aviación Civil Intemacional (Ch¡cago 1944) sucripto en

Mo¡treal el 26 de octubre de 1990.

Sanción: 19-05-93; Promulgación I l-06-93; 8.O.24-06-93.

Aprobación del acuerdo de transporte aé¡eo y regular suscripto

con el reino de Suecia en Buenos Aires el l6 de junio de 1986.

Sanción: 28-07-93; Promulgación: I 8-08-93; B.O. 23-08.-93.

Aprobación del protocolo relalivo a una enmienda del art.56 dcl

Convenio sobre Aviación Civil Intemacional (Chicago 1944).

Sanción;03-l I-93; Promulgación: l9 93; B.O, 29-l l-93.

4. DERECHO LABOML Y SOCIAL

Aprobación de la Recomendación relativa a la condición de artista

aprobada por la Asamblea Gene¡al de Ia ONU.

Sanción: 03- l1-931 Promulgación de hecho: 09- 12-93; B.O.: l5-12-
93.

Ra¡ificación del convenio 173 sobre protección de los créditos

laborales en caso de insolvencia del ernpleador, adoptado por la

Conferencia lnternacional del Trabajo.

Sanción I l- 12-93; Promulgación de hecho:23-12-93: B o : ?9-12-9j.
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5. DERECHO HUMANITARIO

6. DERECHO MARITIMO

Ley24.209- Aprobación del convenio para Ia represión de actos ilícitos contra
la navegación maritima, sucripto en Roma el l0 de ma¡zo de 1988.

Sanción: l9-05-93; Promulgación I I -0ó-93; B.O.: 24-0ó.-93.

Ley24.2l3- Ap¡obación de los convenios internacionales para la seguridad de

la vida humana en el mar ( 1974) y sobre líneas de carga ( 197é).

Sanción: l9-05-93: Promulgación I l -0ó-93; B.O.: 06-07-93.

7- PREVENCION Y REPRESION DEL TMFICO DE ESTTJPEFACIENTES

Ley 24.126- Día Intemacional contra el uso indebido y el tráfico ilícito de dro-
gas. Modificación d e la Ley 23.945, an.2.

Sanción: 2ó-08-92; Promulgación: 2l -09-92 (aplicación art. 70 CN);

B.O.:25-09-92.

Ley 24.141- Convenio suscripto con la Repúbiica del Ecuador sobre la preven-

ción del uso indebido y represión del tráfico ilícito de estupefa-

cientes y sustancias sicotrópicas, hecbo en Buenos Aires el 2 de

noviembre de 1990.

Sanción: 23-09-92; Promulgación: l6- l0-92; B.O.: 2l - l0-92.

Ley24.l65- Aprobación del convenio suscripto con la República de Chile so-

bre la prevención del uso indebido y represión del tráfico ilícito de

estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Sanción: 30-09-92: Pfomulgaciónr 26- l0-92: B.O..02-l l-92.

Ley 24.243- Aprobación del convenio sob¡e cooperación para combatir el uso

indebido y la producción y tráfico ilícito de estupefacientes,
suscripto con el gobierno de la ex-Unión Soviética.

Sanción: l3-10-93:Promulsación: 12-l l-93: B.O.: 18-l l-93.

244



ANUARIO ARGtsNTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

Ley 24.259- Aprobación delconvenio suscripto con Gran Bretañae lrlanda del

Nofe sobre mutua asistencia judicial contra el tráfico ilícito de

drogas.

Sanción: l3-10-93; Promulgación de hecho: l5-1 l-93; B O : l9-l 1-93

8- COMERCIO INTERNACIONAL

Ley24.ll7- Convenio para la promoción y protección recíproca de inversio

nes, suscripto con el gobierno del Reino de Suecia, en Estocolmo

el22 de noviembre de I 991.

Sanción: 05-08-92i Promulgación: 03'0?-92; B.O: I5-09- 92'

Ley24.ll8- Aprobación suscripto con el Reino d€ España, para la promoción y

prolección recíproca de las inversiones, hecho en Buenos Aires el

3 de Octubre de ls9l

S¿nción: 05-08-92; Promulgación: 03-09-92; B.O.: l5-09-92

Ley 24.122- Aprobación del acuerdo de promoción y protección de inversio-

nes y protocolo adicional, suscripto con la República ltaliana, he-

cho en Buenos Aires el 22 de mayo de 1990.

Sanción: 05-08-92¡ Promulgación: 2l -09-92 (aplicación art. 70 CN);

B.Q.:25-09-92.

Ley 24.123- Convenio para la promoción y protección reciproca de las inver-

siones y Acuerdo por notas reversales suscripto con la Unión

Belga-Luxemburguesa, en Bruselas el28 dejunio de 1990.

Sancion: 2ó-08-92; Promulgación: 2 l-09-92 (aplicacion art. '/0 c N ):

B.O.'.25-09-92

Ley 24.124 Tratado suscripto con los Estados Unidos de América, sobre la

promoción y protección recíproca de inversiones, hecho en Was-

hington el l4 de noviembre de 1991.

Sanción: 26-08-.92; Promulgación: 2l -09-92 (aplicación art. 70 CN);

B.O.:25-09-92.
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I,EGISLACIÓN

Ley25.l25- Convenio suscripto con el gobierrno de Canadá para la promoción
y protección de las inversiones, hecho en Toronto el 5 de novlem-
bre de 1991.

Sanción: 2ó-08-92; Promulgación: 2l-09-92 (aplicación arr. 70 CN):
B.O,:25-09-92.

Ley24.184- Aprobación del convenio suscripto con el Reino tJnido de Gran
B¡etaña e Irlanda del Norte para la promoción y protección de las
inversiones, firmado en Lond¡es el I I de diciembre de t990.

Sanción: 04-l l-92i Promulgación: 24- | I -92: B.O.:01-12-92.

Ley 24.205- Aprobación del acuerdo comercial suscripto entre el gobierno de
la República Argentina y.el Cobierno de Malasia en Buenos Aires
el I dejulio de l99l .

Sanción; l9-05-93; Promulgación I I -06-93; B.O. : 24-06-93.

Ley24.706- Aprobación del convenio internacional del Sistema Armonizado
de Designación y Codificación de Mercancías, suscripto en Bruse-
las el 14 dejunio de 1983.

Sanción: I 9-05-93iPromulgación:24-06-93; 8.0.: 06-08-93.

Ley24.278- Aprobación del convenio comercial suscripto con el gobierno de
la República de Guinea Bissau.

Sanción: I 0- I | -93 ; Promulgación de hecho: 07- | 2-93 i B.O.: l4- I 2-93.

9- INTECMCION

Ley24.20t- Aprobación del convenio de integración cinematográfica ibero-
americana, suscripto. en Caracas el ll denoviembrede i989,

Sanción: l9-05-93: Promulgación I I -06-93; B.O.: 23-06-93.

Ley24.203- Aprobación delAcuerdo para la creación del Mprcado Común Ci-
nematográfico.l-¿tinoanrericano,.suscripto en Caracas el I I de no-
viembre de 1989.

Sanción: I 9-05-93; Promulgación I I -06-93; B.O.: 23-06-93.
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ANUARIO ARGENTINO DF- DERECHO INTERNACIONAL

Ley 24.212- Aprobaciín del prolocolo adicional para la construcción de un

puente sob¡e €l Rio Uruguay, entre las ciudades de Santo Tomé

(Argentina) y Sao Borja (Brasil), suscripto en Buienos Aires el6 de

julio de 1990

Sanción: I 9-05-93: Promulgación I I -06-93; B.O.: 24-06-93.

Ley 24.215- Aprobación de la declaración conjunta suscripta con Boliviael 3l
de agosto de 1989 y acuerdo por canje de notas de fecha 6 de

agosto de 1989 con el objeto de establecer instituciones y meca-

nismos tendientes a promover el proceso de integración de ambos

paises en el plano político, económico, comercial, energético y

cultural.

Sanción: l9-05-93; Promulgación I 1-0ó-93; B.O.: 25-06-93.

IO. DERECHO FISCAL

Ley 24.2A8- Aprobación del convenio mültilateral sobre cooperación y asis-

tencia mutua ent¡e las Direcciones Nacionales de Aduana. adoDta-

do en la Ciudad de México el I I de sept¡emb¡e de l99l .

Sanción: I 9-05-93; Promulgación I I -06-93; B.O.: 24-06-93.

Ley 24.258- Aprobación del convenio suscripto con el Reino de España para

evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de

impuestos sobre la renta y el patrimonio.

Sanción: l3-10-93; Promulgación: l2-l l-93;B.O.: l9-ll-93.

I l. PESCA

I2, TURISMO

Ley 24.113- Aprobación del acue¡do de cooperación turística suscripto con la
República Arabe de Siria en Buenos Aires el 6 de septiembre de

1989.

Sanción: 30-09-92; Promulgación: 26-10-92 B.O.: 02-l l -92.
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LEGISLACIÓN

Ley 24.235- Aprobación del acuerdo suscripto con la República de Turquía
sobre cooperación en materia de turismo en Ankara el 8 de mayo
de 1992,

Sanción: 28-07-93; Promulgación: l8-08-93 - B.O.: 24-08-93.

Ley 24.236- Aprobación delacuerdo de cooperación turística suscripro con ra
República Arabe de Egipto en el Cairo el I I de mayo de 1992.

Sanción: 28-07-93; Promulgación: I 8-08-93; B.O.: 23-08-93.

I3. MEDIO AMBIENTE

Ley24.105- Tratado suscripto con Chile sobre medio ambiente, en Buenos Ai-
res el 2 de agosto de 1981.

Sanción. 0l-07-92; Promulgación: 28-07 -92 B.O.: 04-08-92.

Ley 24.167- Aprobación de Ia enmienda del Protocolo relativo a las sustancias
que agotan la capa de ozono, adoptada en Londres el 29 de junio
de 1990.

Sanción: 30-09-92; Promulgación: 2ó-10-92: B.O.: 05-l | -92.

Ley 24.126- Aprobación del P¡otocolo al Tratado Antánico sobre protección
del medio ambiente adoptado por la XI Reunión Consultiva Espe_

cial del Tratado Anrártico en Madrid el 3 de octubre de t99l y
suscnpto por Argentina el 4 de Octubre de ese año.

Sanción: I9-05-93; Promulgación I l-06-93; B.O.:25-0ó-93.

l.ey 24292- Aprobación del Convenio lntemacional sobre cooperación, pre_
paración y lucha contra la contaminación por hidrocarburos (1990)

Sanción: 07-12-93; Promulgacióndehecho: l2-01-94¡8.O.: t8-01-94.

Ley 24.295- Aprobación de Ia Convención Ma¡co de las Naciones Unrdas so-
bre el cambio climárico. adoptada en New york.

Sanción: 07- l2-93; Promulgación: 3 0- I 2-93; B.O_ I I -01-9,i.

I4. COMUNICACIONES Y TRANSPORTE

Ley24.106- Convenio suscripto con la República Orienlal del Uruguay en ma-
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ANUARIO ARGENTINO DE DERECHO INTERNACIONAL

teria de reponsabilidad civil emergente de accidentes de tránsito

en Buenos Aires el S dejulio de 199 t.

Sanción: 0l-07-92; Promulgación: 28-07-92; B.O.: 04-08-92.

Ley24.200- Aprobación de las Actas suscriptas el l4 de diciembre de 1989 en

Washington en ocasión del XX Congreso de la Unión Postal Uni-

versal.

Sanción: 19-05-93; Promulgación: 24-06-93; B.O.; 10.-08-93.

Ley 24.212- Aprobación del protocolo adicional para la construcción de un

puente sobre el Río Uruguay, entre las ciudades de Santo l'omé

(Argentina) y Sao Borja (Brasil), sucripto en Buenos Ai¡es el 6 de

julio de 1990.

Sanción: 19-05-93; Promulgación I l-06-93;B O ;24-06-93.

1 5. DERECHO fNTERNACIONAL PRIVADO

Ley 24.106- Convenio sucripto con la República Oriental delUruguayen mate-

ria de responsabilidad civil emergente de accidentes de tránsito en

Buenos Aires el8 dejulio de 1991.

Sanción: 01-07-92; Promulgación: 28-07-92: B.O.: 04-08-92.

Ley 24.220- Aprobación de la enm ienda re lativa a la entrada en vigencia de I art.

6 ( I ) del estatuto del Instituto lnternacional para la Unificación del

Derecho Privado (UNIDROIT) sucripto en Roma el l2 de diciembre

de 1989.

Sanción: I ó-06-93: Promulgación: 26-07-931 B:O.: 30.-07-93 .

I6. SANIDAD

Ley24.l16- Convenio de cooperación suscripto en Buenos Aires el 8 de julio
de l99l con la República Oriental delUruguay, en maleria de salud.

Sanción: 05-08-92; Promulgación: 03-09-92i B.O. l4-09-92.

Ley 24.214- Aprobación del convenio para el establecimiento del Comité Re-

gional para la salud animal (CORESA) suscripto el 4 de abril de

l99l en Viña de I Mar.

Sanción: 19-05-93; Promulgación; 1 l-06-93; B.O; ?5-06-93.
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1?. ENERGIA Y MATERIALESNUCLEARES

Ley24.113- Acuerdo y Protocolo suscripto entre la República Argentina y la

Repúbtica Federativa del Brasil' la Agencia Brasileño-Argentina

de Control de Materiales Nucleares y el Organismo lntemacional

de Energía Atómica para la aplicación de salvaguardias, en Viena el

l3 de diciembre de 1991.

Sanción: 05-08-92;Promulgacién: 27'08-92 (aplicación art 70 CN);

B.O.:07 -09-92.

Ley 24.161- Aprobación del acuerdo suscripto con la República de Indones¡a,

para la cooperación en los usos pacíficos de la energia atómica,

hecho en Buenos Aires cl l7 de mayo de 1990'

Sanción: 30'09-92; Promulgación: 26- l0 -92;8.O.:30 -10-92 '

Ley24.l27- Aprobación del acuerdo suscripto con el gobierno de Rumania

para la cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear, en

Buenos Aires el 27 de noviembre de 1990.

Sanción: 02-06-93; Promulgación: 24-06 -931B O t0l-07-93 '

Ley 24.253- Aprobación del acuerdo suscripto con el gobierno de la ex-Unión

Soviética para la cooperación en los usos pacíficos de la energía

atóm lca.

Sanción: t 3- t0-93, Promulgación l2-l l'93 ; B.O l 8-l 1 -93'

Ley 24-272- Aprobación del Tratado para la proscripción de las armas nuclea-

res en América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco)

Sanción: l0- I I -93; Promulgación de hecho:0'7 -12'93;B O. l4'12-93

I8, DERECHO DIPLOMATICO Y CONSULAR

Ley24.ll4- Convenio Consular suscripto con la República Popular China, en

Beijing, el l5 de noviembre de 1990.

Sanción: 05-08-92; Promulgación: 03-09-92; B O.: l4-09-92
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ANUARIO ARGENTINO T'I] DERECHO INTERNACIONAL

Ley24.ll5- Acuerdo suscripto con Ia Comisión de las Comunidades Europeas

en Bruselas el 24 de abril de 1991, relativo al establecimiento de la

delegación de la Comisión en la República Argentina y a los privi-
legios e inmunidades de la Comisión en la Argentina.

Sanción: 05-08-92; Promulgación: 03-09-92;8.O.: l4-09-92.

Ley 24.312' Aprobación del convenio sucripto con el Banco Inte¡nacional de

Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial) sobre el estableci-

miento de una misión residente en Buenos Ai¡es.

Sanción: 23-02-94; Promulgación: l6-03-93; B.O.: 2l-03-94

I9. EXTRADICION

20. COOPERACION CULTURAL,CIENTIFICA, TÉCNICA. DCONOMICA,

FINANCTERA, JUDICIAL, INDUSTRIAL Y COMERCIAL.

Ley24.l07- Convención para la cooperación jud icial suscripto con la Repúbli-

ca Francesa, en París el 2 dejulio de l99l.

Sanción: 0l -07-92, Promulgación: 28-07-921 B.O.: 04-08-92.

Ley24.l08- Acuerdo sobre cooperación j ud ic ial en materia c iv il, comerc ial, la-

boral y administrativa, suscripto con el gobierno de la República

Federativa del Brasil, en Brasilia el 20 de agosto de 1990

Sanción: 0 l-0?-.92; Promulgación: 28-0'7 -92: B.O.: 04-08-92.

Ley24.181- Acuerdo de Cooperación Económica, Comercial. Cientifica y'l'éc-
nica, suscripto con el gobicrno dc N{alasia, firmado cn Bucnos

Aires el I de Julio de 1991.

Sanción: 09- l2-92; Promulgación: 29- l2-92; B.O.: ll-0l-93.

Ley 24.202- Aprobación del Acuerdo Latinoamericano de Cooperación cine-
matográfica y An€xo "A", suscripto en Caracas el I I de noviembre

de 1989.

Sanción: l 9-05-93; Promulgación ll-0ó-93; B.O.: 23-06-93
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Ley24.207- Aprobación del acuerdo de cooperación económica y comercial,
suscripto con el gobierno de Rumania en Buenos Aires el 27 de

noviembre de 1990.

Iey 24.21 | - Sanción: l9-05-93; Promulgación: I l-0ó-93; B.O.: 24-06-93.

Ley 24.261- Aprobación del acuerdo de cooperación industrial suscripto con
el gobierno de la ex-Unión Soviética.

Sanción: 03-l I -93;Promulgación: l9-l 1-93; B.O.29-l l-93.

Ley24.297- Aprobación del acuerdo generalde cooperación científica, técnica
y cultural, suscripto con el gobierno de la República de Guinea
Bissau.

Sanción: 07- l2-93; Promulgación: 30- l2-93; B.O.: I l-01-94.

2I, PAZY AMISTAD

22, DERECHO INTERNACIONAL PENAL

Ley 24.186- Aprobación del acuerdo suscripto con la Organización lnte¡nacio-
nal de Policía Criminal (lnterpol) relativo a la sede de una oficina
subregional para América del Sur.

Sanción: 09-12-92; Promulgación: 29-12-92; B.O.: ll-01-93.

Ley 24.209- Aprobación del convenio para Ia represión de actos ilícitos contra
la navegación marítima, suscripto en Roma el l0 de marzo de l9gg.

Sanción: l9-05 -93: Promulgación I t-06-93; B.O.: 24-06-93.

Ley24.21l- Aprobación del Acuerdo suscripto con la República de Chile para
la cooperación entre la Genda¡meria Nacional Argentina y los cara-
bineros de Chile, firmado en Buenos Aires el 2 de agosto de 199l.

Sanción: I 9-05-93; Promulgación I I -06-93; B.O.: 24-0ó-93.

Ley 24.259- Aprobación del convenio suscripto con Gran Bretaña c lrlanda del
Norte sobre mutua asistencia judicial contra el üáfico ilicito de
drogas.

Sanción: I 3- l0-93; Prorn u lgación dc hecho: l5-l l-93;B.O.: l9-11-93.
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ANUARIO ARGENTTNO DE DEREC}{O INTERNACIONAI.

ANEXO

OTRAS DISPOSICIONES LEGALES DE LA REPUBLICA ARGENTINA DE

INTERES PARA EL DERECHO INTERNACIONAL.

Decreto 1033/92- Extranjeros nativos de palses limitrofes residentes en el tenito-

rio nacional. Radicación defintiva. Derogación del Decreto 3938/ 77'

Fecha: 24-06-92; B.O.: 26-06-92.

Deüero 13':'8192- Constitución del Comité Nacional para Asia y el Pacifico

(coNAPAC).

Fecha: 06-08'92; B.O: 12-08-92.

Decreto 1379/92- Aprobación de la Resolución 757 adoptada por el Consejo de

Seguridad de la ONU.

Fecha: 03-08-92;B.O.: I l-08-92.

Decreto l3?9/92- Aprobación de la resolución 3/92 adoptada por la Reunión zrrl-

l¡oc de Ministros de RR. EE. de la OEA que condena la ruptura del

régimen democrático en Haiti y adopta la extensión )' profundización

del embargo comercial a dicho país.

Fecha: 06-08-92: B.O.: I l-08-92.

Decrelo 2652/92- Creación de la Comisión para la Coordinación del traslado.

admisión, adaptación y adopción de meno¡es huérfanos nativos

de la ex-URSS.

Fecha: 29-12-92; B.O.: 06-0 l-93.

Decreto 2ó93l92- Reconocimiento de la República Checa como estado soberano

e independiente.

Fecha:29- l2-92; B.O. I l-01-93

Decreto 12l93 - Reconocimiento de la República Eslovaca como cstado soberano

e indep€ndiente.

Fecha: 07-01.93; 8.O.. 12-01-93.
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Resolución 2/94- Comisión Técnica Mixta del Frente Ma¡ilimo. Modificación de

la Resolución l/94 por existir un error en Ias coordenadas que esta-

blecen el á¡ea de veda
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405 páginas.

Este trabajo de Frida Armas, que inicia la serie de publicaciones del

Instituto de Derecho Internacional dcl cA Rl, fue elaborado por la autora como

tesis para optar al Doctorado en Dcrecho en la Universidad de Buenos Aircs,

habiendo merecido con justicia la más alta calificación.

La obra se vertebra en dos panes. La primera, está dedicada al estudio del

derecho internacional de pesquerias. l.a segunda, transfiere las normas y

principios generales analizados en la Parte primera al problema particular de

investigación: la zona común de pesca argentino-uruguaya en el frente maritimo

del Río de la Plata.

La Primera Par¡e está dividida en cuatro capítulos El Primero hace un

necesario recorrido a través de la evoluciÓn del derecho del mar signado

gradualmente por la necesidad de defensa, el poderío nlarítimo-comercial' cl

aprovechamiento de los recursos, para buscar en este siglo una nueva meta: la

protección y conservación del medioambientc. Aprovecha la oportunidad para

hacer una prolija referencia al derecho del mar en el ámbito americano, destacando.

en su momento. la posición dcl argentino José León Suárez, quien en las primeras

décadas de este siglo reivindicara la necesidad de extender el mar territorial para

Dr€sefvar la Desca.

El Segundo Capitulo analiza los "elementos a tener en cuenta en la

administración de las pesqucrias internacionales" conforme las condiciones y

caracte¡isticas geográficas y las posibilidades técnicas. El Capítulo Tercero,

titulado "Los Acuerdos fnlernacionales en Materia de Pesquerías", realiza un

pormenorizado análisis de las normas universales y regionales sobre pesquer¡as'

destacando cómo. en el área particular de estudio, la evolución normatiYa de

carácter universal paulatinamente ha ido desarrollándose en el sentido de ampliar

la jurisdicción del Estado ribereño sobre zonas que con anterioridad eian alla

már. En tanto, en los ámbitos regionales, ya las primeras convenciones

internacionales sobre pesca y los órganos creados por elias regularon las

actividades sobre espacios donde regía la libertad de pesca. Efectúa u! cuidadoso

), selectivo estqdio de organizaciones internacionales de pesca (v.8 .: NEAFC'

NAF'O. INPEC, IPHC, Comisiones surgidas en el marco de la FAO y de la CE) No
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omite incursionar en zonas especiales de explotación pesquera como son la
Antártida, Jan Mayen, Mar de Barents, Estrecho de Torres, entre otras,

El Capítulo Cuarto, relativo a las "Reglas Internacionales de Derecho Ce-
neral de Pesquerías", importa un estudio sustancial de ia jurisprudencia
internacional, extrayendo de ella con cla¡idad de juicio las normas que
fundamentan los fallos. Analiza también la práctica de las organizacrones
pesqueras referidas en el capítulo anterior.

La Segunda Parle, referida al problema de la pesca en el frente marítimo
del Río de la Plata, también se secciona en cuatro capítulos.

El Primer Capitulo analiza la realidad bio-geográfica. los sitemas jurldico-
institucionales y los aspectos económicos y sociales de las pesquerías arg€ntinas
y uruguayas. Este capítulo incluye una serie de mapas, cuadros y gráficos que
clarifican la exposicién y la tornan más significativa.

El Capítulo Segundo, titulado "EI Frente marítimo del Rlo de la Plata en el
Tratado entre la República Argentina y la república Oriental del Uruguay", tras
una breve introducción h¡stórica, se aboca a la consideración de la estructura
del tratado, a las normas aplicables en todo el río y en zonas específicas (de
jurisdicción exclusiva y de uso común) y a los órganos competentes (Comisión
Administrativa del Río de la Plata, Comisión Técnica Mixta del Frente Marítimo)

El Capítulo Tercero, "La mna común de pesca y el problema de la repartición
de los cupos de captura", es uno de los tratamientos clave de la tesis doctoral.
Es de destacar la calidad del análisis que la autora efectúa sobre la naturaleza,
caracterfsticas estructurales y función distribuidora de la Comisión Técnica
Mixta, como así también de la práctica seguida entre l9'13 y 1992.

Et Capítulo Cuarto, al tratar la pesca en el frente marítimo del Rio de la
Plata a la luz del nuevo derecho internacional de pesquerias, subraya tres criterios
básicos aplicables al problema del Río de la Plata: la obligación de respetar Ia
unidad del ecosistema, Ia preponderancia del derecho del Estado ribefeño que
relativiza los derechos históricos y el concepto de lo "equitativo" que, tal como
recalca Ia autora, no es asimilable a "igual".

Las Conclusiones resaltan los objetivos fundamentales de toda regulación
de pesquerías: Ia obtención del máximo beneficio económico y social posible
que permita la conservación del recurso, lo que conlleva la necesidad de respetar
la unidad del ecosistema y de colabora¡ entre los Estados que comparten los
mismos stocks. Considera que el repeto al ecosistema es una norma de derecho
positivo consagrada en el T¡atado del Río de Ia Plata y su Frente Marítimo y en
las resoluciones adoptadas por la Comisión. lnsefa la problemática binacional
en un contexto más amplio: el del ecosistema más allá de la zona común. Concluye
que el criterio de distribución €quifativa adoptado por el Tratado del Rlo de la
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Plata se corresponde con la proporción de riqueza ictícola que aporta cada una

de las Panes. Ese aporte lo constituyen las poblaciones que en algún momento

son pescables en la zona común, aunque provengan de áreas ubicadas fuera de

dichas zonas. (El lugar donde mayoritariamente se efectúan las capturas €s indicio
para conocer qué país ha sido el beneficiado con la creación de la zona común)

El trabajo de la Dra. Armas constituye una investigación sólida, bien

dotada, que pone en evidencia el excelente nivel de información con que ha

contado y su capacidad para establecer relaciones y jerarquizarlas, tornando asÍ

asuspicioso el inicio de esta serie de publicaciones del Instituto de l)serecho

Intemacional del CARL

Zleta Drnqs de Clément

BARBERIS,JuIio A.. Formoción del Derecho lnternqcional, Ediforial Abaco,

Bs. As., 1994,324 pp.

Las transformaciones experimentadas en el ordenamiento jurídico intema-

cional en la segunda mitad del siglo ya próximo a expirar, obligan al estudioso a

un permanente replanteo de las instituciones clásicas y a orientar sus investiga-

ciones al esclarecimiento de los nuevos problemas que genera la cambiante rea-

lidad internacional.

No cabe duda que Ia formación del derecho internacional fue una cuestión

que se planteó contemporáneamente con la aparición de la ciencia del Derecho

de Gentes, y por ello ha merecido la atención de la doctrina desde hace más de

tres siglos, generando diversas corrientes de opinión que se han renovado y

nutrido al ritmo de las mutaciones que afectaron a aquel peculiar sistemajurídico

que pret€ndió ¡eglar las incipientes relaciones interestatales de los siglos XVI y

x\.tt.

Es muyjustificada, en consecuencia, la imPortancia que asigna el autor a la

determinación de las normas juridicas internacionales que se encuentran en Yl-

gor en nuestros días, más aún cuando como docente, no puede eludir la respon-

iabilidad de mostrar a los estudiantes, cómo se identifican las normas de este

ordenamiento, y las folmas como ellas se originan'

Barberis, que ya ha indagado este capítulo del derecho internacional ofre-

ciendo el resultado de sus investigaciones en una obra que ocupa un lugar

destacado dentro de la literatura de habla española -"Fuentes del Derecho In'
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ternacional"(1973)-, en este nuevo esfuerzo científico manifiesta inicialmente el

propósito de ofrecer al lector una idea precisa de la estructura del ordenjurídico
inlernacional.

El trabajo se divide en siete capitulos, destinados sucesivamente al estu-

dio del tralado inlernacional, la costumbre, los actos jurldicos unilaterales, las

resoluciones de las organizaciones internacionales, Ia jurisprudencia, los princi-

pios generales del derecho, y la formación de las normasjurídicas internacrona-

les.

En el primer capítulo, intenta esclarecer la noción de fuente del derecho a la
luz de distintas doctrinas -fundamentalmente de la teoría pura del derecbo y la
teo¡ía de Hart- y su proyección en el campo de las fuentes del derecho interna-

cional y particularmente en relación a los tratados -cuyas caracteristicas enun-

cia-, oportunidad en la que distingue entre los acuerdos internacionales en sen-

tido eslricto, y los suscriptos entre sujetos del derecho de gentes y otros que no

lo son, o que no poseen Ia capacidad suficiente para ello. Ofrece una exhaustiva
casuística que apoya con ejemplos de la vida diaria para una mejor comprensión.
Define el tratado internacional y fija sus límites, especialmente los impuestos
pot el "1us cogens".

La costumbre internacional constituye el objeto del segundo capítulo. Esta

es una materia sobre la que el autor ha trabajado desde hace muchos años, y en

él pareciera ofrecer una síntesis de su pensamiento. Pa¡te de un estudio de las

diversas formas de concebir Ia costumbre en el derecho internacional, oportuni-
dad en la que ofrece la conclusión de que las normas consuetudinarias no son
creadas mediante ningún procedimiento establecido por el derecho de gentes,

es decir que no son creadas por una fuente de de¡echo. Son las primeras normas

del derecho internacional positivo. [,a identificación de las normas consuetudi-
narias -incluyendo un examen de los elementos de la costumbre-, las caracterís-
ticas del derecho consuetudinario y la codificación del mismo, concitan tamb¡én
la atención de Barberis en esta sección de la obra.

Las reflexiones contenidas en el tercer capítulo, dedicado a los actosjurídi-
cos unilaterales, y en el que centra su atención en las características de éstos

como creadores dc normas internacionales, permiten afirmar inequivocamente
que constituyen una auténtica fuente del derecho internacional, o que existe en

el derechq internacional general una regla de reconocimiento que permite identi-
ficar las normas formadas por esta via.
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La discutida y controvertida cuestión de las ¡esoluciones de las organiza-

ciones internacionales integra el contenido del cuarto capítulo Calacteriza qué

resoluciones pueden ser consideradas como creado¡as del derecho de gentes -

deben provenir de una manifestación de voluntad de una organización ¡nterna-

cional con capacidad suficiente, tender a crear una regla de derecho, no estar

condicionadas al consentimiento de otro süjeto internacional y encontrarse re-

gida por el derecho de gentes-, y establece las diferencias con otras formas de

creación del derecho intemacional

El examen de la jurisprudencia -objeto del siguiente capítulo-, Ie permrte

extraer conclusiones acerca de la función de Ios precedentes jurisprudenciales

en la creación del de¡echo internacional. Destaca en primer lugar, que ellos,

tomados en conjunto, pueden constituir el elemento material de formación de

una norma consuetudinaria y, en segundo lugar' que tomados individualmente,

no constituyen un método autónomo de creación de normas jurídicas generales

en el o¡denamiento inte¡nacional

En el capítulo sexto, dedicado a los principios generales del derecho, mate-

ria esta que profundiza y que matiza con una amplia referencia de lajurispruden-

cia y la doctrina, resalta el carácter supletorio de ellos. Ceden ante la presencra

de una normajurídica internacional originada de cualquieta otra manera, pero no

obsta para que formen pane del ordenam iento juríd ¡co internacional

En el capítulo final resume el resultado del exhaustivo análisis realizado a [o

largo de toda la obra. Barberis considera algunos hechos que son presentados

como creadores del derecho internacional, como el comportamiento de los Esla-

dos, [a aquiescencia, el sistema jurídico internacional, la doctrida, la idea de

justicia, la equidad, la cláusula Martens, el derecho comparado En relación a

ellos se mu€stra crítico desde la perpectiva de los medios auténticos de forma-

ción del derecho internacional.

Aborda también en la parte final, el problema de lajerarquía de Ias normas

juridicas intemacionales, y laprelendida existencia de un ordenjurídico interme'

dio, en particular el Ilamado "soft law", y las diversas acepciones del rnismo'

Concluye con un examen de los límites de las normas jurídicas internacionales-

La experiencia en la docencia, en las funciones diplomáticas y en lajudica-

tura intemacional, explican el óptimo nivel científico de esta obra del conocido

jurista atgentino, que se ubica entre las publicaciones más relevantes de las
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dedicadas a estos capítulos del derecho internacional y consecuentemente,de
consulta obligada.

Ernesto J. Rey Caro

BOLOGNA, AlfredoBrano: "El conflicto de las Islas Malvinas ",Edicio-
nes Facultad, Rosario(R.A.), 1982, 108 pp.

De los problemas territoriales que se originaron desde la independencia,
pocos sensibilizaron lanto a la opinión pública argentina como el que sobrevino
con el despojo de 1833, cuestión que llegaria a convertirse en lacarante con
motivo del conflicto bélico desencadenado con el intento de recuoerar las islas
en 1982.

Aunqu€ la bibliografia sobre Malvinas ha sido abundante y ha cubiefo
diversos aspectos de la cuestión,el periodo posterior a este último aconteci-
miento merece ser examinado cuidadosamenle no solo para trata¡ de esclarecer
Ias razones que indujeron al gobierno argentino a la utilizacién de la fuerza para
intentar una ¡eparación histórica, sino porque los hechos de 1982 abrirían mu-
chos inteffogantes en derredor del futuro de las negociaciones anglo-argenti-
nas, cuya responsabilidad recaería sob¡e los gobiernos surgidos despues del
retomo a la plena vigencia de las instituciones democráticas en lo que alañe a

nuestro país.

De allí que los trabajos elaborados con seriedad, amén de ser necesarios
para quienes ejercen la docencia en sus diversos niveles, cumplan con Ia misión
de suministrar al lector una vis¡ón objetiva que le p€rmita evaluar los posibles
pasos que se irán dando en el plano diplomático y político.

La obra de Bologna, conocido investigador rosarino que desde hace años
ha dedicado sus esfuerzos a estudiar cuestiones vinculadas con la soberanía
territorial argentina, cumple con aquel presupuesto y satisface las exigencias
seflaladas.

El desafiollo de la temática ha sido diseñada en cuatro capítulos. En el
primero, se aborda la cuestión de la soberanía sobre las islas. instancia en la que
se examina los fundamentos de ésta a la luz de una abundante bibliosrafía y
documentación internacional.
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Las negociaciones en torno al conflicto, constituyen el contenido de la

segunda parte, aunque centrada a partir de la introducción de la cuestión en el

ámbito de las Naciones Unidas, contempo¡áneamente con la aceleración del pro-

ceso de descolonización De allí que se hayan profundizado las altemativas

surgidas entre 1960 y I 973, período calificado como de la cooperación; del perio-

do de conflicto(19?3-197ó) y del de las negociaciones, que se extiende desde la

fecha del advenimiento del gobierno militar hasta los episodios previos a Ia

ocupación de las islas en abril de i982.

A la guerra y sus consecuencias, con un análisis de los objetivos persegui-

dos por nuestro país, el papei de los Estados Unidos y la actitud del Reino

Unido. examen este avalado con una selecta documentación, el autor dedica la

tercera parte del trabajo.

El capítulo final está destinado al análisis de la problamática en el contexto

de la política exterior de los gobiernos radical y justicialista'

A guisa de corolario, Bologna señala la ubicación de la cuestión Malvinas

en una d€terminada tipología de conflictos - de hegemonia, territorial, por recur-

sos-, agregando otlas facetas como la estmtégica y lajurÍdica Evita la futurología

y expresa su esperanza de que las islas sean reint€gladas a nuestra soberania'

Existe un adecuado equilibrio entre las diferenres partes del estudio, aun-

que es necesario destaaar que ha prevalecido el enfoque propio de la especiali'

dad del auror: las relaciones internacionales, pero sin desmedro de las conside-

raciones jurfdicas.

En suma, una obta que permite desde tal perspectiva conocer entretelones

del conflicto y sus alternativas, sin fatigar al lector con €xccsivos antecedentes

históricos y engoíosos relatos que suelen encontrarse en algunos trabajos'

Erneslo J. ReY Caro

YTURRIAGA BARBERAN, José Antonto de "Ambítos de soberanía en la

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar' Una perspecti-

ta española",Ministerio de Asuntos Exteriores, Madrid, 1993' 6l 7 pp

Todas las obras vinculadas con la Convención sobre el Derecho del Mar'

suscriDta en Montego-Bay, en 1982, han recobrado trascendencia con la entrada
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en vigor de este instrumento en noviembre de 1994. Aunque todavia es prematu-

¡o dimensionar el real grado de efectividad del mismo en razón del limitado inte-

rés puesto de manifiesto por los Estados de mayor potencialidad marítima y por
las transformaciones que se han operado en los doce años transcurridos, que

han puesto en evidencia la necesidad de introducirle refo¡mas, no puede poner-

se en tela de juicio la relevancia que tuvo dicho acuerdo como marco regulatorio
de un área de las ¡elaciones internacionales que en algunas épocas se constitu-
yeron en fuente de riesgosos conflictos. Asimismo, no puede negársele el mé¡ito
de haber sido el primer acuerdo logrado a un nivel auténticamente universal.

El objetivo de la obra de Yturriaga es inicialmente limitado ya que, por un

lado, sólo trafa algunas instituciones del Derecho del Mar -que se explica por el

hecho de ser aquéllas que el autor trató en un lrabajo de mayor envergadura no
publicado-, y por el otro, que ha ubicado la perspectiva de los temas en la pos-

tura que adoptara España en las largas negociaciones que precedieron a la adop-

ción del texto de 1982.

Dicha aclaración resulta necesaria a la hora de preguntarse el porqué de la

omisión de otros espacios marítimos vinculados con el ejercicio de soberanía

estatal.

De allí que sin perjuicio del estudio de los antecedentes y de la tarea prepa-

ratoria de Ia Conferencia iniciada en Caracas, en 1974, y del proceso de elabora-

ción, de adopción y de firma del texto -que ofiece elemenlos de juicio válidos
para apreciar las alternativas tan peculiares que experimentaron las discusiones
y la toma de decisiones estatales durante todo el proceso de gestación del acuer-
do-. la investigación se centra en cuatro cuestiones fundamentales: el mar terri-
torial y la zona contigua, Ios estrechos utilizados para la navegación internacio-
nal, las islas y archipiélagos, y la protección y preservación del medio marino.

El esquema de exposición sigue parámetros muy semejantes. Al examen del

régimen adoptado por la Convención, le precede un estudio de los aütecedentes
que, cuando resulta pertinente, se retrotraen a la Conferencia de La Haya de

1930, a las Conferencias de Ginebra de 1958 y 1960,y a los precedentes
jurisprudenciales de la Corte Internacionalde Justicia, que tuvieron una marca-

da gravitación en la evclución de muchas de las instituciones del Derecho del

Mar contempofáneo. En todos los casos, estudia las principales propuestas

estatales presentadas en la III Conferencia y su recepción en el Texto Unico
Oficioso, en el Texto Unico Revisado y en el Texto Integrado Oficioso. El estudio

de las normas incorporadas en la Convención se compiementa con la legislación
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española sobre las respectivas materlas

El juicio crítico del autor, orientado en general a avalar la posición oficial de

su país, constituye el epilogo de cada caPitulo Com plementa la obra u na reseña

bibliográfica de autores españoles.

La reconocida versación de Yturriaga en los temas abordados, algunos de

los cuales han sido objeto de numerosos y meritorios trabajos de investigación

-v.g.,diversos aspectos de la preservación y conservación del medio marino-, y

el hecho de haber integrado la delegación hispana con una activa participación

en las deliberaciones de la llf Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Dere-

cho del Mar, son circunstancias que han incidido en la calidad y utilidad de la

obra.

Ernesto J. Rey Caro

NIETO NAVIA. R afael', "lntroducción al sislema interamericano de pro'

tección de los derechos humanos ",lnsfiluto lnteramericano de Derecbos

llumanos,Bogotá, 1993, 280 PP

Pocas cuestiones han condicionado tanto las relaciones interestatales en

las últimas décadas como la de los derechos humanos, y ello no es algo casual,

sino que responde a una tendencia -benéfica. por cieno- que colocara en un

plano expectante en el orden internacional el trato que los Estados otorgan a sus

nacionales. La obra iniciada en el seno de las Naciones Unidas, dejó atras una

concepción bastante arraigada' que ocultaba bajo el manto del "dominio reser-

vado" aquella importantisima cuestión

En América, pese a los abundantes antecedentes que proporcionó la lucha

por la dignificación del s€r humano, pocas fueron las realizaciones hasta fecha

relativamente ¡eciente. La implementación de un auténtico régimen internacional

para salvaguardar los derechos fundamentales del homb¡e es una conquista de

fines de la década del 60, y los acontecimientos vividos en el continente en años

posteriores, han colocado al desnudo las dificuhades y tropiezos para que aquel

se generalizara y cobrara efectividad.

La bibtiografÍa sobre el sistema interamericano de protección de los dere-

chos humanos se ha multiplicado y con celebrada frecuencia se han ido incorpo-

rando al ace¡vo nuevas obras que, cuando proceden de estudiosos e investiga-

dores que han desempañado también funciones de responsabilidad en Ios órga-

nos creados con aquella finalidad, merecen la mejor de Ias bienvenidas'
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Tal es el caso de este nueyo aPorte del actual Presidente de la Corte Intera-

mericana de Derechos Humanos, que por haber sido llamado a aplicar las normas

de la Convención Amer¡cana sobre Derechos Humanos, posee un privilegio que

pocos pueden legítimamente ostentar y que otorga un valor especial a su opi-

nión.

Como es habitual en esta clase de estudios, los antecedentes históricos

constituyen un presupuesto obligado para explicar laratio de las actuales insti-

tuciones. Con este propósito, Nieto Navia recuerda la Doctrina Monroe, el Con-
greso de Panamá, los congresos hispanoamericanos del siglo pasado y las con-

ferencias interamericanas continentales, que irlan a nutrir el sistema democrático

en América y que habrlan de otorgar un "marco" a una concepción original y

diferenciada de la esencia del se¡ humano.

El meollo del trabajo se encuentra en el examen de la Convención de l9ó9,
en particular de los derechos y libertades protegidos y del funcionamiento de

los órganos creados por aquel instrumento, incluyendo su composición, compe-

tencia, procedimiento y algunos aspectos vinculados con los dictámenes y sen-

tencias de la Comisión y de la Corte.

Es precisamente en este último punto en donde reside la mayor relevancia

del trabajo, habida cuenta que eljurista colombiano examina los diferentes pro-
nunciamientos de la Corte Interamericana en cuestiones tales como pena de

muerte, derecho a tener una nacionalidad, libertad de pensamiento y expres¡ón,

derecho de rectificación y respuesta, libertad de asociación, habeas corpus y
suspensión de garantías, desaparición forzada de personas. etc. No menos im-
portantes son las opiniones consultivas interpretativas de diversas normas de

la Convención.

Un completo apéndice documental brinda al lector las normas legales y

reglamentarias sobre las que se asienla el funcionamiento de los órganos del
slstema.

La obra de este prestigioso publicista exhibe sob¡ados méritos y constitu-
ye, como destaca Gros Espiell en el prólogo, ün alegato particularmente convin-
cente en favor de la ineludible y entrañable relación que en América ha de existir
entre la protección de los derechos humanos y la democracia, como forma de

vida, como sistema político, y como ¡égimen de gobierno.
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FERNANDEZ SANCHEZ, Pablo Antonio: " La obligación internacional

de cooperar en la lucha contra el lerrorismo", Ministerio de Justicia,Madrid,

1992,294pp.

Casi a diario los medios informativos de todo el mundo hacen conocer la

perpetración de ciertos actos, en forma individual o grupal, calificados de terro-

rismo. Esta cuestión puede ser abordada desde diferentes ópticas. En el caso del

jurista, no es extraño que inicialmente se haya preguntado qué es el terrortsmo.

Cuando se trató en el seno del XV Congreso el Instituto Hispano-Luso-

Americano de Derecho Internacional, en 1989, esta delicada temática desde la

perspectiva del derecho internacional, se reconocieron las dificultades que de-

bían afrontarse para dar una respuesta aceptable a tales interrogantes, pero que

al margen de ello, debía reconocerse la gravedad de tales acciones por su reper-

cusión y consecuencias sociales, estimándose de la mayor importancia la pre-

vención del terrorismo y la cooperación interestatal y a través de organizaciones

intemacionales para erradicarlo como instrumento lícito para conseguir determi-

nados fines.

El jurista español cuyo trabajo ocupa nuestra aicnción, considera que el

terorismo difícilmente puede ser objetivable desde un punto de vista.iuridico y

prefiere hablar de "actos terroristas", entendiendo como lales ''los ataques o

amenazas a la vida o a la seguridad personal que afecten en fo¡ma indisc¡iminada

a las personas o impliquen el empleo de métodos de violencia indiscriminada y

atroz, condenados por la comunidad internacional". Destaca que en todo acto

terrorista, por el mero hecho de atentat contra la persona humana, existe el ele-

mento internacional quejustifica por sí solo la aplicación del Derecho de Gentes.

El titulo de la obra lleva implícita una toma de posición , pues parte de una

premisa cual es la existencia de una obligación internacional de cooperar en la

lucha contra el terrorismo, y es en el examen de esta obligación donde se centra

el discurso.

La primera parte, está consagrada al examen de las obligaciones conven-

cionales, distinguiendo entre las de carácter universal y las regionales. pon ien-

do énfasis en las del ámbito europeo-occidental. Esta última perspecliva se Jus-
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tifica en razón de que, como señala Femández Sánchez, en Ia Europa occidental
se cometen el 357o de los actos terroristas que tienen lugar en el mundo, y es en

€sta región donde se ha logrado un sistema de cooperación internacional más

perfeccionado en la lucha contra el terrorismo.

El análisis de las obligaciónes generales ocupa la siguiente parte de la
obra. En ella se seiialan las omisiones del ordenamiento internacional y se estu-

dian las resoluciones sobre la materia de la Asamblea General de las Naciones
Unidas y de organizaciones regionales europeas, oportunidad en que se plantea

la cuestión del valorjuridico de ellas.

En la parte final, reflexiona sobre las causas de la precariedad de las res-
puestas jurídicas, y sobre la ambigüedad de la actitud de los Estados en esta

controvenida problemática. Las conclusiones exhiben la fragilidad del sistema
internacional para hacer frente a la lucha contra el terrorismo, producto en gran
pa e. según su opinión, de las imprecisiones de las reglas jurídicas.

El apéndic€ bibliográfico y documental resulta de gran interés para quien
desee profundizar el estudio de esta materia.

El enfoque eminentemente europeo quizá haya obrado en desmedro de una
visión más universal -en América también existen numerosos anteccoenres-,
pero esta circunstancia no priva a la obra de su inestimable valor, constituyendo
al mismo tiempo un destacado aporte cientifico de la doctrina española, orienta-
do a fonalecer la cooperación internacional para intentar erradicar una de las
lacras de la sociedad contemporánea.

Ernesto J. Rey Caro

SANCHEZ RODRIGUEZ, Luis lgnacio. " Derecho !nternací¡¡naI púbIico:
Problemas Actuales ", Editorial Eurolex, Madrid, 1993, 340 pp.

Los distintos acontecimientos qüe vanjalonando el desarrollo de las rela,
ciones intenac¡onales ofrecen al investigador la oportunidad de explorar nue-
vas áreas y de satisfacer los r€querimientos editoriales a traves de trabajos
breves, que se ajustan a la modalidad de las publicaciones periódicas cspeciali-
zadas.

Es usual que al cabo de uno o dos años aquel haya efectuado diversos aportes
que por su dispersión, no tienen la divulgación merecida. De allí la práctica de
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reunir en una sola edición investigaciones sobre temas diYersos y actuales' que

cumple una funcíón tan importante como las publicaciones monotemáticas'

El catedrático de Derecho lnternacional Público de la Universidad

""*o;;;;;;;;t 
tn tu ou'u ¿t tu'ras' el fruto de recientes investisac iones'

vinculadas unas a las nu"uu' 'nuu"'ont' 
y problemas jurídicos gencrados con

elingresodcEspañaalasComunldadesEuropeas'yotlos'nomenosinteresan-
tes por su relación con hechos y-conflictos contemporáneos' com-o los conten-

ciosos territoriales y problemas lronterizos' y la acciór cott:l'.:i;^t^l:'t tnt"tnu-

i'"""i* t.^tit"tmitnto ¿" la paz En total' seis elaborados trabaJos'

El primero está dedicado el examen del art 93 de la Constitución cspañola'

N",il.ii",a.*, e"'"f ''l:-t:;f:i[,:'::":::fl :".xi:Hf :T,:HT;
que sesún el autor' o l" "^-:T;;;i;i;i";;;; .".. anticipáramos, en la
ciertos signos de interés' en Pan

adhesiÓn de España a las comunrdadcs del continente €n su-parecer' los asun-

l,''""''"*n"'.' *-":*i:T:t:i:ff:1TiffiT:ff :f i"iiffi ::
que éste constituve* *"-:1":";:;;;;';;, 

;;."., jurídicos dc diferente
la Carta Magna "Para Poner en

naturaleTa'

El segundo trabajo se inc¡ibe en la misma linea temática'-qu€ el anrerlor'

".,0á0",-"'s"*n", l,1l'r, -*;.rfi ;:ilffi;ff :f i::n liilX':::::
v el derecho interno en el slstefi

il;;t;;il* con lu c"lebración'de los tratados' su publicidad' la posición

;;;;;;;t;" el sistema de fuentes del Derecho español' la interpretacron'

aplicación, termi¡aclÓn y suspensión de los tratados' las reservas'etc'

En los dos siguientes articulos' referidos a problemas Propios de los con-

flictos teÍitoriales, el Jurlsta español estudia una cuesliÓn que en no pocos

casos, se Presenta coto O" tupiiul imPortancia en los diferendos sobre sobera-

"i", "t"i 
J, i" 

" 
t" fecha crítica' examinando su reccpción en la jurisprudencra

internacional y en la doctrina' Él otro 
"stá 

dedicado a aspectos Particulares de

las fronteras terrestres to"'ouit't"unu' La aplicación del priricipio del r¡'

* Jil,l;. ;;:t :: :::TX'":",::lH[::;;]:'"'jilif: í"T::Ii:: fi ,

i'J,:il:lxtil: 'l"lJilffi ; ;;;'ñ;"; ros aspectos más destacados

LapolíticaexteriordeseguridadcomúnydedefensaenlaUniónEuropea
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dad Ca¡los I ll, de Madrid, está limitada a algunas materias, generalmente las que

se abordan en la primera parte de la disciplina.

La introducción ha sido dedicada al estudio de la sociedad inte¡nacional

como base social del Derecho Internacional y a la función histórica de este

ordenam i€n¡o jurídico, oportunidad en Ia que se examinan las características de

aquella y el papel de las organizaciones internacionales, por un lado, y los gran-

des hitos que han jalonado la historia de las "instituciones internacionales"

desde la antigüedad hasta nuestros dias, por el otro.

F,n el primer capítulo se examina la organización básica y la estructura del

orden jurídico inte¡nacional contemporáneo. Mariño Menéndez analiza inicial-

mente una cuestión de gran dinamismo como la de los sujetos, centrada en los

problemas del Estado, y los mecanismos de creación del Derecho jnternacional.

Han merecido también la atención cuestiones tales como los principios funda-

mentales del ordenam iento juríd ico, las normas d€itt coge¿s, la noción de crímen

intemacional, los nueyos entes internaciona¡es, Ia cond ic ión jurídica del Esfado,

la inmunidad del Estado extranjero, el nacimiento del Estado y sus transforma-

ciones, las organizac!ones internacionales, Ja persona humana, aspectos gene-

rales de la creación del Derecho Internacional y en particular, Ia costubre inter-

nacional y €l papel de antaño y que actualmente ella cumple entre los mecanis-

mos de c¡eación del derecho.

Un amplio esludio de los t¡atados infernacionales, especialmente desde la

óptica de la Convención de Viena de l9ó9, integra el contenido de la parte subsi-

guiente- En esta ocasión examina también el rol de los actos unilaterales, el valor

de las resoluciones de las organizacioncs internacionales, las otras fuentes del

Derecho de Centes y el problema de las "lagunas" del Derecho lnternacional

La aplicación del Derecho internacional incluyendo la cuestión del control,

la responsabilidad internacional y la aplicación coercitiva de éste, constituyen

los temas específicos de la siguiente sección. Finaliza Ia obra con un estudio de

las relaciones entre el ordenamiento jurídico internacional y los ordenamientos

internos de Ios Estados, brindando una perspectiva de la situación en el derecho

interno esPafiol.

Cada tema profundizado cuenta con un apéndice bibliográfico muy actua-

lizado.

Marif,o Menéndez, poniendo en evidencia una gtan solvencia intelectual,

ha expuesto con lenguaje claro y precisión conceptual diversos problemas ac-
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tuales del Derecho de Gentes. A lo largo de toda su exposiciÓn t¡asunta un

moderado optimismo en el papel que cumple el ordenamiento internacional, sin

oculta¡ las falencias y limitaciones. Sin duda, constituye un aporte de primer

nivel para la enseñanza de la disciplina.

Ernesto J. Rev Caro

CASADO MIGON ,Rafael" " La pesca en Alta Mar" , lunta de Andalucía.

Sevilla,1994, 92 pp.

El aprovechamiento de los recursos del mar, constituye uno de los usos

que tradicionalmente incidieron en el régimen jurldico de los espacios marítimos

La pesca, fue una actividad económica que desde antaño enfrentó a los países

ribereños con aquellos poseedores de grandes flotas que con frecuencia preten-

dieron practicarla en todos los mares con las menores limitaciones posibles. Son

bien conocidos los conflictos producidos por esta disparidad de intereses, es-

pecialmente en esta segunda mitad de I siglo XX.

Aunque el problema fue abo¡dado parcialmente en las Conferencias de

Ginebra de l9 5 8 y 1960, adquirió una gran relevanc ia en la III Conferencia de las

Naciones Unidas sobr€ el Der€cho del Mar. a la hora de las discusiones sobre

los derechos de los Estados en las zonas marítimas sometidas a su soberania o
jurisdicción, y los derechos de los otros Estados más allá del límite exterior de

eslos espaclos.

La Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de 1982.

sólo receptó en esta materia algunos entendimientos básicos, dejando muchos

problemas pendientes. como los de la conservación y preservación de los recur-

sos pesqueros, en particular de ciertas especies, v.g,,las llamadas "transzonalcs"

y las "altamente migratorias".

Este es el tema central del trabajo deljurista español, quien en la primera

parte de la obra examina las disposiciones p€ftinentes de la Convenc¡ón, tanto

las ¡eferidas a la Zona Económica Exclusiva, como a la Alta Mar, desentrañando

el contenido de las obligaciones en ellas consagradas. Orienta sus reflexiones al

esclarecimiento del alcance de la obligación de cooperar y la solución de contro-

vers¡as.

Luego examina las caracteristicas de la pesca en la Alta Mar en la última
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década, especialmente la de a¡tura en gran escala, y su compatibidad con los

preceptos convencionales referidos (ans. 63,ap. 2, 64 y 67). A continuacién

examina las alternativas de la coope¡ación institucionalizada y efectúa un exa-

men crítico de los aportes de las diversas organizaciones para resolver las prin-

cipales problemas con que tropieza la pesca en la Alta Mar.

La parte final ha sido destinada a dimensionar el alcance de algunos actos

legislativos nacionales de paises latinoamericanos como la ley argentina 23.968
y la ley chilena de agosto de 1991, instrumento este último que incorpora el

concepto de "mar presencial", que implicaría según el autor, el ejercicio de una

"jurisdicción progresiva" sobre zonas de alta mar. Por otro lado se analizan los

problemas debatidos en las sesiones iniciales de la Confe¡encia de Naciones

Unidas sobre especies transzonales (straddling stocks) y altamente migratorias.
que se inaugurara en New York, en julio de 1993 y en la que se incorporarian
interesantes documentos de trabajo, generalmente representativos de los intere-

ses estatales en juego. En las conclusiones, Casado Raigén, deposita sus espe-

ranzas en los resultados de esta trascendente reunión internacional.

La obra. bien estructurada. contiene valiosas reflexiones sobre uno de los

problemas conflictivos del Derecho del Mar contemporáneo, y sin hesitación es

de gran utilidad para quienes deseen interiorizarse de las alternativas y perspec-

tivas que la cuestión ofrece.

Ernesto J. Rey Caro
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INMEMORIAM

PABLO ANTONIO RAMELLA

El25 de abril de 1993, se extinguía la vida del Doctor Pablo Antonio Ramella'

destacado hombre público y €minente jurista que integrara la Asociación Ar-

gentina de Der€cbo lnternacional desde su creación Fue su primer Vicepr€si-

dente, ca¡go este que ocupó en varios períodos, integrando reiteradamente el

Consejo Directivo. Al momento de su deceso, era Miembro Honorario y Miem-

bro del Comité dc Redacción del Anuario Argentino de Derecho Inte¡nacional'

Nacido en 1906. se graduó como abogado en la Facultad de Derecho y

Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Buenos Aires' doctorándose en

Jurisprudencia en esta misma institución'

En 1930 se radicó en San Juan, Provincia esta en la que habria de desem pañar

num€rosos cargos públicos de relevancia en los tras poderes, ocuPando' entre

otras, las funciones de Juez en lo Civil y Ministro de Gobierno

Asimismo. fue Senador Nacional, Convencional Constituyente en varias

ocasiones y Minist¡o de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Porsudesem-

peño, siempre fue recordado con gratitud por sus pares y colaboradores'

En la docencia, puso de manifiesto sus relevantes condiciones científicas

y su vocación para la enseñanza. Tuvo a su cargo la Cátedra de Derecho lnterna-

cional Público y fue Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales i
Vicerrector de la Universidad Católica de Cuyo'

Brillante expositor, participó en numerosos congresos y reuniones como
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relator, recibiendo en vida merecidas distinciones por parte de prestig¡osas ins-

tituciones del pals y extranjeras. Fue Miembro Correspondiente del Instituto de

Estudios Políticos de Madrid. Miembro del lntemational Center ofLegal Science

de La Haya, y Miembro Correspondiente de la Academia Nacional de Derecho y

Ciencias Sociales de Córdoba.

Sus libros y publicaciones sobre temas de sus especialidades, se encuen-

tran en todas las bibliotecas y se han constituido de consulta obligada para los

investigadores. También fue reconocido por sus obras literarias.

Ferviente católico, defendió su credo con espíritu cristiano. Condenó la
violencia en todas sus formas y ofreció un verdadero ejemplo de vida irradiando
paz.

Quienes tuvimos la suerte de que nos honrara con su amistad, ¡ecordare-

mos siempre al Dr. Ramella por su prudencia y serenidad, por su opinión
mesurada, por su juicio objetivo, vinudes de los grandes hombres.

La AADI, impuso su nombre al Xl Congreso Ordina¡io y V Congreso

Argentino de Derecho Intemacional, celebrado en Salta. en noviembre de 1993,

y sus amigos y colegas le han rendido un justo homenaje con una obra colectiva,

de reciente apa¡ición. titulada "El Der€cho Público Actual".

El Director

JOSE MARIA RUDA

El 7 de julio de 1994, falleció en S'Agaro (España), el Doctor José María
Ruda, Miembro Fundador de la Asociación Argentina de Derecho Internacional
y Miembro Honorario de la Institución.

Había nacido en 1924, obteniendo el doctorado en Derecho y Ciencias
Sociales en la Universidad Nacional de Buenos Ai¡es, en 1949, y el Master of
Law en laNew Yo¡k University, en 1955.

Ljerció activamente la doceniia, desempeñándose como Profesor Titular
de Derecho Internacional Público, por concurso, en la Facultad de Derecho y
Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Buenos Aires.
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Ocupó importantes cargos en el Ministerio de Relaciones Exteriores de la

República Argentina, en donde fue Jefe de Gabinete, Consejero Legal y Subse-

cretario. Se desempeñó como Representante Permanente del país ante las Nacio-
nes Unidas, y participó en numerosas conferencias internacionales, siendo asi-
mismo Agent€ ante el Tribunal Arbitral en la causa del Río Encuentro.

Fue relator de la Sexta Comisión de la Asamblea General y Presidente de

ella, en t963, dsempeñándose igualmente como Miembro de la Comisión de De-
recho Internacional, siendo designado Presidente, en 1967.

En su extensa actividad intemacional. ocupó durante dos períodos el car-
go de Juez de la Corte Internacional de Justicia, ejerciendo la Presidencia entre

los años 1988 y l99l.

Integró el Curatorium de la Academia d€ Derecho Intemacional de La Haya,

y era Miembro del Institut de Droit International y profesor hr¡norís causa d.e

numerosas universidades.

Autor de varios libros, sus investigaciones fueron publicadas en las más

importantes revistas científicas del mundo. Su opinión ha tenido una notor¡a
gravitación en la doctrina.

Su deceso, ocunido cuando tenia una destacada participación en t¡ibuna-
les internacionales, ha provocado gran consternación y dolor entre sus colegas

y discípulos, quienes siempre recordarán sus excepcionales dotes personales.

La AADI, en homenaje a su memoria y en gratitud por el apoyo que siempre

recibió deljurista desaparecido, ha resuelto realizar una publicación científica )'
que el próximo Congreso Ordinario, a celebrarse en la ciudad de La Rioja, en

iunio de 1995. lleve su nombre.

El Dtte, tor
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RESOLUCIONES Y RECOMENDACIONES DEL XtI CONGRESO ORDINARIO DE
LA ASOCIACIÓN ARGENTINA DE DERECHO INTERNACIONAL DT. "PABLO

A. MMELLA 'Y VII CONGRESO ARGENTfNO DE DERECHO
IN'IERNACIONAL.

SECCIÓN DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

TEMA I : Responsabilidad Intemacional

RELATOR: Dr.Anuro S. Pagliari

El Plenario del Congreso adopta la srguienle DF.CLARACIÓN:

l) El Derecho Internacional impone a los estados el deber de reconocer y

garantizar a los extranjeros un conjunto de derechos fundamentales, entre los
que se encuentra el respeto a los derechos adquiridos y a la propiedad privada.

2) En caso de expropiación o nacionalización, existe el deber de abonar u¡a
indemnización apropiada. como obligación inte¡nacional dcl estado.

3) La coÍnpensación debe determinarse de conformidad a las lc) cs dcl csta,
do y del derecho internacional.

4) La situación económica del estado infractor podrá ser tenida en cuenta

como un parámetro más para fijar el monto indemnizatorio y/o su forrna de pago.

TEMA 2: Contenido básico de los programas de Derecho Interna,
cional Público a la luz de los cambios ooerados en el sistema interna-
cional

RELATOR: Dr. Emesto Rev Caro
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El Plenario del Congreso adopta la siguienle RESOLUCIÓN:

I ) Recom€nda¡ al Consejo Directivo de la Asociación que proceda a con-

vocar, en el transcu¡so del alo 1994, una Reunión de Docentes y Especialistas,

de carácter nacional a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución No

45/40 y 47132 AG-ONU en lo pertinente a la materia que ha sido objeto de lrata-
miento por Ia Sección;

2) lnformar y solicitar al Gobierno Nacional, mediante los Minsterios de

Relaciones Exteriores y de Cultura y Educación el apoyo necesario para dicha

convocatoria y para la reunión que se celebre a tales efectos;

3) Recomendar que el trabajo presentado por el Dr. Ernesto J. Rey Caro en

la Sección de Derecho lnternacional al presente Cong¡eso Ordina¡io de la
A sociación, integre la documentación básica de la reunión:

4) Invitar a los profesores y especialistas de las he¡manas naciones de

América Latina presentes, a que promuevan en sus r€spectivos países acciones
similares a las resueltas. A efectos de Ia coordinacién de los t¡abajos, la Asocia-
ción Argentina de Derecho Internacional informará a las entidades académicas

regionales de los resultados de sus trabajos, solicitando se informe a la AADI
acerca del estado de sus respectivas gest¡onesi

5) Comunicar a las asociciaciones académicas de la región la presente
resolución.

SECCION DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

TEMA l: Contenidos, objetivos y métodos del Derecho
Intemacional Privado.

RELATOR: D¡a. Stella Maris Biocca

EI Plenario del Congreso adopta la siguiente RECOMENDACIóN;

I.- Reyisar los objetivos, contenidos y métodos del Derecho Internacional
Privado, adecuándose a la realidad actuall

Il.- Invitar a las cátedras de las distintas Universidades y a espccialistas
de la materia, a que presenten sus propuestas ante la Secr€taría de la AADI con
anterioridad al mes de septiembre de 1994;

III.- Solicitar que la AADI convoque a dichas Jomadas en el mismo año,
para anallzar y evaluar los trabajos aludidos. en o¡den a lo indicado en el punto
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TEMA 2: Compra venta intemacional

RELATOR: María Blanca Noodt Taquela

El Plenario del Congreso adopta la siguiente RECOMENDACIÓN:

l) Evitar que una atención timitada a las normas particulares d€ la

Convención de Viena de 1980 sobre los Contratos de Compraventa Internacional

de Mercaderías impida tener en cuenta las disposiciones generales de dicha

Convención, que reflejan el nuevo €spítitu del derecho de los contratos' En

especial se destacan, en la interpretación de la Convención, su carácter

iniernacional, la necesidfad de promover la uniformidad en su aplicación y la

exigencia de la observancia de la buena fe en el com€rcio internacional-

ll) Interpretar que €l carácter universal de la Convención sobre la Ley

aplicable a los contratos de compraventa internacional de mercaderías concluida

eiLaHaya el22 de diciembre de 1986 importará' cuando entre en vigencia, la

derogaciÁn del Derecho lnternacional Privado de fuente interna en materia de

comprav€nta internacional de mercade¡ías.

Dentro de su ámbito espacial específico, los Tratados de Montevideo de

1889 y 1940 tendrán primacía sobre la Convención, hasta tanto los países parte

en dichos Tratados ratifiquen la mencionada Convención.

ItI) Proponer que la CIDIP-V incluya en la futura ConYención sobre

Contratación lnternacional una norma que contemple la relación entre dicha

Convención y otras sobre determinadas categorias de contratos, como la

Convención de La Haya de 1986 sob¡e la Ley Aplicable a la Compraventa

lnternacional de Mercaderias.

lV) lnterpretal que corresponde aplicar la ley del pais donde se encuentre

el establecimiento del comprador, como previsión expresa de acueldo al artículo

8.2.b de la Convención de La Haya de 1986 cuando las partes han pactadt)

cláusülas qu€ contemplen la entrega de las mercaderías en el país del comprador

como DES, DEQ, DDU Y DDP de Incoterms 1990.

V) Tener en cuenta que aunque la trasmisión de la propiedad está excluida

del ámbito de la Ley aplicable según la convención de La Haya de 1986 (art 5 inc

C), algunos efectos entre comprador y vendedor se rigen por dicha ley Entre

tales efectos se encuentran el derecho a los frutos, la trasmisión de los riesgos y

las cláusulas de

reserva de propiedad (art. l2 inc C, D, y E).

VI) InterPretar que la reserva efectuada por Argentina al ratil'icar la

Convención de La Haya de 1986, según lo autoriza su art 2 l inc C, no exc luye

totalm€nte la aplicación del art. I I de la Convención para regir la fo¡ma del
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contrato. La reserva opera sólo cuando alguno de los de¡echos indicados por

esta norma alternativa conside¡e válido el contrato que no se ha hecho o probado

por escrito.

VII) Propiciar que Argentina retire las reservas formuladas del art. l2 de la

Convención sobre los Contratos de Comptaventa fnternacional de Me¡caderías

suscdpta en V iena el 1l deab¡ilde 1980 y al art. ll de la Convención sobre la Ley

Aplicable a lo Contratos de Compraventa Intemacional de M€rcaderías susc¡ipta

eÍLaHayz el22 de diciembre de 1986. Dicha res€rva no coincide con el espitiru

del Derecho lnternacional Privado de fuente interna que favorece la validez fo¡-
mal de los contratos intemacionales (art. I l8l del Código Civil) ni con el derecho

privado interno argentino que no exige Ia forma escrila en este tipo de contratos.

Vltl) Por forma escrita en ambas convenciones deben entenderse lodas las

formas de la nueva t€cnología que brindan constancia fehaciente de lo pactado

tales como cl fax y la contratación por medios informáticos (articulo l3 Conven-

ción de Viena y art. 1 I Convención de La Haya).

IX) Destacar la importancia y la utilidad del arbitraje en los contratos de

compraventa internacional de mercaderías, aconsejándose la inclusión de cláu-

sulas arbitrales o Ia sucripción de compromisos arbit¡ales.

SECCIÓN DERECHO DE LA INTEGRACION Y RELACIONES

INTERNACIONALES.

TEMA: 1.

Derecho de la lntegración- La lntegración Social.

RELATOR: Dr. Enrique Ferrer Vieyra.

2. Contenidos Actuales del Derecho de la fntegración.

RELATOR: Dra. ElsaKelly

3: Contenido básico de los Programas de Relaciones Internacionales a la

luz de los cambios operados en el Sitema lnternacional Global.

RELATORAS : Lic. Anabella Busso y Gladys Lechini.

4: Articulación de la polltica exterior argentina frente a los cambios opera-

dos en el Sistema Internacional Global.

RELATORA: Lic. Silvia Gaveglio.
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ANUARIO ARGG}.ITTNO DE DERECHO INTERNACTONAL

I. El Plenario del Congreso adopta la s¡guie nte RECOMENDACION:

(Sección Derecho de la lntegración)

* 
Qu€, a p€sar de considerar adecuado el Plan Trienal de Educación apro'

bado por los Ministerios de Educación del Mercosur, el mismo debe ser profun-

dizado buscando una mayor participación de todos los sectores y efectua¡ los

Estados- Parte contribuciones económicas suficientes para llevar a cabo las

lineas de trabajo establecidas en el Plan Trienal.

* 
Que en el campo de la educación e investigación científica es aconsejable

una mayor coordinación de las tareas qu€ están realizando las distintas institu-

ciones educativas a fin de un mejor rendimiento de las mismas.

* Que el desarrollo de los recursos humanos en todos sus niveles debe ser

tarea prioritaria de los Estados-Parte y tender a la promoción de una mentalidad

comunitaria.

Se esiimó que el proceso de integración se desarrolla condicionado por

una creciente globalización y una fragmentación qu€ se manifiesta en la forma-

ción de grandes bloques econórnicos: que la competiYidad juega al respeclo un

papel preponderante por lo que se recomienda para América Latina y particular-

ment€ para el Mercosur poner especial empeño en conseguir lo antes posible

una mayor capacidad negociadora en el ámbito intemacional.

Se llama la atención de las auto¡idades, políticos y organizaciones intere-

sadas sobre el aumento grave y extendido de la pobreza y sobre la necesidad de

contribuir de manera concreta a la solución de est€ problema aún admitiendo su

complejidad y amplitud y los esfuerzos que se requieren al efecto.

ll) El Plenario del Congreso adopta la siguiente RECOMENDACION:

( Sección Relaciones Internacionales)

+ La desaparición del conflicto ideológico-político este-oeste y el

surgimiento de un multilateralismo económ ico en el que prevalece la competitividad

no solamente en lo comercial sino también en lo cientitifico-tecnológico que

conduce a la profundización de las asimetrias entre países, y a una div¡sion

internacional del trabajo más aguda y de más graves consecuenclas.

I)ada estamanifiesta realidad, la formulación de la política exterior de nues-
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tros países. y en particular de la Argentina, exige profundizar el estudio de los

escenarios y la búsqueda de soluciones alternativas para el mediano y largo

plazo, que nos permila redimensionar y potenciar. de manera realista. la satisf'ac-

ción plena del interés nacional, en armonia y solidaridad con los otros países del

Mercosur.

SECCIÓN DE DOCUMENTACIÓN. METODOLOGÍCAS Y ENSEÑANZA

Tema 1: Pautas metodológicas para la elaboración dc Programas de

Derecho Internacional Público.

RELATORA: Dra. Zlata Drnas de Clément

Ill Plenario de lCongreso adopta la siguiente OECt.ARACtÓN;

l) Que el Programa -como estructura proposicional que sintetiza un
proyecto de aprendizaje- debe concebirse como formulación flexible, modular.
interactuada, basada en lo cualitativo y en el compromiso pleno de todos los
involucrados en el proccso de enseñanza -aprendizaje con el proyecto educativo
y soc!al;

2) Que la racionalización de la elaboración del programa exige el análisis
estructurado y sistemático de las distintas etapas de construcción del programa
para detectar los problemas que actúan como obslácu¡os entre la situación real
inicial y la buscada, para proponer los pasos y operaciones que han de permitirle
dcsplegar toda su virtualidad;

3) Que la adecuación al medio -que toda programación debe contemplar-
no debe ser impedimento para el avance hacia niveles cientificos y culturales
cada vez más elevados.

RESOLUCION INSTITUCIONAL

teuA: Asociación l-atinoamericana de Estudios lntemacionales.

trl Plenario delCongreso adopta la siguiente RESOLtJCIÓN:

Encomendar al Consejo Directivo, la realización de todas las tareas que

conduzcan a la constitución de una "Asociación Latinoamer¡cana de F,studios
I nternac ionales", que integre a las asociaciones, constituidas o a constituir,
dedicadas a dichos estudios en los países latinoamericanos.
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